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A 

A chaval, dan Ricardo, conlra la provincia «le Sanliago del Estero; 

sobre interdicto de retener * ™* 

Aguirre, Benito, criminal contra; por circuhcion de billetes de 

curso legil fallos * * •■■ ' 347 

Argentina lnlerprovincial Railway Company, limited, la sociedad 
anónima, con don Isidoro (Juiroga. por cobro de pesos: sobre 

competencia ■ * 

Atocha de llallilana, señora de, ton el Fisco Nacional j sobre ei- 
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Ranchero, don José, contra la compafll* de navegación * La Ve * 
loco», por daños y perjuicios ; sobre pruebas « 5 

Banco de la Xacion Argentina, con don Cáelos E. Karslrup, por 
cobro de pesos; sobre pruebas 206 

Dance Hipotecario de la provincia de Buenos Aires, con don 
Mariano Quiulina, por inejecución de contrato y ampliación 
de la demanda; sobre apelación denegada í17 
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Banco Hipotecario de la provincia de Buenos Aires, con don 
Antonio Baraldo, por daños y perjuicios ; sobre prueba peri- 
cial y apelación denegada 162 

Banco Hipotecario de la provincia de Buenos Aires, con don 
Francisco S. Alenn : sobre interdicto de recuperar, nulidad y 
costas , 395 

flaneo Hipotecario Nacional, contra don Cipriano Quesada; sobre 
cobro ejecutivo de pesos 164 

Banco Nacional; en liquidación, ron Ira dun luán Lacroii ; sobre 
cebru de crédito hipotecario 61 

Baraldo, don Antonio, contra el Banco Hipotecario de la provin- 
cia de Buenos Aires, por daños y perjuicios; sobre prueba pe- • 
ricial y apelación denegada 163 

Bejarano, don Manuel, con don Justo José de l T rquiia, por cobro 
de pesos; sobre pruebas , 138 

Bcnedittini, Hugo, y otro», criminal contra; por falsificación de 
billetes de curso legal 333 

Denielli. Cárloá, sobre exención del servicio militar 234 

Bolivia, el gobierno de, condón José B. Zubiaurre, por cobro de 
pesos; sobre competencia 124 

Bruland, don Cirios, contra Ja compnñia de navegación « Han- 
sa» ; sobre daños y perjuicios , 146 

Buenos Aires, la provincia de, con don Emilio Montenegro ; so- 
bre interdicto de retener 13 



C 

Caja de Depósitos y Créditos, los administradores de, con doña 
Hermenegilda G. de Potnbo, boy su sucesión, por restitución 
y cobro de pesos ; sobre apelación denegada de sentencia de 
la Cámara de Apelaciones en lo Criminal de la Capital 280 

Calderari, Enrique, y otros, criminal contra, por falsificación de 
billetes decurso legal; sobre prisión preventiva 418 
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l'ambiasso, dan Cirios, comra «I Ferrocarril Central Argentino, 
por daños y perjuicios ; sobre defecto legal en la demanda 360 

Campos, don Olegario, ron don Hipólito Rivera ; sobre cobr» eje- 
cutivo de pesos 446 

Camila, Fernando A . , criminal comra \ por malversación de cau- 
dales públicos 30S 

Castro de Alfaro, doña Ilusa, contra don Juan I). Lacatliva, por 
desalojo y justificación del fuero federal ; sobre apelación de- 
negada. 38 -i 

Celia, don Eneas, contra don Lázaru Eloriondo, por cobro de pe- 
sos ; sobre deserción del recurso i i ;1 

Chris tensen y compañía, con Medina y compañía, por cobro de 
pesos; s*mre excepciones y apelación 230 

Gocoxio, Francisco, y otros, criminal contra ; por falsificación de 
moneda de nikel de curso legal 370 

Comas, don Ignacio, cor. don Guillermo friniientltoM, por en- 
trega de mercaderías y cobro de pesos ¡ sobre competencia 390 

Comas, don Ignacio, con don Cuilh rmo Prinlzenskold, por cobro 
de pesos ; sobre incompetencia 401 

Compañía Nacional de Transporte», con don César Ramella, por 
cobro de pesos ; sobre competencia ¿01 

Cullen, el doctor Joaquín, rondón Sebastian Triacca; sobre ven- 
ta de un inmueble 49 

Cuneo, Bartolomé Felipe, sobre excepción del servicio militar. . . 414 
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Itelajouse, ó Bruih-lli, Enrique, criminal coi-tra, por hurto ; so- 
bre competencia 355 

(lorman, don Felipe, cun don Cedro A. Can (and ; ¿obre daños y 

perjuicios ISO 

Dupurtal, don Eduardo, por si, y otros, contra doña Molina Uu- 

j otros ; sobre reivindicación 430 
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FJartondo, «lut Lázaro, con don Eneas Celia, por cobro de pesos; 
sobre deserción del recurso . 113 



Fnlcou. Joaquín, y Joaquín Mendieta, criminal contra; por circu- 
lación de billete* de curso le¿al falsos, 253 

Fafconi, don Luis, recurso de hahens cnr¡tm 141 

Fariña, Juan, criminal contra; por circulación de billetes de cur- 
so lepa! ral sos , 338 

Ferrocarril Buenos Aires al Paeilico, con el Fisco Nacional; su- 
bre defraudación ile derechos de aduana 407 

Ferrocarril Buenos Aires y Itosario, cmi don Pedro Firpo; sobre 
daños y perjuicios . . . 40 

Ferrocarril Buenos Aires y H osario, con los herederos de Gómez 
y Vera : sobre reivindicación y cubro de pesos. . . . Í52 

Ferrocarril Buenos Aires y Bosirio, con don Carlos Rabbia, por 
daños y perjuicios; sobre pruebas. 2^4 

Ferrocarril Central Argentino, con dolí Carlos Camhiasso, por da- 
ñus y perjuicios; sobre defecto legal en ta demanda. .... 3fiG 

Ferrocarril Central Argentino, con el Fisco Nacional, por cobro 
de derechos de aduana; sobre intervención y personería del 
apoderado del denunciante de defraudaciones. ..... 362 

Ferrocarril Gran Oeste Argentino, con do» Carlos M Tascherel. 
por cobro de pesos y daños y perjuicios ; sobre apelación de- 
negad* 115 

Ferrocarril Oeste de Buenos Aires, con don Snndalio C . Hansilla, 
por cobro de pesos ; sobre recurso i la Suprema Corte de sen- 
tencia ile la Cámara de Apelaciones en lo Comercial 242 

Ferrocarril Oeste Sanlafecino, con el doctor Jo?-' O. Machado ; 
sobre reivindicación 27 
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Firpo, don Pedro, contra el Ferrocarril Buenos Aires y Rosario; 
sobre daños y perjuicios • 40 

Fisco Nacional, contra la señora Atocha de Batí i lana ; sobre ex- 
propiación. ,-.« - ■ - ■ • • ^* 

Fisco Nacional, conlra don Agapito A ¡íin¡í, por cobro de peso»; 
sobre intervención del defensor de ausentes en el juicio 284 

Fisco Nacional, contra el Ferrocarril Central Argentino, por co- 
bro de derechos de aduana ; sobre intervención y personería 
del apoderado del denunciante de defraudaciones 362 

Fisco Nacional, contra el Ferrocarril Buanos Aires al Pacfüco ; 
sobre defraudación de derechos de aduana 407 

Fleiahmann, Glara, y Hulder Feller, por recurso de habeos w 
pnt ; sobre honorarios 366 

Franchini, don Guillermo, con el doctor Domingo ToruZelayi, 
por cobro de pesos ; sobre pruebas 426 

Francioni,d.ni Francisco, contra don Curios Zindel, por nulidad 
de laudo ; sobre desembargo, acumulación de autos, entrega de 
mulla y cobro de pesos » * .,.,...«. 101 



G 

Garriarvna, don José, conlra don Pedro José y don Sanliago 
Rofto, por cobro de pesos ; sobre regulación de honorarios de 
procurador y apelación denegada * 324 

Garlland, don Pedro A., contra don Felipe Dormán ; sobre da- 
nos y perjuicios - ÍP 

Gómez y Vera, los herederos de, contra el Ferrocarril Buenos Ai- 
res y Rosario ; sobre reivindicación y cobro de pesos 152 

Gt, tero, Andrés, sobre «icepcion del servicio militar 210 

Graciolli, Antonio, y otros, criminal contra, por falsificación de 
billetes de curso legal. 

Griraoldi, don Angel, contra don Estanislao Niño; sobre cumpli- 
miento de contrate 32' 

Guarnan, Inocencio, criminal contra, por infracción á la ley de mo- 
vilización 31 4 
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llatisa, la compañía de navegación, cor» don Carlos Bruland; por 
daños y perjuicios f 40 



I 



Isequilh y Pérez, contra Pico y García Fernandez, por euibarfio 

preventivo ; sobre desembargo 308 

hola, Celestino R., sobre exención del servicio militar 231 

llurraspe, don Bernardo de, por st y ulro.<r, contra la provincia de 
Santa Fé, por cobro del valor de unos terrenos ; sobre deficien- 
cia de poder y defecto legal en la demanda, 319 
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Karatrup, don Carlos E. f contra el Banco de la Nación Argentina, 
por cobro de pesos ; sobre pruebas 206 

Ring, don Agapito A., con el Fisco Nacional, por cobro de pesos ; 
sobre intervención del defensor de ausentes en el juicio. . . . . . $84 



Lacat|íva > don Juan fí. , con doña liosa Castro de Alfaru; por des- 
atojo y justificación del fuero federal ; sobre apelación dene- . 
fiada 384 

Lacroi x, don Juan, con el Banco Nacional, en liquidación ; sobre 
cobro de crédito hipotecario . : 61 

La Cueva, don Desiderio, contra el doctor Juan R. Vidal, por res- 
cisión de un contrato de compra- venta ; sobre citación de evic- 
cion ...■.■■.>.•...>•>..-.■..,•..•.■......••.<... .... 3í5 
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% La Velocc compañía de navegación, con don José Ranchero, 
l>nr daños y perjuicios ; sobre probas 225 

Leiva, Luis, criminal contra, pur inlraccion á la ley de moviliza- 
cion ile la guardia nacional 291 

Leño. Pedro, sobre esepcion del servicio militar 1% 

Lobato, don Victoriano $., y don Manuel Navarro, contra don Ni- 
cola? PagÜeri ; sobre reivindicación 178 

M 

Machado, el doctor José O., contra el Ferrocarril Oeste Sautafe- 
cino ; sobre reivindicación 2" 

Mansilla, don Sandalio C, contra el Ferrocarril Oeste de Ouenos 
Aires, por cobro de pesos ; sobre recurso á ta Suprema Corte 
de sentencia de la Cámara de Apelaciones en lo Comercial 242 

Martínez, don Baldomcro, contra la Municipalidad de La Plata, 
pur pago de impuestos indebidos ; sobre competencia IT 

Martínez Furquc, don Luis, contra la provincia de Santa Fé, por 
cobro ejecutivo de pesox; sobre inhabilidad y falsedad de tí- 
tulo ,. 39* 

Maumus y Uodero, con don Julián Serena; sobre daños 5 perjui- 
cios 190 

Medina y compañía, contra Christensun y compañía, por cobro 
de pesos ; sobre excepciones y apelación. * . 290 

Mendiela, Joaquín, y Joaquín Fakon, criminal contra ; por cir- 
culación de billetes de curso legal falsos 253 

Menn, don Francisco $., contra el Banco Hipotecario de la pro- 
vincia de Buenos Aires; subre interdicto de recuperar, nulidjd 
y costas ♦ 295 

Molina, el ductor Samuel, contra don Antonio Montani, demanda 
y reconvención por daños y perjuicios; sobre costas 5 

Honlanij don Antonio, con el doctor Samuel Molina, demanda y 
reconvención por daños y perjuicios; sobre costas 5 

Montenegro, don Emilio, contra la provincia de Buenos Aires ; 
sobra interdicto de retener , , , 13 
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Monlone, Alfonso, sobre recurso de frílfol* cor ¡ni» . . 219 

Municipalidad de la Capital, con don Ignacio Oyuela por expro- 
piación y cobro de pe'sos; sobre competencia 208 

Municipalidad de La Piala, r:on don Baldomcro Marlinex, por pa- 
go de impuestos indebidos ; sobre competencia 17 

Mustio, Pedro 11. , sobre exención del servicio militar 421 



Navarro, don Manuel, y don Victoriano S. Lobato contra don Ni- 
colás 1'aglieri; sobre reivindicación 178 

Niño, don Estanislao, con don Angel Grimnldi ; sobre cumpli- 
miento d^ contrato . , • - J-7 



O 



Obarrio, Juan M ., sobre exención ilel servicio militar 379 

Qyuelaj don Ignacio coulra la municipalidad de la Capital, por 
expropiación y <*ubro de pesos ; sobre competencia 208 



V 



Paite, Roche y compañía, coulra Testoni, Cbiesa y compañía, por 
falsificación de marca de fábrica ; sobre imposición de multa y 
apercibimiento al procurador y abogado, y apelación dene- 
gada . 241 y 352 

Paglicrí, don Nimias, con don Manuel Navarro y don Victoriano 
S. Lobato; sobre reivindicación... 178 

Péndola hermanos contra don Antonio Santamaría, por cobro de 
pesos; sobre taita de personería 132 

Pérez, don Eladio, recurso de habeos cor yus k favor de su esposa 
doña Margarita E. de Pérez ¿ 135 
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Pico y 1 tercia remande* con IseojiiMlu } Perca, pur embarco pre- 
ventivo ; sobre desembargo 30H 



Piolo, don Francisco, con don Angel Sota, por cobro de pesos; 
sobre devulucion de un deposito hecho en d Banco Nacional. 3% 

Pombo, doña Honnenegilda C. üe (hoy su sucesión) c un Ira los 
administradores de la Caja di* Depósitos y Créditos, por resti- 
tución y cubro de pesos; sobra apelación denególa de senten- 
cia de la Cámara de Apelaciones en lo Comercial de la Capital. ¿80 

PrinUenskold, don Guillermo, contra don Ignacio Coma», por 
entrega de uurcaderiiis y cohni de pesos ; sobre competencia. . 390 

PrinUenskold, don Guillermo, contra don Ignacio Comas, por co- 



bro de pesos ; sobre incompetencia 401 

Quenada, don Cipriano, con el Banco Hipotecaria Nacional, soLre 
cobro ejecutivo de pesos . . Hi4 



Quintana, don Mariano, contra el Uauco Hipotecario de la Pro- 
vincia de ttucucjs Aires, por inejecución de contrato y amplia- 
cion de la demanda ; sobre apelación denegada . . 1 1 7 

Qniroga, ilon Isidro, contra la sociedad anónima - Argeutinc ln- 
lerprovioctal RaiKvay Cumpany, Limited », por cobro de pesos; 
sobre competencia 38ti 

R 

llabbia, don Carlos, contra el IVrrocarrii Buenos Aires y llosa- 
rio, por daños y perjuicios; sobre pruebas 204 

Ilulfb, don Santiago y don Pedro José, con don José Garciarena, 
por cobro de pesos; sobre regulación de honorarios de procu- 
rador y apelación denegada. 324 

Ramella, don César, contra la Compañía Nacional de Transpor- 
tes, por cobro de pesos; sobre competencia 2*H 
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Ríos, Juan, el soldado, y el alférez Juait Thompson, del regi- 
míenlo 3" de caballería de línea, criminal contra, por alentado 
contra la oficina telegráfica de Liinay ; s-djre competencia. .... 450 

Rivera, don Hipólito, contra dun Olegario Campos; «obre cobro 
ejecutivo de pesos ¿ 405 

S 

Salerno, Francisco, y otros, por defraudación á la Intendencia de 
Marina ; sobre competencia ...... 173 

Salinas, Feliciano, sobre exención del s¿riicio militar, . ....... 227 

Santa Vé, la provincia de, con el ductur Federico Siclt, por cobro 
ejecutivo de pesos ; sobre declaración de rebeldía 25 

¡yanta Fé, la provincia de, con don Heruardo de Ilnrraspe, por si 
y otros, por cobro del valor de unos terrenos ; s-ibre deficien- 
cia del poder y delecto legal en hi demanda íj19 

Santa Fé, la provincia de, con don Luis Martille* Furque, por co- 
bro ejecutivo de pesos ; sobre mlialiilMiul y falsedad de Ululo. 394 

Santa Fe, la provincia de, con dun Germán Wildermuth, por co- 
bro ejecutivo de pesos ; sobre inhabilidad y falsedad de Ululo. 416 

Santamaría, don Antonio, con Péndola hermanos, por cobro de 
pesos ; .sobre falta de personería. 132 

Santiago del Estero, Ja provincia, con don Ilirardo Achaval ; so- 
bre interdicto de retener 271 

Serena, don Julián, contra Maumus y Dodero; sobre daños y per- 
juicios , , 190 

Sick, el dnclor Federico, contra I i provincia de Santa Fé, por 
cobro ejecutivo de pesos ; sobre declaración de rebeldía 25 

Solá, don Angel, contra don Francisco Pinto, por cobro de pesos ; 
sobre devolución de un depósito hecho en el Banco Nacional. . 396 

Solis, Lisandro, sobre exención del servicio militar. . 232 
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T 

JTaglioni, dun Francisco, contra don Casimiro Villamayor, por rn- 
bru de pesos; sóbn- apelación denegada lío 

Tascherel, don Carlos M., contra el Ferrocarril Gran (teste Argen- 
tino, por cobro do puso* y daños y perjuicios; sobre apelación 
denegada i 15 

Tesloni, Chiesa y compañía, con W. i'aats, Noche y compañía, 
por falsificación de marca de fábrica ; sobre imposición de mul- 
la y apercibimiento al procurador y abogado, y apelación dene- 
gada 241 y 352 

Thompson, Juan, alférez, y el soldado Juan Ríos, del regimiento 
3 a de caballería de línea, criminal contra, por atentado con- 
Ira la oficina telegráfica de Limay ; sobre competencia 450 

Toro Zelaya, el doctor domingo, contra don Guillermo Franchíni, 
por cobro de pesos ; sobre prueba* 426 

Trifirca, don Sebastian, contra el doctor Joanum Cullcn ; sobre 
venta de un inmueble. 49 



U 

Frquiza, don Justo José de, con dun Manuel Uejarano, por cobro 
de pesos ; sobre pruebas t38 



Várela Blata o. don Mariano, el procurador, interponiendo recurso 
de hecho contra un auto de la Cámara de apelaciones en lo 
criminal, sobre falta de derecho para informar ín roce 383 

Várela Blanco, don Mariano, el procurador, interponiendo recur- 
so de hecho contra un auto da la Cámara de apelaciones en lo 
Civil ; sobre devolución de un escrito de demanda sin firma de 
letrado 399 

r. tXIH :>i, 
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406 
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Vidal, el doctor Juan K., con don Desiderio U Cueva, pur resci- 
sión de un contrato de compra-venta : sobre citación de evie- 
-clon - 325 

ViUamayor, don Casimiro, con don Francisco Taglioni, por cobro 
de pesos; sobre apelación denegada. 120 



W 



Wildermulh, don Gorman, contr* la provincia de Santa Fé, por 
cobro de pesos;* sobre inhabilidad y falsedad de titulo 4*0 



Zindel, don Carlos, c<m don Francisco Krancioni, por nulidad de 
laudo ; sobre desembargo, acumulación de autos, entrega de 
multa y cobro de pesos • 

Zubiaurre, don José 8., contra el gobierno de Solivia, por cobro 
de pesos : sobre competencia • 
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A 

Abandono. — Víase . Hipt/tmi. 

Acto» aúministratiroa. — Víase ; Jmtiria frderat. 

Artm ilícitos. — Véase : Fertuoítrii. 

AmmnfaciúH de nulo*. — Procede ésta, si la sentencia que te dicta en 
nos, puede nacerse valer un los otros. Página 407. 

Adkesiott. — En loa juicios crimínales, el señor Procurador general 
puede adherirse á la apelación al contestar la expresión de 
agravios, y pedir que se aumente la pena impuesta al proce- 
sado en primera inaUiicia. I' gina 338. 

Agrario. — No lo causa al apelante, la sentencia cuya parte dispoiiti» 
va es suslaiicialmeiile idéntica con la petición formulada por 
til al contest ir la demanda. Pagina 321. 

Apelable — Trae gravamen y es apelable el auto que deniega la am- 
pliación de la demanda después de contestada, si ésta, se- 
gún sostiene el actor, se Tunda en un acuerdo seguido entre 
los abogados de las parles . ['agina 1 1 1. 

AfH'bibh'.— No lo es en el juicio ejecutivo, el auto que no hace lugar 
á la admisión de excepciones opuestas antes del término le» 
gal. Página 230. 

Apelable. — Es apelable el auto que impone mulla y upercibimiento 
al procurador y abogado de la parte. Página 241 . 
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Apelable. - No puede negarse la apelación del auto que impone pe- 
na al apoderado y apercibe al abogada. Página 35Í . 

Apelable. - So lo es, l<1 nulo que da por acn-lilrio el Tuero federal. 
Pagina 3S4. 

Apelable. — Véase: ^.cpmpiarion. 

Apelable. — Véase : Wmoittrios. 

Apelación. — Véase ! tVrmino. 

iperriW»r>nío . - Véase : Apelable 

Amente*. - La no comparencia Jet que, por no converse su domici- 
lio, lia sido cilado por edictos, no constituye la in-apacidad 
que, según las leyes civiles, hace necesaria fe intervención 
del tnini Metió de menores. Página 284. 



Banco Hipotecario Nacional - El deudor de é*t*>, que no ha cum- 
plido con las condiciones á que fué subordinada la transfe- 
rencia de la deuda, queda responsable d<> ésta y del saldo 
deudor que arroje su liquidación. Pagina 161. 

Banco Nacional. — No está obligado á devolver el deposito de dine- 
ro que haya hecho en su nombre personal un cliente suyo, 
que le es deudor por mayor cantidad . Página :ítlG. 

Buque.— Véase : Daños y perjuicio*. 



Cartas — La* carias no son documentos que no pueden presentarte 
en calidad de prueba, después del término probatorio, sin 
llenar las formalidades legales. Página 4i6. 

Circulación de billetes falsos.— Corresponde la pena de multa del 
tanto al triple al que habiendo adquirido de buena fé un bi- 
llete falso, lo pone en circulación con conocimiento de su 
falsedad. Página 353. 

Circulación tf> billete* falsos.— La adquisición de un billete de curso 
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legal á sabiemlas de su falsedad, hace pasible á su autor de 
la pena de cuatro años de trabajos forzados y de una multa 
de 500 pesos fuertes. Página 341 

Competencia. — Corresponde á l»s tribunales ordinario» él conoci- 
miento del deliln de luirlo cometido dentro de una escue'a 
del estafo. Página 355. 

Competencia.— El atentado cometido por militares rotura una oficina 
telegráfica did Kslado, no es delito sujeto ú la jurisdicción 
militar. Página 450, 

Compra-venta. - £1 eompradur tiene derecho di< pedir la resolución 
de la viul», si et vendedor no entrega \a cota al tiempo li- 
jado en el contrato, y no está obligado á esperar que cese la 
imposibilidad en que el vendedor se halla pura verificar por 
de pronto la entrega. Página ÍW. 

Costas.— Ü\ rechazo de la demanda y de la reconvención excluye 
el cargo de costas contra una ú otra de las parte* litigantes . 
Página 5. 

Costas. — No procede la condenación en costas en los juicios de in- 
terdicto, en que el vencido no tuvo sentencia favorable en 
primera instancia. Página 295. 

Costas . — Véase : Babeas Corpus 

B 

Daños y per jautos. — Debe rechazante la demanda por daños y per- 
juicios, si se tunda en una omisión que se imputa indebida- 
mente al demandado. Página 146. 

Danos $ perjuicio*. — El dueño del buque no es responsable del daño 
que, al practicarse la descarga, haya sufrido uno de los peones 
ocupados en ella, sí este no era empleado del buque, sinú 
del empresario que contrató la descarga, y si los instrumen- 
tos y útiles del buque que él capitán puso á disposición del 
empresario no eran defectuosos. Página 146. 
Daños y perjuicios . — El dueño del buque no es responsable del daño 
causado por la caída de un cuartel de la escotilla á una per- 
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soi 13 entraña al imque, si no se pruena que la calila provino 
de delecto en el cuartel, ó de culpa ó negligencia de sus em- 
pleados. Página 190. 

Defecto legal. — No constituye defecto legal en el modo de proponer 
la demanda, ta Talla de cita de la ley, cuando el derecho 
surge c l.iro de la naturaleza de la acciun deducida, ni ta fal- 
la de numeración de lo* párrafos. Página 360. 

Defecto legal. — Si de los fiemen tos resolta la designación de la cosa 
áuue se refiere la demamta. debe rechazarse la excepción 
dilatoria fundada en la falta de, dicha designación. Página 
319. 

Defraudación. — La enajenación que, sin las formalidades debidas y 
la intervención de la aduana, las empresa* de ferrocarriles 
hagan de los excesos sobre los artirulos introducido» para su 
uso, importa defraudación de derechos fíncales, y es pasible 
de pena. \o asi ta que hagan de lo* articules viejos, usados 
ya por ellos. Página -107. 

Denunciante. — Kl de contrallando no puede intervenir en #1 juicio 
arbitral seguido entre «1 fisco y ta parle denunciada, sobre 
exención de derechos, i 'agina 362. 

DtpóiUo. — Véase : Banco Nacional. 

Depósito* de aduana. — Véase ; Jmticia federal. 

Derecho* de aduana . — Véase: Defraudación ; Premijicion. 

Detcúrga. — Véase : Mimos y perjuicios. 

Desembargo. — Debe desestimara la petición de desembargo que el 
tercero funda e¡; la posesión de los bienes embargados, si 
ésla no consta de aulos. Página 3iiH. 

Deserción de recurso — La acusación de rebeldía después de vencido 
el término para expresar agravios, hace procedente la decla- 
ración de deserción del recurso. No es razón bastante para 
revocar esta declaración, la renuncia üel poder que hubiese 
presentado el apoderado, si se mandó nulificar dicha renun- 
cia sin hacer lugar á ta suspensión del término para expre- 
sar agravios y ordenando que el apoderado siguiera inter- 
viniendo en los autos hasta la comparencia del poderdante. 
Pagina 113. 
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DoruMato habilitante. - Loa documento* habilitantes, cuja Talla de 
transcripción produce li nulidad de la «entura, son aquellos 
que acreditan ia representación del que obra y la otorga a 
nombre de otro, y no los que justifican el derecho del que 
obra y la otorga i nombre propio. PAgina 178. 

Embargo —Si se lia embargado una suma de dinero para asegurar el 
cumplimiento de un laudo, yésle ha sido cumplido en parte, 
debe mantener* el cinhargo en lo reterente á la parte no 
cumplida del laudo, y desembargarse el resto. Pagina 1?. 

Eviecion. — No procede la citación de ei iccion en la demanda del 
comprador contr» el vendedor, sobre rescisión del contrato 
por imposibilidad de entregar la cosa vendida. Pajina 345. 

Eremntvm. — Desestimada por auto firme h recusación deducida 
«onlra el juea. mi puede admitirse la excusación de éste, que 
no se furnia en causa legitima. Página :¡5i. 

Expropiarían. — Causa gravamen y <«s apelabit: "1 auto que en el jui- 
cio de eiprnpíacioti ordena el nombramiento de peritos en 
contra de la oposición del demandado que alega la impro- 
cedencia de dit-ho juicio . Página 1 1 5. 

Expropiado* . — Para fijar el valor del precio é indemnización en los 
casos de eipropíacion, debe estarse á las constancias de autos 
y sólo en circunstancias «specialísimas puede ordenarse la 
ampliación de los elementos de juicio, disponiendo nuevas 
pericias. Pagina W*. 



F.titedmt. - Debe rechaxarse esta eicepciun, opuesta en la ejecución 
de un documento equiparado á las letras de cambio, si de la 
exposición del ejecutado resulla que no se ira la de docu- 
mentos (altos. Pagina 396 y 416» 
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Falsificación de billetes. - Véase: Tentativa. 

Faltifimt úm dt moneda — El artículo t,0 de la ley nacional prual 
comprende en su sanción el delito de falsificación de mo- 
neda de nitel decurso legal. Página 37U. 

Falta de personería— procede conir» el que demanda en su nombre 
é invocando derechos propios, la excepción dilatoriit de falla 
de personería: ni ¿si a puede oponerse después de los nueve 
«lias del término legal para contestar la demanda. Página 132. 

Ferrocarril. — Las responsabilidades de las empresas de ferrocarril 
emergentes deudos ilicilos se fundan en sus propias fallas, o 
en los hechos de acción ñ omisión de sus empleados; y pur 
tanto no puede hacerse responsable á una de ellas por los 
daños caucados por la umistou de los empleados de otra, 
aunque se trate de empalmes en que aquélla use la vía de 
esta. Página 4!), 

Ferrocarril. — La disposición especial que considera A las empresas 
combi nadas como una solí, se reitere á las contrataciones en 
materia de transportes, y no es aplicable á dichas responsa- 
bilidades. Pagina 40. 

Ferrocarril. — Véase; Defraudación. 

Frutos. — El ponedor de buena lú hace suyo los frutos, y en caso 
de reivindicación no puede ser condenado al pago de intere- 
ses desde el dia ile la ocupación, sino desde el día en que 
se hizo saber la demanda. Página I5á. 



Gwtrdin nacional . — Si de los intormes pedidos por la Suprema Cor- 
te, resulta que el procesado forma parte de un contingente 
de guardias nacionales movilizado y desertó de sus Olas, 
debe dejarse sin efecto Ja sentencia castigando la infracción 
á Ja ley de movilización, y comunicarse al Estado Mayor del 
ejército. Páginas 291 y 314. 
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lluth'tis corpas. — La vigilancia <Il* la |>olícta cqn;objelo de conocer el 
domicilia de una persona, y los cambios que eii él pudiera 
operarse, no puede dar motivo a\ recurso de hakem corpa». 
Página 135. 

Hnbem corpun. — No procede, cuantío la captura lia sido ordenada 
por autoridad competente. Página 141. 

fiubean corpm. — Si ha cesado el hecho que motiva el recurso, debe 
declararse terminad» el juicio. Página ¿lí> 

fitifom corpui, — Consentido el auto en que no se condena en costas 
al autor de to detención, no procede I» regulación y pago de 
hutiorarios contra ¿I. Página 3tií>. 

Hipoteca. — Para que la acción por cobro de crédito hipotecario y 
abandono de ia cosa hipotecada proceda contra el tercero en 
cuyo poder se encuentra, es necesario que éste Ja posea en 
virtud de un titulo de propiedad. Página (i ). 

Honorario*. — lis apelable el auto dictado por el juez letrado, que 
fija los honorarios eu suma menor de 500 pesos, si el inte- 
resado pidió una suma mayor. Página £24. 

I 

Impnetiw provinciales. — Véase ; Jmlkio federal. 

Incompetencia. — No la hay para conocer del interdicto que se dedu- 
ce en contra de la posesión dada por un juez de paz, si ésta 
no se ha dado en consecuencia de una sentencia judicial, 
sino de una resolución administrativa . Página 295. 

Inhabilidad 4c Ututo — Ha procede la excepción de inhabilidad con- 
tra la ejecución de documentos equiparados á las letras de 
cambio. Páginas 394 y 416. 

Interdicta. — Tratándose de terrenos fiscales regidos por las leyes lo- 
cales de tierras públicas» los actos del gobierno, ejecutados 
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con arreglo a lo dispuesta |or dichas leyes, no pueden dar 
lugar á interdictos posesorios. Pagina U. 

interdicto. — La posesión del inmueble temada de conformidad á lo 
convenido con el propietario, no amerita el interdicto de re- 
cuperar por parte del tercer adquirirte nue lo compró cono 
ciendo y aceptando la convención, fagina 295. 

Interdi fio. — Véase: Cosías ; Inom^tencia. 

luterdiein de retener. — Acreditada la posesión, y probados los artos 
pertúrbatenos procede el interdicto de retener. Página 211 



Juicio ejecutivo. — No siendo probadas las excepciones, debe llevarse 

adelante ia ejecución, fagina 405. 
Jnirio ejecutivo. — Véase : Apelable ; HeMdiu. 
Juicio ejecutivo- — Véase : Termino. 

Jmiieitt federal. — Aunque no pueda estorbarse, la percepción de im- 
puestos establecidos por los poderes de provincia, la justicia 
federal puede y debe ejercer sus lun» iones, cuando, pagado 
el impucsiu con la* reseñas correspondientes, se deduce la 
acciun respectiva trayendo á juicio materias de jurisdicción 
federal, Pajuna 17. 
Jmtida federal. — En cuestión de materia federal la que tiene por 
origen netos administrativos del gobierno nacional y aléela 
á la vez las facultades jurisdiccionales y de dominio de la 
nación en contraposición u las facultades jurisdiccionales y 
de dominio de una provincia. Página 17. 
Jwtiria federal. — Corresponde ¿ los tribunales federales ordinario» 
y no & la jurisdicción militar la causa seguida por defrau- 
daccion á la Intendencia de mama respecto del procesado 
que no tiene empleo ni asimilación que le d¿ carácter mi- 
litar. Pagina m. 

Jmtida federal, — Corresponde al fuero federal la causa sobre trans- 
porte por la vía fluvial. Pagina 201 . 
Justicia federal. — Us t'j.iuai reunirás ..I góbWno > régimen de la 
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Capital, no corresponden al fuero federal por razón de la 
malcría. Pagina 208. 

Jutfkta federal — Los tribunales federales no pueden conocer de loe 
casos de eice|>cion del servicio militar, ni la junto no ba 
dictado resolución definitiva al respecto. Paginas 210 5 237, 

Justkia federal. — Las sociedades anónimas constituidas en el el* 
iranjero, y reconocidas en el carácter de persona jurídica 
por el Podtsr Ejecutivo, son consideradas, :i les efecto» del 
fuero federal, de nacionalidad argentina . Página ¡tHti. 

Jatltcia federal. — Los asuntos referentes á lus depósitos particulares 
que ban sido equiparados á tos de las aduanas de la Repú- 
blica, corresponden al lucro federal- Paginas 3U0 y 401. 



Laudo, — Si «I laudo condena á la entrega de cusas en especie, la esti- 
mación 'le su valor hecha en ti mismo laudo no autoriza á 
demandar el pago en limero cu ves de la prestación especi- 
fica de los casos. Página 107. 

Laido. — Véase ; Embarga ; Malta. 

M 

Jfu/t'rrstfftOH. — Probado el delito de malversación de caudales pú- 
blicos, corresponde imponer á su autor la pena establecida 
por el articulo 80 de la ley nacional penal. Pagina 30*. 

Mandato. — El poder con faeulMd para todo lo que se relacione coa 
míos terrenos y haya de actuarse ante los tribunales, com- 
prende la de demandar judicialmente el valor de dichos te- 
rrenos. Página 319. 

Mándalo. — fil poder conferido para «I juicio á deducirse sobre me- 
jor derecho i los contrabandos imputados, no purde es'»s 
derse otorgado para el juicio arbitral segaido entre el fisco y 
la parle denunciada. Pagina 362. 
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Mandato (rtntmeia de). — Véase : Dewrcion ti* rerurw, 
Minitíer io pupilar. — Véase : Ausentes. 

Mntta. — fiecliaxaila con fuerza definidla la pretcnsión sobre entrega 
multa, no puede volverse sobre ella. Página 107. 

i 

N 

Sniid'Hl. — Las ratones, bu«n;is 6 malas, que lian servido á fundar 
la sentencia, no se consideran, ni pueden invocarse como 
motivos de nulidad de la misma Pagina 295. 

Nulidad, — Kl juez no debe atenerse a la calificación que bagan las 
partes de acciun deducida, sino á su naturaleza ; y siendo 
petitorio el juicio que ha debido seguirse y se lia seguido, 
y no posesorio, según lo eionsado cu la demanda, no comete 
nulidad ju/.gtit'lo la ficción como real. Página 430. 

P 

P*m. — No puede agravarle la impuesta en 1* instancia, si la senten- 
cia no ba sido recurrida por el ministerio fiscal. Página 300. 
Poder. — Véase : Mandato. 
Posesión. — Véase ; Frutan, 

Prescripción. — ta accíon de defraudación de derechos de aduana, no 
es prescriptible sino por el lapso de diez años. Página 407. 

Prisión preventiva. — Siendo el auto de prisión preventiva fundado 
en consideraciones legales, debe declararse improcedente el 
recurso de nulidad, y rechazarse el de apelación. Página 418. 

Pntebtt. — Las pruebas que no han sido cumplidas en toda su ex- 
tensión, no pueden , mandarse completar, si por culpa de la 
parle, aquéllas fueron practicadas fuera del termino proba- 
torio. Página 138. 

Prueba. - Las diligencias de prueba deben pedirse dentro del térmi- 
no legal, y no puede accedente a la pedida fuera de él, sin 
perjuicio de las facultades del juez pura ordenarte si lo cre- 
yera necesario. Página 204, 
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P ruebfi. — Cuando no hay falla imputable al interesado, deben reci- 
birse las pruebas ofrecidas e» tiempo, que no se practica- 
ron dentro de él. Ingina 225, 

Prueba, — Véase: CárUit ; Testiaus. 

Prueba pericial. — El auto que manila practicar la prueba de peritos 
solicitada por una de U< partes, no trae gravamen á )a otra, 
desde que su mérito debe ser apreciado en ta definitiva, y 
• las erogaciones quedan de caigo de aquella, si ésta no quíert' 

concurrir, Página Itií. 

Prueba trstiiHCuiüt. — No pueile admitirse la prueba He testigos pe- 
dida en el ultimo dia del termino probatorio. Página 206. 

Prueba te»Um>*n¡aí. — No hay lalta imputable al interesado y debe 
recibirse aún después de vencido el término, las declaracio- 
nes de testigo» que, debidamente citados para el último día 
del mismo término, no comparecieron á declarar, La bat res- 
pecio del testigo que no fué citarlo por haber la parle denun- 
ciado un domicilio que no era del lefligo. Pagina 225. 

R 

Rebeldía.— El no haberse notificado el aulu declarando la rebeldía, 
no es raion para pedir su reposición, si el auto fu* dictado 
debidamente . Página 25. 

Rebv'Jia.— La no comparencia dentro del término del einplaiamien- 
lo autoriza la declaración de rebeldía, aunque se trate de un 
juicio ejecutivo. Página 25. 

Recurso.— No corresponde el recurso á la Suprema Corle contra las 
sentencias de los tribunales ordinarios, si la disposición del 
Poder Kjecuiivo nacional que se invoca para justificarlo no 
puede servir para modificar la sentencia. Página 142. 

Recurso. — No corresponde el recurso á la Suprema Corle contra las 
sentencias de los tribunales ordinarios, si éslos han resuelto 
interpretando y aplicando las leyes comunes, y si el acto del 
Poder Ejecutivo nacional que se invoca para justificarte no 
e. apto para modificar la sentencia. Página 280. 
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/focarse.— La interpretación y aplicación de las leyes de procedí, 
míenlos por los tribunales ordinarios, negando á un procu- 
rada el derecho para m formar tu voce, no da lugar al re- 
curso del articulo 14-ife la ley sobre jurisdicción y < tfmpden- 
cia de Jus tribunales federales. Página MI. 

Hecitrso.— La interpretación y aplicación de las leyes de procedi- 
mientos por loa tribu ales ordinarios, mandando devolver un 
escrito de demanda prese rilad o por procurador sin firmad* 
letrado, no da lugar a! recurso del articulo 14 de la ley so- 
bre jurisdicción de Jos tribunales nacionales. Pagina 30*J. 

Hficurm.— Véase : ftetarrion de recurso. 

Heivittdictídtítt . — Debe absolverse al demandado por acción reivindi- 
catoría, si no se ha probado y no resulla de las escrituras de 
propiedad del demandante, que el terreno reivindicado sea 
el mismo designado en estas. Página 27. 

RetvindkaciOH.— Dos litulos de propiedad y la posesión inmemorial 
anteriores al Ululo y ocupación del demandado, autorizan la 
reivindicación y el cobro del valor del terreno ocupado en 
su caso. Pagina 153. 

Rftivindhai iau. — La falla di- posesión, que nunca tuvo ti demandan- 
te, y la poflesion á (¡lulo de dueñu por más de treinta años 
tenida por el demandado, justifican el rechazo de la acción 
reivindicatoría. Página i 78. 

fteivindkiH ioH . - Probado el dominio por la parle del actor, y no pu- 
dfendo la posesión de largu tiempo opuesta por el demanda- 
do tenor otro carácter que vi de tenencia, procede la acción 
rei vindicatoria. Pagina 430. 

ItHvittdicacion.— Véase: Frutos. 

fíescüion . — Vea*e : Compra- 1 enta . 



Servicio ;<MÍPfóf£¿ —La excepción concedida al hijo de madre viuda 
que atiende á su subsistencia, no procede (tara ct hijo que 
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sólo coopera á ello en unión de oíros que proporcionan á la 

madre metí ¡os de vivir. Página ItHi. 
Servicio h ¡Uhir.— La uxccpciun concedida al hijo que atiende a la 

subsistencia del padre impedido no procede, si el hnpedi- 

inenlu no es lalque ,-rive á ésle de los medios de atenderla 

por su trabajo. Pagina 114. 
SerdiHa militar. — No corresponde h excepción concedida al htjo 

de madre viuda, que sea únicü ó allende a su subsistencia, 

si la madre es de estado soltera, Pinina 2¡tá. 
Servich militar. — Los machios de escuela oslan exceptuados del 

servicio militar, mientras doren sus funciones. Páginas 227 

y 234, 

Servicio militar. — Para la exención del servil ¡o niilitar, los practi- 
cantas en los consultorios de la Asistencia Publica deben 
considerarse equiparadas a los practicantes de hospitales. 
Página 379. 

.Serrino militar, — No corresponde la exención del servicio militar, 
al que no es el único hijo de la madre viuda, ni el que úni- 
camente atiende á mi subsistencia. I'ay íji:i 421. 

Servicio militar. — Véase: Justicia federal. 

Sociedad anónima. — Véale : indicia fettcnil. 

Suprema Orle. — Pío corresponde á la jurisdicción originaria de la 
Suprema Corle, las demanda* cunlia un estado extranjero. 
Página 121. 

T 

TentAiea. — La de falsificación de billetes de curso legal bace pasi- 
ble á su autor de la pena de dos anos y nueve meses de tra- 
bajos forzados y multa de 1325 pesos Inertes, y a su cóm- 
plice de la pena de un año y seta meses de prisión, Pá- 
gina 333. 

Tercero. — Véase : Hipoteca. 

Término. — El término para apelar es de cinco días, aunque se trate 

de juicio ejecutivo. Página 120. 
Tettioos , — Si el juez no concurrió al despacho el din señalado para 
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el exámen de Jim testigos, la omisión He U parte en pre- 
sentarlos ese día, ño Im^ta invocar el vencimiento del tér- 
mino probatorio y negar el señalamiento de nuevo día. Pa- 
gina 4f6. 

Testigos. — Véase : Prueba testimonial. 
Tierras pública*. — Véase: interdicta. 
Transferencia. — Vca-se : Hamo Wpntemrm Satiornti. 
Transporte. — Véase : FerromrrU . 
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£í tíocíor tío/i Samuel Molina contra don Antonio Montani 
demanda *j reconvención por darlos y per judos; xobre costas 

Su mu no. — VA rechazo df la demanda y de la recon Tención 
excluye el cargo de rostas contra una n otra di* lab partes liti- 
gantes. 



Caso. — Lo eiplca el 
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Fatl» del «Mea Federal 

La Piala, Mayo 20 de 1886. 

T fisto: loa seguidos por don Samuel Molina contra don 
Antonio Monta ni sobre daños y perjuicios, 

Y resultando: 1° Que en 14 de Junio de 1892 se presentó don 
Julio P. Robles, con poder del doctor don Samuel Molina, expo- 
niendo que don Antonio Montaui había sido condenado i escri- 
turar á su poderdante una isla en el TigTe, como resultaba del 
expediente caratulado * Molina, don Samuel, contra don Antonio 
Monta ni, por escrituración », secretaría del señor Guabello. Que 
Montaui no había cumplido con esta resolución y que no siendo 
posible violentarlo personalmente pitia ello, había llegado la 
oportunidad de cobrarle daños y perjuicios, con arreglo á los 
artículos 039, 1187 y concordantes del Código Civil. 

Que estos daños y perjuicios los constituía la diferencia del 
precio que el ductor Molina debía pagar y el valor que actual- 
mente teng* h isla, pues esa diferencia es el perjuicio recibido. 
Que en su consecuencin interpone contra Montani formal de- 
manda por dichos daños y perjuicios, con más las costas judi- 
ciales, 

2" Que corrido traslado de la demanda, Mootani la contestó 
ü foja 16 pidiendo su rechazo coa costas y reconviniendo i la 
vez al actor por la suma de pesos 2500 y sus intereses por los 
daños y perjuicios que decía haberle ocasionado. Funda sus de* 
rectios diciendo que el doctor Molina instauró el juicio de escri- 
turación sólo para dar base al presente, no ron el lia d« escri- 
turar como lo revela el lie lio de no haber designado escribano, 
ni de haber pedido intimación pata que se presentaran los títu- 
los, lo que importa desistir de la compra. Que el doctor Molina 
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sabía perfectamente que Montani no tenia títulos de propiedad 
de la isla v endida, sin ó simplemente acciones y derechos, y qne 
pipr lo tanto no pudieron extendérsele los boletos en la forma 
en qne se hizo, lo que sólo pudo obtenerse mediante nn engaño 
deque fué víctima dicho Montan i. Que firmado el boleto, se en* 
« aigo al escribano de San Fernando, señor Chafuen, para qne 
extendiera ta escritura de Tonta, de acciones y derechos no de 
propiedad, y que el doctor Molina, después de estar lista la es- 
critura manifestó que no efectuaba la compra, quedando ésta 
sin efecto. Que entónces el doctor Molí cu inició el juicio de 
escrituración, cuya sentencia sírTe de base al presente. Que su 
uccion fué dolosa porque él sabía que Montani no tenía la 
propiedad de la isla y qne por lo mismo la sentencia que obtu- 
ro no puede favorecerle en el presente pleito. Que siendo im- 
posible la escrituración, la obligación qu^dó exti ngu id a, de con- 
formidad con el artículo 627 del Código Civil. Que el culpable 
de uohíiberse verificado Ja escrituración fué el doctor Melisa, 
que no la quisu recibir por la* acciones y derechos que era lo 
óniC' que aquel entendía haber vendido y que estaba pronto á 
transferir. 

En cuanto i la reconvenció», Montani la funda en que ha- 
biendo el doctor Molina cometido el delito de dolo por el en- 
gaño antes dicho, debe pagar los daños y perjuicios qne causó 
y que Montani avalúa en 2500 pesos. Que por cansa del doctor 
Molina no se le efectuó la venta de acciones y derechos, y ha- 
hiendo después bajado el precie de las tierras, Montani pudo 
solamente venden su isla en 3000 pesos habiendo perdido la di- 
ferencia de 2500 pesos, pues á Molina se la tenía contratada por 
4600 pesos. Que esta diferencia es la que demanda en su contra 
por vía de reconvención. Que en definitiva, siendo nula la sen- 
tencia en el juicio de escrituración, no obliga á Montani, y que 
éste tiene derecho i la indemoitacion reclamada por causa del 
dolo, de qne fué victima, cuando se le hizo firmar un boleto do 
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venta de la isla, cuando el sólo creía vender acciones y de- 
rechos. 

3* Que conferido traslado de la reconvención, la parte del 
doctor Molina se limitó á manifestar en su escrito de foja 32, 
que debía ser ella rechuiada con coetfis, pues se fundaba en 
hechos subre lúe que habla ya cosas juzgada» y no podían ser 
nuevamente traídos á juicios. Que en su consecuencia, habien- 
do sido Montani definitivamente sentenciado ¿ escriturar I» isla 
y no habiendo cumplido con este deber, procedía ser condenado 
a satisfacer tos daños y perjuicios causados. Que todo lo demás 
llegado por Montani para fundar la reconvención, es improce- 
dente é impertinente. 

4° Que recibida la causa á prueba, producidas las que las par- 
tes vieron convenirles y presentados los alegatos haciendo mé- 
rito de ellas, se llamó antus para definitiva y ha llegado el caso 
de dictar sentencia. 

T considerando en cuanto .i la demanda. 

I a Que es un hecbo indudable que Montani fué condenado á 
la escrituración de la isla de que se trata, en el término de 90 
días, segun resulta del fallo de foja 46 del expediente agre- 
gado. 

I a Que esta sentencia fue mitineada al apoderado de Montani 
y ii" habiendo sido recurrida quedó ejecutoriada como Jo reco- 
noció dicho apoderado en mi escrito de foja 64 del referido 
expedienté. 

3* Que siendo esto así es completamente impertinente cnan- 
to se ha alegado y tratado de probar respecto á lu buena ó mala 
fé < <>u que el actor procedió al firmarse el boleto de venta, asi 
como respecto á la inteligencia que este boleto tenía en el con- 
cepto de las partes que en ét intervinieron. 

4" Que el efecto jurídico de lu causa juigada es no poderte 
reabrir discusión sobre el punto ó la materia resuelta, porque se 
presume que la decisión ejecutoriada es la expresión de la ver- 
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dad. Por tanto, ai el fallo que ordeno ú Montar» ú escriturar 
en favor de Mntinn, qnerlú ejecutoriado, no puede admitirse la 
controversia provocaba sobre su justicia é injusticia. \o queda 
otra cosa que hacer Binó cumplirlo. 

5" Que es también un hecho indudable que Moiitimí, no 
obstante lo expuesto, no dió cutnplimienta a) fallo indicado. 

6° Que es cierto que á fnj¡i61 y con dos meses de posteriori- 
dad á su fecha, se presento pormedio de su apoderado manifestan- 
doque estaba dispuesto á cumplirlo y pidiendo que pava el efec 
to de la escrituración se señalase el esori baño al que debía entre- 
gar loa títulos, pero no es menos exacto que habiendo este jos- 
gado providenciado a foja 52 en el sentido de que era el escri- 
bano secretario de ta cau-a el que debía extender las escrituras 
ordenadas, el señor Montaní no depositó en secretaría los refe- 
ridos títulos, por cuyo motivo el actor presentó tres meses más 
tarde el escrito tje foja 60 exigiéndolos. 

7* Quedados estos antecedentes, Montmi no puede alegar 
que sino escrituro a Molina, fué por colpa de este, afirmación 
mucho mia inexacta si se time presente que el mismo Montsni 
ha expuesto con insistencia que tal escrituración no podía veri- 
ficarw, porque él no teníala propiedad de ta isla vendida, sino 
simplemente acciones y derechos sobre Ja misma. 

8* Que no habiendo Hontani cumplido el fallo qne le ordenó 
la escrituración, ea procedente la acción por los danos y per- 
juicios provenientes de su ejecución de conformidad con ios ar- 
tículos 0» y H87 del Código Civil, 

9» Que estos daños y perjuicios los constituye según e] actor, 
la diferencia entre el precio convenido y el mayor valor de la 
isla en el momento en que debió hacerse la escrituración, es 
decir A ftnes de 1801 .diferencia que Molina calcula en su eseri- 
to de demanda en 7600 pesos á 10,500 pesos moneda nacional, 
pues siendo el precio convenido el de 4500 pesos apreciaba el va- 
lor actual da la finca en 13 a 15.000 pesos moneda nacional. 
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10° Que aunque esta diferencia pudo reputarse aceptada por 
ei demandado, por no haberla objetado, con arreglo al artículo 
919 del Código Civil y 96 de la ley de procedimiento!, la parte 
de Molina quiso lijarla de una manera precisa y para el efecto 
solicité la prueba pericial de fuja 108. 

II 9 Que esta prueba 1-- diú un resultado negativo, pues de 
ella aparece qu^ la isla en el momento de la tasación sólo po- 
día valer 3900 pesos, de donde resultarla que Molina nn había 
sufrido perjuicio por la falta de escritura'ion. 

12° Que, mi ii embarg», d-be observarse que ka estimación que 
M . lina hizo y qoe pudo reputarse < omo aceptada por Montaui, 
se refería ¡í 1891, mientras que la tasación de foja 108, se reaii- 
tó en 1894, época en que la propiedad territorial había sufrido 
una notable desval Tixacimi, á consecuencia de la crisis econó- 
mica del país. 

13° Que si bien ta circunstancia apuntada no puede servir de 
fundamento para el éxito de 1¡i acción instaurada, ella es un 
elemento de juicio bastante pava apreciar la buena fé y since- 
ridad con que fué intentada. 

14° Que si á esto se agrega que como o, ueda demostrado, dicha 
acción era perfectamente procedente en nÍ, por no haberse cuín- 
piidolasenlenciasobreescriuirucion, no puededecir seque Molina 
procediera m este juicio con malieia temeridad. Por ello, sí bien 
deh.' desecharse 1» deui;mda, no puede ser condenado en costas. 

15* Que tampoco puede ser i-argudo en ellas la parte de 
Montani, en lo que se refiere á La acción dirigida en su contra, 
como I» pretende Molina en su escrito de bien probado (foja 
125); porque, correspondiendo ser absuelto en lo principal, no 
puede ser condenado en ¡o accesorio, como son las costas. 

Por estos fu mi ¿mentes fallo absolviendo a don Antonio Mon- 
tani de la demanda de daños y perjuicios deducida eo su contra 
por el doctor Samuel Molina é imponiendo á este perpétuo si- 
lencio, debiéndole pagar las costas en el orden causado. 
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X considerando t u cuanto á la reooii tención : i* Que por 
ella se pide contra el doct* Molina la suma de 2500 pesos 
moneda nacional proveniente de la diferencia de precio que 
exulte entre el contenido con él, de 4500 pesos y el que poste- 
riormente pudo obtener, de 2000 pesos, cuando vendió á otro la 
ttncu de que se trata. 

2* Que según Montani, ei doctor Molina le adeuda esta di- 
ferencia, porque por su culpa no se llevó á cabo la escrituración 
de accione* y derechos, que es |u que verdaderamente *e vendió, 
aunque ei boleto se hubiera Mr mudo por error y engaño, por la 
propiedad de la isla. 

*> Que una vez que se dictó sentencia, y ella quedó ejecuto- 
riada ordenando ta escrituración de la isla, no puede reabrirla 
discusión nuevamente sobre ai lo vendido fué dieba. isla, ó sólo 
acciones j derechos *obr< la misma. 

4 a Que, por lo tanto, no puede cobrarle al doctor Molina dañoi 
y perjuicios por haberse resistido á escriturar accione* y dere- 
chos cuando está juzgado y sentenciado que ú io que tenia de- 
recho de ser escriturado era i la propiedad. 

5" Que en tal concepto es inconducente todo lo alegado por 
Montani i este respecto, como lu son las pruebas con que ha 
pretendido justificar sus afirmaciones. 

6* Que la reconvención es una nueva demanda que se deduce 
contra el actor y tiene efectos propio* é independientes de la 
instaurada por éste. 

7* Que por lo mismo la reconvención de Montani debo ser 
juzgada en cuanto é las responsabilidades que impone, con ab- 
soluta prescindencia de lo resuelto en la demanda de Molina. 

Por estos consideraciones fallo : absolviendo al doctor don Sa- 
muel Molina de la demanda por daños y perjuicios que en sn 
contra dedujo don Antonio Montani, imponiendo! éste perpétuo 
silencio. Le impongo, además, las costas proeeaalee en la parte 
correspondiente á la reconvención, por conceptuar que ella ha 
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sido deducida y stguida con temeridad. Al practicarle la regula- 
©ion de honorarios se tomara en cuenta, por consiguiente, úni- 
camente los relativos á larecoiiTencion. Notiflquese con el ori- 
ginal Regístrese en el libio de sentencia y repónganse las fojas. 

Mariano $, de Aurrecoeehea, 



Buenos Aires, Mayo 30 úe 1899. 

Vistos y considerando : Que la sentencia de foja ciento cua- 
renta y tres, rechaza tanto la demanda como tu reconvención, 
absolviendo así respectivamente al demandado y demandante. 

Qne en consecuencia, dicha sentencia no ha debido contener 
condenación en costas ni contra el non ni contra el otro de loa 
litigantes por razón de las erogaciones hechas en defensa de 
sus respectivas pretensiones. 

Por estose reforma la espresada sentencia corriente á foja 
ciento cuarenta y tres declarándose qne las costas de ambas ins- 
tancias deben pagarse , n el orden causado ; no haciéndose lugar 
á la nulidad que conjuntamente se deduce en el escrito de foja 
ciento cincuenta, en loque á la reconvención se refiere, asi por 
no estar apoyada en fundamento alguno atendible, como por 
haber sido abandonada en p| escrito de expresión de agravios. 
Notifiquesecon el oríginül y repuestos los sellos devuélvanse. 

BENJAMIN PAI. — ABEL BASAR. 
— OCTAVIO BORGE. — JUAN E. 
TORRENT. 




CAUSA «XX VII 



Don Emilio Montenegro contra ta Provincia de Buenos Aires 

sobre interdicto de retener 

Sumario. ~ Tratándose de terrena fiscales regidos por las 
ley,* lóele* de tierras públicas, los actos do) gobierno, ejeou- 
ados con arreglo alo depuesto por dicha, leyes, no pueden dar 
logara interdictos posesorios. 

Caso. —Remita de] 



Buenos Aires, Junio 3 de 1899. 

Vistos: estos autos iniciado* por don Emilio Montenegro 
contra la Provincia de Buenos Aire., intentando aquól acción 
posesoria de retener, de lo que resnlta: 

Que el I demandante «pone que, c 0IU0 cesionario de los dere- 
cho, de don Nicolás Leal, es poseedor de la suerte de estancia 
numero doscientos ochenta y ,,nn, situada en el partido del 
Azul, que le fué entregada por en codente, en cuy» Fir tnd con- 
tmú. la posesión que éste había tenido donde mil ochocientos 
sesenta y nueve ; que el gobierno de la profincia de Bueno* Ai- 
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res reconoció indebidamente á don Anacleto Leal, derechos po- 
sesorios sobre la mitad de esa inerte, es decir, sobre un mil 
veintidós hectáreas, desestimando los derechos por ¿I invocados 
ante dieho gobierno, lo que motivo su ocurso ante la Suprema 
Corte de la misma provincia. 

Que ésta, por fallo de veinte de Noviembre de mil ochocientos 
noventa y siete, rechazó también sus pretcnsiones, declarando 
improbado el requisito de la posesión eligida por la lev de la 
materia, para que se le reeonozca vomo propietaria de dicha 
suerte de estancia y se la escriture ;í su favor. 

Que, en consecuencia de esa resolución de U Suprema Corte 
provínola), ei gobierno ordenó el desalojo del campo y la des- 
trucción de las poblaciones. 

Que tiene derecho á no ser turbado arbitrariamente un su po- 
sesión, cualquiera que sea la naturaleza de ella. 

Que aún cuando n<> tuviera ningún derecho »l campo, le bas- 
taría él de retención, hasta ser pagado de las mejoras que ha- 
bía ejecutado para hacer valer las acciones posesorias respecti- 
vas; yngregando que, si el yidiieino de la provincia entendía 
tener derechos sobre e! terreno, debió ejercitarlos en la formn 
legal. Concluye interponiendo el interdicto de retener la posesión 
de la suerte de estancia número doscientos ochenta y uno ya 
mencionada. 

Qui- la provincia demandada, contestando ¡i la demanda de 
foja i reintü y úoh en la audiencia fi que las partes fueron citadas 
con arreglo ú la ley, expone por el órgano de su representante 
que no quería discutir los derechos que tuviese el demandante 
ul inmueble de cuya pOBeilon se trata y del que era d su juicio 
poseedor de mala fe, por no tener títulos sobre el campo que 
ocupaba, según lo confiesa él misino en ta demanda. 

Que Montenegro no había sido desalojado del campo ni des- 
truid ose poblaciones. 

Que todo lo que había sucedido era que el gobierno de la pro- 
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vincúi, (íueáp absoluto del tote que apare< fa ocupado por Mon- 
tenegro, como implícitamente tu confesaba éste y i» declaró la 
sentencia de la corte de dieha provincia había intimado el de- 
salojo al ocupante d objeto de reeobrar la posesión y evitar una 
acción judicial, corno era de práctica, p-ru sin llegar a vía de 
hecho alguno. 

Que resistido el desalojo por Montenegro, el gobierno no ha- 
bía tomado medidas ulteriores, y que esa intimación, no seguida 
de efecto, no era bastan)'* para fundar una uceiuu posesoria. 

Que replii-andn el actor, alegó que si no tuvo lugar el hecho 
de la destrucción ds las poblaciones, ello fué por haberlo iw- 
pedidu oportunamente una orden de esta Suprema Corte. 

Y considerando : Que la dermmdu se Lia interpuesta pur don 
Emilio Montenegro, extranjero, contra la Provincia de Buenos 
Aires, loque sirve ií esUblueer la jurisdiciiiuu originaria de 
esta Suprema Corte, con arreglo al artículo ciento uno de la 
Constitución c inciso I o , artículo i% de la lev de jurisdicción y 
competencia. 

'lúe, SMgim *e comprueba por las constancias de los expedientes 
administrativos traídos en virtud de la providencia de foja vein- 
tiséis, y resulta también de la eipusicion de hechos contenida 
enla demanda, el demandante siguió juicio administrativo ante 
el gobierno de ta provincia di- Buenos Aires para que, en virtud 
de lo dispuesto en las lejesde tierras públicas de la misma, se 
le reconozcan lus dereehos que esas leyes acuerdan ¡i favor Jel 
poseedor y se le escriture el campo de la < urstion. 

Que tramitado ese eipedietite, la resolución recuida, en lo 
que á Montenegro se refiere, declaró que éste no tenía tos dere- 
chos que invocaba, quedando en consecuencia eou su calidad de 
terreno fiscal, eu lo que á él respecta* el campo por él ocupado. 

Que Ja Suprema Corte de justicia provincial, ante quien llevó 
el caso la parte de Montenegro, tramitó la instancia en ejercicio 
de su jurisdicción sobre locontencioso-administrativo y terminú' 




_¡r pronunciar sentencia contraria á Montenegro, declarando 
¡«procedente la demanda deducida por éste contra el Poder 
Ejecutivo (foja ochenta y uuere del espediente ná.neroonw mil 
«miento* wenUjd»s caratulado Silva Gsrreton. Federico, 
arrendamiento de unn suerte en el Azul). 

Que de eso* antecedentes resulta que el demandante Monte- 
negro -principió' por ocupar «n terreno fiscal, reconociendo a la 
primada como propietaria, y que sus gestiones para que le 
fuera trasmitido el dominio en el ininuebK fueron desechadas, 
obrando los podare* público* de la provincia en ejecución de la* 
, leyes locales sobre tierras y en ejercicio de las facultarte* que 
también las leyes ó instituciones locales le confieren, mediante 
el ocurso voluntario de Montenegro ante ella. 

Que es d<> derecho y jurisprudencia constante que en tratán- 
dose de terrenos fiscales, regidos por las leyes lócale» de tierras 
públicas, lis actos del gobierno ejecutados con ai reglo á lo dis- 
puesto por dicha* leyes, no pueden dar lugar 4 interdictos po- 
sesorio*. 

Que no puede sino aplicarse esa doctrina al caso ocurrente, 
parque de los antecedentes recordados resulta que Montenegro 
-«tra en la categoría de los ocupantes a titulo de simple tene- 
dor, desde que ¿1 mismo solicitó que se le diera en venta el in- 
mueble, reconociendo así en otro, ó s*a en la provincia U pro- 
piedad de la «osa (artículo dos mil trescientos cincuenta j doa. 
Código Civil) y puesto qu^ la posesión, para dar derecho á tas 
accione * posesorias, no debe ser precaria, sinóá título de propie- 
tario (artículo dos mil cuatrocientos ochenta del citado código). 

Que, por consiguiente, aunque la mensura mandada praoticar 
por el gobierno de la provincia en el terreno, délo que también 
ha hecho mérito en su alegato el demandante, y aunque la in- 
timación para el desalojo debieran reputarse hechos perturba- 
torio* de la posesión cuando fueren ejecutados sobre cosas so- 
metida* á la posesión, en sentido legal de un tercero, no lo son 
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seguramente en el caso, desde que, como y¿ise ba dicho, el actor 
no tís poseedor, inó simple tenedor del campo ú que se refiere 
este juicio. 

Que aunque fuera cierto que el demandante goce del dereoho 
do retención en reiacion al terreno en qui; ixistan las mejoras 
que dice liaber realizado, no lo s^ria menos que, conservando 
como conserva ta tenencia de la cosa, carecería de oportuna 
aplicación la disposición del articulo tres mil iiuever-ieiiios cin- 
cuenta y cuatro del Código Civil. 

Por esto se absuelve 4 la provincia demandada de la demanda 
interpuesta, con especial condenación en costas al actor. Noti- 
fiquen original, y repuestos los sellos, archívese. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZA* . 
— OCTAVIO BUNGE. — IDAS 
B. TORBEflT. 
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Don Baldomcro Martínez contra la Municipalidad de La Plata 
por pago de impuestos indebidos; sobre competencia. 

Sumario. — V ¿tinque no pueda estorbara» la percepción 
de impuestos establecidos por los poderes de provincia» la jus- 
ticia federal puede y d"be ejercer sus funciones, cuando, paga- 
do el impuesto con laa reservas correspondientes, se dtdoce la 
t. lxxix a 
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acción respectiva trayendo á juicio materias de jurisdicción 
federal. 

Es cuestión de mataría federal la que tiene por origen 
actos administrativos del Gobierno Nacional y afect* a la Tes 
las facultades jurisdiccionales y de dominio de la nación eu 
contraposición á las facultades jurisdiccionales y de deminio 
de una provincia. 

C flS u, — Kesulta de las siguientes pieias 



La Piola, Mayo 23 de 1893. 

Y vist<.s ; Los seguidos por don Baldomem Martint i contra la 
Municipal idad de La Plata, sobre cobro indebido de un impuesto. 

T resultando: i° Que en 9 de Noviembre de 1891, pur inter- 
medio de apoderado se presentó ante este juzgado don Batdome- 
ro Martines, i educiendo contra la Municipalidad de La Plata 
formal demanda por cobro indebido de un impuesto. 

p Que al fundar su aCeiou, manifestó tenía una concesión, 
desde 1884, del gobierno nacional, para extraer arena de la ri- 
bera, abonando i<or ello el impuesto anual de 800 pesos moneda 
nacional como lo acredita el reciba original acompañado. 

S" Que desde el ano mencionado ha tenido haciendo uso de tal 
concesión, sin entorpecimiento alguno, pero que últimamente 
la municipalidad de esta capital le ha impuesto un derecho para 
la extracción de arena, habiéndole embargado algunos vagones 
cargados. 

4* Que ante esta violencia tuvo que ceder y pagó el indicado 
impuesto de 40 pesos 40 centavos moneda nacional, dejando 
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A salvo sus acciones para ejercitarlas ante juez competente. 

5" Que la facultad que se atribuye la mencionada munici- 
p -iliclad, para cobrar e.tu impuesto, es infundada, porque eJIa 
no tiene jurisdicción en la rib-ra del rio, siendo ésta de la exclu- 
siva propii dnd de la Nación, 

6 u Q<n>, en consecuencia, venía á demandar á La municipalidad, 
pidiendu d este juzgado que dertare qu*< ésta no tiene derecho á 
cobrarle el impuesto por extracción de arena j que esto corres- 
ponde A la jurisdn :cÍon de ¡a Nación. 

I a Que no puede ser obligado, agrega Martínez, ú pagar dos 
impuestos, uno i ta nación y otn» ¡í la municipalidad, pues, no 
puede ésia privar por actos propios loa derechos que 41 ha ad- 
quirido por la concesión que le hizo el gobierne nacional, 

8 a Que, por todo ello, el juzgado ha de deparar que dicho 
Martínez no esta obligado á pagar tal impuesto municipal, or- 
denando „os- impida la eztrac«i.m de arena en el paraje deno- 
minad» Punta de Lara. con especial condenación «n costas. 

9 a Que conferido traslado á la municipalidad, lo evacuó á 
foja 13, solicitando que se desestimnra con especial condenación 
en costas la acci.-n instaurada por don B. Martínez. 

10» Que d«sde luego ,.¡,.ga que el gobierno nacional haya 
podido hacer la concesión que se mvoca. pero, qne si ella exis- 
tiera no sería legal, porque la provincia tiene el dominio emi- 
nente de su territorio y no hay razón para excluir de éste las 
playas y canees de los ríos navegables que cruzan dicho lerritc- 
rio ó trazan sus límites. 

H* Que en coi cepto del ex-procurador general de la nación, 
las playas y el lecho de tos río-; navegables pertenece á las pro- 
vincias, siendo también ésta la opinión del general Mitre en nn 
discurso que cita. 

12* Que el gobierno nacional tiene jurisdicción para los efec- 
tos de la navegación y del comercio y no eiclnye la del gobier- 
no de la provincia 6 municipalidad en todo lo demás. 



tALI.O* W LA SUPKfeJU COATfc 

13» Que ene! sué-judwe se trata, no del suelo mismo, sino de 
canteras de arena, las que por el Código de Minería, pertenece 
al dueño de la tierra* 

U° Que, ú partt de esto, en-ontrándose la arena de que se 
trata en un paraje del municipio, cualquiera que sea el pn-pie- 
taño del terreno, está obligado á pagar el impuesto municipal 
establecido. 

15« Que la legislatura de la provincia, disponiendo di- lo pro- 
pio, puso bajo el dominio de la municipalidad, por ley de 3 de 
Noviembre de 1873, la tierra situada dentro de su éjido, el que 
había sido ya tratado, hasta el Rio ú» la Pinta por la ley de 24 
de Octubre d.- 1864 y deereto de U de Febrero de 1865. 

16" Que, Ünaliueute, la explotación de lu uiina de que se trata 
sólo puede hacerse, con autorización déla autoridad competen- 
te, que en este caso lo es la municipalidad en arreglo á los 
artículos 7 y 44 del Código de Minería. 

17° Que conferida vista al procurador fiscal, éste solicitó que 
informara el Ministerio de Hacienda sobre lu concesión á que se 
refiere el actor. 

18* Que producido alir [nativamente dicho informe (tóase foja 
34), el referidofuiicionariu se expidió sosteniendo el derecho con 
que el gobierno de la nación lo hizo, pero, opinando ú la te» 
que la municipalidad ha podido establecer el impuesto d- que 
reclama don Baldomero Martínez. 

19» Que la jurisdicción de este juzgado para entender en la 
presente demuda, se la hace derivar del artículo 2», inciso 4°,de 
la ley ¿obre competencia de los tribunales nacionales de 14 de 
Setiembre de 1868, por tener origen en actos administrativos 
del gobierno naoiunal se le hace derivar igualmente de que se 
trata de hechos producidos, en territorio sujeto á la jurisdicción 
nacional, como lo es lu ribera del Rio de la Plata, 

Y considerando: I o Que en materia federal es de estricto de- 
ber antes de todo, examine el juez su competencia, si es ó no de 
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su resorte el caso incoado, por cuanto ejerce una jurisdicción 
excepcional, concurrente, restrictiva ¿improrrogable ; r, sí el 
sometido A su decisión no le corresponda sin iUás trámite, ha de 
inhibirse de entender en él, a tiuque la nansa se encuentre con- 
rlus;t para sentencia, las partes no lo hayan solicitado y de con- 
suno hubieren mantenido su competencia (véase f ilio, foja % 
tomo 7 a , causa XII. párrafo 1, página 04), pues, soiu condecen 
los expedientes deteíininadoB por la ley de 1803 y duplicación 
de 18 de Setiembre .!»• 1884. 

2 o Que el articulo 2", incho 4 o , de la ley invocada, «tribuye i 
Ion jueces federales el conocimiento de los pleito» entre partí- 
Guiares, ratione persona, que tt^nga por origen actos adniinistra- 
tifos del gobierno nacional. 

3 a Que en el sub-judiee, no se discuten derechos que tengan 
el origen indicado, sinó U potestad con que se cree investida ¡a 
municipalidad deesU ciudad, y que el demandante le niega, de 
establecer un impuesto a la extracción de arena en la ribera del 
Rio de la Plata. 

4° Que no es procedente, desde luego, i e*ta jurisdicción el 
conocimiento de la acción deducida, tratándose de actos » jecu- 
tadott por una municipalidad, la que no ejercita un derecho en 
su categoría de persona jurídica, binó que Lo hace, usando de sus 
facultades adminis:rativas, como poder publico, i imponer el 
ejercit é de uit impuesto, luego no hay caso, 

5" Que el derecho no es un acto que tenga por fundamento 
aquellos por lus cuales pueda ser demandado una corporación 
comunal, de aquí se infiere no es competente la justicia federal 
para conocer de ello, pues, no se ha diohode violación de prin- 
cipio alguno constitucional, ni « los tratados, ni de ley preexis- 
tente del Congreso; se queja el actor meramente de la percep- 
ción de no impuesto comunal, civil ó de la eiudud, que preten- 
de aquella tener derecho i c««brar, 

6" Que en el caso pretendido caer bajo la deicísion de la ju- 
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risdiccion federal, no es otro que el derecho negado á cobrar ta! 
impuesio municipal, y carencia absoluta negado a iuipunerle 
•egun la clasificación del impuesto sobre extracción de arana, 
cuestión puramente administrativa, y es doctrina corriente no 
corresponde á los tribunales federales las gestiones relativas á 
impuestos determinados por la municipalidad de la ciudad (véase 
concesión, série % tomo 15, página 391). desde el momento 
que la justicia federal no se rige, por las leyes del derecho co- 
mún, sino por las prescripciones de ta constitución y leyes 
nacionales. 

7" Que el derecho expresad*» para establecer ese impuesto, 
no se pretende deque naica de actos administrativos del go- 
bierno nacional, ni por el actor que cree que la municipalidad 
no lo tiene, ni por el demandado que piensa que es consecuencia 
de ser propietaria de la playa de dicho rio. 

8° Que ta secunda razón alegada para hacer surgir el fuero 
federal de que se trata de hechos producidos en territorio suje- 
to á la jurisdicción nacional; tampoco es aceptable, por cuanto 
del único becbo deque se trata es de la facultad que la municipa- 
lidad ha usado, debida ó indebidamente, de establecer un im- 
puesto á la extracción de arena y el ejercicio de tal facultad, 
no se ha ejercido en territorio sujeto á la jurisdicción federal, 
desde el instante que se ejercitan derechos comunales y no, 
hechos punibles, atados á la competencia de los jueces seccio- 
nales según lo preceptuado por el artículo 3 de la ley sobre ju- 
risdicción de los tribunales nacionales. 

Por estas consider aciones fallo; declarando al juzgado incom- 
petente para conocer en esta causa, y en cuanto á las costas, de- 
ben las partes pagarlas en el órden causadas. Notjffquese con 
el original, regístrese en el libro de sentencias y repóngase las 
fojas. 

Mariano S. de Aurrecoechea 
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VISTA DEL SE.Í0K PROCIJRADOK GINBRAL 

liueuos Aires Selicmbre, ¿2 de 18ft% 

Suprema Corte: 

Ni la lej de 14 de Setiembre de 1863, ni otra alguna de las 
que rigen Ja jurisdicción ele los tribunales nacionales, ha atri- 
buido á los jueces federales de sección, el conocimiento de las 
causis originadas en las provincias, por actos ó disposiciones de 
bus corporaciones administrativas. 

Estas causas, emanando de la interpretación y extensión de 
los poderes de tales autoridades ó corporaciones proTinciales, 
deben ventilarse ante las autoridades mismas, creadas por esos 
poderes. Su conocimiento, no podrá atribuirse entonces al po- 
der judicial de la nación, sino en virtud del recurso autorizado 
contra sus resoluciones definitivas, por el articulo té de la 1er 
de 1863. 

Esta es la doctrina legal, consagrada en diversos folios de 
V, K. ( entre Iob que recuerdo á su consideración los registra- 
dos en la serie primera, tomo 9 t página 222, y serie 2*, tomo 
8», páginas 134 j 310. 

Fot ello y fundamentos concordantes dil auto de foja 37, en 
que el juigado federal de la sección de Ráenos Aires, se decla- 
ra incompetente para conocer de la demanda instaurada contra 
la valides de unaordenansa municipal, pido á V. E. su confir- 
mación. 

Sabiniano Kier. 
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rail* 4e la (hifraM Ctrit 

Buenos Aires, Junio 3 de 1899. 

Vistos y considerando: Que don Baldomcro Martines ha de- 
ducido La demanda de foja cuatro, después de haber pagado el 
impuesto cobrado por la municipalidad por extracción de arena 
según su ve en <l comprobante de foja once, pidiendo se declare 
qur> no está obligado a pagar este impuesto. 

Que para pedirlo así se funda en el derucho que pretende tener 
para la extracción de la arena en Tirtud de concesión hecha ásu 
favor al efecto por el gobierno nacional, fundándose también 
en que, como lo sostiene, pertenece ú la nación y no i la pro- 
vincia el paraje denominado Punta de Lara de donde extrae la 
referida arena. 

Que la muñid pul i dad, contestando á la demanda, dice que el 
gobierno nacional no puede haber hecho la concesión de referen- 
cia y que, en el supuesto de que la baja efectuado, niega que 
tenga derecho para hacerla, sosteniendo que ese derecho le per- 
tenece en virtud de leyes dt* la provincia dentro de cuyo domi- 
nio eminente atírmu estar "1 expresado lugar Punta de Lara. 

Que In cuestinn planteada - n esos términos, por la demanda 
y la respuesta, resulta tener por origen netos administrativos 
del gobierno nacional afectando á la veiá las facultades juris- 
diccioun Les y de dominio de la nación en contraposición á las 
facultades jurisdiccionales y de dominio de la provincia como 
liase para la creación del impuesto en litigio, lo qae coloca el 
caso dentro dn los incisos primero y cuarto, artículo segundo 
de la ley de jurisdicción y competencia. 

Que aunque es un principio reconocido que la justicia fede- 
ral no puiida estorbar la precepcion de impuestos establecidos 
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por los poderes de provincia, lo e* igual mente que eaa justicia 
puede y debe ejercer stw funcionea cuando pagado el impuesto 
con las reservas correspondientes como ha sucedido en el pre- 
sente caso, se dedúcela respectiva tic ion trayendo á juicio ma- 
terias de jurisdicción federal, según, entreoirás, se ve en la 
causa, que se registra en el tomo diecisiete, página doscientas 
siete de loa fallos de esta Suprema Corte, 

Por esto se revoca la sentencia apelada de foja treinta y siete, 
declarándose que el caso es de la competencia de la justicia fe- 
deral, Notifíquese original y repuestos los sellos devuélvanse. 

BKNJANM PAZ. — ABEL BAZAH. — 
OCTAVIO HUNGE. — JUAH E. TO- 
HRENT. 



El doctor don Federico Sick co dra ta provincia de Santa Fé, 
por cobro ejecutivo de pesos ; sobre declaración de rebel- 
día. 

Sumar 10. — I o El no haberse notificado el auto declarando la 
rebeldía, no es razón para pedir su reposición, si el auto fué 
dictado debidamente. 

La no comparencia dentro del término del emplazamien- 
to autoriza la declaración de reVIdín, aunque se trate de un 
jnicio ejecutivo. 
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Caso. — Lo explica el 
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Buenoi Aire», Junio 3 de 1839. . 

VUtos y considerando: Que en ta presente causa, U pro- 
vincia de Santa Fé ha sido declarada rebelde, por do haber 
compáriH'ido á estar á derechocon el uctur, en virtud del empla- 
zamiento que se le hizo al efecto. 

Que * i crido dicha provincia purte va i*ste juicio, por cuanto la 
demanda de foja nueve ha sido deducida contra clla.es eviden- 
te que no ka podido dejar de ser emplasada puní comparecer en 
él, de conformidad a la disposición del artículo sesenta y nue- 
ve de la ley de enjuiciamiento de catorce du Setiembre de mil 
ochocientos sesenta y tres, sea cual fuese la naturaleza de la 
causa que se le lia promovido y del juicio á que éitg haya de 
dur lugar, desde que ni los términos del articulo citado, ni 
Los de otra disposición de la misma ley autorizan una excepción 
cualquiera ;i la regla establecida en dicho articulo. 

Que, en consecuencia, uo es de modo alguno admisible, que, 
por tratarse, en el caso sub-judice, de una causa que corres- 
ponde sustanciarse y resolverse por los trámites del juicio eje- 
cutivo, no haya debido aplicarse 4 la provincia emplazada la 
disposición del articulo ciento ochenta y tros de la ley de en- 
juiciamiento y.i mencionada, siendo así qne ella se refiere á tu- 
da clase de juicios, cuando, en general, prescribe que : * No 
compareciendo un litigante en virtud del emplazamiento, o no 
contestando la demanda en el término señalado, el proceso sera 
sentenciado en rebeldía, sí la acusase su adversario». 

Que llenados los extremos que establece este artículo para la 
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procedencia de ti rebeldía acusada* la provincia de Santa Fé, 
y dictado, en bu mérito, el auto «le foja treinta j ocho que la ha 
declarado rebelde, no es poiible poner en duda la validez de es- 
te auto, porqpe él no haya sido notificado en cualquiera forma 
á dicha provincia ó que deje de producir, desde luego, sus efec- 
tos jurídicos por la omisión de esta misma circunstancia, des- 
de que no hav ley que subordine uní y otra cosa A semejan tr 
condición. 

Por estos fundamentos, y no bulliéndose alegado purel recu- 
rrente ratones que justi liquen la reposición de los autos á que 
se refiere en sn escrito de foja sesenta y ocho, no ha lugar á 
ella, con costas, debiendo estarse n lo ya resuelto. Repóngase 
el papel. 

BENJAMIN PAC — ABEL BAtA*. — 
OCTAVIO BQNGE. — JOAN E. 
TOMINT* 
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El doctor don José O. Machado contra el Ferrocarril Oeste 
Santafecina ; sobre reivindicación 

Sumario. — Debe absolverse al demandado por aociun rei- 
vindicatoría, si no se ha probado, y no resulta de las escrituras 
de propiedad del demandante qne el terreno reivindicado sea el 
miamo designado en éstas. 
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Caso. — Resalí a del 
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Rosario, Rosario 1" de 1896. 

Y visto»: Los presentes autos seguidos por el doctor José 0. 
Machado contra el Ferrocarril Oeste Santafecino, sobre reivin- 
dicacion, de loa que resulta : 

1° Que á foja 1, el doctor José O. Machado entabla demanda 
contra la sociedad anónima empresa del Ferrocarril Oeste S»n- 
tafecino, por apropiación y detención de un terreno dt su 
propiedad, ubicado en las barrancas d«l rio Paraná, lindando 
por el Norte con los herederos de Cufré, y por el Sud con la cu- 
ite 3 de Febrero. 

Que la referida empresa obturo por la ley de 28 de Octubre 
de 1883, autorización para expropiar el terreno que requiriese 
la estación central determinándose por esa ley que el úrea A ex- 
propiarse »ería la comprendida entre las callee 3 de Febrero y 
Montevideo. 

O'ie en vez de ocupar la parte de terreno designado, se apro- 
pié de una fracción que se encuentra más al Norte de la calle 
mencionada, construyendo obras de consideración y usufruc- 
tuándolo como de su dominio. 

Que en consideración á lo expuesto, pide que el juagado non- 
dene á la referida empresa á la devolución de su propiedad, 
más los ríanos y perjuicios que le ocasiona la ocupación de ella, 
que data desde el año 1883, como también el levantamiento de 
las obras verificadas. 

2? Que corrido traslado de la demanda, el demandado contesta 
á foj.i 88, que en íí de Octubre de 1857, don Laureano Díaz 
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trausliere á don Casimiro Hachado los sobrantes que resultasen 
de un terreno do *u propiedad que el primero obtuto por heren- 
cia, comporto de 200 varas de Trente y con fondo hasta dar con 
don Bruno Vasquvx, lindando por .1 Sur con tiena de don Juan 
Benegas, por su frente con el no Paraná. 

Que por el fallecimiento del comprador, la viuda deéste, doña 
Juana C i sueros de Machado y su bija doña Fernanda Machado 
de Haldomado, ceden al doctor José Olegario Machado los de- 
rechos y andones que por razón de aquella compra-venta le co- 
rrespondiesen como sucesores. 

Que esos sobran tea eran indeterminados desde que el cesio- 
nario no ha ejercido autos de posesión Ó de dominio, ni puede 
tampoco ubicarlos con pTedsion. 

Que los únicos sobrantes que aparecen en el plano de foja 87, 
como que fueron enajenado* por propietarias & da lonja » an- 
teriores del señor Díaz, son loa que están marcados con tinta 
verde. 

Que según la ubicación de esa lonja y la extensión designa* 
da en lus títulos, resulta qu* ni don Manuel Diai, ni sus suce- 
sores, han tenido ningn" derecho de dominio ni de posesión so- 
bre tos lerrenus situados al Norte de la línea CDX inscripto en 
él referido plano. 

Que, por consiguiente, al reconocer el actor en su esorito de 
foja 54 el deber de raspetar la integridad del ten no adquirid» 
por el gobierno nacional, de los señores Inarra j Sempé para el 
establecimiento del Colegio, en lugar de sobrar el terreno falta- 
ría para integrar al gobierno nacional. 

Que por los límites j extensión del terreno del gobierno na- 
cional se obtiene este resultado. 

Que él arranca á 40 varas próximamente al poniente de la 
calle Necocbea, terminando en la barranca del rio, con límite 
al Sur por la calle 9 de Julio, sobreponiéndose en una área con- 
siderable en la lonja de Diaa. 
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Que toma asimismo gran parte de fracciones de esa lonja 
vendidas á bu» colindantes y ocupa esa superposición la porción 
comprendida entre la* calles 9 de Julio y la línea Norte de la 
lonja de Dial que en el plano se designa con las letras CDX. 

Que por los títulos de ventas heehus al gobierno nacional, se 
dice que el terreno no pertenece & la lonja de Diaz sinóá la de 
Cufré. 

Que t- tí* terreno del gobierno nacional se compone de 200 
raras de frente por 425 raras de fondo en la parte lindera en la 
de Díaz, y de 150 raras en el resto, debiendo tener éste el mis- 
mo rumbo que el de las lonjas de Díaz y de Benegas, es decir, 
el de la línea CDX. 

Que en la escritura de renta refería», se atribuye errónea- 
mente como límite Sur de esa lonja, la calle de9de Julio, y es 
con tal ubicación que el gobierno nacional lia poseído esj te- 
rreno. 

Que por esta razón no puede el actor pretender tener el do- 
minio de terrenos en el límite Norte de la lonja de Cnfré. 

Que el juzgado rechaza la acción entablada por el actor no 
baciendu lugar á ella, con expresa condenación en costas. 

3 a Que abierta la causa á prueba produce el actor las posi- 
ciones de foja 117 y el demandado los testimonias de foja 164 
de la sentencia del Juez de I a Instancia en lo civil de la 2" cir- 
cunscripción de la provincia, en que fundándose en la ley de la 
Legislatura prorincial de fecha 4 deOotubrede 1882, transAere 
á don Carlos Casado representante de la empresa del Fe f roca 
rril Oeste San tafee* no préria tasación, la fracción correspon- 
diente á don Casimiro Machado, la que se compone de 5527 me- 
tros 99 centímetros, lindando por el Sur con parte de la frac* 
cion del señor Marull ; por el Este con la calle Taícahuano ; por 
el Oeste con don Francisco Ruiz de Faz y por el Norte con la 
calle 9 de Julio ; y por el Nordoeste con el bañado del río Pa- 
raná. ' 
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Que el juzgado para mejor proveer ordenó á foja 246 se agre- 
guen los títulos de propiedad del demandante y ios dictámenes 
de los peritos agrimensores cuyo informe y plano corren de fo- 
jas 252 á 200, siendo dicha conclusión» U que sigue: « que ta 
linea Sur de la lonja d<* iliaz, boy de Hachado, pasa á 24 metros 
con 80 centímetros ul Sur del ángulo Sud Oeste de las calles de 
Chaoabnco y 9 de Julio y la linea Norte de la misma lonj;i pasa 
á 6 metros 25 centímetros al Norte del ángulo Nordoeste de Las 
calles de Chacab uco y 3 de Febrero, siendo cruzada esta lonja 
por la calle 9 de Julio y 3 de Febrero en la partf de que se trata, 
cuyas ralles y al Oeste de la de Chacubuco, se hallan intercepta- 
das por la empresa del Ferrocarril Oeste Santafeciuo con cons- 
trucciones, materiales, vías, ule, cuyos detalles consigna el 
plano acompañado*. 

Que de foja 259 á foja 264 corren los testimonios de la venta 
hecha por don Laureano Ihaz á don Casimiro Machado, de los 
sobrante* de propiedad dd primero, objeto de la cuestión ; de 
1 1 declaración de herederos á favor de doña Juana r Fernanda 
Hachado, y la transferencia de las acciones y derechas de estas 
á favor de don Olegario Machado. 

Y considerando : I" <¿ue según resulta de la contestación á la 
demanda y lo hace notar la Suprema Corte en su fallo de foja 
255, el demandado uu ha negado ó contradicho el tftnlo del ac- 
tor cuando entabló la acción de reie indicación y mis bien lo 
reconoce al eipresarse en el escrito de fu ja 5 en estos términos : 
■ que por la cantidad de 2000 pesos moneda nacional que ya han 
recibido del doctor don José Olegario Machado y por lo que le 
otorgan carta de pago, renden, ceden y transfieren al mismo 
todas las acciones y derechos que tienen y les corresponden en 
la sucesión de don Casimiro Machado, como viuda é hija legitima 
íes pectif amenté del mismo, á los sobrantes de terreno que co- 
rrespondan o puedan corresponder á dicha sucesión ». 
Este mismo parágrafo del escrito del demandado está trans- 
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crito v tomado en consideración en el fallo de la Suprema Cor- 
te i foja 235. 

Ademad de «¿te reconocimiento, existen las escrituras de tras* 
misión A favor del actor, corrientes de foja 966 á foja 971 que 
acreditan id dominio de loe antecedentes de] doctor Machado 
al terreno conocido por * Lonja de Diaz >. 

á Q Que estando justificado el dominio ú mu parte de ese te- 
rreno y resuelto por la Suprema Corte la procedencia déla ne- 
cio ti, queda solamente por averiguar y resolver si esos sobrantes 
de terreno de la « Lonja de Díaz », están ó tío ubicados en el lu- 
ga? destinado para estación y accesorios del Ferrocarril Oeste 
Santafecino y poseídos por la empresa de dicüo ferrocarril. El 
informe con te- tu de los tres peritos agrimensores, demuestra 
acabadamente que el expresado ferrocarril está ocupando esos 
túrrenos al norte de la calle * 3 de Febrero >. Por ese informe 
<i foja 253 y plano de foja 360, se re claramente que el terre- 
no de U < Lonja de Diaz > no limita al Suri con propiedad de Be- 
negas, sino que existe una faja de tierra perteneciente á otros 
dueños, que se interpone entre la de Benegasy la de Días, razón 
por la cual el terreno de Díaz está nbicado más al norte que lo 
que sostiene la empresa del ferrocarril, fundado en el plano del 
agrimensor señor Emilio Soriano, corriente á foja 85. El dicta- 
men de los tres peritos Mocando la < Lonja de Diaz» de mane- 
ra que corta diagonalmente la calle «3 de Febrero», está con- 
forme en todo al informe y plano del agrimensor Ur quiza que 
existe en el juzgado en folleto impreso, aprobado por el Depar- 
tamento Topográlico. En ese informe se hace una relación bis- 
tórica de los terrenos de referencia, en términos análogos á los 
del dictamen pericial, y se da á la « Lonja de Dial » ubicación 
igual á la que éstos le dan. 

En el plano catastral de esta ciudad, publicado por la muni- 
cipalidad en el año 1895, tiene Ja « Lonja de Biu » idéntica 
ubicación. 
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Cotí esto* antecedentes, vitue al espíritu el con ven oimiento 
que es Tardadora la ubicación de los terrenos de Machado en la 
forma y rumbos que tienen en el plano de foja 253, y esta opi- 
nión está aprobada por las oficinas públicas en lo< documentos 
mencionados. 

Ante estos informes, no puede primar el espedido por el agri- 
mensor señor Soriano. cuyo plano no ha sido levantado por orden 
del juez de ta «ansa, ni aparece aprobado por autoridad compe- 
tente. ♦ 

Los peritos en este juicio y el agrimensor Urqniza explican 
del siguiente modo, por qué los títulos de la « Lonja de Dinz * 
anteriores á 180& establecen que linda al Sud <»ste terreno con 
la «Lonja de Beuegas», mientras que en realidad iioliada;dicen: 
«que este último terreno tenía mojón lijo, mientras qne los de- 
más al Norteño estaban ubicados, razón por la cual se coloca- 
ron á principios de et>te siglo las « Lonjinde Albarracin y Pine- 
ro >, entre las de Beuegas y Diaz, ubicación que conservan hasta 
hov, según se demuestra por loa planos oficiales ; que se ba 
hecho referencia». 

3" Que según ta Ley de esta provincia, fecha Octubre 4 de 
1888 mencionada en los testimonios de foja 161, la empresa 
estaba autorizada ¿expropiar para estación dos manzanas de 
terreno ubicadas entre las calles 3 de Febrero al Norte, General 
Lopei al Sud, Esmeralda al Este j Cnaeabucoal Oeste, y aún 
cuando por la ley de M de Octubre de 1883 se autorizó la ex- 
propiación de una manzana más al Sud, siempre queda la calle 
«3 de Febrero» como límite Norte, mientras que resulta del 
informe y plano de loa peritos que la empresa del ferrocarril 
ocupa con vía y obras el terreno de la « Lonja de Diaz • que está 
al Norte de la citada calle. 

4° Que no habiendo presentado el demandado Ututo que le- 
gitime sn posesión, mientras que el demandante ha presentado 
los de fojas 266 y siguientes, qne son de fecha anterior á la de- 
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manda, la ley presume que el autOT del título era el poseedor 
3* propietario de la heredad que se reivindica (artículo 2790 
Código Civil). 

Por f atas considc raciones falln definitivamente, en esta sala 
de audiencias, condenando al demandado á devolver al actor el 
terreno que está al Norte de la calle 3 de Febrero, lindando al 
Este con el rio Paraná, al Oeste eon el Colegia Nacional y por 
el Norte con los herederos Cufré, con m:ís los frutos percibidos 
desde la focha de la contestación á la demunda, liastu que se 
baga electiva la entrega del terreno, señtilando, de acuerdo cun 
el parágrafo 111 de la óemanda y el artículo 15 de la ley nacional 
de enjuiciamiento, la suma de 30 pesos moneda nacional por 
arrendamiento mental como indemnización de los frutos per- 
cibidos por la ocupación del terreno. 

Con costas por no haber presentado título el demandado. 
Kotifíquese con el original y repóngase. 

Daniel (ioytia. 



Buenos Aire?, Junio <i de 1899. 

Vistos y considerando: Que, no estú en cuestión que don 
Laureano Uiax ha si lo sucesor por título universal en los dere- 
chos -le don Manuel Dial, no catándolo igual mentó, el derecho 
de propiedad que aquel tenía en las porciones de la suerte de 
terreuo denominada « Lunja de Üiaz * a que se refiere este 
pleito, de que no habían dispuesto sus causantes, suerte que se 
reconoce perteneció al expresado don Laureano Díaz. 

Que es ¡m hecho también averiguado que don Laureano Díaz 
vendió á favor de don Casimiro Machado con fecha ocho de 
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Octubre de mil nrdiocieiitos cincuenta y siete, lúa fracciones 
ilo terreno que aun couserraba bajo au dominio en esa ferba, 
emprendiendo en la enajenación ia totalidad de esas fraccio- 
nes con el nombre de * Jos sobrante que hubieran », según se 
»e en la escritura pública que cor: >■ n foja doscientas sesenta y 
ocho. 

Que los derecho» del expresado don Casimiro Machado, se 
trasmitieron por titulo universal A lona Juana C. de Machado 
y á doña Fernanda M. de Maldonado, viuda la primera é hija 
la segunda del referido don Casimiro Machado, pasando, en su 
virtud á los sucesores la adquisición hecha por el caígante del 
terreno de l)iuzy¿i mencionado, si no^ que en colación al pri- 
mero de «'Sos sucesores, tuviera por base su tft .lo su partí i - 
pación en los gananciales del matrimonio, en la hipótesis de 
que durante él se hubiera realizado la adquisición. 

Que la i alidad de herederos, con la circunstancia di- serlo 
úuicns y universales, atribuid i por el demandante á doña Jua- 
na C. de Machado y F- .-manda M. 'le Maído nado, está recono- 
uída por el demandado, hallándose ademas debidamente proba- 
da en virtud del auto de declaratoria de herederos pronunciado 
por el juez de la sucesión que se registra á foja doscientas se- 
tenta y nueve. 

Que importan lóese auto la posesión hereditaria á favor de 
Iüs heredero* declarados tales, 6 sea su reconocimiento en esa 
calidad por ia autoridad investida del poder para hacerlo, con 
arreglo a Indispuesto en el artículo tres mil cuatrocientos dore 
del Código Civil, y aun admitiendo que en loque respecta á do- 
ña Fernanda Machado, hija del causante, ella no hubiese en- 
trado en la posesión par el simple hecho de ta muerte del au- 
tor de Ja sucesión en los términos del artículo tres mil cuatro- 
cientos diei de dicho código, no cabe duda que la posesión 
hereditaria dada retrotrae sus efectos al' día de la muerte del 
autor de la sucesión (artículo tre* mil cuatrocientos quince del 
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Código Civil*, no Hiendo tampoco dudoso que i esa misma fecha 
y medianti la aceptación de la herencia queda la propiedad de 
de ésta fijada en la persona del aceptante (ar título tres mil fies* 
eíentus cuarenta y cuatro y concordantes del Código Civil). 

Que, por consiguiente, doña Jnana 0, de Jlachad«» y doña. 
Fernanda M t de Jlaldonado, han podida enajenar legalmeti te 
los bienes » derechos comprendidos en la herencia de don Ca-d- 
mim Hachado que aceptaron, y surtir el acto de 1» enuj^naciuu 
toa efectos que llevarían aparejados los ejecutados por el cau- 
sante mismo cuya persona continúan (artículo tres inil cuatro- 
cientos diez y siete. Código Civil). 

Que la escritura pública de foja doscientas sesenta y seis, 
prueba que las mencionadas doña Juana y doña Fernanda ena- 
jenaron a favor del doctor Olegario Machado, el terreno que 
don Laureano Diaz trasmitió a favor de don Casi mi ra Marha- 
do, lo que tampoco s«- discute, estando ambas partes conformes 
en ro onoeer la. verdad del hecho. 

Que en mérito de las precedentes consideraciones, no pu^de 
sinú haberse por eierto qtie radican hoy en el citado doctor 
Olegario Machado los derechos que sobre ta suerte denominada 
« Lonja de Diaz» había f oustrvailo don Laureano Diaz á la épo- 
ca de la trasmisión por él he- ha de esos derechos á favor de 
don Casimiro Mu' hado. 

Que, así la cuestión, queda relucida á investigar ó apreciar, 
si el terreno situado al norte de la calle Tres de Febrero y que 
se designa c >u las letras a, h, ¿, del plano de foja ciento vein- 
ticinco, materia del pleito, según la sentencia de luja doscien- 
tas treinta y cinco, está ó do comprendido en U trasmisión 
hecha por Díaz á favor de Machado. 

Que los términos explícitos de la escritura pública de foja 
doscientas sesenta y ocho» otorgada por Diaz á favor de Macha- 
do, dan á la suerte denominada «Lonja de Dial », la extensión 
de doscientas varas de frente, equivalente á ciento setenta y 
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tres metros y reinte centímetros» «-oii fondo basta dar con te- 
rrenos fie «Ion Btutj a Vázquez, limitada Al Sud con la propiedad 
de don Juan José Benegas, y al Oeste on el citado don Bruno 
Vai^nei, lo que se desprende, eft cuanto al último, la designa- 
ción de los demás linderos. 

Que lo- términos do esa escritura no permiten d¡ir á la cotia 
najen ida una ubicación que la coloque at norte di- don Bruno 
Vázquez, y separa la do la propiedad d* Bcncyns por dos pro- 
piedades interine liarías, como lo pretende el demandante. 

Qutr tanto menos puede admitirse esa separación, cuanto que 
i íonstaqua las suertes de tierras denominadas «Lonja de Bene- 
gas» y « Lonja de Díaz ». fueron parte de un todo di* que se des- 
prendió la propietaria, vendiendo sucesivamente las dos frac- 
ciones con frente al liste y separadas por línea Es te-Oes te. que- 
dando así ta una de las dos fracciones lindera respectivamente 
al Norte 6 al Sud, según que se trate de la trasmitida á Bene- 
uas ó de la trasmitid?* á los antecesores de üiaz. 

Que, entretanto, el informe pericial de foja doscientas cin- 
cuenta y dos, coloca entre Kenegas y Dinz dos suertes de terre- 
no con frente al rio Par mu de cincuenta y «ejló varas la una, 
equivalente & cincuenta metros con doscientos o<- lienta y dos 
milímetros, y cincuenta varas la otra, de Sud A Norte, equiva- 
lente á cuarenta y tres metros con treinta centímetros, sepa- 
rando asi aquellas suerte» con un terreno intermedio que mide 
en conjunto ciento ocho varas, equivalente á noventa y tres 
metros con quinientos veintiocho milímetros. 

Qne 110 .i» registra ert los autos do -omento alguno felia-iente 
qo- sirva do base at mencionado dictamen pericial, de modo 
que tos peritos, al apartarse de las designaciones contenidas en 
las escrituras quo sirven de titulo al demandante, ban obrado 
^olo de referencia á antecedentes que el lo.s dicen conocer y tt 
apreciación de cuyo mérito es de resorte judicial. 

Que aun de referencia A dicho dictamen, se ve que los peri- 
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tos ubican las cincuenta y ocho var is de frente at I Este, equi- 
valente á cincuenta metros cou doscientos veintiocho milíme- 
tros, que atribuyen ú los sucesores dt* Pinero en virtud de una 
ubicación que dicen se S izo en mil ochocientos nueve, separan- 
do las suertes de lleneras y de Díaz que debieron estar uni- 
das; observándose que en cuanto á las cincuenta varas de fren- 
te al Fste, equivuientes á marenta f tres metros con treinta 
«mtímetros, que colocan para Bruno Vázquez, entre i'ifiero y 
Diaz, no hacen valer en concreto operaeion ó acto anterior que 
debiera servirlp de precedente, pues se limitan, al respecto, ;il 
contesto genera! contenido á fojas doscientas cincuenta y cinco 
y doscientas cincuenta y seis de su informe, después <le haber 
hecho constar qm- 110 era allí, sino en otra p;irte donde debieron 
estar ubicados los sucesores d< 1 expresado Vázquez. 

(¿uelos atttece lentes en que se basan los peritos recordad 
consistentes en la también recordada mensura del año rail ocho- 
cientos nueve (foja -loscieutas cincuenta y cinco) y en el acuer- 
do a que diceu llegaron los propietarios en mil ouhociem >s cin- 
cuenta y cinco ¡¡foja doscientas cincuenta y sei>), están desau- 
torizadas por las convenciones y designaciones contenidas en el 
instrumento público otorgado por Diaz n favor de don Casi- 
miro Macha- i o, e n el año de mil ochocientos cincuenta y siett , 
ó sea con fecha posterior á los acto* invocados por los perito.-, 
puesto que según ese iustrutuento el terreno á que la enajena- 
ción rom pro bada por él se reliert!, no sólo no está limitado al 
Sud por don Bruno Va/quei, sinó que la propiedad de éste debe 
encontrarse al Oeste, conservándose á Bnnegas como luilindan- 
te al primero de esos rumbos, to que nu^e explica, si fuera ver- 
dad que Diaz había convenido en aceptar la interposición de 
otras propiedades entro la de él y la de Benegas, y mucho 
menos que entre esas propiedades estuviera lindando inme- 
diatamente la de Bruno Yuquis, Aqaien se daba con mención 
expresa una ubicación distinta. 
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Que los instrumentos públicos hacen plena fé cutre la* par- 
te» tanto sobre las ouvenciones disposiciones etc., que con- 
tengan, como sobre tas enunciaciones «1« hechos directamente 
relativos al acto jtiTÍdicoque forma su objeto principal (artícu- 
los novecientos noventa y ruatro y novecientos noventa y cin- 
tío del Código Civil y ley ciento catorce, título dieciocho, parti- 
da tercera), sirviendo asi la citada escritura de foja doscientas 
sesenta y ocho para acreditar los der&Bhos del demandante en 
lo que respecta á Lat-osu, que hubo voluntad de adquirir y tras- 
mil ir, ya .|»e, por otra paríe, no se ha probado que los con- 
trayentes hubieran obrado bajo la influencia de un error de he- 
cho reparable en cnanto i la ubicación del bien enajéna lo. 

Que comparando el iotorme pericial de foja doscientas oin- 
uueota y dos eon las designaciones de la escritura de foja dos- 
cientas sesenta y ocho, bien 8C obserr.i que aquel informe no 
corresponde á esas designaciones, de tal suerte, que resulta 
claro que el terreno que demanda el ador, estñ fuera de los 11- 
initesdentro de Jos qne debía estar encerrado el adquirido por 
don Casimiro Machado, y que fué trasmitido por los herede- 
ro» de éste al doctor Olegario Machado, según las conolüsiones 
á que dicha escritura permite arribar. 

Que corresponde al demandante por reivindicación la prueba 
del derecho en que baso su acción, de modo que, en defecto de 
esa prueba, debe ser ¡ibsuelto el demandado, aunque éste no 
justificase su derecho á poseer (articulo dos mil trescientos se- 
senta y tres del Código Civil y ley veintiocho, título dos, par- 
tida tercera). 

Que aunque la escritura en que funda el demandante su dere- 
cho es anterior ¡i ta pustsion del demandado, no puede hacerse 
valer ftau favor, en el caso, la disposición del artículo dos mil 
setecientos noventa del Código Civil, porque la citada escritura, 
jier se, no se aplica en realidad al inmueble poseído por el de- 
mandado á que se refiere la demanda. 
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Por estos fundamento», se revoca la sentencia apelada de foja 
doscientas setenta y einoo, absolviéndose al demandado de la 
demanda entablada. Notifícese original y repuestos los se- 
llos, devuélvanse. 

BhtUAWn PAZ. ~ OCTAVIO BUN- 
GE. — JUAN E. ÍOHKEVT. 
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Don Vedro Virpo contra ta empresa del Ferrocarril de Unenos 
Atresy Rosario ; sobre daños y perjuicios 

Sumario. - i" Las respon^abilidsidp» de las empresas de fe- 
rrocarril emergentes de áfilos ¡lícitos se fundan en sus propias 
faltas, ó en los hechos de acción (i omisión de sus empleados ; 
y por tanto nn puede hacerse responsable n ana de ellas por ios 
daíios causados por omisión de los empleados de otra, aunque 
so trnte de empalmes en que (iquilla use de la tía de ésta 

2 o La disposición Msptjeial que considera tí las empresas com- 
binadas como una aolu, se reliere ú las lontrat aciones en mate- 
ria de transportes, y es aplicable á dichas responsabili- 
dades. 



Cfl.vo. — Lo explica el. 
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rallo «1*1 Jm* F«l»r»» 

■ 

Auto» y vistos: lus promovidos por don Pedro Firpo contra 
la empresa del Ferrocarril Buenos Airea y Rosario sobre in- 
demnización de daños y perjuicios ; de su estudio resulta: 

Que don José H. Per« con poder bastante del expresndo don 
Pedro Firpo se presentó a) jnigudo entablando demanda contra 
la citada empresa por cobro de daños y perjuicios, «poniendo 
para fundarla, que con f.cha 30 de Octubre de 1895, poco des- 
pués de las siete de la mañana, su representado se dirigía con 
un carro por ta calle de Junin, en dirección al rio, con c) obje- 
to de extraer materiales de un corralón de pertenencia de las 
obras de salubridad : (jue delante de él iban también con sus 
carros y con idéntico fia, ÍOS individuos Juan Oarrini y Juan 
Bidone, los que llegados a la intersec- ion de esacalle con la 
via férrea que atrtVHsa el Paseo de Julio, no tuvieron incon^e- 
niente en pasarla* pues estaban las bar reras levantadas, en el 
paso ;i nivel, y no se encontraban los guarda vías en su puesto. 

Que ambos lo salvaron sin dificulta i y sin encontrar indicio 
alguno de peligro, siguiendo *u ruta Firpo á continuación in- 
mediata de aquellos ; atravesó igualmente el paso, pero, que 
en el momento y encontriodo<íe su carro aún sobre los rieles 
de la via, fué atropellado por una maquina déla empresa cita- 
da, cuyo silbato no se habla hecbo sentir, la que arrastraba nn 
convoy de pasajeros procedentes del Rosario. 

Qoe el choque despedró el carro y aTrojó á Firpo á diez me- 
tros de distancia, sufriendo la fraturade dos costillas y de la 
clavicula del costado izquierdo, con pérdida del conocimiento. 

Que su acción se basa en las disposiciones de la ley nacio- 
nal de ferrocarriles y en las de los artículos 1078, 1083, 1000 
y 1113 del Código Civil perfectamente aplicables al caso. 
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Que pide se condene a 1» i mpreca demandada al pago de la 
suma de 26,450 pesos moneda nación ni, con mas sus intereses 
y costas del juicio. 

Que corrido traslado fie la demanda, el representante de la 
compañía del Ferrocarril Buenos Aires y Ko>urio, contestó 
exponiendo: 

Que el hecho que motilo la demanda un es imputable bajo 
ningún concepto a la compañía que representa, sino Ala pro- 
pia negligencia del demandante, el que atravesó las vías sin 
poner atención alguna ;i la aproximación del tren, y á la falta 
de los -juiardavías, empleados y dependientes de la empresa 
del Ferrocarril Central Argentino y no de su representado como 
ü-e asevera. 

Que es tmlorio que la empresa que él representa hace uso 
para llegar ñ luu estaciones * Keiir.. » y « t-eutral » de las fias 
de oso común ¡i cargo del Ferrocarril del Norte boy Central 
Argentino, á cujas rías se une!» las del Ferrocarril Buenos 
Aires y Hosari", «lesde el empalme en Palermo chico, en virtud 
de lo dispuesto por 4-1 gobierno de la provincia de Buenos Aires, 
ta de< r^to de 29 de Julio de 1875. 

Que de acüf pin con lo dispuesto en ese dei-reto, los emplea- 
dos encargados del servicio de las barreras del paso de la calle 
de Junin, pertenecen A la empresa del Ferrocarril Central Ar- 
gentino contra quien ha debido entablar so acusación el actor. 

Que niega la afirmación del demandante de qt • el maquinis- 
ta que dirigía el tren que choco con el carro de Firpo no toco" 
pito, pero que en el supuest.- de que esa omisión buhiera exis- 
tido, rila no implicaría la responsabilidad de la empresa que 
represento por cunnto el movimiento de los trenes se anuncia 
en la sección donde ha ocurrido el accidente motivo de este 
juicio, por medio de campa uÜUs eléctricas, cuyo cuidado j dm- 
nej< está también á cargo de los empleados del Ferrocarril 
Central Argentino. 
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Que talmente, y noob^taute lo eipuesto, desconoce los da- 
ñus y perjuicios que el actor pretende haber sufrido, como tam- 
ban la leiíitímMad y ei monto de la* suma» denunciadas. 
Pide se le absuelva de la demanda ron i oslas. 
Que recibid,, lacai.su * prueba por uuLos d« foja 15 ,e fea 
producMo la nV que iufurmu el oertilÍ"-alo del actuario corrien- 
te ;i foja 71 vuelto. 

I considerando : Que oute todo es preciso dUiuguir en el 
presente caso dos cuestiones distintas que se fpfcnfttfi I* la de 
hecho coáctente eu la producid -o del acólente en q»p se basa 
ka demanda de la referencia, * 2* la de derecho, que surge de 
U argumentación formulad a per lü parte demandada, fundada 
en que con arralo i lo dispuesto poc decreto del Poder Kjecu- 
tiTO de la provincia de Buenas Aires de f.. cha 49 de Julio de 
1875, po le compete responsabilidad alguna, en uca*mn del 
hiofeo gen er atril de la demanda. 

Que en cuanto a la cuestión de hecho de la prueba rendida en 
anl-s, m desprende de la comprobación del accidente, que lia 
motivado «ata pleito, es decir la producción del choque del tren 
del Ferrocarril Central Buenos Aires y Rosario eftjj el carro de 
qur era conductor Pedro Firpo. 

Que de la misma prueba rendida aparece como causa ocasio- 
nal del accidente, el hecho del abandona de las barreras del 
pa80 A nivel existente «n la intersección .le las calles Juiün y 
Pasen de Julio, pues, aquéllas eat.ban levantadas en el mo- 
mento que atravesaba Firpo con su carro y ios guardabarre- 
ras estaban ausentes. 

Que, además, en la inapee. imv ocular practicada por el infras- 
crito, se ha constatado la circunstancia alega-la por el actor ae- 
m |¿ cual, la existencia de uu i speso bosque que hay en ese 
punto de la vía impide ver á la distancia los trenes que se apro- 
ximan á ese punto. 

Que. por otra parte, la falta del silbato contribuiría á facilitar 
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I» acción del hecho, desde que dadas las circunstancias antes 
apuntadas, es del todo verosímil que no se creyera en la proii- 
midad de tren alguno, y desdi que el hecho de elistir servicio 
de campanillas léctricas, no basta para prevenir al público de 
la proximidad de un tren, si lio en tanto en cuanto los guarda- 
barreras, reciben el aviso respectivo y cierran los pasos á nive!, 
rosa ■ : ne. coinu <|ueda ya establecido, no ha nenrrido **n el c:iso 
tuthjudíte en que los guardabarreras abandonaron •*] cuidado 
de la* barretaa y éstas estaban levantadas cuando pasó Firpo 
con su carro; queaW y en mérito de estas circunstancias aparece 
claramente que el accidente se produjo nomo consecuencia de 
ta negligeie ia del maquinista que no bízo silbar A la máquina 
y romo consecuencia de la misma negligencia de los guarda* 
b arrerasqiie hablan desaparecido de ese paso A nivel designado 
dejando levantada la barrer». 

Que en cuanto á la cuestión de derecho que puede plantearse 
en la siguiente forma : la existencia del decreto del Poder Eje- 
cutivo de la provincia de Buenos Aires de 29 de Julio de 1875, 
produce como consecuencia necesaria, i * irresp- isabilidad de 
boda empresa ferrocarrilera por accidente que ocurra entre 
las estacionen de Palermo chico y Retiro, cualesquiera que ím - 
van la> causas productoras de esos accidentes; que para dar so- 
lución acertada á estu cuestioné debe tener.se muy presente, que 
poi -aquella disposición emanada del Poder Ejecutivo de la pro- 
vincia de Buenos Aires, sólo se estableció que el cuidado de la 
vía entre los límites citados, qm-do á carpu del Ferrocarril del 
Norte hoy Central Argentino, que esta sola circunstancia, no 
puede pretenderse que excluya en absoluto la responsabilidad 
de todas las empresas que se sirven de La vía couiun, siempre 
que ocurrí), romo en el caso presente, que se haya producido el 
accidente, por negligencia de sus empleados y sin que se to- 
maran ui observaran todas las precauciones exigidas por la ley 
y reglamento sobre ferrocarriles, que rigen hoy. 
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Que dada la solidaridad existente entre las empresas combina- 
das, que se sirven de vias comunes, no es dable á la del Ferro- 
carril Central del Rusarío y Buenos Airea pretender exone- 
rarse de la responsabilidad que le cabe por el accidente que ba 

ocasionado eatjé litigio. 

Quedándole en lodo caso ú sako tas acciones que • reyer.i 
tfiier ptirahvoirlas valer donde, cuando y contra quien ^rejera 
corresponder eu deredi . 

Que en cuanto al monto de )o cobrado, resulta fundada la 
partida de gastos profesionales ocasionados por la curación de 
Firno, que atendiendo á la posición socul de éste y que no ba 
quedado del todo inutilizado p¡ira el trabajo es equitativo fijarla 
en la suma de cinco mil peso» nacionales. 

Por estos fundamentos y los concordantes de los escritos de 
demanda de foja 2 y alegato de bien probado de foja 73, de U 
parte actoia, definitivamente j tugando fallo, que debo conde- 
nar, como en efecto condeno, A la empresa del Ferrocarril 
Burnos Aires y Rosario, á abonar 4 don Pedro Firpo, la suma 
de 5000 peso* moneda nacional de ley, en el termino de diei 
día^ i on más la suma gastada en lionorarins roe lie is, que 
asciende i 1400 pesos de igual moneda y las costas del juicio. 

Así lo resuelvo en Buenos Aires, capital de la República Ar- 
gentina, 415 de Abril del año 1898. 

P. Olaechea >/ Aicoria. 



Mío *#> ■« €*rte 

Buenos Aire», Junio « de 

Vistos y considerando : Que según lo afirma el demandado 
y se comprueba por el informe de foja cincuenta y siete expedí- 
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do por la Dirección general de ferrocarriles, loa puestos de 
guardabarrera, desdó Palermo chico basta Central estaban 
comunicados directamente por medio de aparatos eléctricos, 
manteniéndose ese servicio hasta lu estación Retiro, después 
de suprimida la estación Central, k. que no se contesta por el 
demandante. 

Que el paso de la via férrea por la calle Junin, lugar en que 
se ha producido el accidente que lia motivado esta causa, está 
comprendido entre Palermu chico y Retiro, 6 lu que es lo mis- 
mo lo está entre los puestos de guardabarreras coinunii'ados 
di rectamente por medio de apúralos eléctricos. 

Que con arreglo al artíuulinicheiita y ocho del rt-g lamento ge- 
neral ile fcrn«c¡irrile.s, las señales por medio de silbato que de- 
bii haierse al <ipr<ximar$e un tren i los pasos á nivel pueden 
s¿t suprimidos Hundo io^ puesto* de guardabarrera se ha- 
llen en las condiciones expresadas en los considerandos prece- 
dentes. 

Que esa disposición reglamentaria ha venido i lijar las re- 
glas á observarse sobre señales obligatorias en el naso previsto 
en ella en virtud de lo dispuesto en el artículo cien de la ley 
de ferrocarriles nacionales del24 de Noviembre de 1891. 

Que en consecuencia, y» sea que cuando se produjo el acci- 
dente, el tren haya anunciado su proximidad al paso A nivel de 
la calle de Junin por medio de silbatos, o ya sea que no hnya 
empleado esa* señales, no podría imputarse, en el segundo de 
esos casos, taita que responsabilízamela empresa demandada, 
desde que esttS señales no le eran obligatorias. 

Que en mérito de las precedentes consideraciones es Tordad 
que el demandas te no puede fundar su demanda en -el hecho lie 
no haberse anunciado con silbato la proximidad del fren. 

Que dadas las constancias de autos, está fuera de iluda que 
las barreras estaban abiertas en el momento en que se produjo 
el accidente y no puede sinó admitirse tanto que esa circunb- 
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tancia importa una omisión en el cumplimiento d<- loa deberes 
elementales del servicio, con «reglo á Ina disposiciones de los 
¡misos quinto y octavo, artículo quinto de ka ley general de fe- 
rrocarriles, \ con la razón y propósito de los establecimientos 
de barreras en condiciones de abrirse y cerrarse oporru mímente, 
como que ella ha ocasionado dicho accidente, no sieitJo ni dis- 
cutible que éste no se hubiera realizada si el paso á nirel Hu- 
biera estado debidamente cerrado, impidiendo de esa man- ra 
que el demandante :»trav-sa-.e U vía con su carro. 

Que sobre la base de ese antecedente, reconocido como hecho 
por ambas partes, b ay que apreciar la cuestión y resolver »i 
comporta responsabilidades para con la empresa demandada. 

Que según se comprueba con el infirme dé la Dirección «le 
Perrocarrilt-s.de foja cincuenta y siete, y con la confesión del 
demandante, de foja cincuenta y dos vueltas, los guardas eácitr- 
tía-los de las barreras en ¡el paso á nivel de la calle -Tuttin son 
empleados de i i impresa del Ferrocarril Central Argentino, lo 
que se corrobora por la declaración del i estibo Gabici á foja 
veintitrés. 

Que el citado informe de la Dirección de Ferrocarriles, ex- 
presa igualmente s.jr cierto que la empresa del Ferrocarril 
Bueno* Aires y Rosari" lince uso para llegar con sus trenes á 
las Estaciones Retiro y Central, de las vías de uso común á 
cargo del Ferrocarril Central Argentino, á cuyas vías se unen 
las vías del Rosario desde el empalme Palermo "hicu. 

Que resulta así probado que el servicio de guardabarrera 
en el paso á nivel de la calle Junin está á cargo del Ferrocarril 
Central Argentino y que es pur medio de empleados de éste que 

se h¡ice ese servicio. 

Que las responsabilidades de las empresas de ferrocarriles 
emergentes de acto ilícito, tienen sus fundamentos en sus pro- 
pias faltas ó en los hechos de accioo ó omisión de ¡>ua emplea- 
dos, de conformidad con los artículos I iü9 y 1113 del Código 
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Civil y con las disposiciones especiales de los artículos setenta 
| ochenta y tTes de la ley gen* ral de ferrocarriles. 

Que el accidente que ha causado el daño al demándame no 
es imputable á falta alguna de la empresa d*-l Ferrocarril Bue- 
nos Aires y Rosario, que se limitó á hacer correr sus trenes en 
las condiciones reglamentaria (art . 1071 del Código Civil) ? ni 
tauipocoá sus empleados, puesto que no eran suyos sino del Fe- 
rrocarril Central Argentino los que lian o< íisionado ese acci- 
dente por m il servicio en el cuidado de las barreras. 

Que aunque es verdad que pesa sobro todo ferrocarril el 
deber de establecer la guardia y servicio de barreras, no es 
menos rierto que ese «líber no se reliern *tuo ¡i sus propia* li- 
neas v que tratándose de empalmes, aun en el punto de Ínter- 
s. rcion, no es de las varias empresas que usen de la vía si no de 
una sola, de la que depende el empb-ado encargado de haeer á 
los trenes de arabas vías las -"'fíales necesaria* para evitar che- 
ques ó contratiempos en > l servicio. 

Que la disposición del artículo sesenta y cuatro de la ley ge- 
neral de ferrocarriles según la qu^ las empresas combinadas de- 
ben ser consideradas cómo una sola •■mpre^a, no puede invo- 
care en lo que á responsabilidad por heehos ilícitos se refiere, 
porque esa disposición es especial pará^los efectos de la contra- 
tación en materia de transportes limihmriosi- por tanto á esos 
efectos. 

Por esto, se revoca la <entenui¿i apelada de foja 101 absol- 
viendo en consecuencia al demandado de la demanda. Notifi- 
ques^ con el original y repuestos los sel los devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ- — ABEL BAIAN. 
— OCTAVIO BUMGE. — JUAN 
E, TORKtPÍT. 
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/Ton Sebastian Triacca contra el doctor don Joaquín Cullen 
sobre venta de un inmueble 

Sumario. — El comprador tiene derecho de pedir la resolu- 
ción «le la venta, si el vendedor n» entrega la cosa al tiempo 
fijado en el eoutrato, y no est* obligado á esperar que cese la 
imposibilidad en que el vendedor se halla para verificar por 
de pronto la entrega. 

Cnso, — R^nlta del 



Paraná, Hayo 31 da 1893. 

Vistos y resultando : Que en de Octubre de 1880 don Se- 
bastian Triacca vendiñ al doctor don Joaquín M. Cullen por 
escritura pública, foja... los derechos y accione! que le perte- 
necían y había adquirido de U iglesia parroquial á la propiedad 
de un terreno situado en esta ciudad, compuesto de 143 metros 
y 756 milímetros de frente á la calle Oualeguayehú con todo 
el fondo que eiiste hasta llegar á la calle Federación y linda al 
norte, con esta calle; al sud t con la de Oualeguayehú ; al este 
calle por medio con doña liaría Brian, y al oeste calle por medio 

T. MU* * 
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cou don Santo» Velaico, quedando eieluídn de esta venta una 
fracción de 17 metros y 32 centímetros de frení*- por 43 metros 
30 centímetros de fondo que pertenece a los señorea Curbó. El 
área que se rende consta de 3386 metros y 71 4 mi tf metros cua- 
drados y el precio de que se da p r recibido el vendedor 25.000 
pesos moneda nacional de curso legal, quedando á curgo del 
comprador practicar las diligencias necesarias hasta «i«e la Mu- 
nicipalidad de esta ciudad le escriture en propiedad el terreno. 

Por documento privado di> la misma fecha de 12 de Octubre, 
corriente áf tí ja 85, que el comprador y vendedor reconocen, se 
modificó este contrato, estableciéndose que el vendedor no ha- 
bía recibido los 25.000 pesos de que habla la escritura ante- 
rior, sino solamente 7000 pesos, y lijándose como precio ver- 
dadero un peso y treinta centavos por vara cuadrada, el que se 
liquidaría para pagarse el resto sobre el área total que resulte 
después que el comprador requiriese de la municipalidad la 
escrituraron eu propiedad del terreno y lo hiciese medir judi- 
cialmente. Allí mismo se establece como obligación nrévia del 
vendedor, entregar la posesión al doctor Cnllen para que se le 
obligue á practicar eu un pialo dado las diligencias necesarias 
á tiu de obtener de la Municipalidad la escrituración en propie- 
dad del terreno vendido, y poder él cobrar la parte de ( recio 
que se le adeudaba. 

Corrido el traslado al demandado, éste contesta, diciendo : 
Que Triacca no había cumplido por su parte la obligación que 
era prévia en este contrato de entregarle la posesión del terreno 
vendido, por lo que tampoco podía demandarle el cumplimiento 
de los que él había tomado á su cargo. 

Entra en seguida á la cuestión, afirmando qoe ét,bito ante la 
Municipalidad las diligencias conducentes a obtener la escritu- 
ración como era convenido, y fué con ocasión de ella* que 
pudo descubrir que Triaocn no tenía derecho i toda la área de 
13,386 metros y 714 milímetros cuadrados; pues que dentro 
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de lo» límites del terreno vendido había ana fricción de 2884 
metros cuadrados lie propiedad del señor Purera. 

Que este hecho lo puso en conocimiento üe Triacca quien en 
su car ta con tentación que acompaña á fojas... lo ratificó ha- 
ciendo .1 la vez la historia del título de Carera, gegnii lo cual 
resoltn üer de fecha anterior al de Triacca, pues data del uño 
1867, y haber sido poseído por m propietario. 

Que después di- estu confesión del mismo Triacca. que ir de- 
mostró ta inutilidad de seguir luciendo gestión, fué que, en 
uso del derecho que le acuerda al comprador el articulo 1B45 
del Código Civil, manifestó á Triacca por carta de 27 de Octu- 
bre caja copia présenla, que desistía de la compiu, pues la d¡- 
fencia de la área Tendida y la que resolta, excedía de un vigé- 
simo de ta área designada en el contrato. 

Agrega, que ¡i má> del título de Parera preexistente, resulta 
que U Municipalidad que en un principio estaba decidida á escri- 
turar una parte del terreno en virtud de la conc-sion de Triacca 
ha escriturado en propiedad gran parte de él á los señores 
Angel Grippo, herederos Guido, Doroteo Balharrey, Meliton 
Rivera, Juan N. Sosa, Luis Machi y José M. Palmo hecho que 
cenata por la protesta publicada por el mismo Triacca en 23 
de liarlo de 1891. 

Que la imposibilidad eo que Triacca se encuentra de darle la 
posesión del terreno vendido, lo decide u ejercitar el derecho 
que le acuerda el articulo 1413 del Código Civil, de pedir la 
devolución de loa 7000 pesos entregados á cnenta de precio con 
•us Intereses. 

A la contrademauda contesta Triacca que del contrato mo- 
dificado por la carta de 13 de Octubre de 1889, resulta que 
vendedor j comprador ignoraban la verdadera área del terreno 
rendido, y ai se tipreaó la de 13,386 metros j 714 milímetros» 
fué coo referencia al boleto de la Curia y para que se entendie- 
se que si habla mayor área, el exceso no se comprendía eo la 
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venta por iio pertenecer al rendedor; y fué por estaraion que en 
la oartii aludida se consignó que el área rerdadera resultaría 
de la mensura judicial que haría practicar el doctor Cullen, y 
por esto también que él sólo Tendía las acciones y derechos que 
tenía á la propiedad del terreno y si aun no se conoce la área 
verdadera es parque el doctor Callen no practicó las diligencias 
que tomó ú su cargo y que debían preceder á la mensura qne 
daría la extensión verdadera. 

Que él por m parte cumplió, poniendo al representante del 
comprador en condiciones de tomar la posesión, y si no lo hilo, 
él ¡»ólo debe culparse; aparte deque ha ejercitado actos que de- 
muestran que se encuentra vn la posesión, como son las líestiones 
que dice haber hecho ante l¡i Municipalidad. 

Niega que el comprador pueda usar en este cano el derecho 
que concede el citado artículo 1413, aunque no hubiese recibi- 
do lu posesión; porque tratándose déla venta de un inmueble á 
plaio, sólo puede ejercitar el derecho consagrado por el ar- 
ticulo U22. 

Que nada arguye en su contra la protesta contra las enaje- 
ciones <U- la Municipalidad, la que sólo fué hecha por !a necesi- 
dad de asegurar sus derechos por la parte de precio que aún se 

adeuduba. 

Que ninguna pretensión podía fundur Cuiten en la diferencia 
de úrea, porque en el contrato no se determino área, laque sólo 
podría conocerse por ta mensura según la carta citada de 12 
de Octubre ; y demuestra esta intención de los contratante* 
la automación que el comprador díó á su representante da 
arreglo con la Municipalidad en carta de 9 de Abril de 1880. 

Qut fué en vista de este empeño de arreglar con la Munioi- 
palidnd manifestado por el doctor Culien que él se mostró con- 
forme en recibir meuos precio para facilitarle la admisión de 
lo propuesto por la Municipalidad á Erausquini, no porque él 
reconociese la legitimidad del título de Parera y su ubicación. 
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Que ningún valor tiene la carta de 47 de Octubre de 1890 
conocida por él recien en Abril, á la cual él contestó inmedia- 
tamente, diciendo á Cullen que su conformidad c on lo que quería 
escritunir la Municipalidad no siguilícaba reconocimientn de 
110 tener él más derecho que A 10.502 metros. 

Abierta la cansa a prueba sobre los punto lijados en "l auto 
de foja... Triiicca rindH la que corrt- de foja... y Cnllen la de 
foja... 

Y considerando ; Que tina cláusula 00 n Ten ida en el contrato 
bilateral de foja... modificado á foja... y reconocida por los 
contratantes que Triacca se obliga ante todo A entregar a Cullen 
la posesión del inmueble cuya» acciones y derechos le vende. 

Que la posesión de loa inmuebles sólo puede adquirirse, y 
por lo tanto, la tradición de ella sólo puede hacerse por actos 
naturales del que la entrega pon asentimiento del que la reci- 
be y actos materiales de éste ó rice-versa (articulo 2379 del 
Código Civ i i), no hiendo b.istante la declaración del tradente 
de liarse por desposeído ó dar al adquirente, por desposeído ó 
de dar al adquirente la posesión (art. 4378, segunda parte, 
Código citado). 

Que aplicada esta doctrina al caso sometido A juicio se ve que 
la carta dirigida por Triaoca al doctor Villarruel, representan- 
te de Cullen, fojas 92 y 93, declarándole que le hace entrega 
del terreno, no es bastante por sí sola para que la tradición de la 
posesión se considere legalmente hecba, mayormente cuando 
no consta que el doctor Villarruel la tomase. 

Que aún baoiendo extensiva á los inmuebles la doctrina de 
Muy ui.de que no hay necesidad del contacto para adquirir la po- 
sesión cuando hay la posibilidad física de tomar la cosa y dispo- 
ner de ella, en el caso en cuestión no hay términos hábiles para 
aplicarse porque el adquirente señor Cullen nn estaría en la po- 
sibilidad de oeupar y disponer del terreno por encontrarse una 
parte de, él más de 4000 metros cuadrados ocupado por un ter- 
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cero, el señor Par «ra con título, según lo d "clara el min- 
ino vendedor señor Triacca eu carta reconocida de foja.». 
« Para que se juigne hecha la tradición de loa inmuebles do 
estando el adqnirente en ta tenencia de ellos, dice el artículo 
2383 del Código Civil, es necesario que el inmueble esté libre 
de toda otra posesión i. Ni basta decir que Cullen pudo ocupar 
1» parte libre del terreno Tendido porque nadie esta obligado 
a aceptar el cumplimiento parcial de las obligaciones cuando 
hay un s«lo deudor y un solo acreedor {artículo 673 del Códi- 
go citado). 

Que la» gestiones que el doctor Cullen hiío ante la Munici- 
palidad para obtener la escrituración, no implican que él tomase 
ó i« diese por recibido de la posesión, como se pretende soste- 
ner, porque esas gestiones no constituyen el ejercicio de la 
posesión cuino no lo constituye el becho mismo de escriturar 
y bien puede y aun debe hacerlos el cesionario iiue no es posee- 
dor y aspira á serio. 

Que no habiendo eutngadu Tria ca la posesión del t. rreno 
vendido al comprador, como queda demostrado y no prometiendo 
tampoco entregarla, siendo ésta ta primera obligación á ejer- 
citarle en el contrato bilateral convenido, no h > podido de- 
mandar A Cullen por el cumplimiento de las que por el mismo 
contrato tornó él á eu cargo, según el artículo 1201 del Códi- 
go Civil. 

Considerando en cuanto a la reconvención que : el contrato 
consignado en escritura de foja... no es el de compra-venta del 
inmueble que forma su objeto, mo de cesión de las acciones 
y derechos á la propiedad de él, por cuanto allí minino el vende- 
dor señor Triacca dice que no ha sido escriturado en propiedad, 
teniendo por único título que entrega al comprador el boleto de 
la Curia de foja... y la transacción de ésta cou la Municipalidad, 
relacionadas en la escritura del contrato, y por la misma raion 
él aólo rende sus acciones y derechos á la propiedad del inmue- 
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ble y el comprador señor Cullen á su vez se obliga á nacer las 
gestiones necesarias hasta obtener la escritu ración. 

Que tratándose de una cesión por precio estimado en dinero 
le son aplicables las disposiciones lógales que rige» el contrato 
de compr a-venta, así somo los que son propios de cesión de 
«-teditos 6 acciones (artículo U35 del Código Civil). 

Que el arlíoulo 1345 de la compra-venta del Código Civil, 
resuene que si la venta del inmueble se ha hecho con indica- 
ción de lasiipurfi-'ieque contiene, fijándose el precio por la me- 
riidn... y resultase un exceso 6 delecto de un vigésimo do la 
superficie expresada por el vendedor, el comprador puede 
dejar sin ifecto el contrato. 

Que el «aso r¡ue sejuiga es precisamente el previsto por esta 
disposición legal, por cuanto la venta ó cusían es de lúa ¡unio- 
nes y derechos á un.inroueble determinado por sus límites, el 
que dice el vendedor contener una superficie de 13.386 metroa 
con 7|4 milímetroa cuadrados y se fija el precio de venta en un 
jieso treinta centavua la vara cuadrada, según lo que resulta de 
la mensura judicial. 

Que la interpretación que da Triacca á los términos usados 
para lijar el precio de venta en la carta de 12 de Octubre, á sa- 
ber : que la área era ignorada y lo vendido solo loqne resultase 
en cualquier cantidad no se deduce del contrato en au conjun- 
to, pue- para que U carta aludida hubiese dejado sin efecto la 
fijar ion de área que el vendedor hito en el contrato de foja.... 
bastaba que en ella se dijese que el precio se liquidaría i un 
peso y treinta centavos según lo que resulte de la mensura, 
porque esta expresión sólo consagra el derecho que todo com- 
prador por medida tiene de verificar la cantidad antea del pago 
para no pagar sino lo que haya realmente, y ¿ato sin per- 
juicio del derecho de desistir que le acuerda la ley, según aea 
el exceio ó diferencia que resulte. 

Para que este derecho, pues, se considerase renunciado por el 
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comprador y suprimida 1» fijación de área berna por el Tende- 
dor, era necesario haber agregado en ta carta de 12 de Octubre 
que el precio se pagaría por lo que resulte en cualquier cantidad 
6 bieu que allí mismo se hubiese dicho que et f etidedor ignora- 
ba por completo el área del inmueble rendido. 

Que esto establecido, ya se tom- como la área verdadera del 
terreno Tendido lo* 16.885 metros que multen de la mensura 
municipal menú» los 1302 metros cuadrados que le atribuye la 
misma a la fracción de Carbó, esto es, 15-083 metros cuadra- 
dos, 6 ya la de 13.386 metros cuadrados que le da Triacca en la 
escritura al terreno de propiedad de don Alejandro Parera con 
título de 1887, mucho anterior al boleto de Triaccu, como lo 
reconoce éste mismo en su carta de foja 44, da una área de 2884 
metros con 44 centímetros cuadrados; y deducida esta canti- 
dad « orno debe deducirse por pertenecer á tercero quedarían 
á lo más en 12.199 metros, lo que determina un defecto de área 
de 1185 metros cuadrados, más dfl tigésimo de la espresada 
por el vendedor, en el inslrumeuto del contrato. 

Que la objeción de que las fracciones enajenadas á terceros 
no puede decirse que no perteneiean á Triacca, mientras no re- 
caiga decisión judicial que asi lo declare provocada por el con- 
cesionario, si bien es atendible en cuauto á las enajenaciones 
hechas por la Municipalidad de fracciones del mismo terreno 
con posterioridad á la transacción con la Curia y á la cesión, 
ella no procede respecto del titulo de propiedad de Parera qu¿ 
no emana desde del mismo deudor cedido.es de origen anterior 
con mucho al de Triacca y éste mismo así lo confiesa y recono- 
ce en so carta citada de foja... porque el cesionario en ningún 
caso está obligado á eacutir los bienes terceros ni á hacer ges- 
tiones contra «Un» antes de recarrir contra el ceden!*, y res- 
pecto de él rige la doctrina del articulo 1419 déla compra-venta 
del Código Civil, según lo cual, si el vendedor no puede entre- 
gar la cosa vendida (y en este caso no poede hacerlo por no 
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estar íntegra el área), el comprador no está obligado á expresar 
9M eeie /a imposibilidad y puede pedir la devolución del i>re- 

'mismo sucedería aunqu- no se hubiese fijado la 
¿rea por el ¿Mk porque siendo la cosa andida un inmue- 
ble determinado por sus límites y s.n más cicla,... q»e la 
fracción de C»rb6, la existencia del título .le propiedad de Pave- 
ra dentro de esos límites con poieaion del propietario confesada 
por Triaba, nace imponible que éste cumpla laobligacionlde en- 
tregar la cosa tendida, puea la entrega de una parte uo es la 
entrega de la cosa misma, y cutónces eiempr, es de aplicado.. 
La! doctrina del citado artículo 1413. 

Que el artleülo 1422 del Código Civil invocado por Iriaccu 
ea absolutamente inaplicable á la cuestión, pues él supone el 
cuso en que el comprador de un inmueble A crédito pretende la 
entreg* de lacosa compra-la, y ú artículo resuelve que sólo puede 
exigirla haciendo depósito judicial del precio. 

Cons.derundo en cuanto a los interesa: que el derecb- que 
ejercita el comprador es el de dilución de contra! o que le aooer- 
daelartlento... por multar detecto de área de un v.géeimo, 
sí se deduce la propiedad de Pama v exceso si se incluye ; que, 
eatehech» no puede atribuirse á culpa ó morosidad del vendedor, 
por lo que no es á su cargo el pafo de intereses como lo sería 
si se hubiese optado por su cumplimiento. 

Por estas consideraciones declaro que el doctor don Joaquín 
Cullea tiene dere< bo á desistir del contrato de foja 40 a 44 y 
foja 85 vuelta, y en consecuencia, lo doy por disuelt» y si» 
efecto alguno, debienio devolver don Sebastian Triaba al 
expresado señor Cullen los 7000 pesos recibidos por mea de 
ese contrato, sin especial condenación en costas por no ei.stit 
temeridad de parte del vencido. 

tf. de T. P¿«lo. 
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r*ll* t* B«ipr«aw Capto 

Hílenos Aire*, J utiiu tí Je 1899, 

Vistos y conaide ramio : Que según lo exprésala escritura de 
foja cuarenta y lo confiesa el demanda ute contestando n foja 
ciento veintis -ia a la priut»r a de lia posiciones de foja ciento 
tetntiouatro el terreno á %a ■ se refiVre la enajenación hecha 
por el actor Triac«:a á favnr del demandado doctor Culleu cafó 
limita loá todos rumbos por calles públicas, abrazando así la 
superficie comprendida dentro de »-sas calles con la s.da excep- 
ción del terreno de diecisiete metros treinta y dos centímetros 
de fr. nte por cuarenta y tres metros, treinta centímetros de 
fondo que se excluyó expresamente de la enajenaiion recono- 
ciéndose pertenecer á loa señores í'arbó. 

Que el mérito concordante «V la carta de foja cuarenta y tres 
reconocida por el demandante y del informe de foja ciento trein- 
ta y dos vuelta permite dar par averiguado que ron anteriori- 
dad á la venta hecba por Triaccaá Cullen había deniro del área 
comprendida en la enajenación 6 sea la demarcada por las caites 
que la limitaban una superficie escriturada á furor de don Ale- 
jandro Parera mucho maynr que la excluida en la renta. 

Que no sólo Parera ee consideraba propietario de esa superfi- 
cie sino que era reconocido como ta! por la municipalidad resul- 
tando del plano -i e foja ciento treinta y tres que el terreno A que 
se rebere ei título del mencionado Parera consta de cincuenta y 
cinc metros, treinta centímetros en el costado Oes te t uincuenta 
y cinco metros en el costa io Este, sesenta y cinco metros en 
gn frente al Sud, sobre la calle Gualeguaychú, y setenta y ocho 
metros cmi setenta centímetros un la línea Norte, estando com- 
prendido dentm dtt ese terreno el de metros diecisiete. con treinta 
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y dos centímetros de frióte por metros cuarenta y tres con 
treinta centímetros <te fondo que se excluyó de la enajenación 
hecha por Triacca á favor de Callen como perteneciente é los 
señores Curbó, 

Que la comparación entre la superficie eiciuida y la que real- 
mente se comprende en el título de Purera demuestra que dentro 
de loa limite* fijados en la enajenación á favor de Cuiten exis- 
tía una porción relativamente considerable de terreno un- luida 
eu la venta cuya propiedad pertenecía á utro ó qne por 1.. menos 
se atribula á un tercen con asentimiento de |i< municipalidad. 

Que ese estado de cosas ponía á Triacca en la imposibilidad 
de hacer entrega de la totalidad de la cosa comprendida en la 
enajenai ion puroue para que naya trudiiion legul de un inmue- 
ble el necesario que el inmueble esté libre de toda otra posesión 
y porque dos posesiones ¡goales y de 1¡i misma nuturaleia no 
pueden concurrir =.obre la misma cosa (artículos dos mil tres- 
cientos ochenta y tres y do* mil cuatrocientos unu del Código 
Civil), 

Que es evidente, que el comprador tiene derecho de pedir la 
resolución de la venta sí el vendedor no entrega la cosa al tiem- 
po lijado en el contrato, así como que no está oh ligado á esperar 
en caso de hallarse imposibilitado por de pionto el vendedor 
para verilear la entrega que eese la imposibilidad de este (ar- 
tículos mil cuatro ientosdoce y mil caatroci. utos trece del Có- 
digo Civil). 

Que como lo establece ia sentencia apelada, toa efecto* del 
contrato celebrado entre Triacca y el doctor Cullen deben jua- 
gara* por las *1 ¡aposiciones snbre el contrato de compra-venta en 
cuanto 00 fuesen del caso la» especiales relativa* i la cesión de 
créditos (arlícul-i mil cuatrocientos treinta y cinco del citado 
Código). 

Que en consecuencia y aún cuando Triacca pudiera promover 
pleito contra Parera y vencerlo sobre todo el terreno excedente 
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délos iüaci tete metros con treinta y dos centímetros de f rento 
por cuarenta y tres metros con treinta centímetros de fundo 
t icl nidos de la enajenación que hito á favor de Cullen éste tto 
estaría obligado á esperar la terminación det litigio y usaría de 
un derecho pidiendo la resolución del contrato. 

Qne ese estado de cosas aceptado por Triacca, a tos efectos de 
sus relacióneseos Cullen, como se ve en la carta de foja cuarenta 
v tres no ba experimentado mod ideaciones observándose que ú 
la época de la demanda no sólo existía el terreno escriturado ú 
Parera dentro del comprendido en el contrato entre Triacca y 
Cullen dp que ya se ha hecho mención especial por r;iion de su 
procedencia anterior á la fecha de ese contrato, sino que existían 
también las superficies enajenadas por la municipalidad en tan- 
tas fracciones como *on lus adementes á favor de don Vicente 
Sosa, los señoría Palma y Musió, don Angel Gripe, herederos 
de Guido, don Doroteo Balbarrey, don MeJiton Rivera y don 
Luis Maoohj cuya respectiva ubicación ie consigna en el plano 
de fojas cientu cuarenta y tres ion lo que queda aun más con- 
siderablemente reducida la cosa enajenada por Triacca á Callen 
no porque no exista la tierra duitro de los límites señalados en 
la escritura de enajenación sino porque en parte considerable 
hu sido escriturado \ terceros. 

Que ya sean rúlid.t» ú unías las trasmisiones hechus por la 
municipalidad á fa¥ur de Jos adquirentes expresados, ya sea, 
que esa» enajenaciones deban ú do primar sobre ios derechos que 
Triacca ha convertido en transferir á Cuiten, siempre es cierto 
que en virtud de los recordados artículos mil cuatrocientos doce 
y mil cuatrocientos trece, Cullen no estará obligado á esperar la 
terminación de los pleitos a que diera tugarlas pretensiones 
encontrada* consiguientes. 

Que en mérito de las precedentes consideraciones es innece- 
sario apreciar si la enajenación hecha por Triacca á favor del 
doctor Culi, n está reglada por el artículo mil trescientos «na- 
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renta y cinco del Cúdigo Civil ó por el artículo mil trescientas 
r.tiarentay cuatro, inciso segundo, del mismo Código. 

Por esto y fundamento* concordantes de la sentencia apelada 
de foja ciento ochenta y siete se confirma esta con costas. 
Notifiques^ original y repuestos los sellos devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — A BEL BAZAR. 
— OCTAVIO BIMGB. — JUAN 
E. TOHBENT. 



El Banco Nacional en liquidación, contra don Juan Lacroim 
sobre cobro de crédito hipotecario 

Sumario , — Para que la acción por cobro de crédito hipote- 
cario, y ¡tbandono de la cosa hipotecóla proceda contra el terce- 
ro en cayo poder se encuentra, -s neces.irio que éste la pose» 
en virtud de un título de propiedad. 



Coso, — Lo ei plica el 
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Rosarlo, Julio 24 de 1897, 

Y vistos: Lita presentes auto» seguidos pur el Banco Nacio- 
nal en liquidación, contru 'Ion Juan B. Lacrois, por cobro de 
pesos, de los que resulta: 

1° Que según la exposición del act>r de foja 16, el señor 
Manuel Oeampn tantanes es deudor del Banco Nacional por 
la -n ma de 350,000 pesos moneda nacional , cuyo crédito garan- 
tió en 30 de Abril de 1886, hipotecando á favor de ese estable- 
cimiento la t Colonia Oc«mpo», ion los demás accesorios que 
hace mención la escritura que obra á foja 1, letra A. 

Que la hipoteca se inscribió «n forma en la Capital de la Re- 
pública el 1° de Muyo le i 881 1, y en 1895, el señ>r Juan B. La- 
croi!, socio de don AI inuel Ocumpo ¡Samanes, ofreció al Banco 
tomar i su « ar^o la deuda rii-1 primero si el total de -lia giraba 
alrededor de 400.000 pe&os moneda nacional legal, solicitud 
letra D, lo i|ue no se aceptó por estar gara ni ido el crédito por 
la hipoteca. 

Que encontrándose la colonia cOcampo» en la fecha de 
La demanda en poder del señor Juan B. Lacroi i, ignorando 
el actor cmi qué titulo, y para no esperar las resultas del juicio 
del concurso Ocampo Samanes* inicia demanda ejecutiva con- 
tra don Juan Si. Lacroix, de acuerdo con los artículos 3162 y 
3938 del Código Civil, y pide ,en consecuencia , ae ordene al po- 
seedor de los bienes hipotecados el pago de la deuda referida, 6 
en su defecto el abandono del inmueble y demás accesorios que 
se mencionan en la escritura hipotecaria, de conformidad al 
articulo 252 del Código de Procedimientos y la última parte 
del artículo 3163 del Código Civil. 
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2 o Qui< citado de remate el ejecutado ¡i foja 83, opone a foja 
86, las excepciones de nulidad le la ejecución é inhabilidad del 
título, alegando que l.i aecicn deducida por el actor es impro- 
cedente porque ella debió dirigirse contra el deuilor que lo es 
el seíuir Manuel Ocampu Samunéa, y no contra un tercero, pa- 
ra quien las relaciones entre aquél y el Banco son res Ínter 
atiox, negando asimismo las a li.tn aciones que hace el actor de 
que el señor Juan U. LaorOij sea socio del deudor, como Um- 
bienqueprett-ndii-ra turnar a su cargo U deuda dfl éste. 

Qu.; en el supuesto que el demandado fuere tercer poseedor 
deloshienes vivados oón la hipoteca, su misión se limitaría 
simplemente á representar el inmueble y sólo en este carácter 
podrían dirigirse contra 61 las acciones que tupieran loa acree- 
dores, principias concordantes con las disposiciones de los artí- 
culos at6$, 3163 y 3165 del Código Civil. 

Que antea de recurrir al tercer poseedor y pidirle el |iagu 
de la deuda d el abandono del i o mueble, los acreedores deberán 
primero intimar al deudor el ptgo del capital y de loa intereses 
exigiblea, si-ijurj lo dispone el articulo 3163 del Código Civil, 
intimación que según el demandado no se hu hecho en los au- 
tos, de lo cual resulta ; que sin mandamiento préviu hecho al 
deudor» no hay ejecución contra el tercer poseedor. Que el he- 
cho de estar concursado el señor Ocwmpo Samanes, obligaba al 
acreedor fe presentar al síndico del concurso el título justifica- 
tivo de au crédito {artículo 1493 del Código de Comercio), re- 
quisito que no lien"» el actor ; que el sindica de la quiebra de- 
bió ser notificado de cata ejecoeion qnn se sigue por juicio se- 
parado del concurso, porque de lo contrario se violaría la 
universalidad del juicio de quiebra; que el señor Joan B. 
Lacrois es nn simple detentador á título precario encargado 
de la vigilancia y administrador de los bienes del concurso á 
nombre de sus verdaderos propietarios y poseedores, según se 
justifica por las tercerías iniciadas por les señores Llambi 
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r impbell y Brnihl, y como deten tador precario puede oponer 
como excepción la de falta d. personería del demandado, desde 
qne carece del dominio de )a cosa (artículo* 3173 y 3175 Códi- 
go Civil); que e] título ejecutivo es especialmente inhábil, 
porque el demandado ni es tercer poseedor ni deudor de 1a obli- 
gación; que rom prendidas bajo la denominación de inhabilidad 
del título ejecutivo, deduce las siguientes excepciones: a) que 
ei título ejecutivo noesválid" en esta provincia porque no es- 
tá otorgado ni pmtocoliaad.i en ella (art. 1021 y 3128 del Có- 
digo Civil y 266 del Cód. de Pro. . de la Provincia); no estando 
suplida osta omisión, ni con la toma de razón en el registro de 
hipotecas; b) que la hipoteca en cuestión no puede tener va- 
lor contra ten ero, defeque no se han ohscrvado los articulo» 
3135, 3149 y 3934 del Código Civil, y el registro no se 
ha hecho tuesta provincia; c) que la hipoteca se halla extin- 
guida según el artículo 3197 del Código Civil; que por ellos 
motivos pide que no h e haga lugar, en definitiva, a la ejecución 
interpuesta, y se condene á la parte actoru en las costas del juicio. 

3 o Que con ido traslado de la excepción, el actor contesta á 
foja 95, qne la excepción de falla de personería opuesta por la 
parte contraria, es inadmisible, porque no está incluida en el 
artículo L ¿70de ta ley de 1863; que la relación jurídica entre 
el Banco y el demandado, es la del (creedor y deudor, respec- 
tivamente, y la obligación por la cual es compelido el segundo 
nace de un delito, como es el de usar y usufructuar bienes age- 
nos con el carácter do dueño ; que la intervención directa del 
demandado en este pleito le confiere la calidad de tercer posee- 
dor y no el de simple tenedor de la cosa, pudiendo, por consi- 
guiente, deducir sólo las excepciones que menciona el articulo 
3106 del Código Civil y no las que opone ; que el acreedor hi- 
poteca: io no necesita para el cobro de un crédito ir indispensa- 
blemente contra el deudor primitivo del bien objeto de la obli- 
gación, pues el artículo 3162 del Código Civil, le acuerda el 
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derecho de ejecutar y vender ti inmueble hipotecólo que estu- 
viera en poder de un terrero adq ni rente, e<mio pudiera faaceTlo 
contra el deudor ; que la incompetencia de jurisdicción que in- 
voca la parte contraria, tampoco está cumpreudida entre las 
eicepcione* que enumera el artículo 270 de la ley «le 1863, ni 
por el Codigu Civil, y el juez de la quiebra no puede ser el de 
este jiujelo, no sólu porque el señor L inrnii no es el concursa -la 
sino por la naturaleza de la acción y el fuero de que goza el Ban- 
co Nacional, no estando obligados los acreedores hipotecarios* 
esperar las resultas de h>s juicios universales pnidientes, ni 
ejercer sus acciones ante el olismo tribunal de la quiebra; que 
la que la ley expresa es que loa juicios ordinarios pendientes 
ni que sea parto el i alisante o fallido coniouetor ó demandado, 
se incorporen al juez de la testamentaría ó quiebra, pero en lo 
que ^e refiere á las ejecucimies hipóte- ari¡is están separadas del 
juicio universal y de lo* jueces «te ese jui-io, anienlo 8037 y 
MIS del Cúdigo Civil ; que en cuanto á laexeepi ion de falta de 
registro del título hipotecario qué aduce el deuiuudiduy á la 
afirmación de que las escrituras hipotecarias deben hacerse allí 
donde están situados los intnueldes, contesta refiriéndose á lo 
expresado en ei escrita de demand i, y agrega <jue el inmuelile 
hipotecado pertenecía en la fecha de la celebración de la hipo- 
teca al territorio nacional del Chaco Austral (30 de Abril de 
1886), territorio dependiente entonces del Pnder Kjeeutivo na- 
cional y que §§«& recien á la jurisdiceiun de la provincia de San- 
ta Vé en Noviembre del mismo año ni virtud déla Ley número 
191)4; que el sictor expresa ademas haber cumplido con las dis- 
posiciones contenidas en el artículo 313t del Código Civil, y sí 
la hipoteca se iuseribiú en I o de Mayo de 1886 y en 14 de Abril 
de 1896 inicia esta ejecución, aquélla no puede declararse ex- 
tinguida» porque los artículos 3197 y 4023 del Código Civil 
disponen, que tanto la hipoteca como la accioti real que de ella 
nace, se extinguen y prescriben á los 10 años, y desde que el 
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Código Civil uo admite las acciones mixta*, reales y personales 
deque hace mención la parte demandada, existe un término de 
15 días anteriores al Tencimíentn de la hipoteca; que no 
existiendo en el Código Ciril disposición alguna que obligue á 
que la hipoteca Uecha en una provincia se protoe-dice, iusmba 
ó someta a la toma de taaon en otra, las leves de forma n<> pue- 
den ordenarlo que dicho código no autoriza y la ley que podría 
invocarse por el demandado es la que regía en la época de la 
hipoteca (1886), y la que contenió ú tener imperio en Santa Fe" 
desde é I de Enero de 1873, donde nada se disponía sobTe 
protocolización, al que sustituyó él Código de Procedimientos 
vigente en 1888; que en definitiva pídese mande llevar la eje- 
cución adelante. 

i* Que abierta la cansa a prueba, el actor produce á foja 168 
un testimonio de la sentencia dictada por el señor jueí de pri- 
mera instancia de Santa té ductor Siburu; 

A foja 178 vuelta la declaración del testigo señor Mofses 
Leiva, el que expresa : Que en May" de 1894 fué á la Co- 
lonia Ocampo por orden judicial y acompañado del señor 
Malberti, á tomar posesión de los bienes del señor Ocampo 
Samanes ; que llegad^ á la Colonia hablo con el señor Juan 
B. Lacroi! quien le pidió que suspendiera todo piocedimiento 
hasta que obtuviera contestación de su ahogado, y como el 
juez d.- esa localidad estaba ausente, accedió á ese pedido. 
Que mientras esto pagaba recibió un telegrama del juez de 
Santa Fe* que entendía en la causa, para el juei de la Colonia, 
en el cual le ordenaba que suspendiese todo embargo sobre los 
bienes del señor Ocampo Samanes, resolviendo entónces quedar- 
se tres ó cuatro días más, después de los euales regresó á Santa 
Fé sin que hasta el momento que declara hay* tenido conoci- 
miento de nada que se refiera al concuño de Ocampo Samanes; 

De foja m á 186, ta sentencia del a Suprema Corte de laPro- 
vincia. A foja 192, la declaración del testigo José Monderant, 
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quien «lijo : Que < L señar Juan B. Lacroi i administró la Colonia 
Ocampo desde ¡n>-<\ h>\m de 1885 luista hace pnco tiempo en que 
partió i Buenos Aire:», quedándolo so representación el señor Yk- 
tor Flores, quien á mediados de Junio del 95 dejó en an reemplazo 
á don Cárlos 1), Costa, ausentándose éste mis y medio después, 
que el señor Guillermo M.ilberti He recibió del cargo de deposi- 
tario ; al declarante no le consta que el señor Laitoíx fuera 
dueño absoluto ó administrador, pero si lu ¡ubi-, com-> i todo?, 
loa pobladores deb»' constarles, que después de la quiebra de don 
Manuel Ocampo S -imanes* quedó al frente de toda la Colonia. 

Que desde 1894 hasta la fecha (Setiembre de 1896) do co- 
noció ntro duefut y administrador que el señor Lacroi i. 

Que este último no le Tendió al declarante todo el fierro de 
la ddonia Ocampo sinó 190 kilo» de fierro usado que le entregó 
el encargad" ó empleado señor Cosita , i quien el declarante 
abunó so importe; que no es cieno que el declarante prestara 
declaración ante el señor Fernandez, juez de paz de la colonia, 
sobre nuda relativo al presente juicio, y sólo recuerda que ha 
firmado como testigo de actuación, um declaración prestada 
por el señor Angel Gabella, sin que pueda precisar la fecha, y 
que 1" declarado lo sabe por ser público v notorio. 

A foja 194 la declaración de don Guillermo Cáceres, el qne 
expresa que conoce al señor Juan B. Lacroix como administra- 
dor de la (.Monja Ocampo desde el año 1886 y le consta que 
después de la quiebra del señor Ocampo Saman**, ha sido due- 
ño absoluto de dicha Colonia como de todas las pertenencias., 
por cnanto el declarante foé empleado del Ferrocarril durante 
todo el tiempo transcurrido basta <t fecha en que se recibió el 
señor Guillermo Malberti (19 de A* ./o. te 1896). 

Que antea de la presente declaración había depuesto como 
testigo ante el señor Fernandei, juex de pai de la colonia Ocam- 
po al tenor de un interrogatorio análogo al presente. 

A foja 195 la declaración de don Angel Gabella, testigo de 
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la m.sma pane, e.onforme en un todo al anterior agriando qae 
lo que di <e l« consta por ser público y notorio, por Uaber víalo 
ai iso* de Tiiila de terreno donde ofrecía el señor Laoroil tie- 
rra< en venia óomo -le <u propiedad, y V^V™ «" declarante fué 
pipM <lel señor Iiaoruix déaáe el año 1884 hasta finís de 
1892, época en que el déñl*r«iite »» "tiró de la gerencia á fojas 
197 La declaración del testigo Pedro Sillanea el que eipresa : 
Que el señor Joan B. Lacioii administra la colonia ücampo 
desde el año 1886 en reenvíalo del gerenta «Ion Martin Vi laí- 
quez, y después ¿« la quíet.ra del señor Ocampo quedó como 
duefio deludas las existencias de la colonia, s-gun él d.clarante 
oyó decir al mismo ssñor Lacroii, no conocen in otro dueño 
déidé eseañü Hasta la techa (1896) ni otros empleados que lo 
sustituyeran que á don Víctor *W« y don Carlos C. Costa. 

Que Vi mal no remierda, en el mes de Junio ó Julio del 90 A*ñ 
dar-', ante el señor Fernandez, jue* de paz de la colonia Oca.upo 
al tenor de uu Interrogatorio mnlog.. al presóte, y qu* 1" de- 
clarado es público y notorio. 

A foja 195 la declaración de don Bernardo LapiU ti que está 
dfl acuerdo en la anterior. y agrega que loque depone lo sabe 
por ricino antiguo de la colonia Ocnuipo y porque era de 
públieanutori.oad ; de fojas 201 a Sil, un testimonio autonza- 
do del juicio seguido por don Manuel Ücampo Samanes contra 
don Juan B. Laindx, estando á foja 201 la relator ta del po- 
der conferido al señor Lacroíi por el señor Ocampo Samanes y 
de fojas m íuelta á2Ü8, los escril . s presentados por el mismo 

en el juicio mencionado. 

De foja* 210 á 212, un memorial en que se relaciona los anU- 
«ed-nt" de la fundación de la Colonia Oean.p... y la* diversas 
industrias que comprende, presentando además, de fojas 417 a 
222 lo» documentos que se acompañan al pliego de posiciones. 

De fojas 223 á 228 y de fojas 287 á 288, Ue posiciones al>- 
suettas por el demandado. 
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A foja 246, un plano de la colonia Ocampo, 

A foja2&2 vueltn, la declaración .leí testigo di.n Eduardo Ba- 
yona y enmenia, quien maniliesir que es deudor «leí Banco 
nacional en liquidación: que no puede precisar la fecha pero 
cree q«e fue en Junio 4* 1894 que remataron por 6iden y cen- 
ta del Hunco Hipotecario Nacional el Ingmiu « Manolo • sitmi- 
do en la Colonia Ocampo ; qneel mejor po.tor fué un a. ñor La- 
croi! cuyo nombre (Je pila no recuerda, 

A foja 255, la declaración de don Bernardo Ore field, quien 
manifiesta que fué administrad-r de la colunia Orampo^o 1803, 
sin estar bien segur., que haya sido en e*i fecha ; que el decla- 
rante comisan» a los señores Malb,rti y Lajñtz puraque toma- 
raa poaewítii de tas Henea de la colonia, los que le dieron cuen- 
ta de que ii.> pudieron realiza «U cometido porque se opuso á 
ello ,1 señor L .eroii sin que le algia manifestado que tuviera 
o no gente armaba c-n .<u oojeto, agriando quo le manifesta- 
ron igualmente que el señor Luaroii alegaba *er el único due- 
ño; que el señor Harona T. Bellíni nunca tu «ido representan- 
te legal del deparante y cree que sus apoderado* señorei Mal- 
berti y Lapitz iniciaron juicio contra Lacroi* p^r entrega de la 
Colonia. 

De fojas 257 ¡í 280 Be consigna una copia testiniot iaíta de 1» 
escritura de disolución de ta sociidad Ocamp- Arana f epui- 
pañía. 

De fojas 261 á 263, la «capción de derechos y acciones que 
hace don Eugenio C Abolla á faro r del doctor Enrique Arana 
de ka parte que le corresponde en la sociedad eslabl.cida por lo. 
señores Ocampo, Arana y compañía, para continuar la col níta- 
cion de los territorios qun componen la colonia Ocampo y para 
explotar las industrias que an ella se hallan establecidas. 

De fojas 264 á 26», una copia del contrito de la ratón social 
Ocampo Arana y compañía. 

De fojas 272 i 2Í74 la copia autoriiada del título de pro- 
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piedad expedida por el Superior Gobierno nacional á furor ríe 
doña Manuel* Ücampo Amant a en 18 de Abiii de 1885. 

A foja 275 está el informe riel escribano di: gobierno señor 
AnacIetoResta, soy m el cual no resulta que su antecesor haya 
expedido copia alg'. nade ia escritora de concesión hecha por el 
g.>biern«. nacional al señor Ocampo Samanes. 

5* Que el i- 'mandada ri su wz product* como prueba, la pre- 
sentada en los juicios subre tercerías deducidas por los señores 
Rodulfo Bruihl y doctor Paulino Llambi Campbell en estos 
mismos autos, cuya prueba - onsiste, » foja 47, déla tercería 
deducida por el ductor Paulino Llatubl Campbell, testimonio de 
una escritura de venta otorgada m la ciudad de Santa Fé por el 
agente del Banco Hipotecario Nacional en dicha ciudad en 11 
de Mayo de 1895 á favor del doctor Paulino Llambi Campbell, 
del ingenio « Manolo > y 7500 hectáreas de terreno que se de- 
tallan eu la miMua escritura, situadas en el Chaco, al Norte de 
éste y en esta provincia, propiciad que- hipotecó á dicho Banco 
don Maiiin 1 Ocatnpo Sanunén -n garantía de una obligación de 
250.000 pasos en cédulas de iu serie B. y qu- en virtud df no 
haber cumplido el leudor con Jas obligaciones que se impuso en 
el contrato, y de acuerdo con la ley orgánica «Jet Banco se ven- 
dió en pública subasta por los martillaros Bayona y compañía en 
la capital de la República en 18 d« Junio de 1804 al señor Juan 
B. La*- ron, quien cedió sus derechos al señor Llambi Campbell, 
cesión que fué aprobada por el dire< torio de la casa matriz. 

A foja 8 de 'a tercería deducida por el señor Adolfo Bruihl, 
una escritura le venta otorgada en Santa Fé, el 28 de Noviem- 
bre de 1805 por el Banco de crédito territorial agrícola de Santa 
Fé á favor del tercerista señor Rodolfo Bruihl, de ta manzana 
numere 53 de Villa Ocampo y los ediücios que contiene, y la 
mitad de la mantana número 64 de la misma Villa y los edifi- 
cios que contiene propiedades que tenía afectadas á dicho Ban- 
co la razón social Ocampo Arana y compañía, en garantía de 
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un crédito de 15.000 pesos y que fueron vendidas en remate pú- 
blica de acuerdo coa lo proscripto por el artículo 33 de Ja lev de 
«ii fundación, y adquiridas en esc acto por el señor Bruihl. 

A foja 9 de esos mismos autos, otra escritura de venta otor- 
gada por el mismo establecí miento el 28 de Noviembre de 1895 
¡i favor del señor Bruihl, de dos establecimientos industriales 
denominados * Destilería Emilio > y « Aserradero Carlota», 
ubicados el primero en Villa Ocampo, departamento Reconquis- 
ta, y el segundo en Villa Videla del mismo departamento, com- 
puesto de tina superficie total de 5 hectáreas, ocupando el pri- 
men» lamamana número 75 con ediücio de materia) y maqui- 
naria, y el segundo, las manmaas dél Inte 195, y además 19.950 
hectáreas de terreno de la misma lolonia, y que se establecen 
debidamente en esa escritura, propiedades que en garantfa de 
un préstamo de Í 15 pesos moneda nacional, hipotecaron á fa- 
vor de dicho Banco los señores Ocampo, Arana y compañía, y 
que por el mismo concepto que tas anteriores se vendieron en 
remate público, adquiriéndolas el señor Bruihl. 

0* Que clausurado el termino de prueba, se llama autos para 
sentencia y las partes informan en derecho según consta de las 
últimas actas. 

T considerando: I a Que el ejecutado puede, sin restricción, 
oponer todaa las excepciones que la ley le acuerda, para des- 
virtuar ó paralizar la acción entablada contra ¿I - Es de notar, 
para la aplicación ulterior de los principios que informan esta 
causa, qui> ha pedido del actor se ha iniciado y seguida proce- 
dimiento ejecutivo contra el señor Lacroi i. 

Competencia por razón de las partes que intervienen 

Considerando: 2 o Que de acuerdo c*m el articulo 2*, inciso 1", 
de la ley nacional de jurisdicción de la Justicia Federal, ha re- 
suelto uniformemente la Suprema Corte que corresponde cono- 
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cor en 1* instancia -» los jueces de sección en todas la» causas en 
que el Banco Nacional sea parte demandante i demandado, con 
las excepciones establecidas en el incito 1 o , articulo !2,sobie 
el oual se resol rerá más adelante. 

Que habiendo expresado elarainentc el representante del 
Banco Nacional en el escrito de foja 23, que su propósito era se- 
guir la arción ejecutiva contra el poseedor del iumuebl.' hipo- 
tecado, señor Joan B. Lacroix, haciendo abstracción del deudor 
directo señor Manuel Ocampo Samanés, en mérito de la facul- 
tad conferida por ei artículo 3162 del Código Civil para dirigir 
su acción contra el poseedor del inmueble hipotecado, es de ley 
la competen -ia de este júzgalo pira eonocr en la acción per- 
sonal contra el señor Lacrois y pronunciarse sobre las excepcio- 
nes opuestas, por estar el demandado domiciliado en «ata sec- 
ción federal. 

a) Inhab ilida d de t itu h ejecu tivo 

Por improcedencia de la acción contra el ejecutado en este 
juicio. 

Considerando : 3" Que para que prospere la acción ejecutiva 
debe resultar comprobada por instrumento público la existen- 
cia de un deudor de suma de dioi tu, emanando la deuda de un 
precepto de la ley, de una convención, de un cuasi contrato, d>- 
uu delito ó de un cuasi delito (artículo 499 del Código Civil y 
artículo 252 de la ley de Bojaiciamiento Nacional), no existien- 
do nu derecho especia) para obligar á otro á dar una cantidad 
de mom da, no puede restringírsele su libertad ni privarle de su 
patrimonio (articulo 910, Código Civil). 

b) Tercer ¡meedar de inmueble hipotecado 

Al ejecutar a) señor Lar.roix se ha invocado una disposición 
de la ley, que te obliga en el carácter de poseedor de un imane- 
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ble hipotecad^, ¡i pagar el crédito que gravita sobre ese inmue- 
ble. A ser cierto el heohn afirmado por el actor, la ejecución sería 
procedente, porque la obligación de pagar .asuma demandada 
emana de la ley. 

Mas resulta de las (rispas del proceso, que un se ba compro- 
bado que el ejecutad.) *ea ¡>o eedor responsable de satisfacer esa 
deuda. 

En efecto^ por elespírüu y leí ra (fe varios artículos del Códi- 
go Civil, en el título • i)e la hipoteca » no eualquier poseedor 
del inmueble hipotee ido es I obligado á pagar la deuda garan- 
tida con la hipoteca, sino el poseedor adquiretdc. Así, el arti- 
culo 3162 al establecer < ■ ■■ favor del acreedor el derecho de 
persecución de la eo*a hipotecada, dic«: si el deudor enajena 
el todo ó parte del inmueble hipotecado, el acreedor podrí per- 
seguirla en poder del adyuirenie. 

La posesión del adqui rente, e9 la aprehensión de la cosa con 
intención de temarla como propii, en virtud del título obtenido 
del enajenante suficiente para transferir el dominio (artículos 
2373, 2601 t 2602 del Código Civil). 

La posesión á que se refiere les códigos romanos y á la que 
atribulan tan imputantes efectos los escritores antiguos, es la 
detención de los inmuebles para llegar ¡i la propiedad privada por 
evoluciones graduales ; de modo que n j > debe olvidarse, que de- 
trás de esta posesión regid t por el derechn privado, se presume 
que eati et derecho ai inmueble, presunción tanto más fuerte y 
respetable cuanto tuáj fortificada y revestida está ta posesión 
por cualida lea jurídicas que la hacen apta para elevarla al su- 
premo grado del derecha de una persona 4 un inmueble : el do- 
minio sobre el inmueble. 

Es necesario reconocer que |vor la legislación romana, de 
nuestra antigua metrópoli y del actual Código Civil, no toda de- 
tención material de una cosa constituye la ■ posesión» en el senti- 
do jurídico de la palabra. Cuando se bablade * posesión ■, se 
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entiende el hecho de ta detención ó el goce de la cosa unida a la 
inteucion de tenerla para sí, de someterla al ejercicio de algún 
derecho de propiedad. Concuerda ésta defunción cou la» ilel de- 
recho romano, con la ley 47, titulo 33 y partida 3"; ley 1*, tí- 
tillo 30 de La misma partí la, artículo 2351 de) Código Civil ; ar- 
tículo 4228, Código de Francia; artíoo o 685 del Código de 
Italia y artículo 008 del Código del Uruguay. 

Según el artículo 2352 <iel Código Civil, o** toda detención de 
una cosa constituye la posesión de que se ocupa el título 2", li- 
bro 3°, aunque la ucupacinn de la cosa repose >obre un derecho. 

Ante el concepto general, no se hace esa distinción j corres- 
ponde al jurista hacerla, distinguiendo entre la posesión ilili* 
íntica y calificada por el legislador y la mera tenencia de las 
cosas; y aveces confúndense I* posesión con la propiedad. Dis- 
tinguir ^tus diversa* es. alai en que puede estar una cosa en re- 
lación non el sujeto o>l derecho, requiere el conocimiento casi 
completo del derecho, y el signo que puede servir de divisa entre 
el jurista y cualquier otra paraona eitraña al derecho. Para la 
generalidad de las personas denomínase poseedor el locatario, 
el depositario, el concesionario, etc., confundiéndolas con loa 
verdaderos propietario-, que poseen cotí Limitad de usar, goxar, 
consumir y disponer de la costa. No hasta aprovechar de las 
cualidades de las cosas utrifmti, consumere, para considerarse 
poseedor; por esta conclusión se llega basta Un más grandes 
errores en el ejercicio 'le ¡as acciones (>©r esos derechos. 

En la legislación romana se ha dado tan gran importancia al 
elemento * únimo »de la posesión, con más razón en la legisla- 
ción moderna que va caminando en su progreso 4 la idealización 
del derecho. La intención en los actos jurídicos y en los hechos 
del hombre fc que puede «ora pro meter >» comprometen derechos, 
figura como elemento especial y de mayor importancia que el 
hecho Tísico en sí mismo, para cal ificar la naturaleia de la acción 
y extender las responsabilidades á que dan lugar los hechos. 
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De don it- sé deduce que si no existí 1 iuten ion de someter el in- 
mueble al ejercicio de u u derecho de prop „ no se tíi-ne la 
posesión A que se rBliere --i artículo 2351 üe Código Civil. 

La posesión, dice lhering, es el ejercí* o de la propiciad , 
es la propiedad presumida, posible, cniti' zante, ella está en 
relación constante con ta propiedad. 

Es al poseedor, cuya póS&ion se eocuentra t*n li$ condicione* 
arriba expuestas, a'l^ii ¡rt k ii t del dominio del inmueble, al que 
se refiere el artículo 3163 del Código Civil contra quien puede 
el acreedor hipotecario eligir el pago del crédito garantido ; es 
el tercer poseedor propietario del inmueble hipotecado el que 
gota de los mi*mo- píalos y ventajas concedidas al deudor; es 
el que puede abandonar el bieu gravado ; y aun abandonado, no 
cesado pertenecer la propiedad al tercer poseedor, hasta que se 
hubiese adjudicado por sentencia judicial (artículos citado* y 
3164. 3169 v 3175 del Codujo Civil). 

Del prec dente razonamiento se de-Luce, que los mema teñe* 
dores ó detentadores de los inmuebles hipotecados, sea legítima 
ú ilegítima la causa por la cual retienen el inmueble, no están 
obligados á pagarla deuda al acreedor hipotecario, porque no 
son poteedores adquirenies del bien gravado; la ley no les im- 
pone esa obligación ó < arga ; no son deudores de ninguna suma 
y sí no lo son, no pueden ser ejecutados por ratón de la hipoteca 
del inmueble detenido. Su obligación, como simple tenedor, se 
reduce i nombrar al ponedor á cuyo nombre posee, si foese 
demandado por un tercero por ranr le la .:osa hipotecada (ar- 
tículo £404). 

El derecho de persecusion (de la posesión de la cosa, acorda- 
do por el artículo 3103 ó el medio que tiene el acreedor hi- 
potecario para ejercer el derecho de preferencia resultante de la 
hipoteca, cuando el inmueble ha sido enajenado), corresponde 
ejercerlo contra el poseedor adquirente y no contra otra clase 
de detentad ores. 
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Baudry-Laoaotinerte no habría hecho incurrir en mor í sus 
¡id miradores, al denominar detentad gres A los terceros atlquir en- 
tes, si hubiera hecho la salvedad y distinción científica que 
hace Zachariae, calificando de detentadores á los que tienen la 
posesión natural del inmueble J poseedores^ los que tienen la 
posesión civil. 

Buudry-Lai^ntitierie, no confunde ú Us dos i-lases de po- 
seed.ircs en la calificación d.- detenlatlores. Se refiere A l* 
tercero^ adquirent>s aquellos que detienen el inmueble a titu- 
lo no precario, contra quienes puedo ejercerse el derecho 
d*' persecasion, como son ti comprador, el donatario, lega- 
rlo, i'tc. 

Estos son ios representantes del inmueble en cuya caVia 
<e ejecuta. (Vea**' números UiO y 2103 d-* su tratado subre hi- 
potecas). 

En el número 2H0 d»- la misma obra dice : para que el ad- 
quirente tenga ta cualidad de tercer detentador , no basiaque la 
convención haya recibido su perfección ínter purtes, es necesa- 
rio que la traslación de propiedad pueda oponerse á terceros 
por el cumplimiento de la formalidad de la transcripción (la 
tradición material del inmueble y sa registro, según nuestras 
leyes). Ks solamente por la transcripción que el adquirentc ad- 
quiere fl derecho de iuvüMr contra terceros la cualidad de pro- 
pietario. Antes de practicar un embargo es necesario, pues, 
consultar el estado de la propiedad y el registro de las trans- 
crip' iones, No hay que preocuparse del hecho material de la 
posesión, 

Al linal del número 4H4 dice el mismo autor : para precisar 
mejor nuestra tésis, diremos que el tercer del entadnr es aquel 
que jurídicamente representa el inmueble respecto de terceros: 
que tiene cualidad para ejercer lodos los derechoa, todas tas 
arciones que al inmueble se refieren j es decir, que sea propie- 
tario, porque ¿egun el articulo 2606 de nuestro Código, domí- 
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uto es el derecho real en virtud del cu:il naa cosa se encuentra 
sometida a la voluntad y ¡> ia acción de utu persona, 

Es indudable que ei pnpel del señor Lacroi i en su intervf li- 
ción en la Colonia, ei confuso en apariencia, y es men^ter 
.■si» .ti o detenido de todos sus actos y contratos con referencia 
á esta Colonia, paru despejar la penumbra qne coii funde su 
rol dé tenedor á nombre de oír» y el de ponedor ti título de 
dominio, 411* le atribuye el ejecutante. 

Habiendo afirmado el actor que el sefior Lacro i 1 es ponedor 
adquirente, anuliceiuos la prueba que á este punt» se refiere, 
para resolver *»n conclusión, >i la uccion es bien 5 mal deducida 
en Tirtud del artículo 3163 del Código Civil- 

Por el interrogatorio de posiciones de foja* 203 presentado 
por el Bañen para q» • las abam-lva el seftftf Lacroix, contesta 
el ejecutado á foja 223 vuelt t : que lia -ido apoderado gene- 
ral para adiniuistrar los bienes del seSor Champo Samanes den- 
tro de la provincia de Santa Fé, y en esto carácter administraba 
y ha estado al frente de (á colrmin O ampo, basta que se le reno- 
Tara el pddtíí en 1893; que di sp»es de rünnrado el poder rete- 
nía en su poderla colonia en garüntíii de su crédito personal 
como administrador, j haciendo uso dyl derecho de reteucion 
que le acuerda el Código Civil y hasta tanto se efectuaran los 
remares por el Banco A-rlcola de Santa pé ; que después de 
practicados los remates referidos ha continuado administrando 
la Colonia en nombre de los señores Mambí Campbell y Rodol- 
fo Bruilh; qne las ventas de terrenos á que se refiere la posición 
décímaquinLa, confi«sa fué el mejor postor en el remate que 
dió el Banco Hipotecario, de parte de la colonia, por automa- 
ción del señor Llambf Campbell ; que por las posiciones 27 y 
34 confiesa ha sido *l único administrador de la colonia hasta 
el día del embarco, ya por cuenta del señor Ocampo Samanes 
ya par el señnr L lambí Campbell. 

Qne según los testimonios de poder y escrito presentados 



como prueba per la parte actor», consta en efecto desde fojas 
201 á 208, que el señor Lacroix, ha sido apoderarte y adminis- 
trador del señor Ocanipo en la Colonia y que su presentación 
ante el Juzgado en el juicio á que se refiere, ba sido en el ca- 
rácter de acreedor, invorando derecho de retención de ta Co- 
lonia. 

Habiendo vulido el ejecutante de Ja prueba de confesión del 
ejecutado, tiene que estar y pasar por el resultado de ésta, tanto 
un lo favorable como en lo adverso, por ser indivisible la confe- 
sión» por no haber hecho la salvedad la |>»rte que ha propuesta 
las posiciones, que sólo difiere en lu favorable. 

Por todos estos antecedentes, se fe que el mismo ejecutan- 
cútante se ba encaigado de demostrar que el señor Lacroi* 
no es poseedor de la colonia ü título de dueño, Binó que se en- 
centraba en su poder el bien hipotecado en el carácter sucesivo 
de mandatario del señor t)>-amp<>; del señor Llambf Campbell ; 
como administrador de una sociedad y pur derecho de retención 
que él invoca en su favor : en todos estos rasos, aunque tiene 
efectivamente la cosa en su poder , reconoce, sin embargo» en 
otro la propiedad: es simple tenedor de la cosa y representante 
de la posesión de propietario, aunque la ocupación ríe la cosa 
reposa sobre un derecho que quiere hacer valer (artículo 2352 
y 2461 del Código Civil), 

Los documentos exhibidos por el ejecutante desde foja 217 
á 222 no justifican la propiedad del inmueble eu cabeza del 
señor Lacroix, que es lo que corresponde probar eu esta causa. 

Igualmente no es prueba de la propiedad del inmueble en 
favor de ninguna perdona, las referencias que hace la Suprema 
Corte de Justicia de la Provincia en m sentencia de foja 182, 
jiorque en ese juicio no se ba puesto en tela de discusión el de- 
recho de propiedad del señor Lacroix, sino el incidente de si 
ha de cumplirse ó no un exhorto remitido por el señor Jues 
Comercial de la Capital, razón por la cual, ese fallo contenido 
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en la parte dispositiva, declara no lucí -n«lo lugar hI exhorto 
sobre entrega del ferrocarril, emanado del referido Juei. 

Tampoco justifica « I dominio riel inmueble la referencia he- 
cha eii el l ibr > * Prontuario Administrativo de lá Provincia de 
Santa Fé *. 

Las declaraciones de los testigo* presentados por la parto 
ejecutante no son prueba suficiente para justílicar el dominio 
de un inmueble hipotecado, poseído por un tercero á titulo de 
dominio. 

£1 acta del remate mu miad o practicar por el Banco Hipote- 
cario Nacional en la que aparece el señor Lacroix como mejor 
postor, no es titulo suficiente para demostrar la propiedad del 
inmueble, porque es niuv sabido en derecho, que el simple con- 
trato de compra-venta de inmuebles no hace adquirir la pro- 
piedad á faror del comprador, sin j se ha efectuado la tradición 
y se ha hecho la escriiura publica en que consta la trasmisión 
de) derecho real. 

El señor Lacroix ha declarado en las posiciones que bu necho, 
las posturas en el citado remate en nombre y por cuenta del se- 
ñor Mambí Campbell, lo que está corroborado por el contenido 
de las escrituran existentes en los juicios de terct-ría inicia- 
dos por ios señores Bruilh y Llambf Campbell, y que el pro- 
veyeute para mejor reiolver ha tenido á la vista. 

Es inconducente al objeto de este juicio tomar en cuenta las 
declaraciones del contrato de sociedad celebrado por el señor 
Lacroix y el doctor Llambf Campbell, porque el ejecutado en 
esta causa es el señor Lacroix en su carácter particular y 
no la sociedad arriba mencionada. Este juicio para la sociedad, 
es res ínter altos, que no puede perjudicarla porque no ha sido 
citada para tomar intervención. 

£1 señor Lacroix, por otra parte, está reputado tercero en es- 
ta «ansa con relación i la sociedad y á los socios, porque la de- 
manda entablada contra él no deriva en su calidad de socio ó 
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administrador de la sociedad, siuó en su carácter particular, 
como se ha dicho antes (art. 1711 riel Cód. Civil). 

Esta misma distinción Ja tiene establecida el provevente en 
la causa seguida por el fiscal contra la referida sociedad Juan 
B. Laoroixv compañía, por impuestos interno» debidos por la 
destilería de la colonia. 

En síntesU, el ejecutante*!] > ha demostrado que el ejecutado 
haya adquirido en propiedad el inmueble li i potecttdo, razón por 
ta cual no es aplicable centra el lo dispuesto en el articulo 3162. 

c) intimación préiña al deudor /tifiOtecario 

Que dentro de las excepciones de inhabilidad del título esta- 
Metido en el articulo 270 de la le}' nacional de enjuiciamiento, 
están comprendidas tudas las defendía que las leyes acuerdan al 
ejecutado para atacar el derecho d*>l actor, ya sea porque el 
crédito ó el título no tiene existencia jurídica, ó ya sea porque 
esté sujeto el ejercicio del derecho á plazo ó condición incum- 
plida. En este último easo hálhise Comprendida la presente 
ejecución contra el i.efiür Lacroti ; no se le puede ejecutar eo- 
mu responsable subsidiario de una deuda, si no se ha justilica- 
do previamente que se ha intimado iiLfructunsamente al deudor 
el pago del eapítal é intereses. 

Ksto supuesto, en el caso que el ejecutado sea adquirente 
del inmueble hipotecado, no está obligado ü satisfacerla deu- 
da hipotecaría, si antes de ocurrir á él no se ha intimado judi- 
cialmente al deudor directo señor Ocampo ó á su representante 
lega 1 , el pago del crédito hipotecario (art. 3162 del Cód. Civil). 
Vendiente la condición de dirigir el auto de solvendo contra el 
deudor, no autoriza la ley dirigir la acción contra el tercer po- 
seedor. 

Mi deber que tiene todo acreedor de hacer efectiva la intima* 
don de pago contra su deudor, es extensivo á todos loa aeree- 
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dores hipotecarios y contra todos los deudores, sean capaces ú 
incapaces; estén en el libre ejercicio de sus derechos y disposi- 
ción de sus bienes ó est én declaradas fallidos; ta ley (art.3162), 
no hace ninguna distinción ó excepción, ni dispensa de la inti- 
mación cuando el deudor está en quiebra, los jueces tampoco 
pueden hacer distinciones, ni declarar que contra un falli iotaay 
imitiüdad en intimarle qur pague una deuda. Por otra parte, 
corresponde hacer la intimación al representante legal del iu« 
rapaz, yeu caso de quiebra cow^poude nacerla intimación al 
síndico. El ejecutante no ha probado que ha cumplido con lo 
dispuesto en la primera parí»- del artículo 3162 del Código Ci- 
vil; es inhábil su título par,. ejecutar al señor La* roix. Haber 
figurado el crédito del Banco Nacional en el concurso Ü campo 
Samanés, ya sea presentado por el Banco mismo ó denunciado 
por el fallido, no suple el deber de cumplir eun la intimación 
prescripla por el artículo rilado. 

d) La hipoteca existe independientemente del registro 
Extinción de ta inscripción 

Considerando: 4* Que la hipoteca courenida entre deudor y 
acreedor» tiene existencia independiente de su registro en Ja ofi- 
cina respectiva, no puede sostenerse científicamente que la 
existencia y caducidad de la hipotct a se rige por las mismas leyes 
que reglan el efecto del registro é inscripción. 

Este último requisito no es una condición requerida para el 
nacimiento ó validez de la hipoteca entre acreedor y deudor. Kl 
teito de los artículos 3108, 3115, 3138, 3131, y segunda parte 
del artículo 3135, conlírman la tésis expuesta. 

El registro de la hipoteca no es sinó una formalidad esencial 
establecida por la ley para asegurar la eficacia de ta hipoteca 
cont ra terceros : respecto de otros acreedores, el rango de su 
preferencia ; y respecto de los terceros adquirentes, el derecho 

T. LXIII g 
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de perseguir el pago tlel gravámet: 6 la expropiación (art. 3135, 
primera parte, 3144, 3168 y 39J4). 

TJn ejemplo de la distinción entre la hipoteca j su registro, 
la encontramos en que el Código de Comercio prohibe al fallí - 
d> hipotecar, y no prohíbela renovación de la inscripción. 

í>e las disposiciones de nuestro código, se desprende 1» si- 
guiente consecuencia: ^ne si un acreedor, por negligencia ú 
otra causa no hace registrar la hipoteca, conserva, do obstante, 
sus derechos perfectos contra el deudor y el inmueble hipote- 
cado, como ü estuviera regístrala, á condición deqiw no «lis- 
tan otros acreedores pref.' rentes y no haya enajenado el inmue- 
ble el deudor. La hipoteca asi constituida vive loda la vida de 
la obligación principal (art. 3187 ; Troplong, tomo III, número 
716 bis). 

Esta distinción sirvt- para la aplicación de los artículos 3151 
y 3197. Ambos artículos establecen imperativamente la ex- 
tinción de la hipoteca registrada, pasados 10 años desde su re- 
gistro, si antes no se renovase Este plaio esta estableci- 
do para la duración del efecto del regvtlro, y la limitación ta- 
xativa de su existencia está Cumiada, según los redactores del 
Código francés, en consideraciones de interés práctic Dar al 
registro el efecto de duración igual al crédito hipotecario, sería 
exponer ú graves errores á los funcionarios encargados de in- 
formar sobre la libertad ú gravámenes de los inmuebles, pues- 
to que el crédito hipotecario puede hacerse prolongar indefini- 
damente, tal vez hasta 100 años, por actos conservatorios ; se- 
ría necesario, loque es casi impracticable, que el empleado en- 
cargado de la Oficina de Registro tuTiera que revisar numerosos 
libros desde épocas remotas, para expedir los informes que se 
solicitaran. Las trasmisiones de ta propiedad territorial y los 
nuevas gravámenes se dificultarían mucho, porque los terceros 
no qnerríM^Fse expuestos á sufrir perjuicios ocasionados por 
laposiblt eiistencia de una inscripción anterior remota. 
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La ley, artículo 3151 , hti querido salvaguardar los legítimos 
derechos de terceros, y sustraer al encargado del registro de 
responsabilidad ilimitada, restringiendo á 10 años «1 erecto úti] 
lio la inscripción, si antes de la expiración del plazo no se reno- 
! l *« : i'sta disposición, por loe motivos expuestos, es de orden 
púl>!ico t general y absoluta en sus términos. 
Baudry-Lacaoti serie, en el tomo 3% parágrafo f T¡% dice : 
■ Es necesario, entre lauto, determinar tas consecuencias de 
la falta de la renovación en el tiempo útil. Kl artículo 3154 
(3151 de nuestro código) nos lo indica con una palabra de gran 
energía: en los Ormino;, de su disposición, el efecto de la ins- 
cripción cesa. Por consiguiente, el acreedor se encuentra en la 
misma situación que si la inscripción no se hubiera hecho nun- 
ca. Se dice, entonces, que ella h i fenecido. Esta extinción tie- 
ne lugar de pleno derecho y por la sola expiración del pialo le- 
gal. 

Su erecto inmediato es privar al acreedor de las ventajas 
que tenía la hipoteca : él no puede mas invocarla contra ter- 
ceros. 

Agreguemos, por nuestra parte, que es necesario que la hipo- 
teca s< a inscripta, que la inscripción sea renovada si se quiere 
que la hipoteca produzca efecto contra terceros : la ley prote- 
gerá en este caso al acreedor vigilante de sus derechos; mas le 
impone al acreedor negligente la sanción de la pérdida de su 
derecho de persecusíon, por haber dejado transcurrir diez años 
sin hacer renovar la inscripción jura vigilanlibus non dur- 
nmntibus suecurrent. 

e) La falta de renovación de ta inscripción puede ser objetada 

por el demandado 

Consecuente con lo resuelto en el considerando primero, que 
el ejecutado puede oponer todas las excepciones conferidas por 



la ley, es admisible la de inhabilidad de la hipoteca por exclu- 
ciondel registro; excepción autorizada por el artículo 3148» y 
que entra un el concepto de inhabilidad de I título con que se 
presentó al acreedor ejecutando al demandado, 

Duranton dice en la paginu 283, tomo 20: * las Lrtsorip- 
* iones pueden, si bay lugar, ser atacadas par iodos aquellos 
que esttÍH interesados en hacerlas anular, o impedir que ellas 
[in duzcan efecto, sea porque la hipoteca no eiista ó no exis- 
tiera más, sea porque, existiendo la hipoteca, la inscripción 
timada en consecuencia fuera viciosa. (Con más razón si ^ins- 
cripción se ha extinguido, agregamos de nuestra parte en fuer- 
za de los razonamientos arriba ei puestos). 

Así los «creedores patamente quirografarios, 6 también los 
hipoteoirios pero que fueran firmados por una inscripción Ti- 
rios» (ó extinguida) tienen interés y puedan atacarla y hacer 
declarar su nulidad. 



f) La quiebra no dispensa renovación de la inscripción 

Considerando : 5° Que el estado de quiebra del deudor dis- 
pensa al acreedor de la obligación de hacer renovar la inscrip- 
ción de su hipoteca para que produzca su efecto legal. 

Por lo general y absoluto de los términos de los artículos 
y 3197, se comprende que es imprescindible para el acree- 
dor la renovación del registro de la hipoteca; la circunstancia 
de haberse vuelta incapaz su deador por la inmovilidad del he- 
redero responsable, por enajenación mental, quiebra, etc., del 
deudor, no excusa el cumplimiento de esta formalidad de órden 
público que salvaguarda la responsabilidad del encargado de 
la oficina de Registro y da seguridad á los terceros adquirentes. 
Si, pues, una persona que se propone adquirir un inmueble 6 to- 
mar nna hipoteca, bástale ocurrir a la oficina de registro pidien- 
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do certificado de lu condicionen que se encuentra el inmueble. YA 
funcionario onmpia con su deber informando que desde di< a 
años atrás no existe inscripción alguna que acolite gravamen 
sabré el inmueble. Para él y los terceros 110 existe otra suspen- 
sión de la perencion del registro, que su renovación. Ksta es la 
opinión de Pardeáis {Derecho comercial, ionio 4 o , § 1135; 
Baiidry-Ijar.antiiierif, número 1181). 

Duran ton, en el tomo 90, página 275, dice : ¿Hay nece- 
sidad de renovar la incripcioii, si "I deudor cae en quiebra antes 
qne lu inscripción haya rein cido, ó que muera el deuilor yqiif 
su sucesión sea aceptad» feori beneficio ile inventario? Viirias 
resoluciones de la Corte han resuelto la negativa fundada en 
la disposición del artículo 500 del antiguo Código de Comercio; 
pero después de esas sentencias se ha resuelto en sentido opues- 
to. Así, una decisión de >a Corte de Casación en Junio 17 de 
18*7, contiene este notabilísimo considerando : «Que si la ley 
de Bromario, año Vil, 11 el artículo 2146 del Código Civil 
Francés, üo prohiben ni dispensan de renovar las inscripciones. 
imando el deudor ha caído en quiebra Ó que su sucesión se ha 
abierto bajo benelicio de iuventirio, y que, por consiguiente, es- 
tos acontecimient'.s no bastan para prolongar el efecto de las 
incepciones que la prescribí la renovación dentro de los die* 

años de su fecha. 

La Corte de Limoges ha juzgado también de la misma 
manera qne la Corte de Casación : que el estado de quiebra 
del deudor no dispensa á los acreedores renovar individual- 
mente sus inscripciones antes que venzan los diez años de su 
fecha. 

Nosotros creemos, en efecto, dice Duranton, que la disposi- 
ción del artículo 2154(3*51 de nuestro Código) es absoluta. 
Cuando la inscripción de la hipoteca se considera necesaria 
para operar contra terceros, la renovación es igualmente necesa- 
ria para su conservación. 
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Qrenie piensa que la adjudicación de los bienes hipotecados 
concursado* dispensa de la renovación. 

Dallox sostiene una tercera opinión : que la dispensa de reno- 
var ia inscripción no tiene lugar sitió después de la clausura 
de la quiebra. 

Otros autores, en fin, con opiniones mus extremas, han sos- 
tenido que la inscripción no podía ser considerada por haber 
producido su efecto, -iuo en tanto que el acreedor /taifa obteni- 
do m payo. 

La tésis expuesta esta inspirada en los fallos de la Corte de 
Casación de París, He aquí la cuestión allí promovida. 

La quiebra sobreviniente del deudor ¿dispens.i á Ins acree- 
dores hipotecarios de renovar sus inscripciones durante los diez 
unos? (Código Civil, artículos 4154 y 2146). 

Que toda inscripción, sin excepción, debe ser renovada duran- 
te los diez anos; que el estado de quiebra no dispensa al acree- 
dor el tomar esta medida de conservación por una hipoteca ya 
adquirida. 

Que la ley di-tii.gue cui ladosamente entre la inscripción, 
que tiene por objeto adquirir la hipoteca y aquella que se toma 
puní conservarla . 

Que el artículo 21 5 1 dispone que las iaseripciones no produ- 
cen ningún efecto, si no Be rennevan antes de la expiración de los 
diez años, á contar desde su fecha. 

La ley no admite ninguna distinción, pues todos los privile- 
gios, todas las hipotecas sujetas á la formalidad de la inscrip- 
ción, deben ser renovadas. El privilegio del vendedor no se con- 
serva sinó por la inscripción. Poco importa que la inscripción 
tenga lugar, él debe renovar esa inscripción. 

Decidir de otro modo, serla ponerse en abierta oposición con 
el texto del artículo 2154. La cuestión, por otra parte, no pue- 
de ser objeto de una duda seria: ella ha sido resuelta en un 
acuerdo del Consejo de estado, aprobado por el gobierno el 22 
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de Enero de 1808; este acuerdo nos enseña, contiendo todos que 
su deseo había sido ahorrar, en todo lo que fuera posible, á los 
ciudadanos el trabajo de una renovación de la inscripción, se 
convencieron que no su conseguiría ese objeto : el artículo se 
interpretaba tal como hoy, sin ninguna excepción, es decir, qne 
el Código no hace ninguna excepción y es en lo que el nuevo 
Código dihere de la ley de 11 bramarlo, año VII, sobre la du- 
ración de las inscripciones. (Esta 1er hacía una excepción 
para las mujeres, los menores y los incapaces). 

Poro se objvta que la declaración d ti quiebra, ha tenido lugar; 
que en esa época, el derecho de los acreedores había sido sus- 
pendido ; que no ha sido necesario ni permitido hacer inscrip- 
ción, sea para la renovación ó sea pura la conservación de ana 
hipoteca ya adquirida. 

Refutar semejante objeción, no es cosa difícil. 

El artículo 21 54 dispone de una manera general que todas las 
inscripciones dejan de producir sus efectos si no se renuevan 
antes déla expiración delosdies años. El acuerdo del Concejo 
de estado, convertido en decreto, explica netamente, que toda 
inscripción, aun la tomada de nficio, debe ser renovada por el 
acreedor qnetengn interés, anti s de la espiración de ese término. 

De loque se deduce, que todas las inscripciones, de cualquier 
naturalexa que ellas sean, y en cualquier situación que se en- 
cuentren ios deudores, con respecto al acreedor, deben ser re- 
novadas, so pena de no producir ningún efecto. 

En el sistema hipotecario actual, la inscripciones el com- 
plemento e sen oí al de la hipoteca; es ella la que imprime el 
movimiento y la vida. Y aquel que, á la apertura de una quie- 
bra tiene un título susceptible de producir una hipoteca, pero 
no inscripto, no puede antes ó después de los diei años de la 
declaratoria de concurso, completar su derecho hipotecario por 
una primera inscripción. 

En esta hipótesis, *i adquiere un derecho que no tiene. Si 
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«1 derecho estaba cumplido, renovándolo, pendiente la quiebra, 
él no ha -e más que conservarlo. Luego él debe, para conservar- 
lo, observar tas formalidades proscriptas por la lej. 

Pero so dice, los derechos de los acreedores están í r revoca- 
blemente determinados por la quiebra. Los unos no pueden, 
siu perjuicio de los otros, errar derechos que ellos no tienen. 

Todo esto no es claro, y ese raion amiento es necesario qno 
se explique. 

Sin duda los derechos de los acreedores están fijados & la a per 
tura de la quiebra. En este sentido, es que el fallido no puede, per 
ningún acto disminuir so seguridad. El está, por otra parte, se- 
parado de la administración de sus bienes, la que se < onfíaá l >* 
síndicos. ¿Pero se sigue de esto que aquel euya inscripción trans- 
curre el término de tos diez años, no debe renovarla? ¿La pres- 
cripción no corre para ó contra la quiebra? ¿La per<>ncion de 
la instancia so suspende por la quiebra ? Evidentemente, ta ley 
no ha colnendo en el rango de las causas suspensivas de la 
prescripción ó ta perenoion, la quiebra. Ella no puede consi- 
derarse desde luego eom" uua causa que suspenda ó interrum- 
pa la perenuion do las inscripciones. Aquello están cierto, que 
la apertura de un concurso es un accidente indiferente á lo* 
acreedores hipotecarios validamente inscriptos: cualquier cosa 
que suceda, su derecho está enteramente garantido. También 
el artículo 530 del Código de Comercio, dispone que los acree- 
dores hipotecarios inscriptos y los prendarios^ no tienen voi en 
las deliberaciones relativas al concordato. Los motivos de esta 
disposición son evidentes, puesto que la quiebra es un objeto 
indiferente n" los acreedores útilmente inscriptos. El voto de 
la mayoría de los acreedores quirografarios no puede ligarlos. 
El derecho de ellos, es un derecho aparte, j él no recibe nin- 
guna influencia, ni tas molestias «n que se encuentra sn deudor, 
En una palabra, lo quiebra es para él como sí no existiera. 
¿Cómo, poes, y porqué motivo se le quiere dispensar ¿ causa 
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de la quiebra que lees indiferente, de renovar uri;i inscripción, 
formalidad á la cual est¡í sujeta so couservacioiK 

Por lo demás esta cuestión, ha sido de.'idida por una resolu- 
ción de la Corte de Casación, fe. hada él 17 de Junio de 1817 
(V. tomo 17, 1, pág. 287). 

Por lo tanto, confirma la resolución apelada. (Sirey, tomo 21 , 

(ingina 57, parte 

y) Et embargo del inmueble no dispema renovar las incripciones 
dentro de diez años desde su fecha 

Duranton en el tomo 20, página 250, dice: la inscripción hi- 
potecaria se extingue por falta de renovación en los diez años 
desde su fecha, aunque el inmueble hipotecado haya sido em- 
bargado y qui- el embargo haya sido iiotilicado al deudor é 
inscripto en el Registro fié hipotecas ; aim más, que el embarg» 
se haya hecho conocer á los otros acreedores. 

No se puede decir que el rango de lo* otros acreedores hipo- 
tecarios ha sido tíjailo por el embargo; la inscripción en esie 
estado, no ha sufrido sus efectos, y, por consiguiente, era nece- 
sario renovarla para impedir la perencinn. Kl deudor podrá, 
pagando los créditos que ha motivado el embargo, prevenir la 
venta y hacer abortar este procedimiento, que se consideraría 
no haber tenido lugar jamás. 

Los otros acreedores ptieden oponer el defecto de renovación 
durante el embargo como también pueden oponerse al efecto 
de una inscripción tomada despuen de lo» diez años. 

¿ Cómo, en efecto, los terceros que se propusieron contratar 
con el deudor embargado podrían conocer con certesa su posi- 
ción hipotecaria, si el registro de las inscripciones no fuera 
la guía que deberán consultar ? 

¿Puede obligárseles a investigar la existencia de un proce- 
dimiento ejecutivo entablado por otros? 
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La ley no los obliga ¡ U ley lea dica que es necesario ocurrir 
al Registro de Hipotecas y conocer de una manara cierta la con- 
dición del inmueble, y I» lej lea dice también que la* inscrip- 
cionea no renovada» dentro de loa diei anos quedan ai efecto, 
que no hay que preocuparse deellus. Según ésto, loa acreedores, 
aun aquelloa á los males se ha notificado «1 embargo, pued< a 
argumentar la perencíon de las inscripciones no renovadas. 

Para mayor ilustración insértase más abajo la resolución de 
la Suprema Corte de París. 

La inscripción hipotecaria perece á falta dé renovación du- 
rante loa diei años aunque el inmueble hipotecado haya sido 
embargado, y aunque la notificación poredíctoa 4 los acreedo- 
res inscriptos baya sido hecha antes de la eipíraeion de loa 10 
años, no se puede decir que el órdea de los acreedores se deter- 
mine porta iiotilicacion. 

Resolución de la Corte R\íü\ de París, confirmada por los 
motivos fundamentales por la sentencia de la Corte de Casa- 
ción en loa siguientes términos. 

Considerando: Que Indisposición del articulo 2154 es ¡insoluta. 

Que ninguna c disposición • del Código establece excepción 
á la regla. 

Que el derecho de hipoteca nopro'Iuce su efecto, ainó por 
la venta voluntaria ó furiosa del inmueble gravado. 

Que hasta que esta renta no s«- baya realizado, las obliga- 
Otones impuestas por la conservación del derecho de hipotecas 
deben ser obaervadas. 

Considerando: 6° Que el artículo 21 54 del Código Civil, esta- 
blece que el efecto de laa inscripciones hipotecarías, cesa si ellas 
no han sido renovada* durante los 10 años. 

Que esta ley está inspirad* en el interés general, y en la eco- 
nomía del sistema hipotecario francés, sobre la publicidad de 
las hipotecas, la cual no puede resaltar ainó del Registro del 
conservador y de las inscripciones allí insertas. 
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Qhr en los nuevos código» no se encuentra ncepcion alguna 
en virtud de I» cual los acreedores inscriptos, estén exentos de 
Ia obligación de renovar. 

Qne cuando el plaio expira después 4,1 embargo del inmueble 
denunciado til efecto, su registro debe ser hecho ante la oficina 
del conserrador; de donde se deduce la consecuencia que, todo 
acreedor sometido pur la ley á la obligación de inscribir que se 
prenota A la verificación de eré Utos, con una inscripción no 
renofada en el término leg.*l, no puede apoyarle en esa inscrip- 
ción como un título válido y eficaz. 

<4ue en atención A qu^ la discusión y U verdadera litis pen- 
den tia sobre esto» puntos no comienia sino desde la apertura 
del concurso, época en la cual cada uno de tos acreedores debe 
presentarlos títulos regulares ; atendiendo en lio, que está cons- 
ta' ado el hecho que el actor se pre-ent'i á la veri fu ación d<- cré- 
ditos, con una inscripción quw se encontraba ya vencida en la 
época del juicio de adjudicación, y de Ja apertura del conuuruo, 
se confirma la sentencia de la Corte Real (Sirey, t-mo Sí, pági- 
na 38). 

El embargo del inmueble hipotecado, no dispensa al embar- 
gante, de la renovación decenal de su inscripción, ni el embar- 
go, ni la notificación del mismo, ni la transcripción y registro 
de esto* dos actos hechos ante el jefe, y en la Oficina de Hipote- 
cas, no pueden suplir & la renovación, ni impedir por su de- 
fecto, que la inscripción no pere; *a con relación á los otros 
acreedores. 

• Considerando : I o Que la día posición del articulo il 54 es ab- 
soluta, y ésta inspirada esencialmente en el orden público, que 
de él resulta que hasta que las inscripciones hayan producido 
loa efectos, deben ser renoradas en el término presoripto; si fal- 
ta la renovación de la inscripción, las partea que contratan bajo 
la fé de Ja perencion, no pueden y no deben consultar sino el re- 
gistro de las inscripciones y de las renovaciones, para conocer 
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Us existentes; 'le otro modo podrían ser inducid na en error, y 

resultar vfetimas de bu confiania. 

€ 2» Que el embargo del inmueble, la notificación que se 

hUo al efecto *l .jecutado ni la transcripción y registro de e*- 

tos actos ante el escribano ú Oücina de Hipotecas no dan á tas 

inscripciones ili una publicidad ni un efecto capaz de suplir el 

objeto de la renovación . 

« Atendiendo en tín, que habiendo decidido lo contrario, y 

jnagitndo bajo esle pretexto que la inscripción no se ha extin- 
guido por no haber sido renovada durante los 10 años de>de su 
fecha, fióla ese auto el artículo 3154 ya citado {casse et annu- 
tte l'arrét de la Coar lloyale de Parts du 23 avril WjS, etc. 
Sirey, tomo 21, pAg. 180). 

h) La extinción de la inscripción hipotecaria no se ruje 
por tan regias de la prescripción 

Considerando; 7 a Que el término d<- duración de la inscrip- 
ción Mpteaatia P or í0 e!itiDleci<l0 C011 n, *P' lct0 <le te,ee * 
ros, n» puede lógicamente estar sujeto á las reglas de la pres- 
cripción de las acciones que rigen relacione* directas entre 
acreedor y deudor. Así se explica que l¡is disposiciones de los 
artículos 3151 > 3I»T no figurad en el título respectivo de 
<la prescripción»; ni hay disposición alguna en este título 
qu« á ellas se Tefieran. El término de vida de la ioseripcion es 
fatal : no hay otro medio leyal de prorrogarlo que la renova- 
ción : la demanda -leí crédito contra el deudor hipotecario sus- 
penderá el curso de la prescripción de la deuda pero no suspende 
ta corriente del tiempo asignado para la dotación del registro. 

La demanda misma con el tercer poseedor no saspende el curso 
del término de 10 años cuyo vencimiento en el curso de la ins- 
tancia puede hacer f aler cualquiera que tenga interés legnl en 
conseguir la caducidad de la hipoteca. 
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Üuriinton «1 ice : las persecuciones dirigida* contra el tercer 
detentador no son interruptivas ni suspensivas de la prescrip- 
ción coü respecto del deudor 6 de la acción personal ; así lo ha 
juzgado con gran fui-rza laC . r t ■ de Casación. Y re< íproo¡tmen- 
te las persecuciones dirigidas contri el deudor no son suspenai- 
ras ni ¡nterrnptiva* de la pro»cripci"*i con respecto del tercer 
detentador cuy oderocho e- peri tamente distinto 'le la oblign- 
ciun de] deudor (obra citada, páginas 284 y 515). 

Habiéndose cumplido el término <Jr los 10 anos del registro 
de la hipoteca á favor del Banco Nacional el día 1 ' de Majo de 
1896, antes de la notificación del auto de solvendo al ejecutado, 
luí usado de su derecho al oponer en el período correspondiente 
del juicio la excepción de inhabilidad de ta hipoteca, resultante 
de la extinción del registro en tuerza de las disposiciones enér- 
gicas y absolutas coutenidas en los artículos 3151 y 3197, pues 
la inscripción no se ha renovado en ningún tiempo. 

lia Corte Suprema Nacional en su tallo de la série 3% tomo 
10, página 381, ha resuelto «que Lis hipotecas se extinguen 
pasados 10 año» desde ques" tomó razan de ellas en oficina de hi- 
potecas; qnc las gestione* hechas ante los juzgados para obte- 
ner el pag<» del crédito hipotecario si bien b'in podido interrum- 
pir la prescripción respeto de esto, no son bastante para impedir 
la extinción de los efectos que respecto de terceros atribuye la 
ley á la hipoteca registrada, pues el único medio de conservar 
aquellos (los efectos d • la inscripción) es la renovación de la 
inscripción en el registro correspondiente según se ve por el 
articulo 3151 del Código Civil. » 

Considerando : 8° Que el acreedor debió y pudo pedir antes 
de la expiración del término decenal, quu conjuntamente con el 
registro del embargo del inmueble se ordenara por el juei al 
encargado de la oficina de hipotecas hiciera la renovación en la 
forma establecida por el código. 

Fudíen lo suceder el caso que un juicio por el crédito hipóte- 
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cario (Jurara en los incidentes é instancias niás allá del plazo 
para expirar el erecto de ja inscripción, sin que de ello sea cul- 
pable el acreedor diligente, la equidad y justicia indi an pueda 
el acreedor solicitar y obtener del juez se renueve la inscrip- 
ción como medida precauciona] para evitar la extinción de los 
derechos. 

La inscripción do es más que una medida conservatoria dice 
la Corte de Casación de París y las medidas conservatorias 
cuando no tienen título contra el deudor, pueden siempre ser 
tomada» en consideración par la autoridad judicial, 

Todo el mundo se da cuenta que sería inútil el objeto de la 
ley si uo se pudiera tomar inscripción en virtud de un juicio 
por defectos que sobrevinieran después de la fecha de la opo- 
sición, el deudor durante este intervalo tendría demasiado tiem- 
po para sustraerse á la gsrantía du su acreedor : y sin duda el 
legislador no lia querido darle esa facilidad. Esta diligencia ha 
sido omitida por el acreedor, cúlpese á sí mismo su incuria. Jura 
vigilantibtis non durmientibus sucurrunl (8 1 rey, tomo 10, 
pág, 39. 

Efecto de la primera inscripción hipotecaria en los registros 

de la Capital Federal 

Considerando: 9° Que la excepción de falta de inscripción de 
la hipoteca en los registros de la provincia de Santa ¥é & con- 
secuencia de haber sido declarado por la ley nacional de límites 
fecha 13 de noviembre de 1886 que correspondía á esta provin- 
cia e! territorio de la < Colonia Ocampo »,noei admisible en el 
presente caso porque resulta del título hipotecario de foja 1 que 
se ha cumplido con registrar Ja disposición en la oficina nacional 
de la capital á cava jurisdicción quedaba sujeta la inscripción 
en la época en que se extendía la hipoteca. 

La ley citada de deslinde del Chaco no impone el deber de 
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la renovación de los registros y ante el silencio «te la ley no pue- 
de deducirte que hará obligación en los acreedores de llenar 
una formalidad que H ley no exige. 

Laa nueras» leyes, por otra parte, no pueden aplicarse ú los 
hechos anteriores, cuando destruvau 6 cambien losderecbos ad- 
quirido!!. La inscripción primitiva de la hipoteca hace surgir 
el derecho perfecto irrevocable y definitivamente adquirido por 
el acredor de conservar sus privilegios dorante f años. 

La ley posterior sobre límites del territorio del Chaco no 
puede oponerse al acreedor hipotecario para hacer caducar sus 
derecho?; porque* en primer lugar no establece ninguna obli- 
gación ni pena contra los adqutrentcs de esos derechos; y se- 
gundo, porque según la última parte del artículo 4048, las hi- 
potecas eipresas se rigen por la ley del tiempo en qne se cons- 
tituyeron ; el cambio operado en la jurisdicción administrativa 
ó judicial del territorio hipotecado, no afeo ta en nada al aeree* 
dor hipotecario. 

Lo expuesto es en el casa de que fuera indiscutible que todo 
el terreno hipotecado ha pasado á la jurisdicción de esta pro- 
vincia formando ya parte del territorio de la gobernación de 
este Estado; pero resulta de la pro ha producida por el actor 
que aun no se ha tratado en el terreno la línea gráfica que mar- 
ca el paralelo 28°. Al presente no hay un elemento claro de 
jnicio. no existe fundamento inequívoco que autorice al ejecu- 
tado á afirmar con tanta seguridad que la • Colonia Guampo» 
pertenece á e^ta provincia cuando no se ha demostrado en esta 
litis qne est-t al sud del paralelo 18°. 

£s de aplicación por analogía raaonable lo resuelto por la 
Suprema Corte en dos fallos de ta série 3 a , tomo 9", páginas 
903 y 310: que no existiendo deslinde gráfico «V un terreno, 
debe juzgarse válido un acto ejecutado con referencia á dicho 
terreno. 

EL argumento del ejecutado qne los adquirentes de bienes 
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raíces en esta provincia no tienen más obligación que informar- 
se ai ¡os registros de la oficina respectiva contienen ka anota- 
ción <le algún gravamen 6 están libres, sin deber de recurrir 
a* otras fuentes de información, no tiene consistencia ese raic- 
namiento cuando el inmneble de referencia na pertenecido in- 
discutiblemente á otra jurisdicción y por una ley nueva Ha cam- 
biado de soberano. 

Es al adqnirente i quien incumbe, si n<\ quiere ver perjudi- 
cad" su derecho, investigar no sólo en lo* registros actuales, 
sinó anteriores á una fecba retrospectiva de 10 nños, U histo- 
ria de la propiedad por adquirir, para .ercinrarse de 'pi*s no es- 
tá gravada con hipoteca. Si así no tu hiciere debe pagar su in- 
curia. 

ha escritura hipotecaria sobre un inmueble de territorio na- 
cional, no está sujeta á protocolización. 

Considerando : 10° Que la excep- iou de inhabilidad del título 
por no estar protocolizada en escribanías de esta provincia la 
primitiva escritura de hipoteca de la «Colonia Ocampo» con 
que se lia entablado esta ejecución, no es admisible en el pré- 
senle, porque el instrumento público de foja 1 se ha hecb.. 
en la Capital federal donde correspondía extenderse, porque en 
la ép <>oa de su otorgamiento no existía escribanía pública en 
el territorio nacional del Chaco; que la escritura autorizada 
por un escribano nacional, autenticad i legalmente su lirma. 
no neci'sita de su protocolización en los registros de la provin- 
cia para que surta efectos legabsante los tribunales naciona- 
trnles. La falta de protocolización podrá ser objetada ante la 
justicia provincial mas uO en el fuero nacional. 

Además, banse por reproducidas las consideraciones expues- 
tas en el capítulo anterior con respecto á que ninguna ley mie- 
ra altera el valor jurídic» del instrumento público hecho de 
acuerdo con la le| vigente en la época de su celebración. 

l»or estas con sideraciones y concordantes con el fallo de la 
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Suprema Corte nacional <n la s«ri«' 4\ tomo 10, página i 43, 
no está sujeto á protocolización en esta provincia el título eje- 
cu tifo de foja i para que surtiera les efectos legales bastaría 
que tuviera Ja autenticación de las firmas y los sellos de loa 
funcionarios que los autorizan. 

Incompetencia del fuero federal por entrar el inmueble 

al concurso 

Considerando: 1 1 4 Que según el artículo 3 o déla ley nación! I 
<)e enjuiciamiento, es deber del juez pronunciarse sobre la com- 
petencia del fuero federal en cualquier ríase de juicio ordi- 
nario, sumario, ejecutivo, etc., de modo que aun cuando no fi- 
gura expresamente La excepción de incompetencia de jurisdic- 
ción entre los enumerado» en el artículo 270, procede invocarla 
por el ejecutado en el procedimiento ejecutivo por estar con- 
signado en el título lie las disposiciones comunes á todos tos 
juicios, v más aun, puede declararla el juet de oticio. 

En este proceso no se ha justificado que el inmueble hipote- 
cado pertenece al señor Lacro ix, es de presumir que corres- 
ponde aun al deudor hipotecario; y en esle concepto reclamó 
su posesión el síndico del concurso Ocampo Samanes, según 
consUen autos. En su virtud corresponde pronunciar la decla- 
ratoria de competencia 4 incompetencia por raion de la cosa. 

Ea un hecho comprobado, confesado por a mbaj partes, que 
el señor Manuel Oeamno Samanes hase presentado en quiebra 
en la Capital federal con macha anterioridad á la interposición 
de e^ta ejecución ; y en virtud del auto de apertura del concur- 
so, el juex de la quiebra ha tratado de someter á su jurisdicción 
el inmueble hipotecado, Al efecto corresponde exponer y de- 
cidir ¿A qné juei compete conocer en la acción persecutoria 
del inmueble ejercida por el acreedor hipotecario? 

Hase decidido más arriba que el proveyente es competente 
T. uiix 7 
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para entender en la acción personal, ejecutiva contra el señor 
Laoroix ; ¿es igualmente competente para la ejecución for- 
zada del wwiueMeen virtud del principio res rio» personara de- 
bel? 

Las disposiciones contenidas en el título *• del Código de 
Coiueroio que trata de la quiebra y el articulo 1Í, inciio 1* de 
la ley de jurisdicción de Setiembre U de 1883, resuelven la 
cuestión. 

En efecto, el artículo 1131 del Código de Comercio establece 
que «el estad.» d? quiebra abarca la universalidad délos ote- 
«es, derechos, acciones y obligaciones del fallido con las ex- 
cepciones que en este Código se establecen » . 

Enseguida, articulo 1387, dispone que la declaración de 
quiebra atrae al tribunal de comercio torios los negocios judi- 
ciales pendientes del fallido f todos sus créditos civiles, activos 
y pasivos. 

De consiguiente, la universalidad de los bienes del fallido, es 
decir, (tifio su patrimonio <art. 2312 del C^d. Civil), queda su- 
jeto á la jurisdicción del juez del concurso en fuer ta del auto 
declaratorio de la quiebra. 

El ilustrado jurisconsulto doctor José María Moreno, comen- 
tando las disposiciones citadas en su obra sobre quiebras, di- 
ce: «En materia de quiebras hay ciertos principios que todas 
l»s legislaciones reconocen porque son inherentes á la natu- 
raleza de los derechos que se controvierten y al objeto que toda 
ley de quiebra se propone. Entre los más importantes figura 
que es i la autoridad judicial y á los ucreedores á quíenea les 
corresponde juzgar las pretensiones, créditos y privilegios. La 
desgracia común une a ios acreedores en un ser colectivo, ona 
masa á quien compete la vigilancia y el cuidado de los bienes 
que son en garantía de acuerdo con la autoridad publica en- 
cargada de presidir la repartición de los intereses. La declara- 
ción de quiebra atrae á la jurisdicción comercial todos los 6tc- 
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net del fallido, muebles é inmueble*, todo» sus negocio» judi- 
ciales v todos sus «réditos activo^ y pasivo*; porque es un es- 
tado general é indivisible que comprende á lu persona del falli- 
do y la universalidad de sus bienes y deudas i . 

El profesor doctor Obarrio, eu su estudio sobre las quie- 
bras, página 1t, se expresa en términos análogos sobre la ne- 
cesidad de concentrar el i-ouoci miento de una sota autoridad 
judicial la liquidación de todas las deudas del fallido y de to- 
dos sus bienes, á cuyo objetóos necesario que todos los acree- 
dores nirrun. sin excepción, cualquiera que sea la naturaleta 
3 hi calidad de sus créditos, i gestionarlos ante el juez del con- 
curso. 

El juicio de quiebra, dice en la página II, es por su natura- 
leza universal; es un juicio que tiene por objeto la concentra- 
ción de torios sus bienes de cualquier naturaleza que sean en 
tina sola masa, conservada, administrada, dirigida en el inte- 
rés común de todos los acreedores. La liquidación de la quiebra 
hace, pues, necesaria la unidad de jurisdicción para entender 
en los juicios en que el concurso intervenga, ya sea que ejercite 
acciones contra terceros 6 ya que conteste las demandas que le 
fueron promovidas. 

Eu el juicio de quiebra, por otra parte, no se ventilan sólo 
intereses privados; el interés social también se encuentra afec- 
tado en los casos en que el fallido hubiera procedido con dolo 
ó culpa en el manejo de sus negocios. El juez, que tiene el en- 
cargo de apreciar tales hechos, debe intervenir en todas las 
gestiones que pueden producirse en favor 6 en contra del falli- 
do, porque en todos ellos pueden encontrarse elementos ó an- 
tecedentes preciosos para formar un criterio acertado sobre las 
causas que hayan determinado el estado de quiebra. 

La ley de jurisdicción de i A de Setiembre de 1863, in- 
ciso I a , del artículo 13, inspirándose en los principios arriba 
expuestos, que proclaman la generalidad de los legisladores y 



100 FALLOS Oli LA SUMEJIA CORTIL 

jurisconsultos, ha excluido déla competencia de ta justicia fe- 
deral los juicios universales de concurso de acreedores, cual- 
quiera que «a la calidad délas personas interesadas ;y a«n 
cuando se trate de gestionar derechos fiscales de la Nación. 

Concordante con latí deposiciones proscriptas ha dictado la 
Suprema Curte Nacional ilustra-los fallos, según *>e ve en los 

resúmenes siguientes : 

Cualesquiera que sean los privilegios de un crédito, debe ser 

verificado y colocado en el estado de S raduacion del concurso. 

pues es precisamente para el cuso en que haya ■ oncurao de 

acreedores que la le; ha establecido los privilegios en favor de 

ciertos créditos- 

Que al autorizar á un acreedor en virtud de un privilegio a 
ejecutar los bienes de la masa ante «itro juez que el del concur- 
so serí.i hacer imposible este juicio que ea de earácter univer- 
sal ; y que la ley nacional de U "le Setiembre de 1863, sobre 
competencia y jurisdicion de los tribunales federales declara 
expresamente que el conocimiento de los ju Nos universales de 
concurso corresponde álostribunales de la provincia (V. série^ 
tomo 10*, página 193; tomo 12, página 321; tomo 15, pági- 
na 194). 

En lus fallos de la serie 3', tomo 17, página 141 y sene 4\ 
tomo 6-, páginas 110, 122 y 128, está resuelta la cuestión de 
modo que no deja duda : 

« Que las disposiciones de los artículos 1381 y 1387 del Có- 
digo de Comercio, dice la Suprema C'»rte t dictados con el 
propósito de obtener una completa unidad en la liquidación de 
los intereses de la masa de acreedores propendiendo á que se 
verifiquen y liquiden de una manera uniforme crean en favor 
del Tribunal de la Quiebra una jurisdicción especial y extraor- 
dinaria ante la cual deben llevarse sin distinción todas las 
oiones civiles, activas y pasivas del fallido en que obre éste 
como demandante ó demandado y ceden las reglas ordinarias de 
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ta competencia ; í* qm- tal jurisdicción es además privativn y 
excluyen^- de la de los tribunales fedérale* pt»r disposición ex- 
presa del artícul" 12, inciso I o de la ley M>bre competencia y 
jurisdicción de dichos tribunales, según cuyo telto en todos los 
juicios universales del cmcursu de acreedores debe conocer el 
juez competente de provincia cualquiera pa *ea la nacionalidad 
ó recindad de los directamente interesados en ellos y aunque 
se deduzcan ailf arciones fiscales de la nación. 

Por estos fundamentos, declaro: que la justicia federal ea 
incompetente para conocer en este género de causas. 

A nida finca gravada con hipoteca, dispone el artículo 3f)S7 
dél Código Civil, pota abrirse á solicitud de los acrei-dort-s 
un concurso particular para une. se les pague inmediatamente 
con ella. Délos términos de este artículo se deduce que la so- 
licitud de los acreedores debe hacerse ante ftí jue* del eoncur- 
so; podrán separarse de los trámites y resullas det concurso 
general, pero la ley no los autoriza á independizar de la jmis- 
i lición del juez que conoce en la causa universal. 

En eso mismo concurso particular que se formará á la finca 
hipotecada & solicitud de los acreedores es igualmente incom- 
petente la justicia federal porque entra en el concepto del in- 
ciso i°, artículo i* de la ley de jurisdicción atribuir á la jus- 
ticia ordinaria toda causa sobre concurso eietiiyendo a« su 
conocimiento á la justicia federal aún cuando el acreedor hipo- 
tecario seu el Banco Nacional 6 el Fisco, 

Considerando : 12* Que no estando demandados en esto pro- 
ceso los señores Ocantpo Samanes, Llambi Campbell, ni Brnhl 
por acción civil ni criminal, no corresponde á esto tribunal pro- 
nunciarse sobre ninguno de ios cargos formulados por el repre- 
sentante del Banco Nacional contra estas personas por sus 
actos con motivo de las hipotecas posteriores y adquisición de 
la Colonia Ocampo. 

Igualmente no puede el proveyente resolver sobro la validez 
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¿nulidad del título de la propiedad de la Cotonía presentando 
para celebrar las nueras hipotecas á favor del Banco Hipoteca- 
rio Nacional y al Banco Agrícola ni sobre já validez ó nulidad 
de estas últimas hipoteca* porque son puntos ajenos al juicio 
ejecutivo y porque estas instituciones no han intervenido en 
este proceso. 

Por etitas consideraciones y por no estar autenticadas tas 
firmas y sellos de la escritura de foja 1, de, acuerdo con el ar- 
tículo 3 a de la ley de Agosto 36 de 1883, fallo, en e*ta nala de 
audiencias, no haciendo lugar 4 !á ejecución entablada contra 
eí señor Lacrois y ocurra el Banco donde corresponda para 
ejercer su derecho dé persecución del mueble- según el princi- 
pio res non personam debet. En consecuencia levántese el embar- 
go trabado sobre los bienes ejecutados y entréguclos el deposi- 
tario á quien corresponda. 

Siendo en estos juicios la condenación en costas ministerio 
tegis ( trt . 277) se declara que las causadas en este juicio son 
á cargo del Banco Nacional ejecutante. Notifíquese con ej 
original. 

Daniel Hoy lia. 



Buenos Air*», Junio 6 de 1899. 

Vi. -i tos; La Suprema Corle está llamada Á fallar sobre si es 
procedente ó no la ejecución seguida por el Banco Nacional 
contra Juan B. Lacroi x, para eí cobro del crédito hipoteca- 
rio utorgado por don Manuel Ocampo Samanta á favor del 
citado establecimiento, fundándose para exigir el pago del 
crédito, ó el abandono de la cosa hipotecada» en que don Juan 
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B, Lacroi*, es tercer poseedor adquirente del biso hipotecado 
y que en tal concepto, tiene obligación, de acuerdo con Isa 
prescripciones pertinentes del Código Cifil, de ejecutar algo»* 
de los actos que se le reclama, á 6n de que el Banco sea sa- 
tisfecho del importe del crédito hipotecario «presado. 

Esta es la base sobre la cual se ha iniciado y desarrollado 
el juicio, v la que es necesario considerar bajo i» luí de ios pre- 
ceptos legales, para llegara un acertado pronunciamiento á su 
respecto. 

K este efecto, corresponde examinar Ins pruebas y documen- 
tos que faa presentado el Banco Nacional, para demostrar su 
pretensión, y atribuir a Lacroix el carácter de tercer posee- 
dor adquirente, que lo obligue á proceder en la forma determi- 
cadaenelCudigoCml i las personas que se encuentran en 
i'sa condición. 

Las relaciones de derecho que la hipoteca establece entr* el 
acreedor hipotecario y lo* terceros poseedores propietarios de 
los inmuebles hipotecados, se encuentran determinados en el 
capitulo quinto, titulo catorce, libro tercero del Código C.tiI y 
es en presenciado esas disposiciones que debe resol terse el caso 
stih-judtce. 

La ley exige como condición necesaria para que el tercer po- 
nedor pueda sef perseguido por el acreedor hipotecario, que 
exista un n<*o de enajenación de la propiedad, ya aea á título 
oneroso 6 lucrativo, efectuado por el deudor á faror del posee- 
dor sdquirente del bien hipotecado. No existiendo un titulo 
traslatiro de dominio, el screedor hipotecario no podrá ejercitar 
los derechos que )• ley acuerda contra el tercer poseedor admí- 
rente porque no estarla llenado el requisito indispensable idicho 
efecto ósea el acto de enajenación para que Bnrgiese su acción 
contra el tercer poseedor propietario del inmueble hipotecado 
(artículos tres mil ciento sesenta y dos y tres mil ciento sesenta 
y cuatro, Código Civil). Si el que detenta un inmueble hipsts- 
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cado reconoce j demuestra que «1 no es propietario de esa cosa 
desaparece desde ese momento el derecho del acreedor para 
reclamarle el cumplimiento de las obligaciones que el Código 
ha establecido á cargo del poseedor ¿titulo de dueño del bien 
hipotecado por el propietario unterior j ?) acreedor deberá 
ejercitar sus derechos contra la persuua del deudor ó contra 
la cosa deudora en la forma ó modo que viere rorrespon- 
derle. 

Aplicados estos principios claro»} terminantes dala ley al 
caso actual se llega a la conclusión foriosa de que el Banco Na- 
cional carece de derecho para ejecutar al señor Lacroix como 
tercer poseedor adquirente del inmueble hipotecudo por don 
Manuel Oca mpo Samanes. 

No se ha presentado ni existe en autos el título traslativo de 
dominio er. favor de Lacroi* del bien hipotecado. El demanda- 
do desde que se le hijo saber ta demanda entablada por el Ban- 
co Nacional se apresuró á deplorar que él (Lacroix) no era 
poseedor ni menos adquirente de los bienes hipotecados y que 
en cumplimiento de la obligación establecida en el artículo dos 
mil cuatrocientos sesenta y cuatro del Código Civil indicaba a 
los señores Rodolfo Brulh y Paulino Llambí Campbell como 
poseedores de la cosa, y que, por consiguiente, .ontra ellos debía 
dirigir sus acciones el Banco si lo creía conveniente. £sta ma- 
nifestación la ha ratificado Lacroii a) absolver el pliego de 
posiciones qne corre á foja doscientas tres, en donde expresa- 
mente reconoce que no es poseedor de Ja colonia hipotecada á 
título de dueño si nú que su ocupación reposa sobre hechos 
que allí determina reconociendo en otros el derecho á la pro- 
piedad. 

La circunstancia de aparecer Lacroix como mejor postor en 
el remate mandado practicar por el Banco Hipotecario Nacio- 
nal no modifica en manera alguna sus relaciones de derecho con 
el Banco demandante, pues que hixo esa postnra en representa- 
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ciun de ai> personas antes nombradas según *A se demuestra 
en la sentencia apelada otorgándose la respeitiva escritura á 
favor de ellu«u 

Desde que el demandado no lia reclamado ninguno de los 
derechos que la poseo ion acuerda al poseedor ni ha intentado 
hacerlos Taler en forma alguna y se ha reconocido como simple 
■letentadur ¿ nombre di' otros no hay para qué entrar á conside- 
rar cuáles son las diferencias legales existentes entre posesión 
y tenencia ó detención, y hasta al objeto del juicio reronooer 
que Lacroi i no es el tercer poseedor adquirente] á que se refiere 
el Código Cifil, y que por tanto no le son aplicables Las disposi- 
ciones que á tal poseedor se relieren. 

Así que Lacroix se reconoció sin el lariicter de tercer posee- 
dor adquirente v deelaró que la propiedad dd bien embargado 
residía en los señores Llaoibí Campbell y Brnhl corroborando 
esta afirmación las consistidas agregadas en autos, robustecidas 
además por los incidentes de tercería deducidos por los expre- 
sados sujetos, toda duda desaparece respecto á la procedencia del 
juicio contra el demandado. 

Como en la sociedad celebrada entre Llambf Campbell y La- 
crois, era éste socio puramente industrial, los bienes aportados 
por aquel no debieron pasar y no pasaron al dominio de la so- 
ciedad con arreglo al artículo mil setecientos cinco del Códigu 
Civil puesto que los interesados no han manifestado voluntad 
expresa tn contrario en el sentido de modificar la dísposioiou de 
ese artículo, según todo se ve en el contrato respectivo que corre 
á foja doscientos ochenta y cuatro. 

Si, pues, Laoroix no fué adquirente del inmueble hipotecado 
cuando fué él vendido en remate por el Banco Hipotecario si esa 
adquisición se hilo por Bruhl y Llambí Campbell y si el apor- 
te á la sociedad mencionada no alteró el dominio adquirido por 
•I socio que llevó ese capital es forioso reconocer que Laoroix 
no es el torcer poseedor propietario á quien se ha podido exigir 
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#1 pago de la deuda ni el abandono del bien sólo posible con 
efectos legales por el dueño mismo. 

La competencia de la justicia federal para el conocimiento de 
esta .-misa tiene por f and amento incontestable la circunstancia 
de tratarse de nn juicio entre partes en que el Banco Nacional 
es anude ellas puesto que el caso no entra en los comprendidos 
en la excepción establecida por el articulo doce, inciso prime- 
ro del i ley de jurisdicción de catorce de Setiembre de mil ocho- 
cientos sesenta j tres. 

Y sentando que Lacroix no ha podido ser demandado por la 
acción deducida en este juicio r Tesuelta también la cuestión 
de competencia carece de objeto la resolución por esta Suprema 
Corte de las demás cuestiones ventiladas en el juicio entre las 
partes y decididas por el inferior en su sentencia. 

Por estos fundamentos: se confirma con costas la sentencia 
apelada de foja doscientas noventa y dos en cuanto declara la 
competencia de la justicia federal y que no procede la ejecu- 
ción deducida contra don Juan B. Lacrois. Notiffquese con et 
original y repuestos los sello* devuélvanse. 



BMUH1H PAX. - ABEL BAIAN. 
— OCTAVIO BONGB. — JOAN 
E. TORRERT. — H. MARTJNBl. 
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Do» Francisco Francioni contra don Cdrlos Zindel, por nulidad 
de laudo; sobre desembargo, acumulación tteautos, entrega de 
multa y cobro de pesos. 

Sumario. — V Si se ha embargado una sama de dinero para 
asegurar el cumplimiento de un laudo, y éste ba sido cumplido 
en parte, debe mantenerae el embargo en lo referente A la par- 
te no cumplida del l.iudo, y desembargarse el resto. 

2° PrucMe la acumulación de autos si la sentencia que se 
dicta en unas, puede hacerse valer en las otras. 

8» ftei'hatada con fuer» definitiva la pretensión sobre entre- 
ga de multa, no puede volverse sobre ella, 

4> Si el lando condena i la entrega de cosas en especie» la 
estimación de su valor hecha en el mismo laudo no autoriza á 
demandar el pago en dinero ea vex du la prestación especifica de 
la» cosas. 

Caso. — Lo explica el 

Buenos Aires, Julio 29 de 1891. 

Autos y vistos : en este incidente y considerando ; 1° Qne da 
antos consta que la parte de Francioni ha recibido en su tota- 
lidad la suma mandada pagará ella por la sentencia arbitral. 
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2» Que lo- cantidad de 1255 francos que ahora se reclama, 
forma parte del total de 361.355 francos que en el laudo se 
fija como debida por F ranclón i y que se deduce de la de 439.338 
franco* 80 centesimos, en que se estima lo alionado por el 
mismo. 

3° Que, por le tanto, esta partida de 1255 francos, se baila 
comprendida en los 70.883 franco* con 83 centésimos pagados 
por la Howaldtwcrke. 

4° Que mandar entregar lo reclamado ahora, sería modiliear 
vi laudo arbitral, sin prévia sentencia pronunciada en juicio, 
seguido con ese objeto, desde que sólo en el caso de no haber 
sido recibidos por Francioni los artículos ú que se futiere la 
partida que se reclama, habla lugar á esa entrega, lo que ne- 
cesariamente tendría que ser materia de un juicio especial 
correspondiente. 

Por esto y de acuerdo con lo solicitado en el escrito en que se 
provee, no ha lugar, con cosías, á la entrega de tos 1255 fran- 
co* reclamados por taparte de Francioni. Repónganse las fojaB. 

P. Qlaeehea y A teoría. 



WmUm del «m V*mrmi 

Buenos Aire», Julio 31 de 1897; 

Y Tistos en los incidentes sobre entrega del saldo de los 
fondos embargados, sobre acumulación de autos y sobre entrega 
del importe de la malta depositada. 

Considerando: 1° Que el embargo déla sumado 177.000 fran- 
cos ordenado a foja 31 de los autos caratulados « Francioni, 
don Francisco, solicitando el embargo de fondos depositados en 
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el Banco Alemán Trasatlántico, y como pertenecientes á la 
saciedad Howaldtwerkc », fué con el solo objeto como lo expre- 
saba el solicitante de él, Fmncioni, en su escrito de foja 2» de 
estos mismos autos, de poder exigir el cumplimiento del fallo 
arbitral. 

ÍS* Que del expediente sobre ejecución del laudo consta que 
et fallo arbitral ha si lo cumplida, recibiendo Francioni el ca- 
pital é intereses, y que los boit<»nrios y costas causadas en ese 
juicio han sido igualmente abonadas. 

*f° Que, por consiguiente, cumplido y llenado el único objeto 
del embargo, la sociedad Howaldlwerke, dueña de esns fondos, 
tiene derecho á solicitar su entrega, 

4 a Que no siendo exacto que esos fondos estuviesen afectados 
á transacción alguna, ni que pertenezcan á otro juicio, que el de 
la ejecución del laudo, la entrega del saldo de esos fondos en 
nada altera ni innova al juicio sobre nulidad del laudo. Por esto, 
líbrese oficio al Banco Atenían Trasatlántico, para que con 
internación del actuario se entregue á don Guillermo Lippold, 
el sobrante de los fondos embargados, como pertenecientes :i 
la Howaldtwerke, que ascienden á la cantidad de 6100 peso* 
oro con 92 centavos, según la liquidación hecha por el refe- 
rido establecimiento en su oücio de foja, .. 

Considerando en el segundo incidente : que para que pro- 
ceda la acumulación de autos, es necesario que concurran las 
circunstancias de identidad de personas 6 partes, de objeto y 
de procedimientos. 

Que en el caso t no concurre la identidad de partes, pues que 
uno de los juicios de nulidad lo sigue don Carlos Kindel, siu 
expresar ni acreditar que lo haga en representación de la 
Howaldtwerke, como sucede en el otro juicio, en el que esta 
sociedad tiene su apoderado constituido con ente objeto. Que 
tampoco se compromete en et caso la continencia de la causa, 
desde que, como queda dicho no concurren las circunstancia» 
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necesarias para que proceda la acumulación faltando como fal- 
ta la identidad de partes. Por esto, no ha lugar á la acumula- 
ción de autos solicitados» 

T considerando finalmente en el terrer incidente : Que la ley 
* t titulo <i\ , libro 4* do la Recopilación castellana, ni en su 
espíritu, ui en su letra autoriza ¿ entregar a un com promitente 
el importe de la multa en que el otro incurre cuando se alce del 
laudo. Que, por otra parte, existe resolución ejecutoriada que 
dispone que no debe entregarse el importe de esa multa. T 
qu< ella sea depositada ú las resultan del recurso. Por esto, y de 
aouerdo con lo expuesto por la Howaldtwerke, no ba lugar, con 
eos tus, á la entrega de la multa que solicita la parte de Fran- 
cioni. Repónganse las fojas. 

P. Olaechea y Alcorta . 



ttueuos AireB, Junio tí de 1899. 

Visto» y considerando : résped o á la apelación deducida á 
foja trecientos Teititicioco : que «orno lo dice el auto apelado de 
foja trescientos TeiiitiUos el embargo decretado á foja treinta 
y una del expediente acompañado, tenia por objeto asegurar 
el cumplimiento del fallo arbitral. 

Que segon se ve en l laudo de foja ciento noventa y ocho, 
la sociedad Howaldtwerke fué condenad* á pagar d Francioni 
la suma de setenta y oefao mil ochenta j trea francos con ochen- 
ta céntimos, condenándosela igualmente i entregar además r ¡ve- 
res, existencia en pintura, fierros sobrantes á bordo, etc., esti- 
mados en mil doscientos cincuenta y cinco francos. 
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Que dicho laudo se ha cumplido en lo que se r diere á la con- 
denación en dinero que contiene estando sólo pendiente ta re- 
lativa á las especies mencionadas. 

Que, por consiguiente, el embargo expresado debe quedar 
subsistente en cuanto á los rail doscientos cincuenta y cinco 
francos en que han sido estimadas dichas especies, no habiendo 
razón para qne se mantenga en lo demás, en ejecución del em- 
bargo y« decretado* 

Poc esto, .se declara que debe mantenerse dicho embargo, 
hasta la suma de un mil doscientos cincuenta y cinco francos, 
debiendo hacerse la entrega del sobrante á don Guillermo Lip- 
pold, en cuyos términos se reforma el citado auto de foja tres- 
cientos veintidós, en esa parte. 

Considerando respecto al incidente sobre acumulación ; que 
lindel ha óbra lo en el sometimiento A arbitros y juicio ulte- 
rior consiguiente ante éstos á nombre de la sociedad Howaldt- 
wetke, enya representación se atribula, pronunciándose las 
condenaciones del laudo contra ésta y no contra aquél. 

Qne al deducirse por Zindel los recursos de apelación y nu- 
lidad contra el lando, no puede entenderse que lo ha hecho sinú 
en el ejercicio de la representación qne asumió en los autos 
resueltos por la sentencia de que recurrió. 

Que en tal virtud, debe aceptarse qne tanto en las gestiones 
de Zindel diciendo de nulidad del laudo arbitral, como en las 
de Lippold con el mismo objeto, existe la identidad de paite 
por tratarse en los unos y en los otros de actos ejecutados por 
mandatarios de Howildtwerke, sin que ésto importe declarar 
que obrasen respectivamente dentro de los limites del mandato 
de qne estaban encargados. 

Que la sentencia que recaiga declarando ú no la nulidad del 
laudo arbitral, en uno de esos juicios, puede hacerte valer en 
el otro, lo qne hace que convenga sean resueltas conjunta- 
mente. 
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Por esto, se revoca el mencionado auto de foja trescientos 
veintidós, en cnanto no hace lugar i ta acumulación referida, 
ta que se declara procedente. 

Considerando en lo relativo á la entrega del importe de la 
multa depositada : que Francioni no ha podido pretenderlo ni 
abrir nuera discusión sobre el particular después de haber sido 
rechazada igual pretencion con fuma definitiva. 

Por esto, se continua, en esa parte, el citado auto de foja 
trescientos veintidós. 

Consideran ht respecto A la apelación de foja trescientas trein- 
ta y uno ; que estando resuelto por el laudo de foja ciento no- 
venta j ocho, « orno ya so ha hecho constar, que Francioni 
recibirla en las especies estimadas en mil doscientos cincuenta 
y cinco francos, la condenación pronunciada sobre ese punto, 
y no precisamente su valor en dinero, es rigurosamente exacto 
nue aquél no ha podido en ejecución del Lando, demandar el 
pago de suma de dinero en vez de la prestación especifica decla- 
rada á su favor en ese laudo, 

Pot esto y fundamentos concordantes del auto apelado de 
foja trescientas veintinueve vuelta se confirma éste. Las cos- 
tas de la instancia se pagarán en el orden causado. Notifiques^- 
conel original y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BEMAMIK PAZ. — OCTAVIO 
BIMGE. — JUAN E. TO- 
llllEAT. 
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Don Eneas Celta contra don Lázaro Elortondo, por cobro 
de pesos; sobre deserción del recurso 

Sumario. — La acusación de rebeldía después de vencido el 
término para espesar agravios hace procedente la declaración 
de deserción del recurso. No e> razón bastante para revocar 
esta declaración la renuncia del poder que hubiese presentado 
el apoderado, si se mandó notiücar dicha renuncia sin hacer 
logar á la suspensión del término para eipresar agravios y 
ordenando que el apoderado siguiera interviniendo en los autos 
basta la comparecencia del poderdante. 

Cato. — Abusada rebeldía pur el apoderado, se dictó el si- 
guiente 

Palto da I» «itprem CmwU> 

Buenas Aires, Majo 9 du 1899 

Por lo que resulta de) certificado que precede, atenta la re- 
beldía acusada, y de conformidad á lo dispuesto en el artículo 
cuarto de la ley número tres mil trescientos setenta y cinco y 
por el doscientos diez y siete de la ley de Procedimientos, de- 
clárase desierto el recurso de apelación interpuesto, y devuíl- 

fí LlttX H 
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tum los tutos al Juagado do su procedencia, previa repoti- 
eioo de sellos. 

BUMAMUI PkZ. — LUÍ» V. VARELA, — 
ABEL RAIAN, — OCTAVIO ROM*. 
— Jt*H K . TORREHT. 

Don Eneas CelU pidió revocatoria diciendo que habiendo 
renunciado su mandatario, intempestivamente, el poder, debió 
cortina» hasta que tupiera conocimiento de la renuncia ó ce- 
■ucion; que además no se le notifico por haberse dado un domi- 
cilio inexacto. 



Buenos Aires, Junio 8 de 1899. 

Hase por decaído el derecho que ha dejado de usarla partede 
Elortoiido á mérito de la rebeldía acusad*. Y considerando en 
cuanto á la ie¥o»toria del auto de foja ciento cincuenta ,y ocho 
vuelta dedueidaá foja ciento sesenta que por auto de foja cien- 
to cincuenta y seis no se hito lugar á la suspensión del término 
para expresar agravios ordenándose al apoderólo del apelante 
continuara interviniendo en lo cansa hasta que su mandante to- 
mara la inteT vención que le corresponde, á cuyo efecto se señalo 

el término de tres dias. 

Que, por consiguiente, corriendo el término para expresar 
agravios y habiendo vencido antes de que el mandante debiera 
comparecer a estar á dereoho, el apoderado debió expresarlos 
dentro del plato, siendo considerada su omisión como omisión 
del mandante toda »« que los actos ó omisiones del mándate- 
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tirio son coasid erados como actas ú omisiones det mandante. 
Que habiéndose actuado la rebeldía de foja viento cincuenta 
y ocho después de vencido el término para expresar agrarios 
sin qne se hubiera hecho uso de este derecho atento Iob dis- 
puesto en el articulo doscientos diei y siete de la de procedi- 
mientos, la desersion del recurso es procedente. 

Por esto no ha lugar d la revocatoria solicitada con costas, 
j estése á lo resuelto á foja ciento cincuenta y ocho rnelta. 
Repóngase el papel. 

BENJAMIN PAE. — tDIS V. VAMLA. — 
ASKL BAXAH. — OCTAVIO BUH61. — 

jrjAH b, torbuit. 



Don Carlos M. Tascheret contra el Ferrocarri 1 tiran Oeste Ar- 
gentino, por cobro de pesos y daños y perjuicios; sobre ape- 
lación denegada. 

Sumario. — Cauia grarimen y es apelable el auto qne en 
juicio de expropiación ordena el nombramiento de peritos en 
contra de la oposición del demandado qne alega la impro- 
cedencia de dicho juicio. 



Caso . — Lo explica el 



Buenos Aires, Judío 8 de 1898. 

Vistos en el acuerdo y .onsideraudo : Que según resulta rte 
los autos traídos á la vista para mejor proveer el «tur deman- 
dó á la empresa del Ferrocarril Gran Oeste Argentino por el 
pago del precio del terreno ocupado por la linea férrea y por la 
estación Cañada Honda, y la indemnización por la explota- 
ción indebida de» fundo á expropiar é intereses poi las sumas 
devengadas . 

Que colocada, las partas i juicio terbal á loa efeoos del 
artículo seis de la ley de trece de Septiembre de mil ochocien- 
tos sesenta y tres, y después de varias postergaciones del mis- 
mo, éste tuvo lugar el diei y seis de Diciembre de mil ocho- 
cientos noventa y ocho, oponiéndose la empresa demandada a 
nombramiento de peritos y pidiendo se declare improcedente el 
juicio de expropiación en rui»n de poseer moj terrenos desde 
bacediea v ocho años, según consta de la escritura pública que 
acompañaba, y no prestar el actor título legal para creerse 

dueño de ellos. 

Qne después de oido él actor, eljuxgado deseetimó la oposi- 
ción en rason de estar ejecutoriados los autos, convocando i las 
parte* 4 juicio verbal á los efectos indicados mandando se lle- 
ve adelante el nombramiento de peritos, y procediendo A él. 

Que en diei y siete de Diciembre de mil ochocientos noventa 
yocho la empresa demandada pidió revocatoria de dicha reso- 
lución interponiendo en subsidio loa recursos de apelación y 
nulidad no haciendo lugar el juagado ni á uno ni á otros. 

Que el auto recurrido causa gravamen irreparable, pues 
obliga á la empresa demandada á seguir un juioio que sostiene 
ser improcedente. 
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Qtie el auto ordenando el juicio verbal al objeto de nombrar 
peritos, no causa instancia á los efectos de obligar á las partes 
i seguir el juicio iniciado, ni paede decirse que está consenti- 
do desde el momento que la estación oportuna para oponerse x 
hacer raler los derechos que tuviere, es la audiencia ordenada 
enquv recien Ta á oírse al demandado. 

Que, por consiguiente, tratándose de un auto interlocutorio 
que decide un articulo, causando usa resolución gravamen irre- 
parable, la apelación es procedente atentos los términos del ar- 
ticulo dosoientos seis de la ley de procedimientos, no siendo 
aplicable el artículo doscientos cinco de la misma por no ser este 
el cato previsto en él. 

Por esto, se declara mal denegado* los recursos interpues- 
tos, y se los concede en relación, y autos para resolver. Líbre- 
se oBcio al jne* de lia e*B*a para que haga saber á la parte d« 
Tascheret, la presenta resolución. R< póngase el papel. 

hmiabiih pai. — aml — 

OCTAVIO MUGE. - JUAN TO- 
BBEHT. 



4 Ati«A «xxwii 

Don Mariano Quintana contra el Banco Hipotecario de la Pro- 
vincia de Huenos Aires, por inejecución de contrato y am- 
pliación de ta demanda ; *o6re ablación denegada. 

Sumario , — Trae gravamen y es apelable el auto que deniega 
la ampliación de la demanda, después de contestada, si *ita, se- 
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guu sostiene el actor, se funda en un acuerdo seguido entre U-s 
abogados de lus partes. 



Caso. — Resalta del 



La Piala, Mayo 19 do 1699. 

Tengo el honor de elerur ú esa Suprema Corte el informe que 
se me ha pedido en el recurso de queja deducido por don Fede- 
rico Boffi 4 nombre de don Mariano Quintana en untos con el 
Banco Hipotecario de la Provincia, oponiéndose á 1 1 escritura- 
ción de no terreno. 

Entablada la demanda, se contestó dentro del término por 
el Banco Hipotecario, y después de producida esta contestación 
el actor presentó un escrito ampliando y modificando la aecion 
deducida, sobre cuyo escrito se formaliió incidente porqne el 
Banco demandado se negó A contestar las ampliaciones hechas 
insistiendo el actor en que se le intimase esa contestación por 
haber sido ello materia de un acuerdo entre el abogado del 
demandante y el abogado del Banco Hipotecario, como se de- 
muestra por ana carta que este último dirigió al primero y que 
ha sido agregada & los autos. 

Resolviendo este incidente, el juzgado dictó el siguiente auto : 

< La Plata, Febrero 17 de 1899. 



c T vistos í La demanda entablada por el escrito de foja I, 
fué contestada en el escrito de foja 2© quedando asi establecido 
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el juicio dentro de los término* propuestos por el actor. Que tra- 
bad» asf la litis contestación, el actor es fuera de duda que bu 
puede alterar ens términos, ampliando 6 modificándolo, j esta 
en ta derecho el demandado» al no querer aceptar controversia 
sobre las ampliaciones producidas después de baber sido ja 
contestada la demanda y asi se declara, eon costas. 

< M. S. de Aurrecoechea. » 

l'edida revocatoria y sustanciada, se tlictóel siguiente aulo: 

i U Plata, Marzo 6 de 1899. 

< T nato g : Laa leyes de única público, como son las de pro- 
cedimientos, no pueden ser materia de convenciones, jen es- 
te concepto, que es el del auto recurrido, la revocatoria j ape- 
lación deducidas, son improcedentes j no se hace lugar. 

c Jf. S. de Aurrecoechea. » 

Es cuanto puedo informar a la Kima. Suprema Corte. 
Dios guarde i V. E. 

Mariano 5. de Aurrecoechea. 



Buenos Airea, Junio 8 de 1899. 

Vistos en el acuerdo y considerando: Que según resulta del 
informe precedente.el.auto de que se recurre es aquel en que no 
se hace lugar á la ampliación de la demanda después de coates- 
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teda, ampliación hecha en virtud de ud acuerdo entre el «boga- 
do del demandante y el abogado del demandado* según lo nos- 
tiene el primero. 

Qoe trayendo grarámen irreparable dicho unto, atento los 
términoa del aitfeulo doscientos seis déla lejde procedimientos 
no pudo ser denegada la apelación interpuesta. Por esto se de- 
clara mal denegado el recurso y seto concede en relación. 

Líbrese oficio al juet de la can» para que remita los autos, 
con noticia délas partes. Repóngase el papel. 

BENJAMIN FAX. — ABEL SjAEAfl. 
— OCTAVIO SURGE. — JUAN E. 
TOMBCT. 



Don Francisco Taghoni contra don Casimiro Vxllamayor 
por cobro de pesos; sobre apelación denegada 

Sumario* — El término para apelar es de cinco dias, aunque 
se trate de juicio ejecutíro. 

Caso. — Resulta del 



Lo Plata, Abril 18 de 1800. 

Exmo, señor: 

Informando eti «I recurso de hecho deducido unte V. por 
don Francisco Tagliuni con relación á los autos que ha inicia- 
do ante este juzgado, contra don Casimiro Villamaycr, debo 
informar á V. E.t Que el eipresitdo Ta-^ioni se presentó ante 
este juzgado» con tres recibos du cantidades de dinero otorga- 
dos por ó á nombre del diputado A ta legislatura de esta pro- 
vinciadon Casimiro Y ¡llamador áuuenta de su dieta como tal, 
cuyos recibos están otorgados A favor de don Cayvtano Crispo, 
quien los transfirió á <l >n Francisco Taglioni, según escritura 
pública. Pidió y obtuvo se citara ai expresado diputado Vi- 
llaraayor para que concurriera al juzgad - á practicare! recono- 
cimiento de la Arma de esos tres recibos, diligemia que se te- 
nue ó, como consta á tija 19 vuelta de los autos respectivos, y 
en laque expresó (textualmente) el tenor Víllamavor, lo si- 
guiente: cQue comparece al jnigado por respeto a éste, pero 
que no presta juramento, ni practica el reconocimiento orde- 
nado, por cnanto no está obligado á ello, en raxon de la natu- 
raleza de los documentos presentados que sólo* autorizan una 
acción ordinaria y no ejecutiva como se pretende; que no 
siendo el momento oportuno para hacer excepciones j de- 
fensa, se reserva hacerlo en el momento oportunos. De es- 
ta diligencia se dio vista il interesado señor Taglioni, quien 
insistió por medio de un escrito, que el señor Víllamavor con- 
curriera ante el josgado i manifestar categóricamente, si la 
firma puesta al pie do los documentos referidos es soja ó no t 
bajo apercibimiento de dársele por reconocida si contestara 
evasivamente; á lo que el juzgado proveyó ; 
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«La Plata, Marzo 15 de 1899. 
* No á lugar y pida lo que corresponda, 

< Aurreeoechea. * 

Notificad© tu esa fecha (21 de) mismo mes), solvió á pie- 
sentarse diciendo, que consideraba «gratante para sos de- 
rechoaesa resolución,* interpaso apelaeion con remisión de au- 
líctaudoae, inconsecuencia, el decreto siguiente: 



« La Plata, Marzo 24 de 1899. 

< Estando vencido el término, no ha tugar al recurso inter- 
puesto. 

*Aurrccoechca. » 

Esto es lo que se ba producido en ñutos* La manifestación 
hecha por el señor Viilamayor. en la diligencia que queda 
transcripta, y la naturaleza de los documentos presentados por 
el recurrente, hacían innecesaria la diligencia de un uñero re- 
conocimiento, pues sólo podían autoriaur una acción ordinaria 
que en ningún caso puede empelar por posiciones. 

Para mayor ilustración de este informe, acompaño copia de 
los tres documentos presentados por Taglioni. 

Es todo cuanto, á mi juicio, puedo informar á T. E., para 
dejar cumplido su mandato. 

Saludo i V. E. eon toda mí mayor consideración y respeto. 



■ 



Mariano S. de Aurrecoechea 
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El secretario informó que los días hábiles corridos doude el 
15 de Mario basta el 44 del mismo mes, son cinco, sin con- 
tar el día i\ y haber sido domingo el día 10. 



Visto* en el acuerdo y considerando: Que según resulta del 
precedente informe, la apelación ha sido denegada por estar 
venoido el término para interponerla. 

Que dicho término es el de cinco días que acuerda el articulo 
doscientos ocho de la ley du procedimientos, pues no «liate 
disposición alguna que disminuya el referido plato para recu- 
rrir al snperior aun cuando se trate de juicio ejecutivo. 

Que siendo así y t ibiándose notificado la parte del «oto ape- 
lado el quince de Mario del corriente auo y deducido el recurso 
el veintiuno del mismo, según se afirma en el informe, han tras- 
currido sólo cinco dias, pues descontando el dia de la notifica- 
ción de acuerdo con el artfunlo dieciocho de la ley de , roeedi» 
mientes j el diidiet y nncTe de acuerdo con el artículo diez y 
nuete de la misma por ser domingo, según aparece del infor- 
me dado por el secretario de este tribunal, resulta que la apela- 
ción fué interpuesta en el quinto dia 6 sea dentro del término 
legal. 

Por esto se declara mal denegado el recurso y se lo concede 
en relación. Líbrese oficio al juei de la causa para que remita 
loa autos con noticia de las partes Repóngase el papel. 




Buenos Aires, Jumo 8 de 1899. 



■ENAIIin Mi.— ABEL BAEiff. 
— OCTAVIO BQKOt. — JUAN 
t. TOBR1HT. 
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Don José B. Zubiaurre contra et gobierno de Boiü ia 
por cobro de pesos ; sobre competencia 

Sumario. — No corresponde á la jurisdicción originaria de 
la Suprema Corte las demandas contra un Estado extranjero. 

Coso. — Lo explica la 



VISTA DEl. SEROS PROCURADOR GENERAL 

Bueno* Aires» Jbdío 5 de 1899. 

Suprema Corte : 

La demanda traída ¿ nombre del señor Zubiaurre ante V.E., 
se dirige, según la expresión de foja 3 vuelta, contra el go- 
bierno de Bolifia, representado en el caso sub-judice, por los 
señores Adolfo Barretee hea y doctor Te lino Icbaio. 

Auo prescindiendo de si la personería de estos señores e*6 
no efectiva, siempre resulta que la demanda formalmente enta- 
blada, se dirige contra el gobierno de BoIítíj, esto es, contra 
el gobierno de una nación extranjera y soberana. 

Ni la Constitución naeionalen sus artículos 100 j 101, ni la 
ley de competencia federal de 1809 en su articulo 1% ba in- 
cluido entre las cansas cuyo conocimiento atribuyen i la juria- 
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dicción originaria de V. £. las ¡i-mandas contra un gobierno 
extranjero, ni esto fuera posible ¡tote loa principios dominantes 
del De rt elio Publico Internacional, que proclaman la extrate- 
rritorialidad y la independencia jurisdi <cional de las respecti- 
vas soberanías. 

Por ello t pienso, que V. E. carece de jurisdicción paia cono- 
cer de la demanda instaurada contra un gobierno extranjero, 
y pido i V. E, se sirva así declararlo. 

Sabiniano Kier. 



rail* de l» NpNM CmwU> 

Buenos Aire*, Junio 8 de 1899. 

Considerando: Que, como lo dice el señor Procurador gene- 
ral» la demanda se entabla contra un estado extranjero. 

Que asuntos de esa clase no entran en la de jurisdicción ori- 
ginaria atribuidos A esta Suprema Corte (Artículos ciento uno 
de la Constitución y primero de la ley de jurisdicción y com- 
petencia). 

Por esto, se declara: que el caso no corresponde al conoci- 
miento de esta Suprema Corte. 

BEKJAflIK PAZ. — A BUL BAlAR- 
— OCTAVIO «UNGE. — JVAH 
B. TORRBHT. 
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Don Pedro A. Gartland contra doa Felipe Dormán 
sobre daños y perjuicios 

Suma rio.— Debe rechazarse la demanda por daños y per - 
juicios, si se funda en una o misión que se imputa indebida- 
mente al demandado. 

Caso. — Resalta del 



Falla «el Jue* Federal 

Bueno* Aires, Noviembre 5 de lfc&5. 

Y vistos estos autos promovidos por don Pedro A. Gartland 
contra don Felipe D»rman t sobre indemnización de daños y per- 
juicios, de toa que resulta : 

I o Que con fecba 12 de Mayo de 1893, don Pedro Gartland 
en re píese utaoion de su tenor padre don Peüro A. Gartland, se 
presento al juagado exponiendo: Que habiendo adquirido su 
representado la propiedad del vapor « Conde de Yilana • antes 
c Claris » t antes t Heeta » y hoy « Pedro Tercero », para des- 
tinarlo ¿ la navegación, encomendó al señor F. Crockor. agente 
del registro Marítimo Británico y extranjero del Lloyd de 
Londres, en Montevideo, que previa la pericia del caso, hiele* 
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ra la clasificación que ha dicho boque correspondí» según sa es- 
tado de navegabilid&d. 

Que el señor Crocker hizo la pericia y clasificación Tenoe- 
ridai, otorgando al interesado, el documento que se acompaña 
tajo la letra A y que corre á foja I : que en mérito de lo con- 
signado «n el dorso de ese documento, al llegar el « Pedro Ter- 
cero » i Buenos Aires, el señor Gartland se apersonó, por inter- 
medio del corredor VaoDewes ádon Felipe Dormán, agente del 
referido Lloyd, puraque procediese ¿ la clasificación y registro 
del buque, preña inspección de sus máquinas y calderas, ha- 
ciéndole entrega del certificado del «ámen del cateo del mismo 
Tapor. 

3° Que el susodicho señor Dormán, después de un eximen 
pericial que encomendó i los peritos E. Hunter y S. Kay, de 
las maquinas y calderas del « Pedro Tercero entregó al en- 
cargado «le su comitente y i los efectos de exhibirlo á los car- 
gidores eo esta ciudad, junto con el certificado del señor Cro- 
ker, con otro en que se transcribía el informe de aquellos se- 
ñores : que cual lo hito Crockir con la peri. iadel caso, el señor 
Dormán debió remitir al domicilio del registro de Lloyd, en 
Londres, copia de su certificación, á fin de que se hiciese la 
anotación correspondiente en los libros de esa compañía y sur- 
tiese los efectos para qoe son pedidoi. 

*> Que, sin embargo, su representado acababa de saber 
por su agente en Lonkerque y por el mismo capitán del i Pe 
dro Tercero», que al requerirse por las compañías de seguros 
infernos del registro de Lloyd, sobre la clasificación qoe había 
merecido su estado de u afabilidad, se les ha informado que 
sólo había sido registrada la clasificación del casco, cuya cir 
cunsfcancia, imposibilitando ó encareciendo el precio del segu 
ha dificultado la realiiacion de varios contratos de fletameni 
que te hablan concertado «n la indicada plaia de Dunkerque: 
Que con tal motiro se pregunta al «ñor Dormán acarea de si 
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había enviado at domicilio del registro del Lloyd eu Londres, 
ó á alguna otra agencia sucursal, el certificado de la pericia prac- 
ticada y la clasificación que, en consecuencia, se hubiera dado 
al i Pedro Tercero * t á la que se contestó por aquel que no. 

5 o Que este proceder acusa por parte de Dormán, sino una 
negligencia, tanto más culpable cuanto es perjudicial pura 
el fletatnentode un buque de las condiciones del «Pedro Ter- 

. cero », La carencia de clasificación sobre su estado de nave^a- 
bilidad ; que, ó el señor Dormán no es agente de Lloyd cual se 
titula, ó tío tiene facu Hades para hacer la clasificación de un 

. buque, pues siéndolo, deb¡6 remitir a las oficinas del registro 
Marítimo Británico y extranjero del Lloyd, el testimonio nece- 
sario al efecto. Que de esto ha resultado que el buque se haya 
visto privado de cargar y que su representado baya tenido que 
telegrafiar para quefuese á Cardiff á cargar carbón por su cuen- 
ta y riesgo, operación que sin duda le ocasionará un perjuicio 
nn menor de 75 á 80.000 francos, como diferencia entro el lu- 
cro que le hubiera producido el viaje áGénova y retorno con es- 
cala en Marsella y el resultado qm obtenga por su viajo de 
Dunkerque á Oaidiff y regreso a* esta ciudad : Quedo todo ello 
es responsable el señor Dormán y que por lo tanto, lo demanda 
para que se le condene á indemnizar los perjuicios que ha oca- 
sionado y las costas del juicio. 

6° Que corrido traslado de la demanda él señ>>r Dormán lo 
evacuó en 6 deSetiembre del mismo año 1893, manifestando; 
Que agente del Lloyd é inspector del registro de Lloyd, son 
cosas completamente distintas, pues son dos instituciones di- 
versas e inconfundibles. Que el Lloyd, es una asociación pri- 
vada de aseguradores, establecida por fuertes comerciantes ma- 
rítimos con fines do mutua ayuda en sus empresa». Que el 
registro del Lloyd, como su nombre lo índica, es el gran 
libro de registro de la Harina Británica, y aún de buques ex- 
traños á esa nacionalidad, cuyas anotaciones hacen fé y sirven 
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de norma en los, contratos de íletamento, de seguros y demás 
riel comercio marítimo, 

7* Que el señor Grocker, de Montevideo, pertenece al regis- 
tro de Lloyd, del que es agente, y está obligado según cree, á 
remitir á su representado los certificados: Queol señor Dormán, 
sólo pertenece á la sociedad llamada * Lloyd » y que sus in- 
formaciones no merecen más fé, qtie la- de un informe particu- 
lar y que pueden ser ó no apreciadas, pero, que no ligan en 
absolutoel registro dei Lloyd, ni forman parte de su registro: 
Que así, pues, resulta que no estaba obligado á comunicar sus 
informaciones a! expresado registro, con el que nada tenía que 
Fi-r. Que sus informes -un entregarlos al interesado, para que él 
los haga valer • orno informaciones extrañas al registro de Lloyd 
y no como un dato oücisl del registro mismo. Que el señor 
Girtland ó el si ñor Van Dewes, su corredor, se guardaron el 
informe en reí de presentarlo y hacerlo saber ante el registro, 
en cuanto éste lo hallara aceptable, como es de práctica, y á 
pesar de haber sido advertidos por él de ello. 

8» Qur en esto ha cumplido sus obligaciones, sin pretender 
hacerle pnsar por agente del registro de Lloyd, y desempeñando 
lisa y llanamente su papel de agente de la compañía Lloyd, dis- 
tinta de aquel. Que no eiistiendo en la época en que expidió 
el certificado, inspector del registro de Lloyd, en esta ciudad, 
se redujo á cumplir su mandato haciendo examinar, á solicitud 
del señor GartUnd, las calderas y máquinas del « Pedro Ter- 
cero >. Que negaba la responsabilidad que se le atribuye, como 
asimismo la existencia de los perjuicios y su monto y pide el 
re> halo lie la acción con costas. 

9° Que recibida la causa é prueba, por auto de fecha 31 de 
Setiembre de 1894* se ha producido la qu« expresa el certifica- 
do corriente á foja 76. 

T considerando: I o Que según se desprende de lo anterior- 
mente relacionado, ta cuestión principal ú resolver, versa sobro 

T. LIEII a 
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si el señor Felipe Dormán, es ó no agente ó inspector del re- 
gistro marítimo Británico y extranjero del Lloyd, 4 Ün de e&U- 
bleceT de una manera clara y precisa la responsabilidad que en 
el caso ocurrente pudiera tener. 

2" Que se encuentra plenamente comprobado en autos, tanto 
por U declnraciun de testigos presentados por el mismo aetor, 
cuanto ptr el informe del señor cónsul inglés eu ésta, corrien- 
te á foja 68, que don Felipe Dormán, no es agente ni inspector 
del registro Marítimo Británico y extranjero del Lloyd, en cuyo 
carácter se le demandan loa danos y perjuicios de la referencia 
■tnó simplemente agente del Lloyd, compañía por completo 
distinta de aquel, ja sea en su constitución ó ya en sus 
fines. 

3 o Que, por consiguiente, no puede el demandado ser pasible 
de diiño* y perjuicios, resultantes de una omisión que se le im- 
putu indebidamente, pues, nn podría existir ésta, sinú en el 
raso que revistiera aquél el carácter de que, como se ha visto, 
earece. 

4* Que siendo el Lloyd una compañía puramente privada, 
sus empleados ó agentes al ajustar tus procederes á las prác- 
ticas que ellas tuvieran 6 á lo* reglamentos que se bubirsen 
dado t se reduce á cumplir con sus deberes, y las personas que 
con ellas contratan, es lógico suponer, que conocen y se someten 
á dichas prácticas y reglamentos. 

5 a Que no entrando en los ünes le larnmpañía el Lloyd, 
expedir certificados de clasificación de buques 6 vapore*, sinó 
hacer en ellos simples exámenes periciales sobre el estado de 
novegabilidad en que se encuentran, la petición formulada por 
el señor Gartland en su eartade foja 15, sólo debe entenderse 
en este sentido y con el único objeto de obtener un testimonio, 
con el coal pudiera á su fei recabar el certificado de clasifica- 
ción del t Pedro Tercero • de los que para ello tuvieren facul- 
tad , lo que es Unto más verosímil, cuanto que consta que 
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-i» esa época el registro del Ltoyd, no tenía asentí* va > ata 
capital. 

a Que aun en la hipótesis «K> <[ue la ausencia del certifica- 
iJo pericial expedido p>u vi agente del LLuyd, hubiera sido un 
obatáculo pura use^uiar con ventaja a) * Pedro Tercero »,é im- 
pedir la celebración de vario» contratos de fletamento en la plaza 
de Dunkerque, esto no punle imputarse sino al mismo actor, 
quien recibíódel señor Dormán mu copia de dicho certificado 
á loa fines que á aquel pudieran con reñirle. 

7 a Que finalmente, además de no haberse probado ni intenta- 
do siquiera probarse la existencia délos perjuicios, el estudio 
de este punto se hace innecesario, aún en el supuesto que hu- 
biesen existido y que Gotland los hubiera soportado, desde el 
momento qne Dormán no sería responsable de ellos, como queda 
demostrado. Por estos fundamentos, fallo definitivamente ab- 
solviendo de la presente demanda á don Felipe Dormán* con 
costas al actor. Notifíqursc original y repóngase las fojas. 

Juan del Campillo, 



Bueno» Aires, Jumo 8 de 18S&. 

Vistos x considerando : Qne Dormán no se bu atribuido el 
carácter de inspector del registro del Lloyd Británico, resul- 
tando que en cus relaciones con el actor, que ban motivado esta 
cansa, ha obrado en ejercicio de las funciones de ngente de 
Lloyd, de qne estaba realmente encargado. 

Por esto y por sns fundamentos se confirma con coatas la sen- 
tencia apelada de foja noventa, no haciéndose lugar al recorso 
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de utilidad por no babor mérito para ello. Hágase aaber con el 
original yrepueatos lo* aelloa, deTiiéWanse, 

BLKJAHM PU. — ABIL BAlAH. 
— OCTAVIO BVHCK. — IOAH 
E. TOKR1NT. 



Péndola hermanos contra don Antonio Santamaría, por cobro 
de pesos ; sobre falla de personería 

Sumario. — No procede contra el qm demanda en su mimbre 
é invocando derechos propios, excepción dilatoria de falta dt- 
personería : ni ésta puede oponerse dipnea de los nu«« dina 
del término legal para contestar la demanda. 

Caso. — Ij« ei plica el 



rail* M Jims W***vmi 

Rosario, Setiembre 15 de 1897. 

Vistos j conaidoraiulo: I o Qu» la eicapcion 4e falta de per- 
sonería en lo* demandantes, deduoida por don Antonio San- 
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turnaría en el escrito de foja 68, Ua sido deducid* esta excepción 
fuera del término legal de 9 dias establecido por el articulo 7* 
de la ley nacional de enjuiciamiento ; [Mies el auto de foja 65 
que ordena á la parte del Gas conteste el traslado de la de- 
manda fué notificado en 9 de Mayo de 1694 al representante del 
demandado, mientras qu* ei e^rilo de foja 68 en que se de- 
duce la escritura fué presentado en 5 de Junio del mismo año. 

Que la excepción de falta de personería en el demandante 
tiene lugar cuando el act or caree*' de capacidad legal, ó como 
se eipresan los jurisconsultos ouan-lo carece de sano juicio, 
es menor de edad, ó no tiene la ¡id ministraron de sus bienes, 
es decir cuandu no puede ejercer sus derechos cifíles por si 
mismo ó por medio de representante. (Véase Estoves Seguí 
número 208 j siguientes . Castro, Práctica forense, números 9 
ái'Al j siguientes, y 626). 

3° Que Sa exigencia de parte del demandado p ira que el ac- 
tor justifique su Üliaoi-ui, ¡tu título hereditario ó su derecho á 
los bienes que reclama, son puntos que corresponden al foudo 
de 1* cuestión y no pueden ventilarle con el carácter de excep- 
ción dilatoria en el demandante. Así lo establecen las leyes I a , 
9* y 10", título 3", partida 9% qae disponen en resumen : cuan- 
do alguno demande herencia de su padre, e le dice el demanda- 
do que non es tenndo de responderle, negando que el demanda- 
do non es fijo de aquel, por cuja ratón la fase f 6 si por aven- 
tura pide alguna manda,, que dice que fué dejada en testamento, 
e el demandado dice que non es tenndo de responder A ella por 
que el testamento fnere falsadu... que por tales defunciones 
como estas ú otras semejantes de ellas que los demandados pu- 
sieren inte sí para embargar la respuesta que non debe eljud* 
(jador de tener por ellos de ir adelante por el juicio principal ; 
€ no hay precepto alguna legal de que pueda fundaría la ex> 
cep ion enunciada sin confundir la excepción de personería con 
la excepción sine actione agis • . 



134 FALLOS DK LA HltntHA CORTft 

Por estas consideraciones y de acuerdo con los fallos de la 
Suprema Corte de la sérieS*, tjmo 19, página» 03 y 320, y tom» 
31, página 968, no se hace Tugar á la eicepcinn propuesta por 
el demandado y contéstese derechamente el traslado dentro de) 
término de ley, con costas por haber mérito para ello. 

Daniel Goytia. 



Buenos Aires Jutiio 8 de 1899. 

Vistos y considerando: Que en lo que respecta á la cuestión 
de personería, los demandantes ban iniciado el juicio haciendo 
valer derechos que dicen pertenecertes, obrando asf en interés 
propio y no en el interés de terceros. 

Que la excepción opuesta por el demnndado importa negar á 
los a -toros los derecho* que se atribuyen, lo que hace qne esa 
excepción afecte al fondo de la cau<a y no á la personería de los 
mismos. 

Qne es exacto, por otra parte, como lo hace constar el auto 
apelado que el demandado ha opuesto la eicepeion cuando ya 
estaba vencido el término para deducir excepciones en calidad 
de dilatorias. 

Por ésto, y fundamentos concordantes del anta apelado de 
foja ochenta y cuatro, se confirma éste con costas. Notifiqu* se 
con el original, y repuestos los sellos defuélrinxe. 



HEÜJAMIN Pal. — OCTAVIO BOU». 
— JOAN X. TORtCftT. 



I>£ JUSTICIA NACIONAL 



CAUSA tXIXXll 



Don Eladio Pérez, sobre recurso de habeos corpus d favor de su 
esposa doña Margarita E. de Pérez 

Sumarie. — La vijilauciade la policía con objeto de conocer 
el domicilio de una persona. 7 los cambios que en él pudiera 
operarse, no pm-de dar motivo al recurso de habeos cor pus. 

Caso* — Resulta del 



Buenos Aires, Abril 14 de 1889. 

Y vistos : para resolver el recurso d« habeos corpus traido i 
conocimiento del joigado por don Eladio Porei, á favor de su 
esposa doña Margarita O. de Feres. 

Y considerando : Que aegun resulta de lo informado por la 
comisarla de ordene*, la persona á cuyo favor se entabla el re- 
curso, se encuentra acusada del delito de hurto de alhajas, co- 
metido en el partido de Moreno, y que ie la vijila i solicitud 
de ta jefatura déla provincia de Bueno, Aires, para proceder 
á bu captura mientras llega el exhorto correspondiente. 

Que desde luego, se observa la improcedencia del precita- 
do recurso, en rasen de que la libertad de la esposa de Peres ao 
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89 encuentra afecta», ni restringid» en los términos expresos 
que lo requiere el «rífenlo 61 7 riel Código de instrucción criminal 
de la capital, puesto que esa vigilancia responde tan sólo a un 
propósito de captura ult rior, pero sin que ella se halle privada 
de su libertad personal, extremo éste necesario, sine qua non. 
para que dicho recurso pueda prosperar con arreglo al precepto 
invocado. 

Que, por otra parte, la vigilancia impuesta es una medida de 
carácter primit iva de la policía en salvaguardia de la seguridad 
pnblicii. sin que autorice el recurso en cuestión, desde que dicha 
señora puede libremente ejercitar su derecho de locomoción en 
todo el territorio de la Repnbli u con arreglo á la carta funda- 
mental. 

Que no existiendo por conseruem-ia contra la señora Marga- 
rita G. de Perei, orden legal, de pristen, y no encontrándose 
privada ó restringida en su libertad, traducida en hechos reales 
y concretos que autoricen una resolución favorable, dicho in- 
terdicto es absolutamente improcedente. 

Por ello, y lo aconsejado por el ministerio fiscal, del precepto 
del artículo 64* del código citado. 

Notiffquese con el original y repónganse tas fojas. 

Agustín Lrdinarrain. 



VISTA DEL Sl.fi©» PROCURADO* GlftlHAL 

BucijOí Aire», Mayo 4 de 1899. 

Suprema Corle ; 

Siendo ajustadas álas constancias de autos y á las prescrip- 
ciones legales que las rigen, las consideraciones del dictamen 
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fiscal de foja 1 1 y «uto resolutorio de foja \% en cuanto no hace 
lugar al recurso Jo habeas corpus deducido por don Eladio P< - 
res, pido á V. E. su confirmación con coatas y por sus funda- 
mentos. 

Sabiniano Kier. 



Buenos a i reí- Judío 10 de 1899. 

Vistos y considerando : que según resulta de estol autos» la 
rijitanoia de la policía en relación á U esposa del recurrente, 
tiene por objeto conocer su domicilio con los cambios que en él 
pudieran operarse. 

Que la tijilancia así limitada no importa la restricción á la 
libertad de que habla el artículo seiscientos Teintisiete del Có- 
digo de Procedimientos en lo criminal. 

Por «ato y de aouerdo con lo pedido por el señor Procurador 
general, se confirma, con costas, el anto apelado de foja doce. 
Devuélvanse, debiendo reponerse los «< líos ante el inferior. 

MMAHUl PAt. — AiíL UAXAK. 
— OCTAVIO ÍOTWB. — JDAB t. 

tohheht. 
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t AUNA IX* v 



thn Justo José de Urqutza contra don Manuel Bejarano 
por cobro de pesos ; sobre pruebas 

Sumario. — Las pruebas que do han siJ-> cumplidas en toda 
su extensión, no pueden mandarse completar, si por colpa íe 
la parte, aquellas fueron praticadiis fuera del término proba- 
torio. 

Cmo. — Lo ti plica el 



Vistos y consi leran lo: Que ¡\ término ordinario de prueba, 
en tuda su amplitid, 3? abrió, en el juicio de la referencia, el 3 
de Setiembre de «896 (foja 60 vuelta). 

Que et día 42 dn ese mismo mea y año, se amplió ese término 
por razón de la distancia, en treinta días mis(f„.) i petición 
de la parte de lTrquii.i, y con el objeto de tomar declaración á 
testigos residentes en Concordia. 

Que al día siguiente, es decir, el 33 de Setiembre de 1896, 
se libró el exhorto al juez de 1" instancia en lo civil de la ciu- 
dad de Concordia, encomendándole el examen de eioi testigos, 
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Currieotes, Octubre 23 de 1887. 
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de acuerdo con el interrogatorio inserto en dicho exhorto, el 
que, juntamente con el documento que en él &e menciona, se 
entregó al apoderado de üi quisa el mismo día, para que lo re- 
mitieia á ta destino, donde debía correr con su diligenciamien- 
to el propio dueño del pleito, señor Urquiia, de conformidad 
a lo pedido por su mandril rio en el escrito de presentación de 
esos testigos. 

Que ene exhorto que es el que motiva el presente incidente, 
fué puesto en mano del juei de Concordia mis de dos meses y 
medio después que el apoderado de Urquixa, señor Miranda, 
to recibió para remitirlo, aegun resulta de la fecha del auto 
del jtiet, puesto al pie de dicho exhorto, y también, de la del 
de foja 7 vuelta de esas diligencias» por el que da participación 
en ellas «I señor Gadea, en representación de Urquiia, lo qne 
importa decir, que el referido exhorto fué entregado, por la 
parte de Urquízi, al juei deCoaoordia, o>spuea que e. térmi- 
no ordinario de prueba y su ampliación, habla vencido con 
exceso. 

Que es de notar también qne el representan ti' de U¡ quiza 
tomó inte» eocion en la práctica de esas actuaciones, á las que 
no puio reparo alguno, no obstante expresarse en ellas (fojas 
*8 y 28), qne no se evacuuou l.w preguntas 3\ 3* y !• del in- 
terrogatorio, pomo haber venido (á poder del juet exhortado) 
el documentad que tos mismas se refieren. 

Que loa antecedentes expuestos demuestran con toda claridad 
la ausencia de colpa1idad t por parte de la autoridad, en el re- 
tardo de la práctica de las diligencias de prueba, y ponen de 
relieve el abandono ó negligencia de la parte de Urquiia, quien 
no sólo entregó, al juex exhortado, el despacho rogatorio, des- 
pués de vencido el término, sinó que no reclamó en tiempo 
oportono del extravío del documento, á que se refiere el inte- 
rrogatorio, el cual aparece, nuevamente, en poder de Ur quiza, 
sin una explicación plausible. 
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Que las pruebas solicitada* dentro del término probatorio, y 
mandadas evacuar por medio del exhorto, pero que nu ha» sido 
cumplidas en toda su extensión, no pueden completarse, des- 
pués de vencido el término probatorio, nuando la parte intere- 
sada entregó el despacho rogatorio a) jue* exhortado, después 
de vencido con ^iceso, el término de prueba. 

Por estas consideraciunes, no ha lugar, ruó costas, if r. iterar 
el exhorto primitivo al juez de I" instancia de Concordia, soli- 
citado por la parte de Urquiia. 

E. Á. Lujambio. 



Vnltm de la Cterte 

Buenos Aire*, Judío 10 de 18». 

Vistos : Por sus fundamentos se confirma, con costas, et 
auto apelado de foja sesenta y tres, no haciéndose lugar al re- 
curso de nulidad por no haber mérito para ello. Repuestos los 
Mellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAL — ABEL RAZAN. 
— OCTAVIO RDMGBt — JUAN E. 
TORRRNT, 
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Don Luis Falconi; sobre recurso de babeas eorpus á faoor 
de su hijo Luis Falconi 

■ * • 

Sumario. — No proeede el recurso de /tabean corpus> cuando 
la captura ha sirto ordenada por autoridad competente. 



Caso, — Resulta del 



Rosario, Abril 24 de 1899. 

i 

Autos y vistos : Que don Luís Faleoni se ba presentado á 
eite juzgado en 26 de Marzo del corriente año, entablando re- 
curso de habeos corpas en faror de «u lujo Luis Falconi expre- 
sando que éste había sido detenido i pedido de la autoridad 
militar como desertor del regimiento de artillería de costa, 
actual mente de guarnición en Bahía Blanca. 

Que por la menor edad del mismo, la que justifica con la 
partida de bautismo de foja 1, no podía ser sometido i la ju- 
risdicción de los tribunales militares por cuanto el contrato de 
enganche que había celebrado sin prét io consentimiento de sus 
padres legítimos, era nulo* 

Que solicitado informe á la sub prefecto ra marítima y 4 ta 
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jefatura política de ésta ciudad, contestan i fojas 7 y H tuel- 
ta: que Luíi Fatconi se encuentra detenido por dtsertor del 
batallón de artillería guarda costa. 

Que corrido vista ai señor defensor de menores y procurador 
Jisca), estos se adhieren n las diligencias probatorias solicita- 
das por el interesado. 

Que traídu A la presencia judicial el detenido Falconi, de- 
clara a foja í% que e-i engancha lo, r en la época que celebró 
éste contrato tenía 19 años» y su padre no prestó su consenti- 
miento para que et declarante sirviera en el ejército. 

Quo de ésta ciudad lo trasladaron a Bahía Blanca donde sir- 
vió como soldado en el batallón de artillería de costa, d i cual 
desertó el 28 de Kuero del corriente año, habiendo BÍdo dete- 
uido por la policía de ésta ciudad por recomendación de cap 
tura . 

Que solicitado el contrato de enganche del jefe del estado 
mayor de guerra éste eo ti testa á foja 20, que el día 18 de Fe- 
brero del corriente año se declaró desertor del batallón de ar- 
tillería de costa del ciudadano Luis Falconi. 

Y consideraudü : 1° Que según el articulo 20 de la ley de 
jurisdicción de los tribunales federales de 14 de Setiembre de 
1863 y los artículos 617 y 631 del Código de Procedimientos 
Criminales, establecen que et juez federal es competente para 
entender en este recargo cuando un individuo se halle detenido 
prest] por una autoridad nacional 6 á disposición de ella, al ¡>olo 
objeto de investigar sobre el origen de U prisión, y en caso de 
que ésta haya sido ordenada por autoridad ó persona que no 
éste facultada por la ley, mandará poner al preso inmediata- 
mente en libertad ; a contrario sensu; cuando la privación de la 
libertad fuese impuesta como pena por autoridad competente 
no hay derecho para pedir el anto de habeos corpus. 

2 o Que la cuestión se reduce á saber si el ministro de mari- 
ón está ó no facultado por la ley para ordenar la captura de un 
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soldado disertado del ejército natío na), valiéndose para la de- 
tensión de la subprefactura ó de la policía provincial. Esla 
facultad del ministro os tan o'>via, que basta invocar loa artí- 
culos de la nueva ley orgánica de los tribunales militares, pars 
convencerse que todo superior militar tiene con relación i cual- 
quier inferior en graduación facultades de arresto cunfirme á 
ordenanta. 

•i* Que según la ley de reclutamiento, todo individuo que se 
obliga a servir en el ejército naci<m:il, que Ja sujeto á las leyes 
y ordenanzas militares, sin que le sirva de excusa haberse com- 
prometido sin tener la mayor ed.id ó sin la autorización de los 
padres ó tutores (artículos 363 y 364 del Código Penal Mili- 
tar), la minoridad podrá servirle para solicitar la baja ante 
quien corresponda per., nunca juslificirá el delito de deserción. 

4° Que la deserción confesada por el detenido Falconi y com- 
probada por la ñutí de foja 90, dirigida por el ministerio de 
marina, es un delito clasificado y penado por los artículos 186 
y 187 del C Aligo de Procedimientos Militar, cun un castigo no 
menor de seis meses de prisión 6 confinamiento. 

5° Que según las disposiciones del Código Penal, aplicable 
en éste caso según los artículos 18 y 379 del Codiga Penal Mi- 
litar, haber ejecutado un delito en la menor edad, pero mayor 
de 17 años, no us suficiente motivo para pedir la atenuación de 
la pena, mucho menos p-ira^er eximido de ella. 

6° Que la nulidad del i-utitrato de enganche, alegada por el 
recurrente, por haber ul menor de edad contraído compromiso 
sin autorización legal de su padre y defensor de menores, co- 
rresponde hacerla valer ante la autoridad militar j no en el 
presente caso por recurso de habrás cor pus. 

7 o Que la doctrina expuesta en los considerandos preceden- 
tes, está de acuerdo con el artículo 7 a de la ley de jurisdicción 
y competencia de los tribunales federales, ya mencionada, que 
dice : < que la jurisdicción criminal atribuida por ésta ley á la 
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justicia nacional, en nada altera la jurisdicción militar en los 
casos en que, según las leyes existente* deba precederte por 
consejo de guerra», y también con la jurisprudencia sentada 
por la Suprema Corte en tos fallos tomo 9°, página 382, tomo 
23, página 458; tomo 48, página 92; tomo 63, página 272 y 
tomo 68, pagina 31$. 

Por estas consideraciones y dtctamt'O del señor liscal, no se 
hace lugar al recurso de habeos corpus. 

Hilase conocer esta resolución al señor ministro de marina. 
Repóngase. 



Resultando de las constancias de autos, que el soldadu de 
artillería de costas Luis Falconi, lia sido declarado desertor, 
por cuya causa se na procedido á su captura ; esta procede de 
autoridad competente pan jmgarlc por el delito de deserción, 
sujeto á la jurisdicción militar. 

En su mérito, siendo exactas Jan referencias legales y la ju- 
risprudencia de los fallos de V. E. invocados como fundamen- 
tos del auto recurrido de foja 24, pido á V. E. se sirva confir- 
marlo. 



Daniel Goytia. 



VISTA DEL SKAOH PHOCrjftADOfl GENERAL 



Suprema Corte: 



I! uenos Aires, Mayo ltí de 1899. 



SoA tutano Kiet\ 
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Buenos Aire», Junio 10 de 1899. 

Vistos y considerando: Que el detenido á cuyo favor se ha 
deducido el recurso de hateas eorpits, bu sidn capturado, según 
resulta de autos pur urden del ministerio de marina, y por atri- 
buírtele un delito de carácter militar. 

Que ta restricción á la libertad impuesta á Faleoni aparecí- 
por lantu t decretada por autoridad competente y con derecho 
para ello. 

Que, en congruencia, el r.-curso dedmido á foja dos, no se 
halla en las condii ionee requeridas pur el artículo seierientos 
diez y siete del Código de Procedimientos en lo Crimina), para 
ser procedente. 

Por esto, de acuerdo con lo uedi do por el señor procurador 
general y fundamentos concordante* del auto apelado de foja 
veinticuatro, su confirma éste con costas. Hágase saber con el 
original y defuélfanse debiendo reponerse los sellos ante el 
inferior. 

BENIAH1N PAZ. — ABEL fiAEAN. 
— OOTATIO BUÜGE. — JUAN 
%. T01MKHT. 
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ÍÍom Cár/os Brutal «mira /a CüfH/i«Aía <¿* navegación 
« //a«.«i * ; sobre daños y perjuicios 

Sumario. — Kl dueño del buque no es responsable del daño 
que al practicarse la descarga haya sufrido uno de los peones 
ocupados en ella, si éste no era empleado del buque, sinú del 
empresario nm- cntrato la descarga, y si las instrumento* y 
útiles del buque que el capitán puso á disposición de» empresa- 
rio no eran defectuosos. 



Caso, — Loeaulica el 



Buenos Airea. Mayo 30 de 1888. 

Y vistos: Estos autos seguido» por don Carlos Bruland con- 
tra Ja compañía de navegación «Hau&ai,de su estudio re- 
sulta ; 

f« Que el 8 de Julio de 189Í, á la 1 y media pasado meri- 
diano, se produjo á bordo del vapor • Wastbury *, un acciden- 
te da ti siguióte manera: un guinche aliaba i- 1 bulto de ba- 
rras de fierros cargados en la bodega del buque, á fin de realiaar 
la operación de descarga en el puerto de esta capital ; al llagar 
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la liagaia ¡i U boca déla escotilla se agarró en eJU una de las 
cabezas de las planchas, y como el guinche siguiera tirando y 
nu tuviese ta cadena Ja suficiente resistencia, ésta se rompió 
en su estrabo j las b.irraade fierro cayeron á la bodega, y en su 
cuida lesionaron gravemente á uno de Ion peones cargadores, 
el demandante don Carlos Brutand. 

2" El peón lesionado le presento ante este juzgarlo cu 14 de 
Octubre del misino año, entablando formal demanda por in- 
demnización de daños y perjuicios contra la conpañi* de. na- 
vegación t Hausa», acompañando an cei ti fie i do médico, otór- 
galo por el doctor A. R. Noeettí, (el cuerpo mídieo del Hospi- 
tal Italiano, donde fué atendido, y cuyo certificado corre á foja 
4 y constata que las lesiones de Bruland fueron : fractura de la 
espina del omoplato, fractura completa de la pierna di recha, 
heridas múltiples en la mano izquierda y contusiones en el tó- 
rax; á causa de las cuates lesiones fué necesario amputarle el 
mismo día de su llegada el dedo índice izquierdo á Ja altura de 
la segunda falange, y más tarde, la pierna derecha. 

3° Que la demanda fué contestada a foja 106 por los señores 
Lahusen y compañía como mandatarios de la compañía de na- 
vegación «Huusa», quienes no desconocieron que acaeció el 
accidente, aunque discrepan en le manera «orno éste se produ- 
jo, inculpando sus consecuencias á imprudencia del actor. 

Abierta esta cansa á prueba se produjo Ja que expresa el cer- 
tificado del actuario de foja 173 vuelta (corre de foja 118 á 173 
inclusive); á más del certificado médico de foja 2 y de las posi- 
ciones qae absolvieron los demandados d foja 200 vuelta, 

T considerando: 1* Que el accidente le ha ocurrido al peón 
Brulsud trabajando al servicio de la compañía demandada, 
que es ilógico suponerle imprudencia, no sólo por sus asevera- 
ciones y las de los testigos, sino también por Las del innato ina- 
pto de conservación. t¿ue el no pudo proveer que precísame*- 
tt en aquel momento se romperla la cadena, por lo qne quedo 
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en su puesto de trabajo, separándose tau súlo un poco de la pro- 
yección perpendicular de la tingada, pof lo que fué arrastrado 
•le tostado, como iq prueba el haber sido lesionado en un omó- 
plato un brazo y una mano, y el h^chodeque no s<- apartara lo 
bastante para no ser arrastrado en la caída no constituye una 
imprudencia ; de toda lo cual se deduce que el hecho no ha ocu- 
rrido por Nu imputable á la persona que ha sufrido el daño 
y que es inaplicable la disposición del artículo 1111 del Código 
Civil. 

*» Que el actor afirma haber avisado al contramaestre dtl 
iÜOi|n¿ antes de principiar la d^scarg::, que la cadena no era *u- 
ficientemente recalente, lo cual animan larabíen los testigos 
Laporie, á foja 111, y DeUol,áfoja 127; yqne aunque desmien- 
ten la mala calidad de la cadena losteatigo» Zevacn, á foja 143, 
Serví, á foja 148, Rot, a foja 151 y Hacb,á foja 17*, es de su- 
poner te esa mala calidad ó insuficiente resistencia, dada la 
facilidad y rapidei con que. fué rota, sin dar tiempo á que se 
retirara Bruland.de la cual resulta La imprudencia de la em- 
presa demandad*. 

3* Q ne aunque el actor fué contratado por un empresario 
de estiva, don JSusebío Roth, ha sufrido el accidente sirviendo 
á la empresa demandada, para cuyo servicio y en cuyo nombre 
fué contratado. 

4 o Que ta sumí total de sesenta y siete mil pesos moneda 
nacional en que estima el actor el damnus emergen» y el /«- 
erim cemns, e* excesivo, por cuanto el misino considera como 
un bu-u pago del trabajo diario de un estivador la cantidad de 
seis pesos, y por cuanto no comprueba los gastos de la enfer- 
medad á los cuales asigna, sin embargo dos mtt pesos. 

Por estos fundamentos y sus concordantes de la demanda de 
foja 6, dettnitivameute juigendo, U\U : condenando á los se- 
ñores Lahuseny compañía, como representantes en este país de 
la compañía de navegación « Han» » á pagar la suma de «eí* 
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mil pesoa monada nacional en que estimo los p> rjun i s ocaai"- 
nadoa, atento el estado en que lia quedado el actor, y au posi- 
ción su ¡al, sin coatas. Hágase saber original y repóngaos*? laa 
fojas, fecho lo caá!, archívese el expediente si no fuera apelad» 
ta preved en te resolución. A-úln resuelvo, en Bueno* Airea, fe- 
cha mí .vu/írn. 

P. Uiaechea y A teoría. 



rali» d« la imprf ■ l'«rt* 

llneno» Aires, Junio 10 áa 1899 

Visto* y eonsid. nindo: Respecto al recurso di* nulidad de- 
ducido por el doma ii Ud • n foja doscientas nueve. 

Que la senteuna de fuja doscieatas cinco resolviendo como 
resuelve, de afta muñera expresa, positiva y preciaa Ja contro- 
versia trabada entre las partea, pronunciándose con arreglo ¿ 
las acciones deducidas, se ajusta A I ■ dispuesto en el articulo 
trece de la ley de procedimientos. 

Por esto, y de acuerdo con el artículo doscientos treinta y 
trea de la citada ley, no se hace lugar al mencionado recurso. 

T considerando ' < d cuanto al de apelación: Que la deman- 
da tiene por objeto la condenación del demmdado á indemni- 
zar al actor los dañes y perjuicios que le ha causado el acciden- 
te de que fué victima en circunstancias de encontrarse trata- 
jando en el desembarque de mercaderías en el vapor c Wart- 
burg », pretendiendo responsabilizar de las consecuencias de 
eae accidente i la companí* de navegación « Hausa *, á qae 
pertenecía el eipresudo vapor. 

Que el accidente consistió en que se rompí A el estrabo 6 la ca- 
dena que se empleaba para levantar loa bultos de la bodega á 
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la cubierta, en momentos en que se elevaba un bulto de rnries 
barras de fierro, y cayó ese bulto sobre el demanda ntc firu- 
land que se encontraba tM bajando en el fondo <le la bodega al 
servicio de la extnccion de mercaderías, produciéndole las le- 
siones graves que sirven de rúndame uto i la arción, 

Que Bruland formaba parte de un cuerpo de estívadorescon- 
tratado y pagado por don Emilio Roth, que obraba en calidad 
de contratista ó empresario de]a descarga del buque. 

Qu<> este liecho resulta planamente comprobado por la de- 
claración un i forme de tren testigos present idos por el deman- 
dado entre I < *s que figura él misino Roth y coyas ■ laclar aciones 
se registran á (<i}ns --íento cuarenta y tres, ciento ciiieucnta y 
uno y rteuto setenta y dos:; consta igualmente de ta confesión 
del demandante, absolviendo ú luja ci. uro .^es-ntay oubo la pri- 
mer» délas posiciones de fija ciento sesenta y siete, y resulta 
además de la deL-Laraciou de los dos testigos presentado* por 
éste contestando respectivamente á foja ciento veintitrés vuelta 
y ciento treinta vuelta á la pregunta pertinente que se les di- 
rigiú, 

Qrie existe, en eonsecuenoía, prueba ¡icabada ie que Bruland 
trabajaba por y para un contratista ó empresario que do tenía 
con la nimp iñía demandada tiae relaciones de superior á infe- 
rior, si no lis legales que surgen leí contrato de locación de 
obras cuando el lomurio procede en tildad de empresario. 

IJue >egun resulta de las declaraciones de Zevaco, foja ciunto 
cu.irenta y trea, Zi't bi, ciento cuarenta y ocho, Roth, foja ciento 
■ incuenta y una, y Hach, foja ciento setenta y dos, la cadena y 
e¡ estrabo que se emplearon para la descarga eran de buena ru- 
Hdad y suficientemente resistentes para su destino, pues que 
asi lo dicen al contestar respectivamente á la pregunta enana, 
tercera y cuarta y también cuarta de los interrogatorios de fo- 
jas ciento cü.i renta y una, ciento cuarenta y seis, ciento enf- 
renta y nueve y ciepto setenta, agregando los dos últimos que 
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antes de usarse la cadena fué ella revisada; declaraciones qua 
no contradicen los dos testigos presentados por el actor. 

Que los citados testigos ¡íevaeo, Zerbi y Rotb, los dos pri- 
meros de ciencia propia y el segundo de referencia, afirman que 
las cubetas de las barras de fierro chocaron al iiarse con la par- 
tí' inferior de la boca de laiscotilla, atribuyendo la ruptura 
del estrabo ó cadena con que se levantaba el bulto á la mayor 
resistencia que encontraba por el hecho del choque, declara- 
ciones que tampoco >e i entrad icen por los testigos del deman- 
dante, y cuyo mérito no es bast inte á destruir la afirmación 
del testigo Hach, cuando con la fuerza de una declaración sin- 
gular, dice a foja ciento setenta y do* vuelta, que «la carga 
tocó nada más que un poquita de la escotilla •. 

(¿ue estando probada la buena calidad del estrabo • ta cade- 
na, estándolo igualmente que el bulto rhocó con la parte infe- 
rior dt la escotilla, cea unió en ese instante la resistencia que el 
estrabo y la cadena hablan probado por su empleo anterior y 
hallándose acreditado asimismo que el bulto de tas barras de 
tierro no superaba en peso á las liogadas ya descargadas, so- 
bre lo que no hay desacuerdo entre las partes, hay que reco- 
nocer que el accidente no dehe atribuirse a deficiencia en los 
medios empleados para levantar la carga. 

Que debe, por tanto, desestimarse la responsabilidad que se 
pretende hacer recaer sobre la compañía demandada en cuanto 
eaa responsabilidad tiene por fundamentóla culpad* negligen- 
cia de dicha compañía en lo qae se rofiere á los útiles é instru- 
mentos del buque que ella puso á disposición del empresario 
Roth para la descarga délas mercaderías. 

Que tampoco puede admitirse responsabilidades á cargo del 
demandado por los hechos da acción ú omisión de que pueda 
ser culpable e¡ personal de estitadores empleados en ladescar- 
ga, puesto que, como ya se ha hecho constar, ese personal no 
estaba bajo la dependencia de la compañía de navegación sino 
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bajo de la de un empresario que los contrató y pagó para que 
trabajaran de su cuenta y en su pru pío interés. 

Que así es, en efecto, porque la responaabilidad de hechos 
ilícitos no tiene lugar siuó en virtud di- acciones ú otui* iones 
propias ó de personas dependientes con arralo i los artículos 
mit sesenta y seis, mil setenta y tres, mil ciento nueve y mil 
ciento trece del Código Civil, yaque según se deja demostrado 
en el caso, tampoco eiiste responsabilidad por daños derivados 
de la deficiencia de his cosa* de propiedad y al servicio del de- 
mandado, emplearlas ruándose produjo el accidente. 

Por esto, su revoca la sentencia apelada de foja doscientas 
cinco, absolviéndose, en consecuencia, ú la compañía demanda- 
da, déla demanda de foja seis, Notifíquese con el original y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

BEMAMM PAZ. — ABEL BAlAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JIJAR 
E. T0EK1HT. 
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Los herederos de Gómez y Vera contra el ferrocarril Buenos Aires 
y Rosario; sobre reivindicación y cobro de pesos 

Sumario. -- f* Los títulos de propiedad y la posesión inme- 
morial anteriorea ai título y ocupación del demandado autor»- 
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?.an la reiTÍiidiiaciou y el cobro del Taloi del terreno ocupado 
en su caso. 

2? EL poseedor de buena fé hace suyo los frutos, y en caso de 
reivindicación m> puede ser rondenaio at pago de intereses dea- 
de el día de ta ocupación, sinó desde el día en que se le hito ha- 
ber la demanda. 




Falle» 4*1 Jue» Federal 

Buenos Aires, >i»)'o l!í de JB*í7. 

T vistos: K>tos autos >eguid<>s p<ir donjuán y doña Cata- 
lina G ni' 2 v Vera, por sí y por el doctor don Nicolás Cacari- 
co, como tutor deh menor Felisi Camila Oomeiy Vera, contra 
la empresa del Ferrocarril Buenos Airea y Rosario, por cobro de 
pesos, de los cuales resultan los siguientes antecedentes. 

Que A foja 19 se presenta el apoderado de los actores don 
Raúl Manrique, exponiendo, que como s-e justificaba por las hi- 
juelas que presentaba, don Julián Gómez adjudicó á aus suce- 
sores Juan, Catalina y Camilii Gomes y Vera, y doctor Antonia 
Arruga, entre otras propiedad*-*, una cantidad de dinero en el 
ralor de un terreno ocupado boy por la tía del Ferrocarril al 
Rosario, compuesto de 3426 metros y 73 centímetros cuadra- 
dos, situados en la parroquia de Helgruno y formando parte de 
la manzana comprendida entre las calles Necochea, Siaredra, 
Buenos Aires y Almirante Browo. 

Que la posesión de dicho terreno y sus linderos, cuya propie- 
dad correspondió e» mayor porción al padre desús instituyen- 
tes, don Julián Gom«, en calidad de único y universal liere- 
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utro de don Alberto Gómez, por institución testamentaria do 
fecha 10 de Julio de 1839. sus representados ta han tenido 
siempre» teniendo todavía la de estos, y qne habiendo sido des- 
poseídos indebidamente por la fía del Ferrocarril á Campana 
(hoy Ferrocarril al Rosario) del terreno expresólo, pueB la 
apropiación por parte de U empresa no lia sido precedida del 
juicio respectivo y del pago déla indemnización eorrespondieu- 
te, viene á nombre de sus maulante-; á deducir esta acción, i 
fin de que se les pague el valor del terrenu que les pertenece, 
mus intereses y la indemnización por los daños y perjuicios 
caucados, que los estiman en la cantidad de to.000 pesos mo- 
neda nacional, con mfts la* costas del juicio, por entinto la vía 
del f en ocarril divide en fracciones irregulares el resto de la 
propiedad de sus representado*, lo qw la desmerece, habiendo 
también construido terraplenes ¡iltfsimo* que diiicultan el paso 

de i parte á lu otra del terreno, coimrtiendo así á mucha parte 

de la propiedad e» terrenos anegadizos y de difícil realización. 

Que corrido el trabado respecti™ á foja 53 lo evacúa don 
Miguel Tedin, por ta compañía demandada, reronociendo la 
exact itud de la ocupa, ion cou la vía férrea de una fracción de 
terreno compuesta en mayor extensión de la que expresa lado- 
manda, pero negando quesea de la propiedad atribuida, sino 
del legítimo dominio de su representada, á enyo efecto acompa- 
ña U»s títulos de propiedad; agregando, que los hechos en que 
se funda la demanda respeeto de ta supuesta posesión invocada 
y de la desposesion que se dice efectuada por su instituyante 
son inexactas, puesto que loa títulos que presentí arreditan 
que la empresa que representa posee el inmueble por haberlo ex - 
prupiadu desde hace próximamente 20 años de propietarios que 
fundaban sus derechos en títulos antiquísimos, por lo qne pide 
que en su oportunidad se resuelva este juicio no haciendo lugar 
a ta acción instaurada, con especial condenación en costas. 

Que recibida la causa á prueba, se produjo la testimonial 
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qu* wm agregada de foja 68 á foja 9* y de foja 77 á foja 79, 
inclusive, estando contestes loo testigos que deponen respecto 
de ta posesión desde tiempo inmemorial invocada por la parte 
actora, siendo también purte de I» pruébalo;} expedientes traí- 
dos ad ef/ectum videndi y agregados sin acumularse; y produ- 
cidos lo* respectivo* alegatos por la* partes, y agregado el expe- 
diente ordenado por auto de foja 101, en calidad de para mejor 
proveer, llamóse auto*, quedando asi la causo conclusa para 
sentencia. 

Y considerando: Que tanto el demandante romo el deman- 
dado están ■ •informes en reconocer 1»*" la empresa del ferroca- 
rril Buenos Airea at Rosario ha ocupado con la vía la fracción 
de terreno á que se refiere la demanda, y por lo tanto la discon- 
formidad versa solamente sobre el derecho conque ha efectuado 
dicha ocupación. 

Qiif n este respecto, el demandado ha exhibid- la escritura 
corriente á fojas 24 de autos, por la que consta haber realitado 
la rompía del terreno, r los demandantes han presentado las 
suyas que constan á fojas 1, 115 y 168 del expediente caratu- 
lado: c Gómez, too Julián, su testamentaría ». 

Que sin necer ad de entrar á investigar la prioridad respee- 
tiva de ambos títulos, es evidente que Jos de la parte actora se 
encuentran ampliamente corroborados en los derechos que atri- 
buye á ésta, por las declaraciones de todos ios testigos presen- 
tados en autos, quienes uniformemente declaran que los Goniex 
son actualmente poseedores y tu han sido desde sus anteceso- 
res de los terrenos comprados por el ferrocarril. 

Que entre esas declaraciones merece especial mención la pres- 
tada por el testigo Manuel Ciucunegui foja 00, quien manifiesta 
habérsete hecho un arreglo respecto de esos terrenos con los 
causa-habientes de la empresa demandada, agregando que no 
entendió comprender o eae arreglo los ierren»! ocupados por 
los Gómez, 
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Que, por consecuencia, los títulos de loi Gomei se encuentran 
bonificarlo» ¡ior una posesión suficiente para asignarles una in- 
discutible superioridad legal sobu tos de la empresa demanda- 
da, con tanta mas razón, cuanto que ninguna prueba se ha 
producido por ella para desvirtuar la información testifica) ren- 
dida, la que por su uniformidad y concordancia constituye 
pruetia lejial con urregl •> ¡i la 82, título 16, partida 3*. 

Que en el expediente agregado para mejor proveer, resulta 
haberse fallado una cuestión distinta de la que ^ ventila en él 
presente juicio, y por lo tanto no es eiacto que exista á su 
respecto la <-o>a juagada, alegada desde que para su existencia 
le faltan bus elementos constitutivos». 

Que la prescripción adquisitiva, también invocada por el de- 
mandado, no existe ni legalmente ha podido operarse por J;i 
ocupación del ferrocarril de ese t'Trttm, pues la existencia de 
interesados menores de edad h i sido un obstáculo legal para 
ello, desde qne esa prescripción por ratones obvias y con arreglo 
á lo preceptuado por el artículo 3966del Código Civil, no corre 
contra )>>s uitnores de edad. 

Que la cláusula legal invocada por 1* empresa y queautorixa 
á estaá tomar el terreno necesario para sus obras libre de todo 
gravamen, es evidente qu< no puede tener el sentido y alcance 
que le atribuye de eximirla de la obligación d- satisfacer sil 
v¡il<>r á su legítimo dueño, p»r ser principio fundamental que 
ningun habituóte de la nación puede ser privado de su propiedad 
-mó eu virtud de sentencia fundad ii en ley, y caso de expro- 
piación por causa de utilidad pública, debe ser calificada por ley 
y previamente indemnizada, artículo 17 de la constitución na- 
cional, y 25M del Código Civil, 

Por estos fuodamt tías y los concordantes aducidos en lo> es- 
critos de fojas 18 y 21, y de acuerdo con los artículos Í5H, 
39*36 y 2792 del Código invocado, definitivamente juzgando 
fallo. Admitiendo la demanda instaurada por don Juan, doña 
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Catalina y doña Felisa Camila Gómez y Vi ra contra el ferro- 
carril de Buenug Aires y Rosario, y en consecuencia la condeno 
a pagar el valor del terreno expropiado, con las perjuicio!* é in- 
teres** desde la fecha de la ocupación basta la leí pago, que 
se determinarán en el juicio correspondiente, y déjasele á la 
empresa á salvo su derecho para reclamar de quien correspondí 
lo pagado indebidamente, sin especial condenación en costa-, 
por razón de la nuturulez a de la cuestión controvertida, y p<r 
no haber procedido con malicia ni sereni lad. Notifiques* origi- 
ginul y repóngase los sellos. 

Agustin Urdinarrain. 

MI* tfe Ruprem 4«rte 

Bueooti Aires, Junio lOde 1899. 

Vistos y considerandu ; Que los derechos que pretenden los 
actores sobre la cosa materia del juicio derivan de don Julián 
Quinen, de quien aquellos son sucesores á titulo hereditaria, 
según se comprueba por el testamento de foja una y auto de 
declaratoria de herederos di foja ochenta y dos, que se registran 
en el expediente testamentario del expresado don Julián Gó- 
mez, que figura entre los acompañados por vía de prueba. 

Qaecomo consta en el mismo expediente (foja siete), don Ju- 
lián Gome» falleció el dore de Agosto de mil ochocientos seten- 
ta y seis, tramitándose el juicio en que a loa demandantes 
se refiere, con la intervención de la viuda del cau$auto doña 
alar tina Vera, que obraba en representación de esos hijos en 
ejercicio de la patria potestad (instrumento de poder de foja 
cincuenta y siete, fecha veintiuno de Hayo de mil ochocientos 
noventa), constando por la partida de nacimiento de foja se- 
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senta y dos, que doña Catalina Gómez nació vn el año «Je mil 
ochocientos setenta y cuatro. 

Que dada ta menor «dad de los demandantes don Juan, doña 
Cu '.al i na y doña Camila Gómez al tiempo del fallrcimiento de 
su padre y causante don Julián Gomes, acaecido , como ya se 
ba hecho constar, vn el año de mil ochocientos setenta y seis, 
la prescripción alegada pi.r e! ferrocarril, basada en un título 
que llera la fecha >\v cuatro de Agosto de mil ochocientos se- 
tenta y siete (foja treinta y nueve), ó sea una Techa posterior 
a la muerte de Gomes, y cuando sus hijos mencionad os se ha- 
liaban en la menor edad, no lia podido empezar á correr sino 
desde que testos llegaron ala mayor edad, de acuerdo cod la 
disposición eipresadel artículo tres mil nuevecie'itos sesenta 
y seis del Código Civil. 

Que á estar al mérito resultante del expediente tesiamenta* 
río de don Julián Gómez ya recordado, no e» dudosa que uo 
ha trascurrido ni aún el tiem|t-necesario para la prescripción 
ordinaria á contar desde que los demandantes llegaron á la 
mayor edad. 

Que este hecho hace innecesario apreciar las cuestiones sus- 
tentada^ por las partes, relativas ú la validez del título del de- 
mandado, á los efectos de la prescripción, y á la cont roversia 
sobre si ese título se aplica al inmueble poseído. 

Que la posesión por tiempo inmemorial que li* tenido la fami- 
lia Gómez del terreno comprendido dentm de lus calles Saave- 
dra, Buenos Aires, Necochea etc., parle del que ocupa la fía 
del ferrocarril, posesión que tuvo don Julián Gómez continuan- 
do la de su i ausante dun Alberto Gómez, á quien sucedió á tí- 
tulo universal el año mil ochocientos treinta y nueve, según se 
comprueba en los autos testamentarios del expresado don 
Alberto (fojas oatro, once y diecisiete), también traídos como 
prueba, y que se mantuvo y mantiene hasta el presente poT 
los demandantes en la parte del terreno ocupado por el ferro- 
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carril, que i"'* I)» ¡idjiidirado en la división <le bienes, ^irve 
á demostrar que ta escritura de venta de foja» ciento cuarenTu 
t ocho (autos testamentario* de ilon Julián (ioinez) otorga* 
da por Ion Pedro Sebastian! á favor de don Alberto Uomez., 
c-i usante deduu Julián el veintitrés de febrero de míl ochocien- 
tos dieciocho, se apU . al inmueble que la citada familia de 
(iumez ha poseído y poseí- desde Larguísimo tiempo, á que se 
agrega el valor concordante que puede atribuirse á la decla- 
ración de bienes contenida en la cláusula cuarta del testa- 
mento del referido don Julián* 

Que el ferrocarril no lia producido prueba para desvirtuar 
siquiera el hecho de la posesión constante y tranquila délos de- 
mandantes y sus antecesou's, antea y después de haber éi ocu- 
pado parcialmente la tierra poseída por estos» 

Que aunque la escritura de fojas cincuenta y uii<» contiene 
referencias que haca remontar los derechos del causante del 
ferrocarril hasta el siete de Setiembre de mil setecientos setenta 
y uno, el demandado no ha traído al juicio tos instrumentos de 
que proceden esas referencias, y lo que es más, han resultado 
infructuosas las medidas adoptadas para tener dichos antece- 
dentes y utiliiarles para el estudio de la cuestión, en virtud del 
auto que, con ese objeto, dictó ota Suprema Corte con la cali- 
dad de para mejor proveer, según se ve desde fojas ciento trein- 
ta y siete adela te. 

Que no eiistteudo en autos los antecedentes mencionados 
para juzgar de su mérito comparativo, con los instrumentos 
presentados por tos actores corroborados y explicados por la 
posesión inmemorial de éstos y agotados los medios empleados 
para traerlos-, si existiera, sin que el interesado haya indicado 
ningún otro conducente á ese fin, bay que reconocer que los 
demandantes han presentado títulos de propiedad de fecha an- 
terior al titulo del demandado, á loque se une la posesión tam- 
bién anterior á la ocupación del terreno para la ría férrea, lo 
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que es bastante para fundar la acción que han deducido de 
acuerdo coa la doctrina de los artículos dos mil setecientos cin- 
cuenta? ocho y dos mil setecientos noteuta y concordante del 
Código Citil. 

Que lo* actores ni sus acusantes han sido partes en el juicio 
que siguió el ferrocarril con la familia Hornos para la expro- 
piación del terreno de la cuestión, de manera que no han sito 
ni podido ser tercero» en ese juicio, resultando así que no puede 
serles opuesta la disposición del arti> ulo eatoice de la ley g< ñe- 
ra! de i-ipropiacion para desconocerles el direcho de ejercitar 
una acciun que la constitución y las leves acuerdan al propñ ta- 
rjo contra quienquiera que detente el bien que les pertenecí*. 

Que U posesión del ferrocarril sobre el terreno de la cuestión 
debe haberse por de buena fe, tanto porque ú ello dar. mérito 
et instruinenf o de adquisición que ha presentado, la pública 
ocupación y destino de la cosa que implicaba el derecho de ad- 
quirirla para la fía de cualquiera que fuese el propietario, como 
en virtud de lo dispuesto en el artículo dos mil trescientos se- 
se n ta y dos del Cu" digo Citil. 

Que el poseedor de buena fe" hace suyos los frutas percibidos 
que correspondiesen al tiempo de . u posesión, ya se trate de 
frutos naturales, industriales ó eitiles (artículos dos mil cua- 
trocientos veintitrés y siguientes del citado Código), 

Qu % en consecuencia, el demandado no ha podido ser conde- 
nado al pago de intereses, sano desde fí día en que se le liiio 
saber la demanda, de conformidad con el artículo dos mil cua- 
trocientos treinta y tres de dicho Código, puesto que en el caso 
no se ha tratado ni podía tratarse de un juicio de expropiación, 
s*>gun ya está resuello en el expediente acompañado, relativo 
al juicio promovido ñor los demandantes y otros, demandando „ 
contra el ferrocarril la expropiación del terreno ocupado por la 
vía, á que en parte esta causa se refiere. 

Por esto, se declara que los demandantes tienen derecho i 
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que les sea pága lo por «I ferrocarril el valor del terreno ocu- 
pado por la linca y i que la demanda se refiere, en la pro- 
porción en que lee ha sido adjudíca lo cu la división de bienes 
hecha en la testamentaría de don Julián Goioei, y comprobado 
por las hijuela» acompañada» en la demanda, valor que se fijará 
conforme 4 derecho. Se condena igualmente al ferrocarril á 
pagar los intereses i estilo del Banco de la Naoíon Argentina 
sobre la suma que resulte adeudar por valor del terreno, á con- 
tar desde la notificación de la demanda. Las costas se pagarán 
en el orden cansado, quedando en estos términos modificada la 
sentenoia apelada de foja ciento dos. Xotiffquese original y re- 
puestos los s« líos devuélvanse. 

«ENJAUIN ME. - ABEL RAIAN, — 
OCTAVIO SURGI .-- JOAN E. TO- 
RHENT. 



Buenos Airei, Junio 15 do 1899. 

* 

Vistos en el acuerdo: En mérito de lo pedido en el preceden- 
te escrito se declara que la sentencia de foja ciento eincnenta y 
dos no importa privar al recurrente d.» las todemniiaciones á 
que, además del precio áA terreno é intereses desde la notifi- 
cación de la demanda, tenga derecho de conformidad con la ley 
de expropiación, una vez qoe ésta se formalice, quedándole al 
contrario A salvo ese derecho, materia propia del juicio cor res- 
pondiente. Repóngase la foja. 

BENJAMIN BAS. — ABEL BA1AN, 
— OCTAVIO BUM3E. — JUAN 
•. TOEBENT. 
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¿ton Jnfomo Haraldo contra el Banco Hipotecario dt ta Pro- 
vincia, por daños tj perjuicios: sobie prueba pertctat y 
apelación denegada. 

Sumario, — El auto que manda practicar la prueba de peri- 
tos solicitada por unaüe tas parles, no trae gravamen á la otra, 
desde que su mérito debe ser apreciada en la definitiva, v las 
erogaciones quedan de cargo de aquella, si éstauo quiere eoH? 
e.urrir. 



Caso, — Lo explica el fallo de la Supreuüi C >rte. 



F*ll* M Smmm r«4*swl 

La Piula. Diciembre tí de 1896. 

Autos y vistos: Y teniéndose presente que esta causa ae en- 
cuentra en estado de prueba entre las que ba propuesto el aotor, 
U prueba de peritos que estable, e el artículo t5 de la Ley de 
Procedimientos. 

Que en el caso se trata de la ejecución de una sentencia 
en ta que se han reservado al actor las acciones que ejercita en 
este juicio, y sobre las cuales el juigado no puede admitir die- 
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•usion, se probar .'ni ó rw en este juicio, y ese s rá objeto some- 
tido á le decisión del tribunal. Mientras tant . ios elementos 
de prueba que propone el actor son admisibles, ■ no se álcense 
qué' raso» pudiera aducirse para desecharlos. 

Por tinto, no se bao* lugar á la revocatoria solicitada, é in- 
tímese al Banco Hipotecario nombre perito por su parte dentro 
de tercero día de acuerdo con el artículo 114 de ta ley citada, 
no haciéndole lugar ¿I recurso de apelación interpuesto. Al 
otrosí, como se pide, 

Mariano & de AUTreeoechea. 



MI* 4» im Aprensa €*rt« 

Buenos Aire*, Juuio 13 de 1899, 

Vistee: en el acuerdo y considerando : Que según resulta de 
lu¿ autos, la causa se halla en efecto recibida á prueba, ha- 
biéndose ofrecido por el demandante la prueba de peritos que 
el jues ha mandado practicar. 

Que debe dejarse para la sentencia definitiva la apreciación 
del mérito é importancia quu esa prueba tenga para la resolu- 
ción del pleito. 

Que si el demandado no quiere concurrir por su parte a la 
producción de ta prueba mencionada por entender que no inte- 
resa á los resultados del juicio tal circunstancia, no es bastante 
para impedir que lo haga el actor, no con la calidad de diligencia 
común, sino en la condición j con las erogaciones consiguientes 
de las diligencias, en mérito de Jas precedentes consideraciones 
el auto recurrido como no causa gravamen irreparable para de- 
finitiva, no entra en los declarados apelables por derecho (artí- 
culo doscientos seis de la ley de procedimientos). 
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Por esto ie declara bien denegado el recurso. Agregúense es- 
tas actuaciones á lo» autos principales y deslíanse al juez de 
la causa reponiéndose el papel. 

BERJAHIfl PA2. — ABEL BASAN. 
— OCTAVIO BÜWGE. — «JAH 
E TOBBBNT. 
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El lianeo Hipotecario Nacional contra don Cipriano ijuesada 
sobre cobro ejecutivo de pesos 

Sumario, — El deudor del Banco Hipotecario Nacional que 
no ha cumplido con las con liciones á que fué subordinada la 
transferencia de la deuda, queda responsable de ésta y del saldo 
deudor que arroje su liquidación. 

Caso, — Resulta del 



ralla *•! J redral 

Buenos Aires, Noviembre 30 de 1898. 

Y vistos los presentes autos seguidos pof el Banco Hipoteca- 
rio Nacional contra don Cipriano Quesada, sobre cobra de pesos, 
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y resultando : Que el Banco Hipotecario Nacional se presentó 
instaurando demanda ejeculiva contra Quesada por cobro de 
la cantidad de 8091 pesos con 56 milésimos, importe de la li- 
quidación de foja t, procedente de un saldo de su deuda hipo- 
tecaria. 

Que sustanciado el juicio y citado el ejecutado de Témate, 
opone como defensa la * acepción de novación, fundado en que 
si bien es verdad que el Bunco le había acordado un préstamo 
hipotecario sobre una propiedad que tenía en el Caballito, esa 
linca fué vendida el año d.- 1889 al doctor R. Lucero, j de acuer- 
do i on los reglamentos del misaio establecimiento, solicitó y 
obtuvo se le admitiera la transferencia de la deuda al comprador, 
el 17 de Diciembre del mismo año, por cuyo hecho había ter- 
minado «ti responsabilidad. 

Que evacuando á foja 45 el Banco el traslado conferido, con- 
testa reconociendo ser cierto el hecbo de la transferencia hecha 
por Quesada y Maduro al doctor Lucero, pero sostiene que ese 
hecbo por sí solo no autoriza la defensa opuesta, porque el 
acuerdo era condicional, y de conformidad con el reglamento del 
Banco y solicitud del mismo deudor, la transferencia debería 
hacerse recien una vez que el comprador entregara el testimo- 
nio de la escritura de compra, requisito que no se había cum- 
plido en este caso, y por lo tanto esa transferencia no se 
habla efectuado lo que siguiticabd que el verdadero deudor era 
el señor Quesada, por lo que pedía el rechazo de ta excepción 
con costas. 

y considerando : Que las convenciones hechas en lo» con- 
tratos forman para las panes una regla A la cual deben so- 
meterse como á la ley misma (artículo 1197 del Código Civil), y 
desde luego: para resolver sobre la procedencia de la eieapoion 
opuesta, corresponde examinar ante todo las convenciones esti- 
puladas, desde que ellas son la norma á la cual las partes de- 
ben someter su voluntad ; %em contratum dedil. 
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El documento dé foja 43 presentado por el ejecutante y re- 
conocido por el ejecutado á foja 45, establece una obligación 
convencional consistente en que Qnesada se obligaba 4 presea - 
tar un testimonio de la escritura de venta hecha al doctor Luce- 
ro y sin cuyo requisito no quedaba desobligado de su responsa- 
bilidad para con el Banco. 

Que la prueba del cumplimiento rie tnl condición con 
arreglo i la ley 1\ título 14, partida 3*, incumbía al mismo 
Que* «da, que afirma haberse presentado dicho testimonio al 
establecimiento, hecho éste que ha nido expresamente desco- 
nocido. 

Que ía prueba testimonial p odida por el interesado, y que 
consiste en las declaraciones prestadas por di>n Juan O. Xassaro, 
á foja 4S, y Fermín Casas, & foja «7 rueltn, acreditan incontro- 
vertiblemente la verdad del hecho afirmado por Quesada, esto 
es, justifican que en Enero de 1890 se entregó »1 Banco Hipote- 
cario Nacional el testimonio dr escritura de fenta que otorga- 
ron Massaro y Quesada á favor de Lucero, con lo qu<- se 
demostró el « umplimiento de la condición impuesta en el docu- 
mento de foja 43, desde qne el dicho informe de ambos testigos 
ronslituye plena pruebíi (ley 33, título 16, partida 3 a ); y si bien 
Ma«saro fué tachado al prestar su declaración por el represen- 
tante del Banco, dicha tacha no d«-W tenerse en cuenta por baber 
sidodedneida fuera de término (articulo 134 de la ley nacional 
de procedimientos,.* fallos d¿ la Suprema Corte que se registran 
en el tomo 13, página 150; y el tomo 31, página 18). Y si bien 
el Juagado está habilitad» para desestimar aun de oficio el dicho 
de un testigo cuando lo creyere di- justicia, y esa facultad es 
limitativa al Caso deque el testigo sea inhábil para testificar en 
todo género de causa, y esto, pur ratones de órden público 
(Ziíñiga, Práctica forense, tomo 1», página 578, y EB«riche, pa- 
labra Tachas) la tacha invocada contra el testigo Massaro, no 
se encuentra en esas condiciones, sólo es respecto de los litigan- 
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tes. 5 por lo tauto, par* que produjera efectos, debió ser alegada 
y probada en tiempo oportuno. En cuanto á las declaraciones 
prestadas por loa señores Repetto, Moreno y Ramella, el Jutgado 
excusa examinarlas por roncretarse ellas A justificar ia venta 
hecha por Quesada á Lucero, e xtremo éste que no ha sido dea- 
conocido por el Banco. 

Que independientemente de las precitados declaraciones, que 
justifican el cumplimiento 4.- la condición impuesta por el 
Banco para desubligar a Quesada. hay en autos otras que con- 
fitminy que hacen prosperar la excepción opuesta. Por la ter- 
cera posición del pliega de foja 57. el ejecutado trata de compro- 
bar que el 7 de Septiembre de 1895 le entregó al presidente del 
Banco doctor Chavar ría un segundo testimonio de la escritura 
de venta hecha al doctor Lucero, pregunta que lué absuelta 
manifestando no recordar. Debiendo absolverse las posiciones 
de una manera franca y categórica, la respuesta dada importa 
una verdadera evasiva que el Juzgado en uso de I* facultad que 
le acuerda el artículo 115 de la ley de procedimientos, resuel- 
Te tener al Banco por confeso al tenor de dicha pregunta, pues 
no es admisible suponer se ignore un hecho que versa sobre las 
circunstancias principales de la causa y qiití na sido invocado 
expresamente en el escrito en que se deduce excepciones; una 
respuesta tal debe necesariamente estimarse como una verda- 
dera confesión (tomo 17, página 231 ; tomo 10, página 483, ta- 
llos delaSuprema Corte). Además, la verdad del hecho afirmado 
se encuentra virtualmente robustecido por las respueatas dadas 
á la primera y segunda posición, en que se confiesa que en 
Agosto de 1895 Quessda vii al presidente del Banoo, doctor 
Chavarrla, con motivo de este crfdito. y éste te dijo qne le pre- 
sentaran el primer testimonio de la escritura de venta ó nno 
nuevo con el íin de desobligarlo. La segunda copU fué sacada 
el 3 de Setiembre de 1805, según resulta del documento de foja 
38, hecho que verosímilmente hace presumir la verdad de su 
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entrega por no ser creíble que siendo tal circunstancia nece- 
saria para desobligarse, no to hubiera presentado Quesada, 
prevenido como se bailaba, de que sin ese requisito no se 
haría la transferencia. • 

Finalmente, las constancias del expediente número 98, traído 
adeffectum videndi, acreditan suficientemente la entrega, del 
testimonio en cuestión, pues en lu solicitud presentada ai Di- 
rectorio por Quesadu á foja i*, se hace presente que se acompa- 
ña el precitado título, lo que juiciosamente haoe presuponer la 
verdad de tal aseveración, 

Que la entrega hecha en 7 de Setiembre de 1895 por Que- 
sada a! Banco, del segundo testimonio de la escritura de venta , 
hizo operarse en rsta fecha la novación de la deuda por el cam- 
bio del deudor (artículos 801 , 803 y 814 leí Código Civil), desde 
que era ese el requisito que obstaba para su transferencia ; por 
consecuencia el ejecutado quedó desdeese momento desobligado, 
y desde que la venta de la propiedad hipotecada al Banco que dió 
origen al saldo que arroja la liquidación de foja 1, tuvo lugar 
el día 28 de Octubre de 1895, esto ce, después de cumplida la 
condición por Quesada, lógicamente se desprende que el verda- 
dero deudor ríe ella es el doctor Lucero dueño del bien y deu- 
dor de la hipoteca que lo gravaba, - 

Pnr estos fundamento*-, fallo ; admitiendo la excepción de 
novación opuesta en el escrito de foja 38, y de acuerdo con lo 
preceptuado en el artículo 277 de la ley de procedimientos, no 
se hace lugar c u costas á la presente ejecución, 

Notífíquese original y repónganse los sellos. 



Agustín Urdinarrain. 



Ofc JUSTICIA NACIONAL 



109 



VMI* de la l«prtai« &'*r«e 

Bueno* Air*», Juuio 13 de 1889. 

Visto* y considerando : que ta excepción ríe novación opuesta 
por don Cipriano L. Quesada á la ejeencion entablada contra él 
por el Banco Hipotecario Nacional tiene por basa el documento 
de foja cuarenta y tres, presentado por el apoderado del Banco 
y reconocido p<-r el demandado. 

Que los explícitos términos de ese documento demuutrau 
duramente, que los señores Cipriano L. Quedada y Juan Hassa- 
ro, cumo deudores del crédito hipotecario que en él se menciona 
solicitaron y obtuvieron del Banco demandante la transferencia 
de su deuda al comprador -leí inmueble hipotecado don Moisés 
Lucero, que Jirm.i también la petición del acuerdo, bajo la pre- 
cisa condición de que presentarían inmediatamente testimonio 
de la respectiva escritura de renta que iba á otorgarse, en que 
sé baria constar el acuerdo pedido y las obligaciones del com- 
prador, para que se tomase ratón, en el Banco, de la transfe- 
rencia, sin que cesen hasta que tal hecho se produzca, las res- 
ponsabilidades del vendedor , como se expresa en dicho docu- 
mento. 

Que habiendo negado )u parte del Banco el cumplimiento 
de la referida condición ; y por consiguiente, que se haya ope- 
rado, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo ochocientos siete 
del Código Civil, la novación de la obligación, era necesario 
A Quesada, para que prosperase su excepción, probar el hecho 
contestado. 

Que aunque se ha intentado la prueba, no se ha producido 
la suficiente para dar por averiguado tal hecho, como se demues- 
tra por el mérito que corresponde hacer de las tres clases de 
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prueba que ha rendido Quesada y que consisten en declaracio- 
nes de testigos, en posiciones y documento*. 

Que respecto á la prueba de testigos es de observar que aun 
cuandoseaexactoqueel ejecutado ba presentado dos testigos que 
uniformemente declaran a,ii<' hau presenciado la entrega hecha 
al Banco Hipotecario del testimonio de la escritura de venta del 
inmueble hipotecado, lingo de extendida dicha escritura, en el 
mismo mes, á favor del comprador Lucero, y aunque es verdad 
igualmente, quedos testigos uniformen hacen, en general, prue- 
ba plena, según la ley treinta y dos título diez y eeit, partida 
tercera, aunqne fuera verdad también que esa regla pudiera re- 
solver el caso actual, no es menos cierto también que para que 
mis declaraciones produzcan ese efecto, es necesario, conforme al 
texto de la misma ley, que los testigos sean tales que tos non 
puedan desechar por aquellas cosas qué mandan tas leyes de 
este nuestro libro, y como uno de esos dos testigos, do» Juan 
Massam, es codeudor de la obligación cuyo pago persigue en 
esta ejecución el Banco, según lo prueba la firma de él, que se 
registra en el documento de foja cuarenta y tres, reconocido 
por el ejecutado, y ley diei y ocho del mismo tftnJo diez y seis 
v partida ya citada, manda que ninguno pueda ser testigo en 
su pleito, cuando dice : En su pleito mimo non puede ser nin- 
yuno testigo; es con tal motivo endenté, que no existe, en el 
raso sub judie?, la prueba testifical plena que el Juez a quo en 
su seiitenciá da por producida en autos. 

Que á ta verdad de eata conclusión no puede oponerse, para 
validar la declaración del testigo antes mencionado, el he- 
dió de que ba sido tacbado después de vencido el término 
do prueba porque la tacha ha sido propuesta por la parte del 
Banco ene) arto de la declaración del testigo y en el día mismo 
señalado pur el Juez para recibirla, y si por esta < -i roa Batan- 
ea bu de considerarse dieba declaración como prueba rendida 
dentro del término de prueba, aunque, en efecto, se ha recibí- 
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rio después (te vmcido el ordinario de prueba, no hay ratón para 
dejar de considerar también la tacha alegada por el Banco, 
como propuesta en tiempo hábil, desde que lo ha sido en día 
habilitado para la recepción de esa clase de prueba, lo que basta 
para deber apreciar la lacha, según corresponda en derecho, 
estando ademas probada en autos, mucho antee de que prestase 
su declaración t-l testigo, nomo resulta acreditado por el recono- 
cimiento que ha hecho el ejecutarlo de la verdad del documento 
de foja cuarenta y tres, circunstancia que hace que sea inapli- 
cable al caso la disposición del artículo doscientos veinte y 
cuatro de la ley de enjuiciamiento que invoca el Juet para re- 
chazar la taebu, no habiendo por otra parte, ley que inhiba al 
Banco hacer valer a su favor, en cualquier estarlo de la causa, 
una prueba que elisio en autos. 

Que en cuanto á la prueba de posiciones é instrumental, de 
que hace también mérito la sentencia apelada para declarar 
probada la excepción opuesta, corresponde decir, que auu cuando 
dé por confesa á la parte del Banco sobre el hecho que su pre- 
sidente absolviendo la tercera posición del interrogatorio de 
foja cincuenta y siete, «lijo no recordar, á saber, qucQuesadale 
llevó en siete de Setiembre de mil ochocientos noventa y cinco 
un segundo testimonio de la escritura de venta otorgada á fa- 
vor de Lucero, becbo que además se halla probado por los es- 
critos de fojas doce y trece riel expediente administrativo agre- 
gado, tal prueba no justifica, en manera alguna, laeicepcion 
que ha alegado Qnesada, por la sencilla raían de que no es lo 
mismo probar la presentación inmediata al Banco, de un testi- 
monio de la escritura de aquella venta, que se extendió en Ene- 
ro de mil novecientos noventa, que probar qoe la presenta- 
ción de di. ho testimonio, aunque se denomine resguardo, se 
hilo en siete de Setiembre de mil ochocientos noventa y cinco, 
es decir casi seis arios después de otorgada i Lucero la escritu- 
ra de venta; y si es incontestable, según resultado tos términos 
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del documento de foja cuarenta y tres, qne fué al hecho de la 
inmediata presentación al Banco del testimonio de esa escritu- 
ra, que se subordinó como condición precisa para que se tuviese 
por efectuada la transferencia «i e la obligación hipotecaria á fa- 
vor de Lucero, es también incontestable, que no puede tenerse 
por cumplida dicha condición, por haberse probado solamente 
por el otro hecho de la presentación al Banc» del referido testi- 
monio en Setiembre de mil ochocientos noventa y cinco. 

Que no siendo igual para ios intereses del Ban<o aceptar la 
transferencia de una obligación hipotecaria por un créditt cuyo 
servicio de interesas y amortización está al día, como sucedía en 
Diciembre de mil ochocientos ochenta y nueve con lo que adeu- 
daban Quesaday Massaro, según declaración del ejecutado, qne 
aceptar la transferencia del mismo crédito, estando atrasado» 
[>or seis años dichos servicios, según acontecía en Setiembre 
de mil ochocientos noventa y cinco, se cemprende desde luego 
cu ín incorrecto ha sido atribuir al hecho confesado por el pre- 
sidente del Banco, al absolver la segunda posición de foja cin- 
cuenta j siete el valor de una prueba en favor de Qnesadapara 
desobligarlo de la deuda contraída por él como lo hace el Juez 
a quo en su sentencia, sin tomar en cuenta la verosímil y justa 
< xplicacion que dicho presidente da, en la misma acta de la 
absolución de posiciones al be- ho de haber pedido á Quesada un 
testimonio de la escritura, tí operación hecha con Lucero, cuan- 
do dice : • que la admisión del testimonio significaba para el 
Banco poner el préstamo al día, por lo cual se evitaba e) remate >, 
que más tarde tuvo lugar por no haber querido Quesada cum- 
plir esta condición. 

Qne resultando por lo expuesto, que et ejecutado no ha pro- 
bado el cumplimiento de la condición i qne se subordinó la 
transferencia estipulada con el Banco de la deuda cuyo saldo 
se cobra en el presente juicio, por cuanto no puede aceptarse 
como prueba del bicho que debía acreditar la declaración de 
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un solo testigo, don Fermín Casas Olmos, que depone á su favor, 
correponde por ello deseen, ir la excepción de novación opuesta 
por parte de aquél. 

For estos fundamento* : se revoca la sentencia apelada de 
foja ciento ano, declarándose que ta ejecución debe llevarse 
adelante basta hacerse pago al acreedor del capital ¿intereses, 
debiendo las costas del juicio pagarse en el órden causado. 
Xotifíquese con el original, y repuestos Los sellos, devuélvanle. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAlAN. — 
OCTAVIO BUKGE. — JUAN E, TO- 



Criminal contra Francisco Salemo tt otros, por defraudación 
á ta Intendencia de. Marina ; sobre competencia 

■ ' 

i * 

Sumario. — Corresponde á los tribunales federales ordina- 
rios y no á la jurisdicción militar la oaus* seguida por defrau- 
dación & la Intendencia de Marin a respecto del procesado qut* 
no tiene empleo ni asimilación que le dé carácter militar. 



Caso. — Resulta de las siguientes pietas : 
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VISTA DEL SílíOR PROCUBADOH FISCAL 



Señor Juez : 

Considerando: Que el articulo 10 de la ley námero 3305 so- 
bre creaci-m de las Intendencias, declara que todos loa funcio- 
narios d« las Intendencias dé Guerra y Marina están some- 
tidos fia jurisdicción militaren todo tiempo, según la senten- 
cia du la Suprema Corte en el caso del ex-vocal don Florencio 
Lara: teniendo en cuenta, por otra parte, que para ser fiable 
lo mencionado, la misma ley en la segunda parte del citado ar- 
tículo declara asimilados A militares a todos los funcionarios 6 
empleados civiles de. las intendencias sin limitación ni distinción 
alguna, a no ser el límite expreso que ese artículo señala para 
la graduación que el Poder Ejecutivo debe señalar á lo* funcio- 
narios, á los efectos de la asimilación que determine. 

Y considerando igualmente que no hay razón alguna que in- 
duica á pensar que haya empleados en esas intendencias, suje- 
tos ¿ la jurisdicción civil, cuando otros lo están a la militar; 
siendo más lógico que todos los funcionarios y empleados de 
esa repartición estén en las mismas condiciones, según lo tiene 
entendido el Presidente de la República al reglamentar la ley 
número 3306 en lo relativo á la Intendencia de Guerra, en n,ue 
no excluye en la asimilación ninguno de lo» empleados, cual- 
quiera que sea su gerarquía; por estas consideraciones reputo 
que los empleados están sujetos á la jurisdicción militar, por 

cuya raií-n V. S. se ha de servir declararse incompetente. 



J. Botet. 



he jornia* nacional t~5 



\ 

Buenos Aires, Abril 15 de L889. 

Autos y vistos : y considerando : Que el hecho que ha moti- 
vado la formación de este proceso es el delito de defraudación de 
ipie se acusa á Francisco Salerno, encargado de uno délos de- 
pósitos de la Intendencia de Marina. 

Que la Suprema Corte, revocando el auto de este juzgado en 
el recurso de habeos corpus deducido por don Federico N. Laru 
na declarado que este tribunal carece de jurisdicción para en- 
tender en los procesos que se inicien por delitos cumetidos por 
los empleados de las intendencias de guerra y marina, sean 
civiles ó militares» y estableciendo que corresponde su conoci- 
tnieato exclusivamente ú Ins tribunales militares, tanteen tiem- 
po de p¡ii como en tiempo de guerra. 

Por esto y de acuerdo con lo dictaminado por el procurador 
iiseal, se declara incompetente para conocer en el presente pro- 
ceso. 

En su consecuencia, remítase éste al señor ministro de mari- 
na i fin de que lo haga llegar al tribunal militar que correspon- 
da, poniéndose los acusados i su disposición, ácuyo efecto se 
oticiará al director de la Penitenciaria y policía. 



(¡ervaw> F. Granel 
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VjftT* DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Judío 1* de 1889. 

Suprema Corte: 

Consentid* la sentencia del inferior según constancia de foja 
51 por uno de los procesados, sólo procede el pronunciamiento 
en esta instancia acerca de la apelación deducida por Gando - 
glifl. 

Según testimonio de foja 4# vuelta, el recurrente no es em- 
pleado de la Intendencia de Marina, ni ha desempeñado función 
alguna dependiente de tal repartición, de suerte que no se en- 
cuentra sometido a la jurisdicción militar creada por el articulo 
10 de !a ley número 3305 con respecto al Intendente, vocales v 
demás funciona ríos de la referida Intendencia, en consonancia 
con la jurisprudencia sentada por el fallode V. E. en el caso del 
vocal Lara. 

El adelante, que en su calidad de carrero dependiente de una 
de las casas proveedoras de la Intendencia, se ha compli- 
cado en una defraudación al Tesoro Nacional, no puede ser so- 
metido al fuero militar, cuya naturaleia excepcional no permite 
que se haga extensivo á otros actos, fuera de los expresamente 
mencionados en la referida disposición de la ley número 3305. 

La defraudación de los dineros públicos imputada al apelante 
por su complicación en la formación de cuentas falsas que se co- 
braban á la Intendencia de marina, lo coloca ralione materiae 
bajo la jurisdicción federal, por tratarse de un del ¡tocuyo juzga - 
miento correspunde ú la justicia nacional al tenor de lo dispnes- 
to en el artículo 82 de la ley sobre crímenes contra la nación de 
Setiembre de 1863. 

Por ello pido ú V. E. la revocatoria de la sentencia re- 
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ourrída de foja49, en lii parte apelada, y ta declaración de la 
competencia did señor j«e« a quo para entender un este ja icio, 
en cnanto respecta al proceso instruí. lo al recurrente. 

- 

Sabiniano Kier. 



» ■■•• de i* | HpNm t «r*« 

Bueoos Aires, Junio 13 de 1899. 

Vistos y considerando: Que según consta de autos, el recu- 
rrente Ganduglia no tiene ni empleo ni asi mi tac ion que le dé 
carácter militar (artículo ochocientos Setenta y cinco, Código de 
Justicia Militar), 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador geueral, se rero<-a el auto de foja cuarenta y nuere 
en la parte apelada por Ganduglia, declarándose que el inferior 
tiene jurisdicción para juigar el delito que se imputa á dicho 
Ganduglia. Notifiquen con el original y devuélíanse. 

BENJAMIN PAI. — ABEL. BAEAN. — 
OCTAVIO BCNGE. — JUAN E. TO- 
ftRENT. 
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i'AUIA CXC 



¿/o» Manuel Navarro y don Victoriano S. Lobato contra 
don Nicolás Paglieri ; sobre reivindicación 

Sumario, — 1° Los documentos habilitantes, cuya falta de 
transcripción produce la nulidad de la escritura, son aquellos 
que acreditan la representación del que obra y la otorga á 
nombra de otro, y no las que justifican el derecho del que ob™ 
y la otorga á nombre propio. 

2* La falta de posesión, que nunca turo el demandante, y 
la posesión á título de dneño por más de treinta años tenida 
por el demandado, justifican el rechaio de la acción reivindi- 
catoría. _____ 

Caso. — Resulta del 



faII* 4el Jetea reaaial 

Buenos Aires, Abril 3 de 1897. 

Y vistos para sentencia estos autos seguidos por den Manuel 
P. Navarro y don Victoriano S. Lobato contra don Nicolás Pa- 
glieri, sobre reíf indicación, de cuyo estudio resultan loa siguien- 
te» antecedentes : 

i* Que don José M. Bar so la, en representación de aquellos 
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señores ge presentó al juzgado, instaurando acción reivindica- 
toría contra Paglieri por la fracción de terreno de sus mandan- 
tes, que determina los títu los acuni pifiado», consistentes, !os de 
Lobato, en una fracción de terreno situada en esta capital, pa- 
rroquia de San José de Flores, calle de Cuyo entre las de Orte- 
ga j Gazcon ó Nuera Sar Francisco, y actualmente entre la de 
Vele* Sarafield y Almagro, ( ompuesto de veinticinco metras de 
frente al sud por doce metros setenta j cinco centímetros de 
fondo en el costado este, j nueve metros setenta y cinco centí- 
metros en el del oeste, indicando mi < ontraf rente al norte vein- 
ticinco metro» veinte centímetros, con los linderos allí deter- 
minados; v la de Navarro en otra fracción de terreno situada 
también en esta Capital, misma parroquia, que forma esquina 
á las calles de Cuyo y Orteg.i (hoy ésta Almagro), de cuarenta 
y un metros sesenta y tres centímetros de frente al sud, sobre 
la primera calle» y seis metros cuatro centímetros cincuenta y 
cuatro milímetros de frente at este, sobre la calle de Almagro, 
midiendo la línea del costad" norte cuarenta y un metros 
ochenta y tres centímetros lindando con Paglieri, y la Unen 
del costado oetitedoce metros setenta y cinco centímetros, lin- 
dando con Lobato. 

T Que después de haber sus mandantes tornado posesión de 
e&os terrenos, Paglieri ha turnado posesión áv ellos indebida- 
mente bacía próximamente un ano, privándolos de su domi- 
nio, y de tos frutos correspondientes por lo que apoyándose en 
el articulo 4168 del Código Civil, promovía este juicio, pidien- 
do fuera Paglieri condenado á la devolución de esos terrenos 
con sns frutos civiles, con costas y reserva de acciones por los 
danos y perjuicios que puedan corresponderles. Requirió asi 
mismo por el otro si de dícbo escrito, y obtuvo nn embargo 
preventivo bajo so responsabilidad, de los terrenos cuya reivin- 
dicación pretende. 

3* Sustanciada la eicepcion de incompetencia de j orí adíe- 
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«ion deducida i foja 19, «1 juzgado ordinario de lu Capital la 
declaró procedente» y en su consecuencia, mandó pasar los an- 
tecedentes á la justicia federal, por ser dicho juicio de su 
exclusiva competencia. Ante estti jurisdicción, los demandantes 
por so escrito de foja 40, reprodujeron en toda* sus partes la 
demanda, de laque se confirió el respectivo traslado, 

4° Evacuando á foja 50 el demandado dicbo traslado, pidió 
el rechato Je la acción con cortas, por su temeridad , ú mérito 
de la documentación que exhibe y fundamentos que deduce, 
sosteniendo que los ¡tetares no tienen acción ni derecho para 
iniciar este juicio, por ser nulos los documentos presentados 
con su demanda, desde que ellos lian sido otorgados en contra- 
posición a la disposición de los artículos 1003 y 1004 de) Có- 
digo Cifil, pues se ba omitido en las escrituras acompañadas 
las trascripciones de documentos públicos, como son ios autos 
judiciales y documentos habilitantes, como ser: la declaratoria 
de herederos y contenió que se menciona y por los que han 
vuelto al <i<>minio de uno de los reivindicantes que es antecesor 
del otro, una propiedad que había dejado de uerteneeerie, y 
por cuya causal son nulas esas escrituras, y por consiguiente, 
no puede fundarse en ellas acción alguna: ame actione atjiit. 

Que prescindiendo de estos vicios, la escritura otorgada a 
Lobato es igualmente nula, por haber Tendido como rematador 
por orden del doctor Burgos y condómino señor Navarro, la 
propiedad dequ>- hoy aparece como dueño, por lo que no ha podi- 
do ser comprador de s( mismo, de acuerdo con el inciso 4* del 
articulo 1301 del citado código y con el inciso 6° aplicable al 
caso por analogía. 

5* Que aparte de ello la demanda no puede prosperar, por 
que tanto la propiedad como la parte de los terrenos que se rei- 
vindican, pertenecen al señor Fagtieri, como se justifica con 
los títulos que exhibe, y por no reunir t ila uno délos requisitos 
del artículo 2758 del mismo código para la acción de remad i- 



0C JUSTICIA NACIONAL I8t 

ración, independiente 'Je tener Paglieri á su favor la prescrip- 
ción tretntenaria sobre los terrenos que se trata de reivindicar. 

6 a Que recibida la causa á prueba, se produjo la que el pre- 
sa el certificado de foja 104 vuelta, llamándose autos, para 
definitiva,; bichóse saber el juez que iba i conocer, providen- 
cias que se encuentran consentidas. 

Y considerando: í a Que del estudio hecho de tas piezus y 
constancias de autos, resoltan cuestiones previas á resolver, de 
naturaleza esencialmente prejudiciales, que i ser solucionadas 
afirmativamente excusaría al juzgado de todo otro pronuncia- 
miento. 

¿Son nulas las escrituras públicas presentadas por los seño- 
res Navarro y Lobato? Caso afirmativo, ¿procedería la ac- 
ción de reivindicación instaurada? Son éstas las cuestiones 
que surge» de autos, y que el juzgado se propone estudiar y 
resolver. 

3° Los demandantes instauran la acción real de reivindica- 
ción de las tierras que la motivan, basados en los títulos de 
propiedad acompañados con la demanda. En esas escrituras se 
hace mención especial de una declaratoria de herederos hecha 
en los autos testamentarios del doctor Ramón Burgos, primer 
esposo de doña Josefa Otame nd i, pronunciada con fecha 13 
de Julio de 1889 por el señor juez doctor Luis Méndez Faz 
secretaria Raggio, en coya oficina se encuentra radicado dicho 
expediente] se hace igualmente mención de un boleto de com- 
praventa otorgado por los señores Navarro y Burgos, & favor 
de don Juan Oreccio y de la rescisión del mismo boleto acor- 
dado por el señor juez doctor Oaray que entiende en la testa- 
mentaría del miaño Cree cío, previa vista eipedida por loa mi- 
nisterios papilar y fiscal. Ahora bies, estos antecedentes y 
documentos judiciales no figuran transcriptos por el escribano 
otorgante de las escrituras de adquisición del dominio de los 
demandantes corrientes de foja 1 i foja 8, siendo aaf que como 
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documentos habilitantes han debido ser trascriptos en ellas por 
haber ellos «Jado origen áta propiedad de doña Josefa Otamen- 
di de Rigoli j de su condómino don Manuel F. Navarro, y 
posteriormente del señor Lobato, en virtud del fallecimiento 
del doctor Burgos y de Creccio, de la rescisión del precitado 
boleto de compra y adquisición del terreno hecha por Lobato, 
da aquella señora. 

El articulo 1003 del Código Civil, imperativamente dispone 
que el escribano debe transcribir en el libro de registro junto 
con ta escritura, además de los poderes, lis instrumentos públi- 
cos & que se refieren las partes, á menos que tilos estuviesen 
otorgados en el registro del mismo escribano; disposición que 
ea confirmada por el articulo 1004, al estublucer que las escri- 
tora! que no tengan transcriptos los documentos habilitantes 
ton nulas. 

En cuanto al carácter de instrumentos pública de loa que 
el escribano otorgante ha omitido en esas escrituras, es incon- 
testable, desde que tienen su origen en la ley, como resulta 
del teito claro y eipreso del artículo 979 del código citado. 

Resulta, puea, de las escrituras acompañadas por los actores, 
que ellas no contienen la transcripción de los documentos ha- 
bilitantes de la referencia, esas escrituras son nulas, al tenor 
del artículo citado, cuya nulidad es absoluta por ser manifies- 
ta y haber sido por la ley, declarada tal (articulo 1038, y se- 
rie í-, tomo 15, página 317, fallos de la Suprema Corte). 

Revistiendo esa nulidad, ese carácter, con arroglo al artí- 
culo 1050, los títulos eiuibidoe se consideran como no existen- 
tes quedando sin efecto ni valor alguno, los derechos que en 
ellos se basen, desde que su efecto inmediato, es hacer que las 
cosas se retrotraigan y vuelvan al mismo ó igual estado que se 
hallaban antes del acto anulado. 

Y como según la prescripción del artículo 9768, la acción 
real de reivindicación, nace del dominio que cada uno tiene de 
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cosas pttfeftlWit, por la cual el propietario que ha perdido La 
pcsesinn, la reclama y la reivindica contra aquel queae enonen- 
, tta en poassion le ella, resolta, que no teniendo loa mendi- 
cante* señores Navarro y Lobato el dominio de la coa» que pri- 
enden reivindicar, lógicamente se comprueba la improceden- 
cia de la acción instaurada, por no haber aquellos comprobad 
tener el dominio y posesión de Lis tierras que la motivan, pues, 
como queda expresado, los títulos acompañados son nulos por 
el concepto expueito, y por tanto legalmente se consideran 

eem<> no existentes. 

3- Que la escritura presentada por Lobato y d* la que arran- 
ca el derecho de propiedad que alega tener, adolece de un otro 
Ticio de nulidad absoluta, consistente en haber vendido dicho 
3 eñor como rematador, por mandato del uoctor Ramón Burgo, 
y de su condomino Navarro, La propiedad que hoy pretende 
reivindicar, ratón por la que legalmente .10 pudo ser su adqu. - 
rente posterior, por la prohibición contenida en el artículo 1361 , 
inciso 4», del Código Civil, surtiendo desde luego esa nulidad 
]as mismas ronaccnencias jurídicas expresadas anteriormente 
sobre la retroactividnd de Las cosas al estado anterior al acto 
nulo. Ese extremo Lo justifica el propio título acompañado 
como resulta del pasa),, que establece : . que dicho terreno fué 
rendido por el doctor Burgos y su condomino señor Navarro á 
don Juan Creccio con intervención del rematador don Victo- 
riano S. Lobato, según consta del boleto privado que obra á 
foja 21 de los autos testamentarios del doctoT Burgos », la con- 
falón de Navarro y del mismo Lobato, absolviendo la atgunda 
posición del pliego agregado á foja 140, confirma igual extre- 
mo j lo ratifica el testigo Juan Saharrnguc respondiendo i la 
segunda pregunta del interrogatorio de foja 88. 

Desde luego, adoleciendo sn titulo, de un vicio 6 causa de nu- 
lidad absoluta, es improcedente su acción, poraue no pudwndo 
esta ser deducida sinó por el propietario que ha perdido la p»- 
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sesión de la propiedad que intenta reivindicar, y no teniendo 
Lobato ante la ley tal carácter f resulta justificada su falta de 
derecho para promover este pleito ; independientemente de que 
tanto Lobato como Navarro no ban justificado en forma alguna 
haber tenido en algún momento la posesión de los terrenos que 
pretenden reivindicar y por cuya sola circunstancia ó causal 
no procedería su acción oon arreglo si artículo2758 del código, 
y lejos de ello han confesado ampliamente, absolviendo ambos 
la primera pregunta del pliego de foja 140, que jamás han te- 
nido posesión del terreno que reclaman áPaglieri, y desde luego 
sudemanda no puede prosperar por no haber acreditado su de- 
recho á esos terrenos por medio de un titulo hábil seguido de la 
tradición, ni haber tenido ni perdido en momento alguno su po- 
sesión. 

Por las consideraciones expuestas y concordantes aducidos 
en loe escritos de foja 58 y foja 154 definitivamente juagando, 
fallo: rechazándola acción de reivindicación instaurada por los 
señores Manuel F, Navarro y Victoriano S. Lobato contra don 
Nicolás Faglíeri ú quien absuelvo de la presente demanda con 
imposición á aquellas personas de perpétuo silencio, sin espe- 
cial condenación en costas, dada la naturaleza del pleito, y por 
nu aparecer justificada malicia ni temeridad. Notifique se con el 
original, repónganse tos sellos y ejecutoriada esta sentencia 
archívese. 

A y us lin (írdina rrain. 

(rail* «c I* ft«pr«»ji Cowte 

Buenos Aires, Judío 15 de 1899. 

Vistos: resulta; Que la demanda reivindicatoría deducida á 
foja diez, á nombre de los señores Navarro y Lobato, contra don 
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Nicolás Paglieri, sefandu en los íítulo» de fojas una á ocho y 
cu la posesión que se dice han tenido loa demandantes de los 
terrenos á que se refieren sus títulos y de ios cuales Be había 
apoderado el demandado Paglieri. 

Que éste* á iu vez, h» pedido el recbaio de la demanda, ale- 
gando ta nulidad de loa titulas de los actores, j atribuyéndose 
la propiedad de los terrenos en cuestión, en virtud de los docu- 
mentos de foja cuarenta y sitíte i cincuenta y siete y de la pres- 
cripción treintenaria que invoca á su favor. 

Que puesta la causa i prueba sobre los hechos alegados y no 
consentidos y presentados los respectivos alegatos sobre el 
mérito de la producida, se bu dictado la resolución de foja cien- 
to noventa y tres, por la que se rcch.uu la acción reivindica- 
toría instaurada, absolviendo á Paglieri de la demanda con im- 
posición de perpétno silencio á los actores sin especial conde- 
nación en coates. 

Que de esta sentencia, han apelado ambas panes, la de tos acto 
res porque sereciiaxasudemaudu y les impone perpetuo silencio, 
y la de Paglieri porque no condenaen costas á los demandantes, 
ni menciona la indemniiacion de daños y perjuicios que dice le 
adeudan. 

T considerando ; Que la sentencia apelada rechaza la deman- 
da de los actores, fundándose eii que son nulos loa títulos que 
han presentado para justificarla, y en que han reconocido no 
haber tenido jamás la posesión de los terrenos que pretenden 
reivindicar. 

Que con respecto al primer fundamento, es de obaervar, que 
la nulidad de los títulos se hace consistir en dos hechos dife- 
rentes. £1 primero es que no se Han transcripto en ellos, en ca- 
lidad de documentos habilitantes, la declaratoria de herederos 
y un boleto de compra-renta á favor de don Joun Crécelo, de que 
se hace especial mención en estos títulos ; y e) segundo, que don 
Victoriano 8. Lobato vendió, como rematador á don Juan Cree- 
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«io, por mandato de los señores Burgos j Navarro, el terreno 
que trata de reivindicar en virtud déla prohibición contenida 
en el artículo mi) trescientos sesenta y uno, incido ouarto del 
Código Civil. 

Que aun cuando sean exacto» los hecho* mencionados, no es 
menos cierto también, que ninguno de ellos constituye un vicio 
que afecte la validez de esos títulos. 

Con efecto, y por lo que hace a la declaratoria de herederos, 
cuya falta de transcripción se observa, debe decirse que ella un 
pertenece á la clase de documentos habilitante-;, de que habla 
el artículo mi) cuatro del Código Civil, que son aquellos que 
acreditan la representación del que <d>ra a nombre de otro, un 
cuyo caso no se halla el que procede á realizar un acto á título 
hereditario y que obra por lo tanto á nombre propio y como 
dueño del derecho, que le corresponde por ese título, del mismo 
modo que el que invoca el titulo de comprador para disponer 
de !a cosa que ha comprado, y que no necesita para hacerlo 
válidamente por escritura pública, transcribir en ella el 
titulo de su dominio, sucediendo igual cosa con la declaratoria 
de herederos, que es un titule de adquisición como el da 
compra. 

Que con mayor razón no puede pretenderse t que haya sido 
necesario transcribir en los título* de los actores el boleto de la 
venta hecha á Oreccio, venta que quedó sin efecto por la con- 
formidad de los interesadas aprobada por el juez que conocía 
del negocio, no siendo en caso alguno ese boleto el instrumen- 
to que requiere el articulo dos mil seiscientos nueve del Có- 
digo Civil, para perder en su mérito, la propiedad del inmue- 
ble de qne se trata. 

Que no es finalmente tampoco aplicable al caso la prohibición 
contenida en el artículo mil trescientos sesenta y uno, inciso 
cuarto, desde que no se trata de compra que haya realizado 
Lobato de un inmueble que estaba encargado de vender, por 
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cuenta de Burgos y Navarro, siendo incontestable que ese man- 
dato se cumplió tiempo bacía ya, v que después de ello Lobato, 
entendiéndose directamente con Navarro y I» señora que fué 
esposa de Burgos, les compro unn parte de] inmueble en cues- 
tión, lo que coloca el caso fuera del alcance y prohibición de) 
artículo ya citado. 

Que si bien á mérito de lo expuesto, no puede justificarse el 
rechazo de la dcmaniln, de foja die« por razón de las nulidades 
que la sentencia atribuye ú tos título.- y documentos que ba 
presentado el demandudo Paglieri y el hecho reconocido por 
ambas ictores en la absolución de las posiciones de página 
ciento cuarenta, de no haber ellos tenido jamás la posesión de 
los terrenos que pretenden reivindicar. 

Que el título de propiedad de página cincuenta y cinco pre- 
sentado por el demandado, acredita que él compró, en diez de 
Enero de mil ochocientos sesenta y dos, á don Pedro León 
Martínez, un lote de terreno situado en la parroquiarieBalvane- 
ra, bajo el número diecisiete del plano levantado para la venta 
de éste y otros terrenos que estaba haciendo el rematador don 
Mariano Riltingburst, lote de terreno que forma una manzana 
según se re en el plano de foja cuarenta y siete, y en el 
cual están sin duda alguna comprendidos los terrenos de la 
cuestión. 

Que así lo convencen las dimensiones del frente y del fondo 
que atribuye á dicho lote de terreno el título de foja cincuenta 
y cinco, dimensiones que 110 pueden menos de corresponder á 
los cuatro costados de la maniana t cuyo frente al Norte da á 
la calle Corrientes, como lo demuestra el plano municipal de 
foja ciento treinta y uno, indicándose también, en el mismo 
plano los arranques de las calles que limitan la propiedad de Pa- 
glieri por el Oeste y el Este, aunque sin darle las dimensiones 
did título, sin duda por 110 haberlo tenido á la vista el qne le- 
vantó ese plano, 
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Que probada la posesión actual de Paglieri sobre la totalidad 
del terreno que le da su título,; probado también que solicitó 
de la Municipalidad y se le dió ya en mil ochocientos setenta y 
tres y mil ochocientos sesenta y cinco, con arreglo á sus titulo* 
linea para edificar sobre la calle Corrientes* habiendo, en efec- 
to, edificad" en dicho terreno, como se acredita por loa docu- 
mentos de foja* setenta y una y setenta y dos, es de derecho la 
presunción de que Paglieri ha poseído desde la fecha de su tí- 
tu lo la extensión de terreno que éste le da, conforme á lo dis- 
puesto en el artículo cuatro mil tres del Código Civil, sin que 
pueda admitirse como prueba en contrario respecto de la frac- 
ción cuestionada que colinda con las calles de Almagro y Cuyo, 
niel hecho transitorio de haber el rematador Lobato colocado 
estacas y puesto bandera de remate, para vender aquella en lo- 
tes, como lo alega en su expresión de agrarios da foja doscien- 
tas veintisiete, desde que ese hecho ha sido protestado por Pa- 
glieri y por ratón de su oposición no se han llevado á cubo las 
.ventas intentadas, como resultado las declaraciones de los tes- 
tigos de los demandantes José Moreno, foja ochenta y cinco 
vuelta, y Juan Sahurroqui, foja ochenta y nueve, ni tampoco la 
existencia do un cerco vivo de pita y lanja que los testigos de 
los demandantes declaran que delimitaba dicha fracción con 
el resto de los terrenos que se reconoce por los actores ser de 
propiedad de Paglieri, porque dicho cerco no es del imitativo 
de la propiedad de éste, hallándose, como evidentemente se ha- 
lla, dentro de la extensión que la escritura ó titulo de Paglieri 
asigna á los terrenos comprados por él. S 

Que justificada como queda la posesión del demandado á tí- 
tulo de dueño de la extensión de terrenos expresada en la es- 
critura de foja cincuenta y cinco, y probado como está, por la 
confesión de los demandantes, que jamás han poseído la frac- 
ción de terrenos que reclaman, como suya y que es parte del 
lote comprado por Paglieri, hay ratón para declarar qne dicha 
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fracción le pertenece en propiedad ; si no por haberla compra- 
do á eu verdadero dueña, en la hipótesis de que no haya tenido 
esta calidad su Tendedor, don Pedro León Martiiieí, corno lo 
sostiene el apelante Lobato eusu expresión dé agravios, por ha- 
berla ganado por la prescripción de treinta años, desde que ha 
probado qnu la ha poseído continuadamente á titulo de dueño 
por más dV este tiempo, según resulta de lo demostrado prece- 
dentemente y de las fecha ¡ de la escritura de foja cincuenta y 
cinco y de la interposición de la demanda de foja diez. 

Que es justa, por consiguiente, Ja sentencia apelada m cuan- 
to ha rechazado la demanda reivindicatoría de los señorea Na- 
varro y Lobato, debiendo agregarse que ningún agravio Ies ha 
cansado por haber absuelto de ella al demandado, imponiéndo- 
les perpetuo silencio, porque este es el efecto de las sentencias 
definitivas ana vei confirmadas por el superior, ó no apeladas 
en tiempo, pues acaban para siempre el litigio con el sello de la 
cosa juagada, sin que pueda el actor, en tiempo alguno, ser 
oído otra reí sobre la misma causa. 

Que respecto de la apelación interpuesta por la parte de Pa- 
giíeri, corresponde no hacer lugar á ella ya en cuanto preten- 
de que ha debido condenarse i los actores en danos y perjuicios, 
por cnanto sobre este punto pidió en la contesta -ion á la de- 
manda, que se le dejase á salvo la acción de daños y perjuicios, 
ya en cuanto se queja de que no hayan sido aquéllos condena- 
dos en coatas, porque, como lo dice el juei a 7110, no aparece 
jostitictida malicia ¿temeridad de su parte. 

Por estoi fundamentos se confirma la sentencia apelada de 
foja ciento noventa y tres, debiendo las coatas del jnicio pa- 
garse en el orden causado. Notifíquese con el original y repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

BtHjamif taz. — uu luán. 

— OCTAVIO IONGI. — JOAN 
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fto» Julián Serena contra Maumusy Doderox sobre daños 

y perjuicios 

Sumario. — El dueño del buque tío es responsable del daño 
causado por la caída de un cuartel üe la escotilla á una persona 
pitraña al buque, si no se prueba que la caída provino de de* 
iccto en el cuartel, ó de culpa ó negligencia de sns empleados. 



Caso. — Lo explica el 



MI* 4*1 Jmi Mtoral 

Buenos Aires, Harto 30 de 1896. 

Y vistos ; estos autos seguidos por don Julián Serení contra 
los señores Man mu a j Doderu, agentes del rapor « Neustria », 
por indemnización de daños j perjuicio!. 

Resulta : I o Que i foja 3 don Víctor Bonoli, en representa- 
ción de Serena, se presenta j expone : Que el 19 de Diciembre 
de 1896, su mandante, que trabajaba como estibador á bordo 
del vapor « Nenstria*, en compañía de cinco estiradores más, 
fué lesionado en la pierna, derecha, en momentos que, suspen- 
dido el trabajo por orden del capataz, sabia por una escalera 
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desde el fondo de la bodega hácia cubierta, en donde se había 
demorado con otro compañero concluyendo de estirar la última 
Mugada, por tino de loa cuarteles, ó tapa de la escotilla, que al 
ser colocada por los que estaban fuera de la bodega, cayó den- 
tro de éala por mala ilirecoion eu el trabajo 6 por colpa de los 
que, en aquellos momentos se ocupaban en cerrar la escotilla, 
fracturándole la pierna á Sereaa, quien conducido á un hospi- 
tal, donde permaneció eu asistencia médica y dado de alta, ba 
quedado inútil para el trabajo material, ú que se dedicaba y 
que era el único recurso -le que diaponía para atender á la sub- 
sistencia propia y de su familia. 

Quede los hechos referidos se deduce claramente, que la le- 
sión sufrida por su poderdante fué causada por personas, por 
i osas y por actos enteramente extraños í »u personal interven- 
ción, en circunstancias eu que él no podía prtvetT el peligro, 
qu« no debió liab^r existido, si el capata* ú olioial del vapor 
c Ncustria >, encarga lo de la operación de cerrar La escotilla y 
la gente que á sus órdenes trabajaba, hubú-ra puesto el más 
pequefío «uidado y atención en el trabajo que verincaban, cir- 
cunstancias todas que dan origen á responsabilidad para los 
causantes del daño ó para las perdonas subsidiariamente respon- 
sables de acuer lo con los artículo* 1109, 1113 y H23 del Có- 
digo Civil, disposiciones lega'e ^ aplicables al oaso, en que apoya 
su demanda, estimando su mandante el daño sufrido en la suma 
de 80.000 petos, de conformidad con lo establecido en los artí- 
culos 1008. 1069 y 1083 del mismo código, á cuyo pago pide al 
juzgado condene ú los señorea Maumnsy Dodero, por la repre- 
sentación que ejercen en el pafs como agentes de los amadores 
dvl vapor < Neustria », según los artículos 285. 287, 288, 875, 
890, 891 i 894 y 895 del Código de Comercio. 

2* Que corrido traslado, Hanmus y Dodero contestan, que 
para 1» empresa que representan no existe responsabilidad en 
el caso, pues todas las personas que intervinieron en la opera- 
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oion de cerrar ti escotilla, inclusiva el actor, y el que dejó caer 
el coarte!, no pertenecen al vapor t sin* qae son dependientes y 
empleada* del señor Peyehsux, empresario de estivadores, sien- 
do como se comprende la empresa Peychaux completamente dis- 
tinta de la de la compañía qae representan, * inaplicable, por lo 
tanto, las disposiciones de los artículos 1109 y 1113 del Código 
Civil, que invoca la demanda. 

Que f además, Serena no se encontraba ya en la bodega por ra- 
tón del trabajo, pues éste habia concluido, siendo finalmente, 
verdadero absurdo el cobro de 20.000 pesos, por la fractura de 
la pierna, no ■ ólo porque no ha quedado completamente inútil, 
sino también por la ocupación y posición «leí peón Serena. 

Que en mérito de lo manifestado, pide al juagado se sirva 
resolver en oportunidad, rechazando las injustas pretensiones 
del demandante, con especial condenación en costas, por la te- 
meridad con que procede, sabiendo como sabe, que no era de* 
pendiente de la compañía que representan. 

3* Que abierta la causa á prueba se ha producido la que ex- 
presa el certificado del actuario de foja 96. 

Y ounsid erando: 1'Que si bien se ha probado que tanto Sere- 
na como los que se ocupaban en cerrar la escotilla eran peones 
dependientes del señor Teychaui y, por consiguiente, ajenos al 
personal del vapor, por las declaraciones de los testigos Casado 
y Gallardo, qu* 1 el cuartel 6 tapa-boca de la escotilla era chica 
y que á esa circunstancia se debe que cayera al fondo de la bo- 
dega é hiriera i Serena. 

3° Que en tal caso, U empresa demandada es responsable del 
perjuicio sufrido por el actor con la fractura snfrida, de acuer- 
do con la última parte del artículo 1113 del Código Civil . 

3* Que ante las conclusiones á que llega en su informe de foja 
130 el médico tercero/loctnr Agudo Avila, nombrado en tae ca- 
rácter, en raionde la disconformidad existente entre ios médi- 
cos nombrados A propuesta de las partes, acerca de la irapor- 
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tanda de la fractura sufrida por el demandante, probabilidades 
ile curación y condiciono para el trabajo en que aquel ha qne- 
<iad >, el juxgad o considera equitativa Ii suma de 5000 pesos 
moneda nacional, como indemnización fiel daño y perjuicios su- 
frido! • en atención además, de la posición social del damnificado 
y de loa medios de Tida con que contaba antes del accidente. 

Por estas eoosideracione * y las concordantes de los eseritos 
de fojas % j 99, definitivamente justando, fallo : que debo con- 
denar, como en efecto condeno a loa señores Haumus y Dodero, 
en el carácter de agentes del vapor * Neustri» » á pagar en el 
término de 10 días á don Julián Serena, la cantidad de cinco mil 
pesos moneda nacional, como indemnización del daño sufrido, 
con costas. 

Hágase saber original, y repuestos los sellos, archívese el 
expediente sí no fiit .u apelada esta resolución. 

Así lo resuelvo y mando, en Buenos Aires, Capital de la Repú- 
blica Argentina, fecua ut supra. 

P, Olaecheay A teoría. 

rail* *t> i» «apreNS* €«r*e 

Buenos Aires, Jimio 1~> de 1899. 

Vistosy considerando; respecto al recurso de nulidud deduoido 
por el demandado A foja ciento treinta y uno. 

Que la sentencia de foja ciento veintiséis resolviendo, como 
resuelve, de una manera expresa, positiva y precisa la controver- 
sia trabada por demanda y contestación entre las partes, pro. 
n unciéndose con arreglo ú \m acciones deducidas, se ajusta ¿ lo 
dispuesto en el artículo trece dt la ley de procedimientos. 

Por esto y de acuerdo con el artículo doscientos treinta y tres 

de la citad» ley, no se hace lugur al mencionado recurso. 

Considerando en cuanto al de apelación; Que la demanda 
t. mu 13 
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tiene por objeto la condenación del demandado á indemnizar ul 
notorios daños y perjuicios que 1* be. causado el accidente do 
que fué victima en el tí por « Neuatriai, en circunstancias de 
haber terminado el trabajo que ejecutaba cerno peón estivador, 
pretendiendo responsabiliiar de las consecuencias de ese acci- 
dente A la compañía de navegación á que pertenece dicho vapor. 

Qne el accidente se produjo en momentos que el demandante 
as encentraba en ta hodepa del buque, por un cuartel de la esco- 
tilla que, al efectuarse el r ierre de la misma cayó sobre el actor 
desde la cubierta, ocasionándole la fractura de una pierna, he- 
dió que sirve de base i la acción. 

Que Serena formaba parte de un cuerpo de esMvadaiea con- 
tratado y pagado por don Pedro Peycbaus queobrabaeu calidad 
de « empresario de estivadnres y lancheros ». 

Que este beobo resulta plenamente comprobado por lo* de- 
claraciones de los testigos Casado, fojas treinta y siete y treinta 
y ocho ; Mendei, fojas treinta y nueve y cuarenta ; Vellai, foja 
cuarenta y una ; y Gallardo, foja* cuarenta y >i«a vuelta y Gua- 
rí uta y dos, presentados por elaotot, constando, además, por la 
confesión de foja cincuenta y tres, y por la deposición del men- 
cionado Peychuux, foja cincuenta y seis. 

Queeiiate, en consecuencia, prueba acabada de que Serena 
trabajaba por y pura un contratista 6 empresario que no tenia 
con la compañía demandada la; relaciones de bu per ior i inferior, 
linó las legales que ¿urgen del contrato 'le locación de obras 
cuando el locatario procede en calidad de empresario. 

Que los testigos Mendos, foja treinta y nueve, y Gallardo, 
foja cuarenta vuelta, examinados á petición del demandante, 
ignoran las cansas por las cuales ae cayó A la bodega el cuartel 
que lesionó á Serena; Casado, á foja treinta y siete rpelta, ma- 
lí i tiesta que « fué seguramente por ser escasa U tapa», y Ga- 
llardo, á foja cuarenta y u ía vuelta, dice que « después del su- 
ceso se colocó e! coartel y vió que era chica ó corta •. 
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Que >'stas últimas declaraciones no forman prueba plena di- 
ese hecho, pues Casado no lo afirma categóricamente, lo qu- se 
explica desde que, como él mismo lo reconoce, aúlo trabajó en 
i*l baque la Te» en que tuvo lugar el accidente; y la declaración 
singular de Gallardo no se baila corroborada por constancia al- 
guna de autos, y retaría ma* bien destruida por la del testigo 
Vellar, quien dice, que habiendo trabajado en dos ocasiones el 
cuartel funcionó bien. 

Que no estando probado el defectu que el actor atribuyó en 
su demanda á los útiles del buque, no pued» conelnirscqu»- el 
accidente se produjo á consecuencia de ese defecto. 

Que debe, por tanto, desestimarse la responsabilidad que se 
pretende hacer recaer sobre la compañía demandada, en cuanto 
esa responsabilidad tiene por fundamento laculpa ó negligencia 
de dicha compañía, en loque se reliere a los útiles é instru- 
mentos del buque que ella puso á disposición del empresario 
Peychau& para la carga de la mercadería. 

Que tampoco pnede admitirse responsabilHades a cargo del 
demandado por los heohos de acción ú omisión de que puedan 
ser culpables el personal de estridores empleados en la carga 
del buque, puesto que, como ya se ha hecho constar, ese per- 
sonal no estaba bajo la dependencia de la compañía de nave- 
gacion, si nú baja de la de un empresario que los contrató y pa- 
gó para que trabajaran de su menta y en su propio interés. 

Que así es, en efecto, porque la responsabilidad por hechos 
ilícitos, no tiene lugar sino en rirtud de acciones ó omisiones 
propias ó de perdonas dependientes, con arreglo B los artículos 
mil sesenta y seis, mil setenta y tres, mil ciento nuere y mil 
ciento trece del Código Civil, ya que, según se deja demostrado, 
en el caso tampoco existe responsabilidad por daños derivados 
de la deficiencia de las cosas de propiedad y al servicio del de- 
mandado empleadas coando se produjo el accidente. 

Por esto, te revoca la senté neis pelada de faja ciento veinti- 
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seis, absolviéndose, enooaaecuencia, á la compañía demandada 
de la demanda de foja «loa. Notifique»* con el original j re- 
puestos lus sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN — ABÍL BASAN. 
— OCTAVIO BUNCB. — JUAN 
S. TORBBHT. 



«-AVHA « '«til! 



/Jo/i fWro terso, soire excepción del scrmc/o militar 

Sumario. — Laexeepcinn concedida al bijo de madre viuda 
que atiende 4 su subsistencia, no procede para el hijo que solo 
coopera á ella en unión de otros que proporcionan á la madre 
medios de vivir. 



Caso, — Resulta del 



Y vistos: resultando de U sumaria i nformac i- m producida 
unte el juzgado de primera instancia en lo civil, que don Juan 
PelroLcrioeahijoque atiende á la subsistencia de su madre 
viuda, no obstante tener ésta otros bijos, sumaria información 
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que ha sido ampliada va la forma que consta á foja.. . de estos 
autos, corresponde interrogarse: ¿Sien este tribunales facul- 
tado ó no acordar la eiceprion que ha sid» denegada por la 
Junta de la Capital, cuando, como en el caso presente, ae han 
acreditado los extremos del articulo 26 de la ley nú* mero 3318 
de 33 de Jí ovienbre de 1895? 

Para resolver este punto, ¿strá acaso indispensable tener en 
cuenta que la madre viuda, de que se trata, tiene utros hijos 
ademas del solicitante? 

¿Puede, por ventura, la circunstancia apuntada, obstar ¿ que 
estejutgadn, acuerde Ja excepción solicitada, cuando por otra 
parte, se han acreditado en forma Iob extremos legales requeri- 
dos por la ley 3318 en su artículo 36 in fine? 

La resolución de la Junta que ha denegado la excepción, adu- 
ce como razun fundamental para ello, el hecho de que, tenien- 
do la viuda de que se trata otrns hijos .¡ más del peticionante, 
cuaudo éste esté en conscripción, los demás atenderán i la sub- 
sistencia de aquélla. 

Se comprende que al proceder así, la Junta lo ha hecho co- 
mo jnet de conciencia, como jurado, y no como jue* de dere- 
cho ajustándose estri mámente á las prescripciones legales que 
rigen el caso. 

Han pensado los señores de la Junta, en que es perfectamente 
verosímil que, estando ausente el joven Juan Pedro, sus her- 
manos lo reempl alarán en la atención de la subsistencia de la 
mudre común ; y en confluencia, han declarado qne no proce- 
día la excepción pedida. 

Pero, si la Junta se ha conceptuado facultada para proce- 
der con esa amplitud de criterio, ¿ puede, acaso, hacerlo así es- 
te tribunal? 

¿No es, por ventura, un juea de derecho, el que suscribe, y 
como tal, sujeto en sos juicios á las prescripciones y formulU- 
inca legales? 



m 
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Fuera deque es evidente que los jueces fedérales, son jue- 
ces dedeiechoy do jurados, en todos los casos que se lian re- 
suelto sobre eíta materia, lo han hecho asios tribunales co- 
mo tales jueces de derecho, y han dado así, como puede verse, 
en los múltiples casos resueltos, resolución»» ajustadas á ta 
interpretación estricta de la ley. 

Porque así como es elemental ^ue debe aer restrictiva y ja- 
más ampliativa, la interprttaoion de las lejes de excepción Ó 
privilegios, est ■ juzgado ha denegado constan te mente excepcio- 
nes que no estuvieran eipresa é inequívocamente acordadas pur 
la ley de la materia en sus artículos 25 y 96. 

Así también, toda vez que se han presentado informaciones 
•limarías producidas por los juzgados de primera instancia en 
lo civil, c»n todas las formalidades de la ley, y de < llas han re- 
sultado acreditados los estreñios exigidos por los artículos cita* 
dos, el tribunal lia acordado las excepciones pedidas. 

Db lo expuesto se desprende, pues, que lo que en este caso, 
como en todos los idénticos, compete ha er ¿este juzgado para 
acordare negar la excepción pedida, es examinar si se han acre- 
ditado ó no los requisitos que la ley exige para hacer proceden- 
te la concesión de la excepción pedida. 

En el caso subíndice, de las constancias de autos resulta que 
ae han acreditado; en efecto, Pedro Lar/o es el hijo i[ue 
atiende á la subsistencia de su madre viuda, y siendo esto así, 
es claro que, con arreglo al artículo 26 de la ley número $318, 
corresponde revocar la sentenciad? la Junta, que denegó la 
excepción y acordarla. 

No padiendo, pues, este juzgado proceder en otra forma, 
que i. que lo compete como juez de derecho y ajustándose á las 
formalidades requeridas y constancias de autos, es de su deber 
dictar la resolución del asunto con estricta bujecion ála ley. 

Por estos fundamentos y otros que se omiten y los concor- 
dantes de la vista del defensor de incapaces, y no obstante lo 
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expuesto en contrario por el Procurador fiscal, e>te juzgado re- 
voca la resolución apelada de la Junta de la Capital que corre á 
foja 11 vueítu, y declara que corresponde acordar, como en 
erecto acuerdad don Pedro Lerso, la excepción de! servicio mi* 
lihtr, prevista j legislada por t*l articulo 26 de la ley númeto 
3318 de 23 de Noviembre de 1895. 

Asi lo resuelvo, eu Buenos Aires, capital de la República 
Argentina, i 17 de Abril de 1809. 

f*. Oíaeckea y Alcorla 



VISTA DEL atflofc PROCURADOR GBnBBAL 

Buenos Aires, Muyo 1? de 1899. 

Suprema Corte: 

Cuando el articulo 26 exceptúa del servicio militar activo á 
aquel de los hijos de una madre viuda que atienda á la subsis- 
tencia de ésta, determina claramente de ser su único sosten* 

En el caso del conscripto, Juan Lerzo, no se ha probado 
aquel hecho. 

El mismo Lerio en su petición de foja 1 8, sólo reconoce que 
coopera al sostenimiento de la madre viada. Por ello en el inte- 
rrogatorio de foja 7, limita U te roerá pregunta, A los testigos, 
al hecho de la cooperación al sostenimiento de la madre viuda. 

Esto solo bastaría pura rechaiar la excepción invocada, pues 
la confesión y reconocimiento de la misma parte, excluye la ne- 
cesidad de ninguna otM prueba. 

El acta de foja 13 vuelta confirma aquella confesión, pues es- 
tablece que la madre vive en nasa de una hermana propietaria, 
que tiene cinco hijos que todos trabajan, j entregan los varones 
sns sueldas Integros i la madre, que Ie3 proporciona loque ne- 
cesitan. 
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Cuando tantos hijos cooperan á la subsistencia de Ja madre 
común, do puede atribuirse á uno solo de filos la eicepcion do 
U ley 3318; porque esto violentará lu teteu, extendiendo la 
excepción para uno, ú todos los que cooperan, como es corrien- 
te, 4 la subsistencia de la vida en familia. 

Por ello, considero justo el recurso instaurado por el procu- 
rador fiscal contra la resolución de foja 21 TiieíU, cuya revo- 
catoria solicito del ilustrado criterio de V. E 

Sabiniano Hier. 



Buenos Aire», Judío 15 de 1899. 

Vistos y considerando; Que ista probado que la madre de 
Juan Pedro Lerio, tiene varios lujos y que no es sólo éste quien 
atiende á su subsistencia, lo que resulta basta de la propia afir- 
mación de Juan Pedro, puesto que ni siquiera pretenda ser más 
que un cooperador á los fines de la expresada subsistencia. 

Que ni aun puede admitirse que sea el que principalmente 
concurra al mantenimiento de la madre, poique hay razón pa- 
ra atribuir ese concurso al hermano mayor, que gana mayor 
salario y lo pone también, así como el solicitante, á disposi- 
ción de la madre de ambos. 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, se revoca la sentencia apelada de foja 
veintiuna vuelta, quadando, en consecuencia, subsistente la re- 
solución de foja trece vuelta. Devuélvanse. 

•EfUAinn PAZ. — OCTAVIO lQ|f- 
U. — JÜAH K. TOMCNT. 
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Don César ftamella contra la Compañía Nacional de Transportes 
por cobra de pesos ; sobre competencia 

Sumario. — Corresponde al fuero federal U causa ¿obre 
transporte por la vía fluvial. 



Caso. — Lo explica el falto ile la Suprima Corte y l¡i ñ¡*ta 
de! señor Procurador general. 



rali* atol r«e1cv*i 

Buenos Aires, Abril 18 de 1898. 

V fistos : Estos autos seguidos por don César Hume Ha contra 
la Compañía Nacional de Transportes, por cobro de pesos. 

Considerando: I a Que es nn deber primordial de los jueces, 
decidir presamente si las cuestiones que ae someten á su reso- 
lución, son ó no de su competencia, según lo tiene establecido 
la Suprema Corteen numerosos fallos. 

2» Que como consecuencia de esto, en cualquier estado de un 
juicio y en el momento mismo que upuretca claramente su in- 
competencia debe así declararlo. 

3* Que del estudio de estos autos, resulta que se treta de un 



■ 

902 FALLO* IIL LA M.PULMA COKIE 

controto de transporte terrestre que en nada participa del ca- 
rácter de marítimo 6 ttuvwl, do obstante haberse realizado ta 
conducción de U mercadería por ta ría fluvial, por coacto se 
halla reconocido p>r el presidente de (a compañía demandada 
que esta es terrestre, no habiendo mediado por otra parte, 
contrato ile Qetament<i alguno, entre el actor y el •íemandado, 
desde que sería necesario para que el caso cayera dentro de la 
prescripción del inciso 10, artículo 2", de tu ley de 14 de Se- 
tiembre de 1863, desde que e) que ba dado lugar y en virtud 
del cual se ha verificado la conducción de las plantas, fuá cele- 
brado entre la parte demandada y don Estiban D. Risso, del 
que fué ajeno el demandante. 

4 a Que no siendo, pite», competente el juzgado por razón o> 
la materia, y no habiéndole acreditado, por otra parte, el fuero 
federal, por razón de las personas, corresponde que el juzgado 
se declare incompetente para resolver esta causa. 

Por estas consideraciones, decíanse incompetente el juzgado 
para resolver esta cansa, debiendo el interesado ocurrir donde 
corresponde. Hágase saber original y repóngase los sellos. 

P. Olaechea y A teoría. 



VISTA DEL SEttOK PHOCUKAUUft GÜERA L 

Bueno? Aires, Junto 13 de 1896. 

Suprema Corte ; 

La guía corriente á foja % que ti-ne las formalidades de una 
carta de porte, determina expresamente la vía fluvial para el 
transporte de la carga, en el contrato celebrado entre don Cé- 
sar Ra me Ha, como cargador, y el • Expreso Vjllalonga » como 
acarreador. 
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Dicha guía ó carta do porte es el documento que sirve de tí- 
tulo legal al contrato, según lo prescribe el urtfeulo 16? del 
Código de Comercio y ella, no sólo establece el servicio fluvial, 
en el caso sub'judice t sin » que declara estar sujeta á las dis- 
posiciones de las compafiias de navegacum que interven gao 
en el cumplimiento del contrato que aquella autoriza. 

De estos antee edentes surge, á mi concepto, la jurisdicción 
federal fiara entender en el asunto, at tenor de lo dispuesto en 
el artículo & t última parte del inciso 10 de la ley de jurisdic- 
ción y competencia d#- los tribunales federales de .4 de Se- 
tiembre de 1863, que somete á dicha jurisdicción, « todo hecho 
6 contrato concerniente á la navegación y comercio marítimo*. 

Esta disposición ha «ido confirmada por la contenida en el 
artículo 111, inciüo 9*, de la ley de organización de la admi- 
nistración de justicia de I» Capital, promulgada el 13 de No- 
viembre dt> 1886. 

Por estas consideraciones : pido ú V. B. se sirva revocar el 
auto de foja 77, y declarar competente al señor juez federal, 
para et conocimiento del asunto, 

Sabiniano Kier. 



rmttm 4e> te Carto 

Buenos Aire», Juno 15 de 1889. 

Vistos y considerando: Que s^uu resulta de los términos de 
la demanda y de la carta de porte á ella acompañada, la acción 
deducida por Ramella s« rutiere a un contrato dt? transporte 
lluvial, comprendido en la última parte del inciso diei, artículo 
segundo de la ley de jurisdicción y competencia do los tribuna- 
les federales. 
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Que el reconocimiento hecho por el Presidente de la compa- 
ñía demudada, de ser ésta terrestre» no modifica la naturales» 
del contrato que acredita el documeuto de foja dos, ni la de la 
demanda que se funda precisamente en dicho contrato. 

Por estos fundamentos y de acnerdo con lo expuesto y pedí- 
do por el si-ñor Procurador general, se re? oca e) auto apelado de 
foja setenta y siete* declarándose que la justicia federal es 
competente para el conocimiento de esta causa. 

En consecuencia, devuélvanse estos autos al inferior, para 
que reasumiendo la jurisdicción de que se ha desprendido» re- 
suelva en ellos lo que sea de derecho. Nolifíqueae original y re- • 
póngase el papel. 

BENJAMIN PAI. — ABEL HAZAH. — 
OCTAVIO EUÍ1GE.— JUAN *■ TO- 
MERT. 



Don Cdrios Robbia contra el Ferrocarril Buenos Aires 
y Rosario, por daros y perjuicios; sobre pruebas 

■0 

Sumario. — Las diligencias de prueba deben pediTse dentro 
d*l término legal, y no puede accederse á la pedida fuera de 
él, sin perjuicio de las facultades del juei para ordenarlo si lo 
creyera necesario. 



7 í^"- '7 
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Caso. — La parte ilol ferrocarril solicitó sv decrete vista 
ocular del paraje doode tufo lugar el accidente. 



Bucmos Aire*. Noviembre iü de 1898. 

informando en este acto el actuario que el término de prueba 
se encuentra vencido, no ha lugar. 

Urdinarrain. 



ralla «e I» Sv*r*M ©»rt. 

Itueuos Aires, Junio 15 de 1890, 

Vistos y considerando: Que la diligencia eipresada en ei 
escrito de Tojas noventa y «i»'' . h * solicitado en el concepto 
de tratarse de una medida de prueba. 

Qne es de riereí'lu* que las diligencias de prueba en cuyo ca- 
rácter está la inapecoi. -i acular ¡ deben pedirse dentro, del tér- 
mino legal, salvo las excepciones determinadas por la ley. 

Qut- mientras tanto el citado escrito de fojas noventa y cinoo 
aparece presentado en viinte y seis de Noviembre, ó sea, des- 
pués de vencido el término lijado por el auto de fojas sesenta 
y las prórrogas por cinco dias solicitadas en los escritos de fo- 
jas sesenta y siete y sesenta y odio y acordadas respectiva- 
mente por las providencias de foja* sesenta y siete y sesenta 
y cebo vuelta. 

Por estos fundamentos se confirma oon costas el ñuto apelado 
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dt< fojat do? enta y cinco vuelta, sin perjuicio de las facultarles 
del inferior para ordenar la diligencia mencionada, si lo ere- 
.vera necesario. Notifiquen con el original y repuestos los se- 
llo» , devuélvanse, 

BENJAMIN PAt — ABEL BAIAfl. 
— OCTAVIO ■URGE. — JOAN E. 
TOftMRT. 
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Don Cárlos E. Karttrup contra ellíaneode ta Nación Argentina 
por cobro de pesos ; soltre pruebas 



Sumario. — No puede admitirse la prueba de testigos pedida 
en el último día del término probatorio. 



Caso. — Lo explica el fallo de la Suprema Corte. 



Buenos Airei, Judío 9 de 1897. 

Y vistos : para resolver sobre la recepción de las declara* 
eionei dé los testigos, ofrecida a foja... resaltando del informe 



»K JUSTICIA nacional 907 

del actuario de foja... que es.n testigos forron presentados el 
último día del término probatorio» 15 de Diciembre pasado. 

Y considerando : Que según lo establece la le; procesal de 
14 de Setiembre de 18B3 y la jurisprudencia sentad» al res- 
pecto por la Suprema Corte, los testigos deben aer presentado* 
con tres días al menos de'anticipacion, para que sea procedente 
la recepción de sus declaraciones, siendo de fácil percepción las 
ratones que existen para dio, que no presentándote con esa 
anticipación, no correspondí* recibir sus declaraciones. 

Por tanto, se deja sin efecto, por contrario imperio, el auto 
de foja... como lo pide la parte de Karstrnp. Repónganse los 
sel los. 

P. Otaechea y Aborta. 



Valí* 4e I» am fvmm tarto 

Bueno* Aires, Junio 15 de 1889. 

Vistos y considerando: que es deber de la parte ofrecer y 
producir dentro del termino Is prueba que considere conve- 
niente á su derecho. 

Que el Banco, habiendo ofrecido la prueba solicitada en la 
parta segunda del escrito de foja treinta y cuatro en el último 
dia del término probatorio en ta causa, ba hecho ese pedido 
cuando no había términos hábiles para que dicha prueba se 
produtoa dentro de ese término. 

Por estos fundamentos y concordantes del auto apelado dt 
fojas cincuenta y uno, se confirma éste, con costas. Notifiques.? 
uon el original y repuestos los sellos de? uéivanse. 

BEIUABlin PAZ — OCTAflO UMCt 
— JUAK E. TOftUKT. 
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Don Ignacio Oyuela contra la Municipalidad de la Capital 
por apropiación y cobro de pesos; sobre competencia 

Sumario.— Las causas relatáis al gobierno y régimen de la 
Capital, no corresponden al fnero federal por r;izon de la ma- 
teria. 



Caso.— Lo explica el fallo de la Suprema Corte. 



Buenos Aires, Noviembre 1 de 1898. 

Autos y fistos, para resolver la excepción de litis pendencia 
deducida por el representante de la Municipalidad de la Ca- 
pital. 

Y considerando: Que según resulta del expediente traído ad 
ef fechan videndi, dicho juicio versa sobre delineacion, y fné 
ordenado su archivo á ftij.i 57, 

Que, por consecuencia, la excepción opuesta no tiene raiou 
legal para prosperar, no sólo porque se trata en el caso sub-ju- 
dice de juicios de naturaleza diferentes, sino porque aun supo- 
niendo fueran ellos Idénticos, uno de olios, el que sirvió de fun- 
damento 4 la excepción, se encuentra definitivamente termina- 
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■Jo, por razón ríe la incompetencia jurisdiccional invocada y re* 
suelta por el juzgado, y desde luego, tal circunstancia desvirtúa 
la ratón alegada por la Municipalidad. 

Por ello, no se hace tugará la excepción deducida, y se dis- 
pone comparezcan tas partes ai juicio Turbal pendiente, ,i cuyo 
fin se fija la audiencia de) dia 14 del cnrriente á las 2 pasado 
meridiano. Ejecutoriada esta resolución, devuélvanle :il juzga- 
do de su pi ocedénoiD los autos traídos. 

Agustín Unlittarrain. 

Dueños Aire*, Junio ló de 1899, 

Vistos y considerando: Que la demanda de foja una se diri- 
ge i obtener de la Municipalidad el pago del valor de la ei- 
tension do terreno que se le toma al actor, según éste lo rna- 
iiitieita, uon el ensanche de la calle Dársena Sud. 

Que, en consecuencia, se trata de una obra de carácter local 
y que se refiere al gobierno y administración de la Capital. 

Que por el inciso primero del artículo ciento once de la ley'or- 
gáníca de los tribunales de la Capital, están exceptuadas de la 
jurisdicción federal las nansas relativa* al gobierno y régimen 
de aquélla. 

Por estos fundamentos, se declara que el conocimiento de 
esta causa no corresponde á la justicia federal por razón de la 
materia. Notifique se, con el original y devuélvanse, 4 sus ufec- 
(oa, previa reposición de sellos. 



T. LKIIX 



BCNJAMN PAE. — OCTAVIO BTJflG£ 
— JUAN E. TORÜtHT. 

U 
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Üun Andrés Garlero, sobre excepción del servicio militar 

Sumario.— Los tribunales federales no pueden conocer de 
los ciisos de excepción del servicio militar, si la Junta no ha 
dictado resolución definitiva al respecto, 

¿Viso. — Resulta del 



FalUi del Jve» Federal 

[Sumos Airea, Abril 31 do 1899. 

A» tos 5 vistos: Con ocasión del pedido de excepción del aer- 
? icio militar» formnlado por Andrés A. Gorlero, á tftulo de 
ser el hijo que atiendo á la subsistencia de su madre viuda, la 
Junta de excepciones de la Capital ha declarado que se reserva 
pronunciarse sobre la procedencia de la excepción solicitada, 
cuando pase el periodo de conscripción próxima, sin desconocer 
que el peticionante reúne ios requisitos de la lev. 

£1 interesado, considerándole afectado por esa resolución, 
apela para ante este tribunal, de la referida resolución. 

El procurador fiscal y defensor de incapaces, piden que el 
juzgado revoque la resolución de la Jauta j conceda la excep- 
ción pedida, por haber» acreditado los extremos del articulo 
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26 de la ley número 3318, en favor del postulante Andrés A. 
Cortero. 

De lo expuesto se desprendo que las cuestiones a resolver en 
el caso sub-judice, deben plantearse en los dimitientes térmiiios: 
¿Es apelable para ante este tribunal la resolución de la Junta 
de que se hace mérito j que corre á foja... de estos autos? ¿ Ha 
podido la Junta dictarla en la forma que lo lia hecho, ó por el 
contrario, ha estado en el deber de pronunciara* definitivamen- 
te sobre la eieepctoo pedida? 

Para resolver estas cuestiones, debe, ante todo, establecerse 
claramente el rol que la ley número 3318 asigna á la Junta y 
á este tribunal en materia de excepciones. 

Desde luego, es saK lo que la referida ley crea las Juntas 
loc ales de excepciones como tribunales de primera instancia en 
la materia ; siendo así, los juzgados federales de segunda ins- 
tancia para conocer y resolver sobre las apelaciones de las re- 
soluciones da Us Juntas. " 

De modo que, es evidente que los jueces federales no ejercen 
jurisdicción originnria en esta materia, como por otra parte lo 
tiene establecido la jurisprudencia sentada por la Suprema 
Corte federal en el caso de una excepción acordada por el juez 
federal de Corrientes, en que lubiendo conocido de ella origi- 
nariamente, la Corte, apelado el auto respectivo, declaró que 
era nulo lo actuado ante el citado juez por haber conocido ori- 
ginariamente en el asuuto, siendo así que, con arreglo a la ley 
número 3318, no tenía ni podía ejercer la jurisdicción pri- 
mera. 

Ahora bien, siendo esto así, ¿la resolución de que se apela, 
es apelable anle este juzgado? 

Se percibe sin dificultad que la Junta no se ha pronunciado 
sobre la excepción; es decir, no ha resuelto que procede 6 no 
procede, que es lo que ba debido hacer, y en ese caso, su fallo 
hubiera sido recurrible para ante este juzgndo; pero, en ia for. 
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ma que lo ha hecho, no hay pronunciamiento t y por tanto, uo 
hay recurso de apelación procedente, nt este juzgado puede 
dechrai que en el caso subíndice pmcedeú no !a «oncesíon de 
t'Xcepcion déla referencia. 

La Junta, teniendo con noticia en auto*, lo** dementes nece- 
sarios para formar criterio y resolver concediendo ó ti" la ex- 
cepción, h:i debido, pues, pronunciarle sobre ella y no dilatar 
hu pronunciamiento, como lo ha hecho, postergándtdn para 
ot ra époe i, pues la lev de 23 de Noviembre de t895, no autori- 
za tul prod der, desde que no fija época determinada para que se 
tnÜciten excepciones. 

Bs olvido, por ser principio de derecho universal, que donde 
la ley no hace distinciones no pnedeti hacerlas Iob jueces. 

Vhi lex non distinguit, .Index non distinguere potext. 

Quiere decir, ¡mes, que la Junta ha estado y está en el deber 
de dictar su fallit definitivo, acordando o negando la excepción 
solicitada, para que u^í haya sentencia apelable para ante este 
tribunal. 

De to lo ht expuesto se deduce, pues, con claridad, que no es 
procedente hacer lit que piden los señores procurad nr fiscal y 
defensor de incapaces, deque este tribunal revoque la resolu- 
ción de la Junta y cutí ceda la excepción pedida > por no haber 
materia para ello, desde que no exist» 1 el antecedente previo si- 
yequanon, paru qu-^te tribunal ejercite su jurisdicción, caá! 
es la resolución ííc la Junta, acordando ó neiíandn la excep- 
ción. 

Por otra parte, debe tenerse muy presente la jurisprudencia 
establecida, á este respecto, por la Corte Suprema, por ta ma), 
en el caso de Nicolás Fasio, que recurrió para ante aquel tri- 
bunal, del auto de este juzgado que le mandó ocurrir donde co- 
rresponda, cuando apeló de una resolución de la Junta, que le 
ordenó presentar información sumaria producirla ante el juzga- 
do lo primera instancia, la Corte declaro que lo que cor res pon- 
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día «tu, d« volver los autos, p.u ¡i qm conociendo de ellos dicta- 
ra su resolución sobre la excepción que se gestionaba, desde 
que, en el entender de la Corte, i-xistíau en autos los elemente 
de juicio necesarios para formular su pronunciamiento. 

Por estos fundamentos y otros que se omitan, y no obstante 
lo expuesto y pedido por el procurador fiscal y defensor de 
incapaces, «ate jui^a-lo deelara : que ist'is autos deuen volver 
á la Junta de excepciones p¡ira que. ésta dicte resolución defini- 
tiva sobre la exeepejim que se gestiona, no haciéndose lugar, 
en consecuencia, á i" pedido ñor loa señores procurador fiscal y 
defensor de incapaces. 

Asi lo resuelvo, en Puenos Aires, capital de 1» Repiibiica Ar- 
gentina, fecha ut «Upro. 

K Olaechra y Aborta. 



vista uel aefloR pROCUiunon cuiral 



Buenos Aires. U*fO 16 üe 1899. 

Suprema Corte : 

En materia de excepciones al sei vicio militar, la jurisdicción 
de los jueces federales procede en segunda instancia, según se 
desprmde de la lev número 3318, y lia sido reconocido por la 
jurisprudencia establecida por V, E. t oportunamente invocados 
en el auto recurrido. 

En tal virtud, no habiéndose pronunciado la Junta de recla- 
mos creada por el artículo 27 de la referida Ley, en I» petición 
que motiva estas actuaciones, considero que el auto recurrido 
de foja 32, se ajusta i las constancias de autos y á I» legisla- 
ción y jurisprudencia que Us rigen. 

Por ello, pido á V. E, t se sirva confirmarlo por sus funda- 
mentos. 

Sabintano kter. 
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Buenos Aires, Junio 17 de 1899. 



Vistos: De «cuerdo con lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
cur&dur general j por los fundamentos concordantes de ta sen- 
tencia apelad» de foja treinta y dos, se confirma ésta. Devuél- 
vanse, debiendo reponerse Ion sellos ante el inferior. 



Don Bartolomé Felipe Cuneo, sobre excepción del servicio 



Sumario. — La excepción concedida al hijo qne atiende a la 
&u asistencia del padre impedido no procede, si el impedimento 
no es tal que prire i éste de los medios de atenderla por su 
trabajo. 

Cato. — Resulta del 



BKMAN1K PAZ. — ABEL BASAN. 
— OCTAVIO BUftGE. — JUAK 
E. TOftRtHT. 
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militar 
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Buenos Aires, Abril 18 de 1899. 

Y visto- : el artículo 96 de la lev número 3318 <]■• 33 de No* 
riembre de 1895, establece infine, qut? debe acordarse excep- 
ción del servicio militar al hijo que atiende A la subsistencia <U 
su pidre septuagenario 6 impedido. 

Don Santiago Como se presentó á la Junta de excepciones 
de la Capital, diciéndose imposibilitado pañi procurarle Loa 
medios de subsistencia y pidiendo, en consecuencia se excep- 
tuara del ser? icio militar,* su hijo Bartolomé Felipe Cuneo, que 
era el que atendía i uu subsistencia. 

La junta, prévin el informe médico de su vocal don tilt-odoro 
Damianorich, negó la excepción, atento ú que no creía que el 
señor Santiago Cuneo tuviera imposibilidad absoluta para el 
trabajo, y por consiguiente por no tratarse del caso previsto 
por e) ártico lo 26 citado. 

El interesado apela de esa resolución para ante este juzgado. 

De acuerdo con lo pedido por el Procurador fiscal, se ordenó 
el reconocimiento de don Santiago Cuneo, por los médicos d-' 
los tribunales de turno, doctores Acuña j Pacheco. 

Estos, expidiéndose, dicen que, « Cuneo presenta una luxación 
incompleta del bumbro izquierdo, que impide bl funcionamiento 
perfecto del brazo correspondiente, cuya fuerza es también, 
mucho menor qu*' la del derecho. 

« De esto resulta, agregan los médicos, una incapacidad re- 
lativa para todo trabajo que exija el concurso de los brazos, en 
condiciones de fuerza y movimientos normales». 

Después de este dictémen pericial, tanto el señor procurador 
fiscal cono el defensor de incapaces, piden qne este juzgado, 
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acuerde la excepción solicitada, por conceptuar oso* funciona- 
ríos, llenados los requisitos de ley para uquel fin. 

Conviene, ante todo, proceda acertada rcsolunin al caso pre- 
senté, tener eu cuenta que este tribunal, tiene declarado en 
casos idénticos al sub-judice, que, pura que pueda pedirse y 
acordarse la excepción por razan de tener un impedido, es in- 
«! impensable acreditar pinamente que eiiste absoluta imposi- 
bilidad para el trabajo, y, por i-onsiguiente, para procurar los 
medios de subsistencia. 

En el c&sq sub-judice, después de lo expuesto es el caso de 
plantear*? la siguiente cuestión : ¿ Ha acreditado en forma, don 
Santiago Cune.», que es impedido, es decir, que tiene absoluta 
incapacidad para el trabajo, de mndo que no puerta propongo 
uaise por sí so)t>, los medios indispensables pani bu subsislen- 
cia 

Para resolver este ¡ unto, es necesario dar su verdadero valor 
al informe pericial de los médicos de loa tribunales, doctores 
Acuña y Pacheco, los que, como queda constatado prério el éxá- 
men del declarante don Santiago Cuneo, llegan ;i la conclusión 
que sólo tiene una incapacidad relativa^ tratándose de tra- 
bajoB que requieran el concurso de ambos brazos. 

Esta autorizada opinión de lo- señores Acuña y Pacheco, con- 
cuerda eon la expresada por el facultativo doctor Damianovích, 
quieu afirmaba también, que sólo tenía Cuneo incapacidad relati- 
va; pero no tal que le imposibilitara procurarse el sustento por 
sf mismo, razón por la cual, la junta do excepciones de la Ca- 
pital nególa excepción pedida. 

Como este juzgado, en otras cuso*, ha declarado que esta ex- 
cepción, sólo debe aeordarse en los casos en que se acredite ple- 
namente, li¡ existencia de una incapacidad absoluta, procedien- 
do lógieamente, no puede acceder, en el caso xub-judice, á lo 
pedido por Cuneo y los señores procurador fiscal y defensor de 
incapaces. 
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En verdad, cuando la ley 3318, habla en su artículo 36, del 
hijo que sostiene i su padre impedido, es claro qne so refiere á 
uno que está imposibilitado en absoluto, de todo trabajo, por 
medio del cual pueda proporcionarse los medios de subsis- 
tencia. 

Don Santiago Cuneo, Uniendo él brazo derecho perfectamen- 
te hábil, puede procurarse trabajo, en la medida de su aptitud, 
y Con él at ' iider á su subsistencia. 

No es así. en el sentir de la ley y del que suscribe, un impedi- 
do ;j por tamo, dar por acreditados los extremos del articulo 
26 para que proceda acordar 4 su lujo Bartulóme la excepción 
del servicio que pide. 

En materia de . xcepciou >s, hay que proceder siempre con un 
criterio estricto, de interpretación restrictiva, porqne de lo 
contrario, si, en un caso como el presente, se aceptara que baste 
una incapacidad relativa para declarar á un hombre impedido 
para el trabajo, ello equivaldría á abrir las puertas del abuso, 
y bastaría entonces, onalquier defecto, que trajera consigo un 
impedimento relativo para acordar excepción, .-osa quesería en- 
teramente contraria al espíritu de la ley. 

Por estos fundamentos y otros que se omiten, de acuerdo con 
las conclusiones de los facultativos doctores Damianovich, Acn- 
ñay Pacheco y nooh*t inte lu expuesto y pedido por el procura- 
dor fiscal y defensor de incapaces, $*U» juxgado declara que no 
procede la excepción pedida por don Santiago Cuneo, en prode 
su hijo Bartolomé, por no haber acreditado estar imposibilitado 
para el trabajo, como lo exig" la ley déla materia en su artí- 
culo 90, arriba invocado. 

Así lo resuelto en Buenos Airea, Capital de la República Ar- 
gentina, fecha ut supr-a. 

P. Oiaeeheay Aborta. 
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VISTA OBL BCftOR HKOCÜHADOH GENERAL 

■ 

buenos .Vires, Muyo 16 de 189». 

Suprema Corte : 

De las constancias de autos resulta comprobado que el parir? 
del recurrente sólo tiene un impedimento relativo para ganara 
la subsistencia, podiendo trabajar en determinadas ocupa- 
ciones* 

La excepción del servicio militar que acuerda el artículo 26 
de. la ley artmero 331$ al hijo que atiende & la subsistencia de 
un padre impedido, importa un beneficio, y como tul, lu inter- 
pretación del referida d*>be ser restringida y no puede exten- 
derse al naso un que Se encuentra el apelante, que si bien es 
cierto que atiende á la subsistencia de su padre, según lo confir- 
maba ei testimonio judicial de foja 12 vuelta, no obsta é la 
capacidad que su padre conserva para ganarse sns rnedi>» de 
vida, 

Es por «lio que el caso mb-judicc, no se encuentra dentro de 
las jurisdicciones de la ley de la materia; por lo que pido ¿ V, E. 
In confirmación por sus fundamentos de la sentencia recurrida 
de foja - íl vuelta. 

Sal» mano Kier. 



Falle aa la «a amasa «avie 

Butiios Aire*, Junio 17 de 189ÍK 

Vistos : Resultando q.«t? el impedimento del padre del re- 
currente no tiene el carácter requerido por la ley para acordar 
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lit i'icepinoii del servicio militar, y por los fundamentos concor- 
dantes de la vista del señor Procarador general, do la sentencia 
apelada de foja treinta j una vuelta, se confirma ésta. I> -'vuél- 
vanse, debiendo reponerse loa sellos ante el superior. 

BBlUAMin FAZ» — AUL BASAN . 
— OCTAVIO BUNGE . — JUAN 
B. TOBBBBT. 



Don Alfonso Wontone, sobre recurso de 

Sumario. — Si ha cesado el hecho que motiva el recurso, 
debe declararle terminado el juicio. 

Caso. — Lo eiplica la vista del soñor Procurador general. 




Autos y vistos: para resolver sobre el recurso de amparo á" 
la libertad interpuesto por don Vicente Hontone, en favor de 
au hijo Alfonso Montone, de su estudio, resultan los siguien- 
tes hechos : 
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Que Alfonso Montone, pertenece a la clase de veinte años 
d«- 1879, y como ta!, e§ conscripto en 1898, j ha servido e,n la 
conscripción de este uño desdi- Abril á Junio, debiendo volver 
por llamado de su jefe en Knerode 1899. 

Se uasó en 23 de Setiembre último, según se acredita con el 
documento de foja... Y conceptuando que cotí arreglo al Artículo 
40 de la ley número 3348, lo* casados forman parte de la re- 
serva, ,-ostieite que debe pasársele ii ésta, sacándole de la cons- 
cripción , y, fundado en que se le mantiene detenida en un 
cuerpo de línea, cuya detención considera ilegal, pide, con su- 
jeción al artículo 617 del Cúrf-go di* l'ncediniientos Penales 
se le mande poner en libertad; 

Oídos el señor procurador Bical y dufensnr de incapaces; y 
teniendo M cuenta la» siguientes oonsi-leraeiones de derecho, 
tas cuestiones que surgen de los hechos relatados, pueden 
plantearse en la siguiente forma; 

¿La detención d<> Montone es ordenaila yor uutoridad eon- 
peteOte pura ello? 

Fura fes lite* esta cuestión, es nece* ario ante todo, tener en 

■ 

vista que un guardia lucional conscripto, queda incorporado, 
par el término de un año, al ejéreiio permanente de la unción, 
con arreglo á la lev 3318, de modo que, queda equiparado al 
soldado de linca y o uio tal, sujeto á la ley militar, en todos 
sus actos. 

Ahora bien, el artículo 20 de la citada ley de 43 de Noviem- 
bre de 1895, establece que la guardia nacional de reserva, se 
forma de los guardia* nacionales casado* de 18 á 30 años. 

Surge, pues, ante esa disposición y el hecho del matrimonio 
do JlonUme, posterior á ta conscripción, la siguiente cuestión. 
¿Siendo e tacto que los guardias nacionales casados de 18 á 90 
años de edad, forman la reserva de la guardia nacional, un 
conscripto que durante el ano de conscripción, se casa, sale de 
[a activa y pasa á la reserva ? 



Desde luego, es muy distinto el caso, de la preewklencia del 
matrimonio, A la conscripción, al caso de la producción de aquel, 
durante la última. 

En efecto, este juzgado tiene resuelto, en varios caaos, que 
un guardia nacional conscripto que se hulla comprendí lo en 
un caso de excepción del servicio, preestablecido por la ley 
3318 y anterior á la conscripción, jiÉd* ser exceptuado del 
servicio activo, si solícita acogerse á esas accione*. 

Lo mismo sucedería, en el caso en que, durante la conscrip- 
ción, uu guardia nacional quedara comprendido en un caso de 
excepción por causa de fuerza mayar, nj. no á su voluntad 
t omo sería la muerte de su padre, que le colocara en la condi- 
ción de hijo único que sostuviera a su madre viuda. 

Pero, cuando se trata de la producción de un caso de eioep- 
cion por ocio voluntario, varía de aspecto la cuestión. 

En este último caso uo sucede lo que en los dos primeros 
supuestos, pues en ellos la excepción se produce por tninisteno 
de ta ley y, por causas del todo ajenas á la voluntad del agen- 
te; mientras que en el último, ella, es sólo engendrada por acto 
exclusivo y voluntario, del que se crea una causa que le exo- 
nere de las obligaciones del servicio militar, 

Ko es que el acto del matrimonio, que en este caso se alega, 
sea ilí« Uo,no, sinóque su producción duranle la conscripción 
haría variar la condición del conscripto, que zorno hemos 
dejado establecido, queda iqu ¡parado al soldado de linea incor- 
porado conm tal, al ejército permanente de la oacinn, y sujeto 
por tanto i la legislación militar. 

Quiere decir, pues, que si un guardia nacional, por ser cons- 
cripto, está equiparado A lo* militares de línea, durante un uno, 
loa hechos voluntarios que modifiquen su condición y estado, 
durante la conscripción no variarán su condición de soldado del 
ejército y durante el ano. 
Si se casa sin venia de sus superiores, sufrirá la pena del ar- 
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título 713 del Código Militar, que le deba ser aplicad» por la 
respectiva autoridad militar ; y en casa contrario, ii lo ha hecho 
c«»n la autoriiacion de su* superiores, seguirá como militar de 
línea durante el año de conscripción, por más que ha va cam- 
biado de estado durante ese intervalo <le tiempo. 

Cuando un conscripto contrae matrimonio, durante el año 
de su conscripciun, no le es lícito iguorar que lo hace como mi- 
litar de línea, coa toda¿ mis consecuencias ante la ley militar ; 
y por tanto, por más que hoy ha variado de estado, el matrimo- 
nio producirá sus efectos civiles plenamente; pero no habría 
variado su condición ante la ley 3318, ha*ta que no se venta 
el término del año de la conscripción. 

Es regla de buena interpretación, que cuando se trata de in- 
terpretar disposiciones de una misma ley. deben auxiliárseles, 
por no suponerse que el legislador haya querido derogar una 
pnr la otra, luego hay que armonizarlas. 

T bien, en el caso sub-juttice Sa disposición del artículo 20, 
regirá y se aplicará, para los efectos de colocar á los casados en 
la reserva tanto para los que lo sean, antes de la conscripción, 
• orno para los que, habiéndose casado dorante aquella, serta, 
vencido el término de la conscripción, de Ja resería en lo suce- 
sivo. 

Quiere decir, qne su matrimonio, no produciría el efecto in- 
mediato de tacarlos de \* activa y pasarlos A la reserva, sino 
mediante el transcurso del término de loy; y así se armonizan 
lad disposiciones aparentemente excluyentes de la ley 3319 de 
23 de Noviembre de 1895. 

De todo lo expuesto se desprende, pues, que el guardia na- 
cional conscripto Alfonso Montone, no ha dejado de ser tal, 
por el mero hecho de bu matrimonio, y que sólo pasará A la re- 
surta vencido que sea el año de su conscripción obligatoria : 
ffüi error juris nocei. 

En consecuencia, y estando sujeto á la jurisdicción militar. 
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se desprende como consecuencia lógica de las premisas sentadas, 
que está detenido por autoridad competente para hacerlo; todo 
lo que, por otra parte, se armoniza con lo dispuesto por el ar- 
tículo 7* de la ley de jurisdicción y competencia de los tribuna- 
les fedérale* de 14 fie Setiembre de 1883. 

Por estos fundamentos, ot^os que se omiten y Jos concordan- 
tes del dictamen del procurador fiscal, no obstante lo expuesto 
por el defensor de incapaces, se declara improcedente el re- 
curso interpuesto de amparo de la libertad por don Vicente 
Montone en faror de su hijo Alfonso Montone, dui costas, con 
arreglo a! artículo 644 del Códigu de Procedimientos Penales. 

Así lo resuelvo, en Buenos Aires, Capital de la República Ar- 
gentina, á 6 de Diríembre de 1898. 

Otaechea y Alcorta. 



VISTA DBI. SBítOR PROCURADOR GENERAL 

Bueno» Aires. Abril SO de 1899. 

Suprema Corte : 

Según la expo-tieion del recurrente, corriente á foja 3, el ser- 
vicio del conscripto debía continuar por tres meses más ú con- 
tarse desda el 1° de Octubre del ano pasado. 

Si esta exposición fnese exacta, habiendo comenzado sn ser- 
vicio el 15 de Abril, se habría cumplido ja el año de término 
establecido en la ley para ta conscripción, y el conscripto Al- 
fonso Montone. habría sido licenciado ya. 

En tal caso, que V. E. podía hacer constatar por al informe 
del catado mayor general del ejercito, no habiendo detenido, 
el recurso de amparo de la libertad resultaría improcedente. 
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En el cuso contrario, los fuudamt itos del auto recurrido de 
fnja 12 vuelta dan mérito suficiente para ia confirmación que 
solicito de V. E. 

Sabinianu Kier. 



de I» *Mpr«M« Cor** 

Hílenos Aires, Junio JT de 1B99. 

Vistos: Resultando de la |>roj>ia '-aposición del renurrente 
que el lucho que ha motivado la gestión tleducida en (d escrito 
do foja tres, duraba súio ha^ta el treinta y uno di Diciembre 
del año próximo pasado, en cuyo caso e) fumlaineitto de esa 
gestión ha desaparecido, y de acuerdo con lo expuesto y pedid n 
por « l señor Procurador general, se declara terminado el pré- 
seme juicio. Devuélvanse debícudo reponerse los sillos ante 
el inferior. 

»K?JAMIR PAZ, — ABEL BAZAN. 
— <>í i A VIO BLKCfc. JUAN E. 
TOBRE1ST. 



t»£ JUSTICIA NACIONAL 



235 



tAUIA 14 



Don José Sanchero contra ta Compañía de navegación 
*La Veloce *, por ilaños y perjuicios ; sobre pruebas 

Sumario. - - 1° Cuando no hay falta imputable ai interesa- 
do, deben recibirse las pruebas arrecidas en tiempo, que no se 
practicaron dentro de él. 

2* No hay falta imputable respecto de los testigo* que debi- 
damente citado* para el últ imo dia del término, no comparecie- 
ron á declarar. 

S" La bar respecto del testigo qoe no fué citado por haber 

la parte denunciado un domicilio que un era el del testigo. 

■ 

Caso. — Lo explica A ful Lo de la Suprema Corte. 



Falto del Jm rücnl 

llaeno» Aires. Noviembre 21 de 1«96. 

Y vistos; resultando que, si no ha tenido lugar la recepción 
de la declaración de los testigo* ofrecidos áfoja... ha sido á 
causa de su no comparencia y de la omisión del interesado, res- 
pecto de la designación desús domicilios. 

Que, después, se ha pedido, fuera del término de prueba, el 
señalamiento de nuevo dia y hora pura su declaración. 

T. Llltl 15 
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y considerando: Que es deber de las partes, ofrecer y pro- 
ducir la prueba dentro del termino de ley; debiendo por consi- 
guiente instar p»r su producción y recepción. 

Perianto, y de acuerdo con lo pedido por I* otra parte, en 
su precedente escrito, no se hace losar á la designación de nue- 
Tn día y hora, para la recepción de la prueba deque se trata. 
Repóngase el sello y corran los autos según su astado. 

P. Olaechea y Alcorta. 



rail* *m tm IHtp rgt» C«rt« 

Uueoo* Aires, Junio 17 de 1899. 

Vistos y considerando: Que según resulta del escrito de foja 
cincuenta y seis, el solicitante ofrecióla pruel»a de testigos 
dentro del término de prueba y cuando aun fallaban no menos 
de tres días para el vencimiento de ese término. 

Que la citación de tos testigos ofrecaos Felipe Fras*inetti, 
Sebastian Bosasco y José Fods se hizo oportunamente, de 
suerte que estes lian podido y debido prestar su declaración en 
el dia señalado al efecto, que lo fué el último día del término 
probatorio según se ve á foja cincuenta y siete y foja cincuenta 
y ocho. 

Que la inooncurrenci;i de esos testigos á la audiencia en que 
debieron declarar, después do haber sido judicialmente citados, 
no es imputable á la parta de f La Veloces que los ofreció. 

Que esta parte, en el dia mismo en qne debieron pi estar de- 
claraciones los testigos, solicitó nuevamente que éstos fueran 
citados, lo que demuestra que obró en el sentido de activar la 
producción de l;i prueba. 
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Que es de derecho y de jurisprudencia constante, en su mé- 
rito^ue aun después de vencido el término de prueba se deben 
recibir las que ofrecida» en tiempo, no se produjeron sin em- 
bargo si no hay falt.i imputabje al interesado. 

Que respeto al testigos Silvestre Pessello consta que su cita- 
cion no se hizo en tiempo porque el internado denunció un 
domicilio que no era el del testigo, lo que acusa una falta cu- 
yas consecuencias deben recaer sobre la parte que incurrió en 
ellu. 

Por esto se revoca el auto apilado du foja setenta j una 
vuelta en cuanto Lace lugar á la recepción de las declara- 
ciones de los testigos Felipe Fiassinetti, Sebastian Rosaseo y 
Joaé Pods, y se lo eonlirma en cuanto rechaza la reoepcion del 
testigo Silvestre Pesselio. 

Be puestos los sellos, devuélvanse pudiendo notificarse ori- 
ginal. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAtAN. 

OCTAVIO BUNGE. — JUAN fc. TO- 
HRENT. 



€'AUWA rn 

Don Feliciano Salinas, sobre emendan del servid» militar 



Sumario.— Los maestros de eseue la están exceptuados del 
servicio militar, mientras duren sus funciones. 
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Caso* — Resulta del 

* 

■ 

rail» «leí Jw#» 

Uueuos Aires. Marzo H de 1899. 

Autos y vistos: Resultando de los anteoedentes remitidos 
por la Junta de except-i^nes que el recurrente don Feliciano L. 
Xilinas sólo ha justiticado el carácter de ayudante de la escuela 
número 14 del Distrito de Balvanera ; y disponiendo el artí- 
culo 28 de la ley número 3318 que sólo los maestros de escueta 
están comprendidos en la excepción del servicir militar, no ha 
lugar á lo solicitado y su confirma con costas Ja resolución de 
la expresada Junta á la cual se devolverán Us actuaciones re- 
mitidas con el oficio de entilo y testimonio del présenle auto, 
debiendo archivarse el expediente. Repónganse las fojaa. 

Agustín Urdinarrain. 



VISTA DEL SEftOR PftOCUKAUOft CUIftllAL 

Buenos Aires, «ayo 4 de 1899 

Suprema Corte : 

EL certiacado de foja 2 y las manifestaciones del mismo re- 
currente, convencen ie que sólo es ayudante en esa escuela 
parroquial. 

Ka este concepto, no le corresponde la excepción del serficio 
militar activo que el artículo 36 déla ley número 3318 refiere 
á los maestros de escuela ; porque la ley es de excepción, j como 
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Ul de interpretación restrictiva, y así fuóya declarado tn repe- 
tidos fallos de V . E. 

Pidu á V. E« se sirva i-onfirouir por sus fundamentos, la re- 
solución n cun ida de foja 6 vuelta, 

Sab miaño Kier. 

1*1 i* <if> lm ftwprcsm *•■**> 

Buenos Aires, Junio 11 de 1889. 

Vistos y considerando : Que con arreglo al articulo veinte y 
seis de la ley tres rail trescientos diex y ocho, los maestros de 
escuela están exceptuados del servicio militar activo, mientras 
duren aun funciones. 

Que, según resulta del certificado de foja ocho, el recurrente 
es maestro de escuela del municipio, y por nombramiento délas 
autoridades públicas encargadas al electo. 

Pur estos fundamentos : se revoca la sentencia apelada du 
foja seis vuelta, declarándose que Feliciano Salinas queda eicep- 
tuado de) servicio militaren las condiciones proscriptas por el 
articulo veintiséis de la citada ley Devuélvanse puliendo no- 
tificarse con el original. 

BENJAMIN fkt. — ABEL BASAN. — 
OCTAVIO BOHGE. — JOAN B. 
TOBBBAT. 
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CAMA 4 4 11 



Medina y compañía contra Christcnsen y compañía, por cobro 
ejecutivo de pesos; sobre excepciones y apelación 

Sumarió. — No es apelable en el juicio ejecutivo el auto que 
no hace lugar á la admisión de excepciones opuestas antes del 
término legal. 

Caso. — Lo explica el 



Bueuos Aires, Marzo 14 de 1899. 

Y tíHos: ¡rara resolver la excepción de prescrif ion alegada 
i fojas 99 por los señores Medina y compañía. 

Y considerando: Que el artículo 987 dtl Código de Procedi- 
mientos establece, que, hecho el embargo se citará de remate 
al deudor ó á su defensor; y el articulo 268 dispone, que dentro 
de los S días 'siguientes á la citación podrá ol deudor oponerse 
á la ejecución. 

Que, por consecuencia, no habiendo los deudores ejecutados 
•ido aún citados de remate, única oportunidad en la que deben 
aer oídos, y en la que, en resguardo de sus derechos, pueden 
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ejercitar las defensas que le ooniiere el artículo 470 del mismo 
Código, la excepción alegada es por hoy improcedente. 

Por ello, no le ha«e lugar, non coatas, á la eicepcíon de pres- 
cripción alegada por los señores Medina y compañía, y corran 
los autus según su estada. Repónganse la foja. 

Aifustin ürdinarrain. 



r*ile> «e> Él 

Buenos Aire», Junio 17 de 18». 

Vistos: no estando - omprendiio el «uto de foja ciento tres 
entre los declarados apelables por el artículo trescientos de la 
ley de procedimientos, se declara mal concedido el recurso inter- 
puesto á fojaa ciento cinco, T no habiendo mérito para elevar la 
regulación practicada en el auto de fojas ochenta y cinco, se 
confirma éste. Repuestos los sellos, rteruélTanse. 

•ElUaW» — 4»SL 141411 

— OCTAVIO nCNGK- — M4H 

i. tohmut. 
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€ Jfcl'BA CC'III 



/ton Ltsandro Solis, sobre excepción del servicio militar 

Sumario. — No corresponde la excf píun concedida al hijo 
de madre viuda, que seu único 6 atiende A su subsistencia, ai 
la madre es de estado soltera. 



Caso. — Lo explica el 



rail* «el Swm V«6»r»i 

Corrientes, AbriJ 14 de 1899, 

Autos y vistos : Que el articulo $6 de la lej nacional núme- 
ro 3318, exceptúa del servicio militar activo, entre otros, al 
bijo único de madre viuda, causal en que se funda doña Eulalia 
Solis, para pedir que su bijo Lisandro sea [exceptuado deJ ser- 
vicio militar. 

Que según la disposición citada, la excepción alegada, en el 
caso, sólo comprende al hijo único de madre rinda, y de autos 
consta que la madre de Lisandro Solis no es viuda atoo solte- 
ra, lo que quiere decir que no le es aplicable el beneficio 
de la ley. 

Por esto, y no obstante lo expuesto y pedido por el señor 
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Fiscal, uo se Hace lugar á la excepción solicitada; y arcjiífeBC, 
si ao se apelare en tiempo. 

I.ujambio. 



VISTA DEL 8ESOK PROCURADOR GENERAL 

Huesos Aire:», Mayo 12 da 1899. 

Suprema Corte : 

Estando ooiuprobudo y reconocida en ¡tutos, que la madre 
del recurrente es de estado soltera, la circunstant u de que el 
hijo provea con su trabajo \ l.i subsistencia de ésta, no le hace 
legalmente acreedor á iu excepción del servicio militar, que 
¿intonsa el artíealo S6 de la ley núuieru 3¿M8. 

Se trata de obtener un beueticiu * n el caso sub*judicc, y la 
ley que lo otorga, itp puede interpretarse sitio resti i agid amen- 
té lo que importa no bacer extensiva la excepción, á casos que 
no están comprendidos dentro de sus términos expresos. 

Es por ello y concordante» con ta jurisprudencia establecida 
en los fallos de V, E. que pídole se sirva confirmar la senten- 
cia de foja 7. 

Sabiniano Kier, 

MI* úm i» ******** Cari* 

Buenos Aires, Junio 17 de JfiSfí. 

Vistos : De aeuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y por sus fundamentos se confirma, eon 



costas Ja sentencia aptlada de foja siete. Devuélvanse, debien- 
do reponerse los sellos ame el inferior, 

BENJAMIN PAZ. — A1EI VAlAff . 
— OCTAVIO BWIGB. — JÜAW 
E. TOBH6NT. 



t AVHA « 41* 



Don Várlos ItenielU, sobre exención del servicio militar 

Sumario. — Los maestros de escuelas están exceptuados del 
servicio militar mientras duren sus funcione*. 

Cato. — Resulta del 



Buenos Airea, Abril 18 de 1899. 

Autos y vistos : para resoLver la apelación deducida por don 
Cirios Benielli, de la resolución de la junta de excepciones 
recaída en su respectiva solicitud, 

Y considerando : Que dicha junta ua ajustado estrictameL " 



OK JUSTICIA NACIONAL 



au» procedimientos a lo dispuesta en el artículo 26 de la ley 331* 
que sólo concede la excepción del servicio activo á los mam- 
tros de escuela, mientras duren un» funciones, sin que en el 
se mencione á los profesores de grado, en cuyo carácter se ha 
presentado el recurren^, según i onst* del certiucadode foja i. 

Qne tratándose dv una ley .le excepción debe interpretarse, 
taxativamente, parque de sos términos claros y precisus no puede 
ni debe sacarse deduciones ni aplicarse la lej por analogía. 

Que siendo esto* los fundamentos aplicables al caso para 
rechazar las pretensiones del recurrente, no tiene el Juigado 
para qué ocuparse de las consideraciones que el mismo fallo 
apelado contiene respecto de no haber cumplido aun con el ser- 
vicio obligatorio <K conscripción. 

Por eato se con6rma ja resolución apelada de la junta de ex- 
cepciones, y repuestos los sellos devuélvanse á aquellas los an- 
tecedentes cm transcripción de este auto. 

Ayustin Urdinarrain. 



VISTA DBL PKOCUHAUOa GER6KAL 



Bueaos Aires, Mayo 30 de 1899. 

Suprema Corte : 

La ley 3318 sólo coneede la excepción del servicio militar 
activo, á los maestros de escuela, entendiendo sin duda que 
éstos no tienen sustitutos eom» los profesores de grado en la 
escuela Normal de profesores de la Capital. 

En cualquier caso, limitada la excepción per et texto expreso 
de la lev, a los maestros de escuela, no P odTÍa t extendérsela 
excepción i otros casos, sin violencia del texto y de la juris- 
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prudencia establéetela á cerca de su interpretación restriñirá. 
Por ello pido ú V. E. se sirva confirmar por sus fundamentos, 
la resolución apelada de foja 15 vuelta. 

Sabiniano Kier. 



tmllrn #* I* lnyrw 4 «rt* 

Buenos A iría, Junio 17 de 1899 

Vistos y considerando : Que con arreglo al artículo Trióte y 
seis de la ley tres mil trescientos diez y ocho, los maestros de 
escueta están exceptuada del .ser vicio militar activo, mientras 
duren sus funciones. 

Qne según resulta del certificado de foja catorce el recurren- 
te es maestro de grado en la Escuela normal de profesores de 
la Capital» y por nombramiento de la autoridad «orrespon- 
d lente. 

Por estos fundamentos : se reroca la sentencia apelad* de 
foja catorce vuelta declarándose que don Cirios J, Benielli 
queda exceptuad» del servicio militar en las condiciones p res- 
criptas pur el artículo veinte y leí! de I» cita-la ley. l>- vuél- 
vanse, pudiéndose notificarse con el original. 

BLNUtlIW PAZ — ABEL KAZAN. 

— octavio umm. — ju*n 

— E. TORKENT. 
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/ten Celestino fti hola, sobre exención del servicio militar 

Sumario, — Si la junta tío ha dictado resolución definitiva 
Bobre la excepción pedida, loque corresponde es deTolver los 
autns para que ta dicte. 

Caso. — Lo explica el 



Falla tfd Smm* *«**rm% 

Buenos Aires, Abril 24 de 1899. 

AutoH y vistos : Con motivo del pedido de excepción del servi- 
cio militar formulado por Celestino R. litóla, i título de ser elbijo 
que atiende á la subsistencia de su madre viuda, la Junta de ex- 
cepciones de la Capital, ha declarado, queae reserva pronunciar- 
se sobre la procedencia de laeiccpoionsolicitada, b is ta su opor- 
tunidad para resolver en definitiva, sin desconocer que el peti- 
cionante reúne Iob requisitos de ley. 

Bl interesado considerándose afectado por esa resolución» 
apela para ante este tribunal de la referida resolución. 

El procurador fiscal pide que esta solicitud fuelva á la junta 
de excepciones a efecto de que resuelva definitivamente acordan- 
do 6 negando la excepción. 




KA I. LOS tu: LA SUPREMA V.OKTE 



EL defensor de incapaces considera que se debí- revocarla re- 
ferida resolución de la junta, concediendo ó negando sin más 
trámite loque solicita el postulante. 

De lo expuesto si' desprende que las cuestiones a resolver en 
el caso aitO-jmiice, deben plantearse en los siguientes términos: 

¿Es apelable pura ante este tribunal, la resolución de tu jun- 
ta de que si- hace mérito, y que corre ú foja de estos uut"&? ó 
pui el contrario, bu estado en d deber de pronunciarse definiti- 
vamente sobre la excepción pedida* 

Para resolver estas cuestiones, debe ante todo establecería* 
claramente, el rol que ta ley núnu ru 3318, asigna ú la juntuy 
á este tribunal, en materia de excepciones. 

Desde luego, es sabido que la referida ley, crea las juntas 
locales de etcepciones, como tribunales de primera instancia, 
en la materia, siendo así loa juzgados federales, tribunales de 
2* instancia, para conocer y resolver sobre tas apelaciones de 
las juntas. 

De modo que, c< i-vidente qu.- lo? jueo-, federales, no ejer- 
cen jurisdie jou originaria en cuta materia, como porotru parte 
lo tiene sentado la jurisprudencia establecida por la suprema 
Corte Federal, en el caso de una excepción acordada por el juez 
federal de Corrientes, en que, habiendo conocido en ella origi- 
nariamente , la Oorte, apelado el auto resnectivó, declaró que 
era nido lo actuado ante --l cit.i lo jot-z, por haber •■onoeido ori- 
g ¡narramente en el asunto, siendo así que, con arreglo á la ley 
33*8, no tenia ni podía ejercer la jurisdicción primera. 

Ahotabiu-n, siendo ést-> así, ¿la resolución de que se apela, 
es apelable anfc- este juzgado? 

Se percíb • sin dilicultad que la junta no se ba pronunciado 
sobre la excepción, es decir, no ha resuelto que procede ó no 
procede, que es lo que ba debido hacer y en ese caso, su fallo, 
hubiera sido recurrible para ante este juzgado; pero en la for- 
ma que lo ha hecho, no hay pronunciamiento, y por tanto no 
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hay reuursod* a [ivl.iv i<»n procedente, ai éite juzg ido puede de- 
clarar que t-n el caso mb~jttd ice, procede ó no la concesiun de ex- 
cepción de la referencia. 

La junta teniendo con noticia en autos los elementos de 
juicio necesarios pura formar criterio y resolver, concediendo 
ó no la excepción, hadebidn, pues, pronunciarle - ubre ella, y no 
dilatar su pronunciamiento, como I» ha hecho, postergando 
p=ira otra época, pues la ley de 43 de Noviembre de 1805, nu 
autoriza tal pnceder des le que no lijn época determinada para 
que se soliciten las excepciones. 

Es sabido, por ser principio di- derecho universal, que donde 
la ley no hace distinciones, no pueden hacerla los jueces. 

Ubi te* non distinguit t Jud&a non distinguere potest. 

Quiere decir, pues. - ^ la junta ha estado y esta en el deber 
de dictar *u fallo delimtivo, acordando «; negando líi excepción 
solicitada, para que así haya sentencia apelable, para ante este 
tribunal. 

De todo lo expuesto se deduce» pues, que no es procedente 
hacer lo que pide el señor defensor d« incapaces, de que este 
tribunal revoque la resolución de la junta y conceda ó niegue la 
excepción pedida por no habeT materia pura ello, desde que no 
.•xiste el antecedente prévio y sine qua non, para que este tri- 
bunal ejercite su jurisdicción, cual es, la resolución déla jun- 
ta, acordando o negando la oicepcion. 

Porotri parte, debe tenerse muy presénte la jurisprudencia 
establecida ú este respecto por la Corte Suprema, según la cual, 
en el oaso de Nicolás Fasto, que recurrió paru ante aquel tribunal 
del auto de este juzgado que le mandó ocurrir donde correspon- 
da, cuandu apeló de una resolución de la junta que le ordenó 
presentar información sumaria producida ante el juzgado de I 1 
Instancia, la corte declaro que, lo que correspondía, era devol- 
ver los autos, para que conociendo de ellos, dictara su resolu- 
ción sobre la excepción que se solicitaba, desde que, en euten- 
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Mer de la corte, existían en auto-;, los elementos «te juicio 
necesarios para f ormular pronunci amiento. 

Por estos fundamentos, y otros que se omiteu y no obstante 
lo expuesto y pedido por el defensor de incapaces y de acuerdo 
con lo dictaminado por el procurador fiscal, este juzgado de- 
clara ; que estos autos deben volter ú la Junta de excepciones, 
para que ésta dicte resolución definitiva «obre la excepción que 
se gestiona, no b¡iciéndos»! lugar en contetmeñtfá ¡i to pedid» 
por el defensor de incapaces. 

A-íí lo resuelvo en Buenos Aires, Capital de la R-públici Ar- 
gentina, fecha ut supra. 

/*. Otai'cftea y Akorta. 



VISTA DEL SEfiOK PROCUAADOK GEÜBHaL 

Kuenos Airtis, Jlavo \i du 1899. 

Suprema Corte ; 

Encuentro que se ajnat ui á \>h h - h v al texto de la ley 
número 3318 que rige el caso sub-judice, los considerandos eu 
que se fúndala sentencia recurrida de foja 21. 

Por ello, pido á V, E. se sirva ennflrraarla por sus funda- 
mentos. 

Sabiniano Kiet: 



talle de I» gtapreaae Certe 

Buenos Aire*, Junio 17 Je 1899. 

Vistas : Resultando que la Junta de excepciones no se ba pro- 
nunciado definitivamente sobre la solicitud á que se refieren es- 
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tas actuaciones y de acuerdo con lo expuesto pore! señor Pro- 
curador general y fundamentos conoordan tes de la sentencia de 
foja Teintiana, ae confirma ésta. Devuélvanse, debiendo repo- 
nerse los sellos ante el inferior. 

BENJAMIN PAt, — ABEL BAZAR, 
— OCTAVIO BUÍ1GK. — JUAN 
E. TOBRUT. 



W. Paats t itochey compañía, contra Testoni Chiesa y compañía, 
por falsificación demarca de fábrica; sobre imposición de 
multa ¡/apercibimiento al procurador tj aboyado, y apelación 
denegada. 

Sumario. — Es apelable el auto que impone multa y aperci- 
bimiento al procurador y abogado de la parte. 



Caso. — Lo ei plica el. 



Buenos Aires, Junio 17 de 1899 

Vistos: en el acuerdo y considerando: Que la última parte del 
auto de foja trescientas cuarenta vuelta que impone pena al apo- 
t. l*iix ie 
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derado y «percibe «I abogado que lian firmado d escrito de foja 
trescie otas treinta y seis es apelable, teniéndolo asf establecido 
la jurisprudencia de esta Suprema Corte, posterior á los fallos 
que se invocan en el auto di; foja trescientas cuarenta y cinco 
vuelta. 

Por esto Be declara mal denegado el recurso deducido s foju 
trescientas cuarenta y cinco, se le concede en relación y ¡tutus, 
debiendo agregarse estas actuaciones al expediente principal 
venido á esta Suprema Corte por la apelación concedida á foja 
trescientas cuarenta v uelta. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 



i'AUWA C* VII 



Don Santialio C. Mantilla, contr a ta empresa del Ferrocarril 
Oeste de Hítenos Aires, por cobro de pesos ; sobre recurso á ta 
Suprema Corle de sentencia de ta Cámara de Ápelacionts 
en to Comercial. 

Sumario. — No corresponde el recurso á la Suprema Corte 
contra las sentencias de los tribunales ordinarios, si la dispo- 
sición del Poder Ejecutivo nacional que se invoca para justifi- 
carlo no puede servir para modificar la sentencia. 

Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 
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SEPt'ffcRClA DEL JUEZ DE COMEKCIO 



Huí-nos Aires, Agosto 8 de 189ü. 

Y Fistos : estos autos pura sentencia de toa que resulta : Que 
don Sandullo C. Mansilla se presentó p*.r iutermediodesu apode- 
radodou Samuel A. Weigel demandando á la empresa del Ferro- 
carril Oeste de Bin óos Aires por indemnización de daños y per- 
juicio* que estima en la suma de 2192 pesos con 40 centavo* 
moneda nacional, devolución del valor pagado por fleten y ]** 
costas del juicio. 

Sostiene que te fué consignada una partida de 73 tonelada» 
81 kilogramos de patoja que ha sido despachada de la esta- 
ción Rio Cuarto con destino á la estación Once de Setiembre, 
habiéndose realiiudu el embico en el kilómetro 125, punto' 
designado oficialmente para estación; que liaho pastó llegó 
deteriorado y con gran retardo, por loque se negó Á recibirlo, 
que por esta circunstancia la empresa vendió y le exigió reci- 
biera el precio obtenido, lo que tampoco quiso aceptar ; fundado 
en esos hechos alega quesun aplicables los artículos 175, 181, 
188 y 205 del Códi-jo de Comercio y sos ■ oneordautes de la ley 
de ferrocarriles y decreto reglamentario. 

Corrido traslado de la demanda, el representante de la em- 
presa contestó i foja 37 reconociendo qne es exacto el transporte 
del pasto que se menciona en la demanda y la avería sufrida, 
pero que fué cargado por el remitent* en el kilómetro 125 ó 
■ea en cambio de vía ó desvío particular, y que ron arreglo i lo 
dispuesto por el artículo 258 del decreto reglamentario de la 
ley de ferrocarriles, la empresa no ba incurrido en ninguna 
responsabilidad; que en el presente caso no corresponde aplicar 
el artículo 181 del Código de Comercio ainó el 180. Acompaña 
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al escrito de contestación loa documentos que corren agrega» 
dos de foja* SO i 48, de las c"*** 9 " dio ""lado ** *"tor, eT *- 
ouindalo á foja 41 . 

Abierta ti c lusa & pruebi te produjo la de que informa el 

certificado del actuario de foja 5* Yuelta . 

Y considerando : 1* Que según la confesión de los actores, el 
embarco de ta mercadería se hiio en el kilómetro y por los 
informes de fojas 5* y 56 melta se ha acreditado que la esta- 
ción eu este punto fué Librada al serricio público con posteno- 
4 ridad á la fecha de ese embarque. 

* La parte demudada se funda en ese hecho para sostener 
que no tiene responsabilidad por los deterioro* 6 ateríaa de lo. 
efectos cargados, pero el Código de Comercio no hace ning.ina 
distinción al respecto, y ha establecido que la responsabilidad 
délos acarreador,» empieza desde el momento que se tecioe la 
mercadería (artículo 170 del código citado). 

La lev de ferrocarriles de 1891, en su artículo 50, prescribe : 
que las obligaciones y responsabilidades de las empresas res- 
pecto de los cargadores serán regidas por dicho código y no les 
ha impuesto ninguna limitación por razón del logar donde se 

realizó la curga. 

E! silenci, que guarda la ley y cidigo* citados, respecto de 1» 
distribución entre las estaciones librada, al sefficio publico y 
la. no libradas, no puede atribuirse á una omisión puesto que 
el Código de Comercio en su artículo 167 atribuye el falor de 
un titulo legal á la carta de porte, y en ella pueden les carga- 
dores y acarreadores establecer cliusulas tendentes ¿disminuir 
las responsabilidades de estos últimos cuando se trate de efec- 
tos cargados ea- lo< desríos pirtiou^^ la línea principal. 

Poi otra parte, admitiendo hipotéticamente que ello fuera 
una omisión, el decreto reglamentarlo de la ley no ha podido 
aalmla con su artículo 258. porque la facultad acordada por 
la restitución al Poder Ejecutiro para reglamentar las leye • 
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uo le confie» la de complementarlas haciendo excepcionei que 
no han reconocido esas mismas leven. 

3» La empresa demandada ha acentado el abandono hecho por 
Mansilla desde que vendió el pasto por su cuenta, y corresponde 
aplicar el artículo del Código de Comercio que se refiere á los 
casos en que haya lugar el abandono de mercaderías y no el 180 
como lo pretende la parte demandada, porque éste debe aplicar- 
se cuando hubiera simplemente disminución de valor. 

Ese hecho demuestra además que la empresa reconoció las 
responsabilidades en que había incurrido porque en el oa*o con- 
trario se habría limitado á protestar por falta de recibo de la 
mercadería. Por lo demss, habiéndose rendido el pasto, la res- 
ponsabilidad de la empresa no puede limitarse al precio obteni- 
do por una mercader! a averiada; esa responsabilidad debe ul- 
caniat al valor corriente de la mercadería en buen estado en 
el dia y lugar de la entrega ó bien al precio de la mercadería 
deteriorada con más el valor del deterioro. 

Sería, pues, idéntica en el ( aso presento la responsabilidad 
del a-arreador ya se aplique el artículo iBOóel 181 del Código 
de Comercio. 

4" Al contestar la demanda, no se ha negado por la empresa 
demandada el retardo en el transporte por mayor tiempo del re- 
querido para la derolueion del flete ni tampoco que el deterioro 
del panto haya sido ocasionado por ese retardo ; lo qne debe es- 
timarse como una confesión de su parte (artículo Httdel Código 
de Procedimientos). 

Las cartas de porte que corren de fojas 90 á St y que no con- 
tienen indicación alguna al estado de la carga, hacen presumir 
el buen e. .do de ésta, conforme to dispone el artículo 17* del 

Código de Comercio. 

§• Es, pues, da estricta aplicación el artículo 188 del Código 
de Comercio por el qne la empresa acarreadora está obligada 41a 
devolución del flete pagado indemniiandoel mayor daño cansado. 
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El alcance de esta disposición surge déla propia redacción 
dal artículo y de la doctrina que para caso análogo sienta en su 
parágrafo segundo ¿njyirae el articulo 189 del mismo código. 

La pena establecida por id artículo 188 grava al acarreador 
oon la pérdida del flete; pero si el daño sufrido por el cargador 
excede del valor del flete perdido, el a- arreador debe abonar tam- 
bién ese excedente ú suplemento de valor, es decir, todo cuan- 
to sea mayor el daño sufrido por la cantidad perdida ó devuelta 
por fletes.. 

Esta interpretación ha sido dada á La disposición que se exa- 
mina por el proveyente en ranos tusos análogos, entre otros en 
• 1 juicio por devolución de fletes y daños y perjuicio* entre Be- 
ll oq y Durañnna con el Ferrocarril del Bud. 

6 V til manto del perjuicio ó valor de la mercadería en buen 
eetado en el día y lugar de la entrega debe determinarse peri- 
cialmente según se deprende de las disposiciones comparadas de 
los artículos 179 y 181 del Código de Comercio. 

Por estas consideraciones y di- acuerdo con las disposiciones 
legales citadas fallo: aceptándoselo en parto la demanda, y 
condenando á laempiesa demandada ¿ abonar en el término de 
10 días el valor de los fletes abonados por la conducción del pas- 
to que motiva el juicio; á más deberá indemnizar el excedente 
ó suplemento de daño sobre el valor de ese flete, 

Kl daño ó valor del pasto en buen estado en el día y lugar de 
la entrega será determinado por peritos y á título de devolución 
de flete y de daño causado una suma mayor que la que esa es- 
timación pericial debidamente aprobada diera al pasto. Pa- 
gúense las costas en el orden acusado, por no encontrar mérito 
para una cond t-nacion en las mismas. Repónganse los sellos. 

Aamon T. Figueroa. 

Ante mí. 

S. Castilla, 
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ACUERDO Y SENTENCIA DE 1 A CAMA KA DE APELACIONES 
Dfc tO UONEHClAL 

En Buenos Aires, ií 11 -le Febrer»de 1897, reunidos los seño- 
rea Tócales en la sala de acuerdos y traídos para conocer los autos 
seguidos por don Vandalio C. Mansiha contra la empresa del 
Ferrocarril Oeste de Buenos Aires por uobro de pesos, se 
practicó la insaculación que ordena el articulo 556 del Código 
de Procedimientos, resultando de ella que debían votar los 
señores vocales en el órden siguiente : doctort-s López Caballi- 
nas, Pérez, Saavedra, Estefes, García. 

Estudiando los autos, la Cámara planteó las siguientes cues- 
tiones i resolver : 

1* ¿ Es justa la sentencia apelada en cuanto reponsabili- 
zaá la emprest demandada por los daños y demoras sufridos? 

2 a ¿Lo ea también en cuanto eionera de U condenación en 
rostas á la parte vencida ? 

A la primera, el señor Lopes CabaniUas dijo: En el kiló- 
metro 125 del Ferrocarril Argentino fueron cargados con dos- 
tino «l 11 de Setiembre y & la consignación de dan Sandalia 
Haosilla, 74.081 kilogramo* de alfalfa seca. 

£1 Ferrocarril Oeate de Buenos Aires encargado de completar 
el transporte lo híio cou retardo y con averías on la carga, todo 
lo cual dio origen & que el consignatario se negase i recibirla y 
promoviese la presento demanda para qoe se condone á dieba 
empresa al pago de la cantidad de 21GJ pesos con 43 centavos 
nacionales, importe del pasto, exigiendo además la derolocíon 
de los fletes pagados al porteador. 

La compañía demandada reconoce en su contestación (foja 
37) quo son ciertos tos hechos aseverados en la demanda, relati- 
vos al transporte y la avada sufrida por la carga, pero alega 
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que habiéndole hecho 1* carga ea desvío particular como lo 
era en esa época el del kilómetro «25, tal circunstancia la exi- 
me de toda responsabilidad, por ratón de la avería Ó retardo, 
de acuerdo con lo establecido en el artículo 258 del decreto 
reglamentario de la ley nacional número 2873 sobre ferroca- 
rriles, según el cnal « si ls empresa no interviniese direata- 
mente en la carga de mercaderías por vagón ó que se carguen 
en un desvio particular, no responderá por ¡os deterioros ó fal- 
tas que putliescn ocurnr en el transporte de éstas. 

Esta consideración se repite por la empresa en ta eipresion di* 
agravios como nafc> fundamento para pedir la revocación de la 
sentencia de foja 64en que se le condenó alas indemnizaciones 
allí determinadas. 

Como A este respecto nada se agrega que no haya sido tomado 
en cuenta por el inferior bastará entonces recordar que el ar- 
ticulo 60 de la citada ley sobre ferrocarriles prescribe efectiva- 
mente que las obligaciones y responsabilidades de las empresas 
rospecto á leu cargadores por razón de pérdida, averia ó retardo 
en la expedición y entrega do las cargas serán regidas por la* 
disposiciones del Código de Comercio, pero ni en dicha ley 
ni en Jas prescripciones pertinentes de este código se contiene 
la excepción alegada á Ja regla general de responsabilidad que 
se deriva de las disposiciones contenidas en los artículos 167 y 
175 del citado código. 

Nada importa entonces que el decreto del Poder Ejecutivo, 
que se cita por el recurrente, haya establecido que esas dispo- 
siciones legales no serán aplicables cuando como en el easo de 
autos se haya verificado la carga en un desvío particular, pues 
la facultad de dictar reglamentos para la ejecución de las leyes 
de la Nación, que el articulo 86, inciso 3°, déla Constitución 
acuerda al presidente de ta República no puede ir hasta alterar 
el texto y espíritu de esas mismas leyes eon excepciones regla- 
mentarias y tal seria en el presente easo la que sirve de defen* 
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sft i la empresa, porque ella es en realidad u na excepción á las 
prescripciones respectivas del Código de Comer cío j ley citada 
que no debe en consecuencia prevalecer contra estas. 

Por ello y demás fundamentos que sobre este particular adu- 
ce el fallo apelado pienso que debe ser confirmado. 

Por análogas ratones los doctores Paree, Saavedra y Es te ves 
se adhirieron al voto H.Uerior. 

El señor García dijo : No considero necesario examinar sí la 
disposición del articulo 258 del Reglamento de ferrocarriles 
aprobado por el Gobierno Nacional en 10 de Setiembre de 1894 
importa una violación de las disposiciones del Código de Comercio 
ni tampoco es de oportunidad discutir si el Poder Ejecutivo 
nacional ha tenido ó no facultad para dictar tal disposición. 

Y proceda así, porque el articulo citado no es aplicable al caso 
presente. En efecto, para que no exista responsabilidad en la 
empresa, del ferrocarril por los deterioro» ó faltas que puedan 
ocurrir en el transporte, es necesario que al cargarse lúa mer- 
caderías eu vagón ó en un desvío particular la empresa no in- 
tervenga en ese aoto de la carga ni d r*ctu ni indirectamente. Ye* 
necesario también que baga constar su no intervención anotan- 
do en las cartas de porte lo siguiente: c cargado por el intere- 
sado sin responsabilidad para la empresa.» Asi lo dispone tex- 
tualmente el articulo citado. 

Ahora bien, aunque consta qne la carga se hito en una es- 
tación que en esa fecha no estaba habilitada no se bi probado 
qne la earga se baja efectuado sin intervención directa ni in- 
directa de la empresa, f aunque se hito una anotación en dos 
cartas de porte (fojas 40 y 41) de que se había «cargado por el 
remitente en desvío particular *, no se hito constar «n las mis- 
mas qne el aoto se ejecutaba sin responsabilidad para la em- 
presa. Faltan, por lo tanto, los requisitos necesarios para qne 
fneae aplicable el artículo 468 del Reglamento de ferrocarriles 
y jugando el caso con arreglo A las prescripciones del Código 
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de Comercio, foto por la afirmativa en la cuestión propuesta. 

A la segunda el doctor Lopes Cabanillas Jijo : 

El actor no ha obtenido por la sentencia todo lo que pretendía 
en an demanda sobre lo principal de suerte que esta sola cir- 
cunstancia basU para justificar la exoneración del pago de las 
costas á la empresa como lo resuelve dicha «entencia, la cual 
debe así ser confirmada enesu parte. Voto en este sentido. 

Por razones análoga* los doctores Pe reí, Sauvedra, Este ves 
y García sé adhirieron u) voto anterior. 

Con lo que terminó este acuerdo que firmaron les señorea rú- 
enles, doctorea Saavi-dra, Garcíi, López Cabanillas, Estoves. 

Diego Saavedra. — J. A. tiarcia. 
— Cdrím M. I'erez. — L. López 
CabanÜlan. — Miguel Esteves. 

Ante mi : 

Daniel J. Frías, 

VISTA DEL SEllOH PHOCUEAUOK GENERAL 

Buenos Aires, Abril í* de 1897. 

Suprema Corte ; 

En esta causa sólo se lia discutido é interpretado fundamen- 
talmente el Código de Comercio con referencia al contrato de 
transporte por ferrocarriles. 

Pero se tu invocado por el demandado el articulo 258 del 
decreto reglamentario de lu ley sobre ferrocarriles ; y tanto 
la resolución de foja 04 como la de la Exilia Cámara de lo co- 
mercia) de foja 81 han declarado que ese articulo del decretu 
gubernativo no era aplicable á la causa. 

£1 articulo H de la ley sobre competencia nacional de 1863 
autoriza el recurso para ante V. £.. en su inciso f\ cuando se 
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baya jiunato en cuestión la validez de una autoridad ejercida 
> n nombre de Itt N icion y la decisión haya sido contra su valí* 
dez, y el inciso 3*, cuando la inteligencia de una comisión ejer- 
cida en nombre de la [autoridad nacional haya sido cuestionada 
y la decisión a?a contra ta valideidel titulo, derecho, privilegio 
ó exención que se funde un dicha cláusula y sea matm.t del 
litigio, 

Sin que las preácri pelones citadas abrasen directa y explíci- 
tamente el < aso utb-judice parece comprendido en ellas; pues 
un decreto del Poder Ejecutivo reglamentando una ley, es el 
ejercicio de su autoridad constitucional en nombre de la Nación, 

En tal concepto, opino que el recurso de upe 1 ación ha sido 
bien concedido en esta causa y que procede la jurisdicción de 
V. £. para conocer y resolver sobre el fondo de la cuestión. 

■ 

Sabintano Kier. 



MI» 4» I» »«pmaa 

Buenos Aire*. Junio 17 de 1899 

Vistos y considerando que el artículo doscientos cincuenta y 
ocho del Reglamento general de ferrocarriles dice expresamen- 
te: «si la empresa no interviniese directa ó indirectamente rn la 
carga de mercaderías por f agón ó que te cargaren en un des vi « 
particular a o responderá por los deterioros o faltas qoe pudiesen 
ocurrir en el transporte de éstos. En estos casos se anotará en 
las observaciones de la carta de porte lo siguiente : cargado 
por el interesado sin responsabilidad para ta empresa ». 

Que es exacto que lascarías de porte de fojas veinte, veinti- 
uno y veintidós no contienen la citada anotación. 

Que, por consiguiente, la sentencia de foja sesenta y cuatro 
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confirmada por la de foja ochenta j uno, ba podido, apreciando 
el caso, establecer que el cargador j la empresa transportadora 
do habían convenido en la limitación de las responsabilidades 
que el Código de Comercio impone al acarreador. 

Que con este antecedente la constitucionalidad ó inconstitu* 
cionalídad del citado articulo del Reglamento de ferrocarriles 
que presupone una manifestación de voluntad de la empresa 
limitativa de sus deberes generales aceptada por el cargador 
carece de importancia en el caso desde que cualesquiera que 
fuera la resolución que al respecto recaiga, ella no serviría para 
modificar la sentencia recurrida. 

Que ésta en cuanto importa interpretar y aplicar el Código 
de Comercio en r-laclon * las estipulaciones de tas partes no es 
apelable para aute «¡tta Suprema Curte de conformidad al ar- 
tículo quince de la ley de jurisdicción y competencia de los tri- 
bunales federales. 

Por estos fundamentos ae declara no baber lugar al recurso 
< oncedido por el auto de foja ochenta y cuatro, Notifícese con 
el original, y repuestos los sellos, devuélvanse al tribunal de su 
procedencia. 

BENJAMIN PAE. — áML BASAN. 
— OCTAVIO SURGE . — JUAN 
E. TOREEN!". 
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Criminal contra Joaquín Xendieta y Joaquín Falcan 
por circulación tk billetes de curso legal falsos 

Sumario. — Corresponde la pena de multa del tanto al triple 
al que habiendo adquirido de buena fé un billete falso, lo pone 
en circulación con conocimiento de m falsedad. 

Caso.— Resulta del 



Mto *** J««* rederel 

Tucurom, Agosto 22 de 1898. 

Y victos : En el proceso seguido contra Joaquín Falcon y 
Joaquín Hendióla, casados, argentinos, de 34 años el primero 
y de oficio platero, de 41 añns y empleado el segundo, sobre 
circulación de un billete de 900 pesos, que se dice falso, domi- 
ciliados ambos en esta ciudad, resulta : 

t° Practicado, con relación al billete agregado á foja!, al 
sumario de que dan cuenta las píelas de fojas 3 á 90, y remiti- 
do ¿este juzgado, se lo completó con la diligencia ordenada á 
foja 33, y cumplida á foja 42 se decretó su clausura y eleva- 
ción i plenarío (foja 43) t conforme á lo solicitado por rl señor 
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procurador fiscal a foja 32, y se corrió vista á ese funcionario 
á los efectos del articulo 45? del Código de Procedimientos. 

2" Sin evacuarla, el procurador fiscal solicita ¿foja 44 se comi- 
sionase al gerente del Banco de lu Nación Argentina, en calidad 
de perito, para que informe sobre la legitimidad ó ilegitimidad 
del billete citado; el juagado lo ordenó así á foja 45 vuelta, y 
expedido el informe, previa aceptación del cargo en forma a foja 
40 vuelta, se corrió fie nuevo la vista al señor procurador fiscal. 

Evacuándola á foja 48, después de una breve reseña del su* 
mar io y fundado en el informe de foja 46 y declaraciones de 
fojas 7, ti y 5, 6 y 10, afirma que el billete de foja 1 es falso, 
imputa á Joaquín Falcan y Joaquín Mindieta el becho de ha- 
cerlo circular, y pide contra ellos la pena de multa igual al 
triple del valor del billete de referencia, establecido en la últi- 
ma parte del artículo 60 de ta ley de 14 de Setiembre de 1863. 

4* Corrido traslado á los defensores de los procesados, á los 
efectos del artículo 463 del Código de Procedimientos, dejaron 
vencer el término sin contentarlo, siendo presentado el expe- 
diente ú despacho de acuerdo con la disposición del artículo 
466 del mismo Código (fojas 50 á 52). 

5° Llamados autos á foja 52 y recibida Ja causa á prueba á 
foja 63, produjeron los procesad oí la deque da euenta el certi- 
ficado de foja 75, sobre la que informaron i su tiempo, según 
se ve á fojas 80 y 86. 

Presentados Jos autos para definitiva, se ordenó pura me- 
jor proveer : la ratificación de Jos informes mencionad»*, 
que se practicó de fojas 90 A 102 vuelta; la declaración 
de Rafael Marciani, prestada á foja 93, y la presentación del 
expediente aducido como prueba en los escritos de fojas 64 y 
70 é invocado en los informes «itados; practicadas esas dili- 
gencias, se mandó nuevamente traer los autos para sentencia. 

6° De la breve reseña precedente, surgen como sujetas 4 re- 
solución judicial, las siguientes cuestiones: 
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I o i Se ha probado la existencia del d lito de circulación de 
un billete falsificado de 200 pesos de que habla U acusación? 

2" ¿ Se lia justificado que Joaquín Mcndietu y Joaquín Ful- 
con, sean los autora de. ese delito? 

3° Caso de resolverse ¡itiriuativamente las dos cuestiones i-r->- 
ccdentes» ¿qué pena debí- aplicar-*- á lo» delincuentes? 

i Cual es el efecto de la producida por los acusados ? 

Y considerando, con relación á la cuestión: I o Que designa- 
dos para examinar el billete de foja i . el señor gerente del Ban- 
co de la Nación Argentina en tal calidad y como perito (escrito 
loja 44, y actuados de fojas 45 á 46), dictamina é foja 46 vuel- 
ta, expresando que el billete citado es falsiflcadu. 

2 o Que ese informe en el que su autor reviste el doble ca- 
rácter de perít" y gerente del Üuaco citado encierra, especia) 
mérito, ai se tiene en cuenta que es ese establecimiento el úni- 
co que tiene emisión de billetes, y está particularmente obliga- 
do al recibo de los legítimos (ley de 5 de Noviembre de 1872, 
art. 8", y ley número 28i1, art, 7 y 31); y ese informe está 
corroborado por la a tinna- ion del comerciante don Dulcid io 
Aizabé (foja ratificada á foja 22). 

3 4 Que la falsedad del billete agregnrio u foju i , ha sido expre- 
samente reconocida por el procesad o Joaquín Mendieta. En 
efecto, del sumario aducido por éste como prueba, foja 70, que 
se ba tenido á la vista, resulta que aquél denunció ante la po- 
licía en nombre de la casa de comercio á que pertenecía como 
dependiente, el hecho de habérsele dudo en pago un billete por 
doscientos pesos falsos, que él a su ves hito cambiar en casa 
del señor Dulcidio Aliabí» quien lo devolvió por ser falso, y por 
esto Mendieta lo depositó en la comisaria, expresándole en la 
denuncia que el billete es de la Série 004, K*B 065,032, y que en 
el informe de foja 90, ratificado A foja 90, refiriéndose al certi- 
ficado de foja 74, se afirma que el billete que ocasionó el sumario 
citado, es el mismo que motiva este proceso ó sea el de foja 1 , 
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4 a Que ti bien ti otro procesado Joaquín Paleo», en su decla- 
ración de fojas 6 vuelta & 8, ratiücada en le de fojas IT 4 19, be 
negado beber dado"ea pago i Benedicto Crin Diez el billete de 
foja 1 , manifestando (que le entregó uno del mismo valor de 
900 pesos» pero • sano, si» remiendo > y que no contenta pala- 
bras manuscritao, j ha pretendido eiplicar la adquisioion del 
billete dado por él en pago, en el informe de foja 86, ratificado 
a foja 102 vuelta, aludiendo al billete de foja t y al sumario 
antes mencionado, dice: «de las manos de dicho señor (Caba- 
llar) |>a*o á las de Mendiete, éste lo mandó á Salta y de allí de 
mano en mano, vuelve á lat mías y de éstas pasó á otras; pala- 
bras que importan una confesión eiptícita de babor hecho circu- 
lar Falcon el billete citado de foja 1 . 

Y considerando, ccm relación á la segunda cuestión : 5* Que 
conforme A la disposición del artículo 60, inciso 8?, j artículo 63 
de la ley de 14 de Setiembre de 1863 y conforme también á la 
" jurisprudencia sentada por la Suprema Corte en las sentencias 
que se registran en tos tomos 58, página 84, y 60, página 402 
déla colección de sus fallos, se comete el delito de circularan de 
billetes falsos, cuando aquélla s^rertlica teniendo conocimiento 
de ía falsedad. 

Jt'or consiguiente, establecido eü lo* considerandos relativos 
á la primera cuestión, que tanto Mendieta como Falcon, según 
confesión de ellos mismos, han hecho circular el billete falso de 
foja i , debe averiguarse para determinar el grado de responsa- 
bilidad criminal do cada uno, si han tenido ó no conocimiento 
déla falsedad, según las constancias que arrojan los autos, 

6° Que en cuanto á Mendieta, en presencia de lo dicho en el 
tercer considerando, no puede ni por un momento dudarse de 
que procedió con codocí miento de la falsedad. 

Del sumario traído á la vista, consta qne él denunció y depo- 
sitó ante la comisaría de la 1" sección, un billete de 200 pesos 
como falso, cuya numeración y serie coincide con el de foja 1 
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de este proceso, haciendo al mismo tiempo la historia sobre la 
procedencia de aquél. En el informe de foja 80, como se bu es- 
tablecido ya en el tercer considerando, su afirma por el mismo 
Mendieta, que es uno sólo el billete que motiró aquel sumario y 
el que ocasiona este proceso; y si bien en la declaración de fo- 
ja 8 b • expuesto que mandó ese billete ala provincia de Salta, 
á un hermano llamado Andrés Mendieta. este hecho no se ha 
justificado, y aun suponiéndolo probado el vendría únicamen- 
te á constituir uno de tantos modos «le circulación, A esto se 
agrega que no es sólo 1 1 confesión del procesado ta que condu- 
ce á afirmar su conocimiento de la falsedad del billete, siuo 
que la corroboran las declaraciones de) señor Vázquez de Aguiar, 
foja 10; Isa de Lidia Paz de Cainzo, foja 10 vuelta; la de Fran- 
cisco K, Aguiar, fojas 5 á ti; la de don Dulcidio ALzabé, foja 6; y 
las constancias riel sumario antes citado; declaraciones que ei- 
copto la primera, se bullau ratificadas ti fojas %¿,23y 25 vuWia. 

7" Que en cuanto á Falcou, él ba . >ufesado en el informe de 
foja 80, según quedadiebu m el cuarto considerando, su par- 
ticipación en la circulación del billete de foja f ; pero, ¿se ha 
constatado que ella fuera con conocimiento de su falsedad? En 
el sumario de foja % adelante, no hay declaración alguna que 
atirme heohos bastantes á establecer una reapuesta categórica 
sobre ese punto: la única que algo dice al respecto, es la de 
faja 10, en la que doña Leonor Vázquez de Aguiar, afirma qne 
habiendo mandado la declarante a casa de Lidia Paz de Cainao, 
á pedirle el billete para hacerlo cambiar, ésta le contestó qne ra 
no lo tenía y que te lo había dado á Joaquín Falcon; examina- 
da á iu vea Lidia Paz de Cainzo sobre ese punto, dice áfoja II 
vuelta que, cuando doña Leonor le mandó pedir el billete para 
cambiárselo, le dijo Mendieta que lo había mandado ya i Salta; 
y análoga relación & ésta hace Francisco £. Aguiar, quien ex- 
presa á foja 36 vuelta que, preguntando á Lidia Fat de Caín- 
xo, á quién había dado Mendieta el billete, ésta le contestó ha- 



» A LI OS m LA SUPREMA COKTC 



berle dicho Mendieta que se lo había estado poi dar á Joaquín 
Faltón, pero que lo había mondado á Salta, á un hermano que 
allí tenia. 

Prescindiendo, pues, de las declaraciones de Benedicto Cru* 
Diuz, á fojas 3 y 24, que de conformidad al artículo 276, 
incito 8 o , del Código de Procedimientos, no revisten valor pro- 
batorio, no hay en el sumario respecto á Falcon más cargo que 
el resoltante deldiebo de Leonor V. de Aguiar, por referencias 
de Lidia Pai de Cainiu, contradicho por ésta y por Mendieta i 
foja 8 vuelta. Tampoco esta" probado que Falcon entregase el 
billete á Diaa; aquél lo ha negado «presamente ; la afirmación 
de José Barros, foja 43 vuelta contradicha por aquél, foja IOS, 
no establece un hecho concreto, ni es admisible para probar la 
confesión del procesado ; y el único testigo que presenció el pa- 
go, Hüfni'l Mariani, foj¡i tf3, nadadice al respecto y solo mani- 
fiesta que eu 1 1 momento det pago verificado por Falcon á Diai, 
oyú la conversación de aquél, quien daba la espalda al decla- 
rante; peTo aun en la. suposición de que ese hecho estuviera 
probado, debería examinarse si la entrega en pago se biso por 
Fukoncon conocimiento de la falsedad del billete. No habiendo 
prueba directa sobre ese punto, como queda dicho, nácese ne- 
cesario apreciar la importancia qne pueden encerrar las presun- 
ciones que contra aquél resultan de las circunstancias siguientes: 

a) La de no haber ido de noche á verificar el pago i Dial, 
afirmado por Mariani; b) La de no ser de todo punto satisfac- 
toria la explicación sobre el origen del billete de JOO pesos, 
que dice Falcon haber dado en pago a Diur¡ c) La de no haber 
Falcon expresado en el informe defoja 80, de quién recibió, ni á 
quién entregó el billete de foja l t que confiesa haber llegadoá 
sus manos y de ellas pasado A otras; d) Y finalmente, la de que 
conforme i las declaraciones de Francisco E. Aguiar. foja 5 y 
Leonor V. de Aguiar, foja iO, cundo aun el billete se encon- 
traba en poder de Mendieta, tenia manuscrita en el anverso y 

V 
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reverso la palabra * Falconio », al parecer de los testigos, es- 
crita de dos caracteres de letra, que segas don Dulcid io Ale abé, 
decfu primitivamente «falso», habiéndose posteriormente he- 
cho de ella la que queda expresada (falconio) que debió tener 
el billete cuando llegó á mano de Falco n. Estas presunciones, 
si bien traen' al espíritu la idea de que F¡ilcon tenía conocimien- 
to de la falsedad del billete, 6 de que pudo dudar de su legiti- 
midad, y de que fué él quien lo entregó úDiaz, no producen, 
ain embargo, en el ánimo la convicción plena de que se haya 
tenido, por parte de aquel, ese cono* ¡miento, y no reunei. las 
condiciones exigidas por el articulo 358 del Código de Procedi- 
mientue, para hacer prueba plena. 

Y considerando, con relación á la tercera cuestión ; 8 a Que 
el articulo 30 de la ley número 2316, lia determinado expresa- 
mente la aplicabilidnd de tas penas establecidas por la lej de 17 
de Setiembre de 1863, á los que circulen billetes falsos; y ésta 
determina en su artículo 63, que quien hubiese adquirido de 
buena fé los títulos y efectos expresados en el artículo 62 de la 
misma, entre los que se encuentran los billetes de Banco erigi- 
do» con ftutoriiucion del gobierno nacional, y Jos expendiese 
después con conocimiento de la falsedad, sería castigado con la 
multa del tanto al triple del valor del billete. 

9" Que en el presente caso, respecto del procesado Mendieta, 
las constancias del sumario traído á U vista, establecen^ su fa- 
vor la presunción de buena fé al recibir el billete, de la persona 
que se lo dio en psgo de las mercaderías compradas; y él á su 
vei lo hizo circular á sabiendas de la falsedad, según se ha fis- 
to en los considerandos 3° y t>\ y por lo qne hace i Falcon debe 
estarse a lodicbo en el 7*. 

10* Que en tal easu la pena aplicable es la del artículo 63 
déla ley de 14 de Setiembre de 1863, citada, según lo ha esta- 
blecido la Suprema Corte en la sentencia que se registra en la 
página 404, tomo 60 de sus fallos. 
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t considerando, con relación á la cuarta cuestión ; H° Que 
toda la prueba producida por ambos procesados, consistente en 
el sumario traído á la vista y en lo» informes de fojas 68 y 74, 
tiende á demostrar que el billete de foja 1 de este proceso, es 
el mismo que figuró en el sumario mencionado ; y que él fué 
devuelto por orden del juagado, pretendiéndose deducir de este 
hecho cargos contra el magistrado que precedió al suscrito y 
contra el señor procurador fiscal, y establecer que el hecho de 
la entrega importaba, por parte del juzgado, autorizar la cir- 
culación de aquél. 

12* Que examinada esa prueba se llega efectivamente, según 
se hudieho untes, á la conclusión de que la entidad del billete 
de foja 1, eonel que figuró en ese sumario, identidad recono- 
cida por ambos procesada en el informe de fojas 80 y 86, rati- 
ficados á fojas 90 y 192 vuelta y comprobada en la serie, nume- 
ración y señale* particulares de aquél. 

13 a Que examinado el sumario del punto de vista invocado 
por los procedidos, se ve que en la vista de foja 30 de ese espe- 
diente, el señor procurador fiscal solicita el sobreseimiento de- 
finitivo, fundado en la circunstancia de que la circulación, por 
parte de las dos personas que en ella habían intervenido, no re- 
sultaba ser hecha c»n conocimiento de la falsedad. El señor 
juez proveyó a foja 31 , de acuerdo con aquella vista, ordenando 
el sobreseimiento y el archivo del expediente, pré vía devolución 
del billete ti quien correspondiese. 

14° Quede ese auto no puede de ninguna manera deducirse, 
que el juzgado declarase legítimo el billete, ni menos que auto- 
ritase su circulación. Sin hacer apreciaciones el suscrito, so- 
bre si pudo ó no legalmente ordenarse la devolución del billete, 
para establecer que la devolución ordenada y verificada no es 
excepción aceptable, basta notar el conocimiento que el proce- 
sado Mendieta tenía de la falsedad del billete, aún después de 
devuelto, como lo demuestran sus propias declaraciones y de- 
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más constancias de estos autos, de que se ha beeho mención. 

Por estos fundamentos y loa concordantes del escrito de aco- 
tación, fallo declarando: Sobre laprimera cuestión, que se h« 
probado la existencia del delito que en ella se expresa; 

Sobre la segunda, que también se ha probado, Tespeeto al 
procesado Joaquín Kendieta, la .ondicion n-querlda por el arti- 
culo 63 de la ley de 14 de Setiembre de 1863 que lo constituye 
autor del delito, pero que no hay prueba suficiente para afir- 
mar otro tu uto respecto del procesado Joaquín Falcon; 

gobre la tercera, que ta pena aplicable es la expresada en 

el considerando 10°. 

Y sobre la cuarta, que la prueba producida no modifica en 
modo alguno las conclusiones precedentes. 

En consecuencia, condeno á Joaquín Hendieta apagar el má- 
ximum de la multa fijada en el artículo 63 de lu ley de 14 de 
Setiembre de 1863, ó sea de un valor igual al triple del del bi- 
llete de foja 1 . y al solicitado por el señor procurador fiscal, 
con descuento de !a cantidad que corresponda por raion de la 
prisión preventiva y arresto que haya sufrido aquél, conforme 
& la regla del artículo 49 del Código Penal, que siendo más fa- 
vorable que el artículo 92 de la l.-y citada, para el pro. esado, 
debe aplicarse con preferenciri (tomo 60, pág. 420, fallos de la 
Suprema Corte), debiendo con rertirse la pena de multa, caso de 
no haber bienes para pagarla, en la de prisión conforme ¿ la ley 
(art. 92, ley citada), y siendo por cuenta de Mtndieta las costas, 
eioepto las causadas por el otro procesado ; y se absuelv e de culpa 
y pena 4 Joaquín Falcon por no haber prueba suficiente para con- 
denarlo (ley 7, tit. 31 , part. 7'; fallos de laSuprema Corte, to- 
mo i 3, p*g* 137). Hágase saber con el original , comuniqúese á la 
policía i los efectos qu<* hubiere lugar, transcríbase y archívese 
oportunamente el expediente. 

F. ¿fariña Al faro. 



«62 



FALLO» m LA fiUPREIIA CORTE 



VISTA DEL SEflOft PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Febrero ¿7 de 1899. 



Suprema CoHt ; 
Comprobada U falsedad del billete de fuja I mediante A in* 



ja 6, ratificad» ¡i fuja 22, queda evidencian el cuerpo del delito 
que motila estas actuaciones. 

A fojas 80 y 90 ul procésalo don Joaquín ¿lendieta recono- 
ce que el referido billete bancario es el mismo cuya circulación 
ocasionó la formación de un sumario en 1805, instruido porque 
el procesado denunció la falsedad del billete en cuestión y ter- 
minado pnr sobreseimiento definitivo decretado por el juez de 
la can >;a. 

De manera <\\te el procesado, á estar á su propia declaración 
de foja 80, donde explica Ja historia de la procedencia del men- 
cionado billete, tenía perfecto conocimiento de su falsedad, lo 
cu») está corroborado por tus declaraciones de fojas 5, 6 y 10 
vuelta, ratificadas en el plenario. 

Si bien el procesado, en su declaración de foja 8, expone en 
su defensa y como una prueba de descargo, el hecho de que en- 
vió a Salta, diriyidu á un hermano suyo que allí reside, el falso 
billete d- fojal, para que éste lo hiciera circular, agregando 
que dicho hermano lo extravió según lo expresa la carta de fo- 
ja 9, dicha* circunstancias no aparecen comprobadas en autos, 
y en consecuencia, el testimonio de foja 9 sólo revelarla ana 
tentativa de circulación del billete falso de foja 1, en compli- 
cidad con el hermano del procesado. 

Por otra parte, las constancias de fojas 5 y 10 vuelta ratifica- 
das á fojas 32 y 23, comprueban acabadamente el empeñoso 



forme de foja 46 vuelta, concordante 
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afán del procesado por circular «1 billete falso en cuestión y en 
presencia de las declaraciones de fojas 10 f 36, no queda duda 
acerca de la circulación del billete de foja 1, de cuya falsedad 
no se ha comprobado que Falcon tuviese conoiiinionto. 

No tiene importancia lo alegado en la eipresion de agravios 
de foja 136 para desvirtuar tas referidas constancias del pro- 
ceno, paesto que el sumario á que se reüere la defema á foja 
80, sólo alterna a demostrar que el procesad o obtuvo de buena 
fé el billete que circuló con conocimiento de su falsedad. 

Es por ello queereo que el procesado es reo del delito de cir- 
culación de billetes falsos de banco, siendo pasible de la pena 
impuesta por el artículo 03 de la ley de crímenes contra la na- 
ción de 14 de Setiembre de 1863. 

T por lo Unto, adhiriendo á la vista del procurador 6scal de 
foja 48, pido i V. E. la confirmación de la sentencia recurrida 
de foja 106 y la inutiliiacion del falso billete circulado de foja 
1, por conducto de la Caja de Conversión. 

Sabiniano Jfter. 



Bueiioi Aires, Junio 20 de 1899. 

Vistos y considerando: Que después del informe de la Caja 
de Conversión, corriente a foja ciento cuarenta y cnatro, y* no 
puede haber dada sobre la falsedad del billete á que se refiere 

esta cansa. * 

Que no la hay tampoeo de que el procesado Hendieta circuló 
ese billete con conocimiento de su falsedad, porqne así lode- 
mneatran las constancias del expediente. 
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Por esto, de «cuerdo con lo ei puesto y pedido por el señor 
Procurador general y fundamentos concordantes de la senten- 
cia apelada de foja ciento ocho, se confirma ésta con costas, en 
la parte recurrida. Notifiques»- con el original y devuélvanse. 

BENJAMIN MI, — OCTAVIO SUR- 
GE.— JUAN E. TORRtftT. 



El fisco nacional contra ta señora Atucka de bal (i lana 
sobre expropiación 

Surmtrio. — Para lijar el valor del pre> io é indemnizaciones 
en ios casos de expropiación debe estarse á las constancias de 
autos y sólo en circunstancias espeoialísimas puede ordenarse 
la ampliación de los elementos de juicio, disponiendo nueva* 

pericias, 

■ 

Caso. — Resulta del 



Falto del r«4ml 

Bueno» Aires, Junio 25 de 1899. 

T vistos: estos autos promovidos por el Señor procurador 
fiscal, sobre expropiación, resolta: 
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1" Con fechaS do Julio .le 1897, el señor procurador fis- 
cal ocurrió al juiga'lo manifestando i ,que en cumplimiento 
de instrucciones contenidas en actuaciones agregadas al expe- 
diente que inició con fecha 6 del misino mes y año contra la 
señora C. Atucha de Battílaiu, y de acuerdo con el artículo 2° 
de la ley número 3379, relativa á la construcción del edificio para 
Instituto de Medicina legal y Morgue, por el que declara de 
utilidad publica el terreno comprendido entre las calles Córdo- 
ba, Viamont y Jnnin y con lo quu determina ia ley aí 43 de 
Setiembre de 1866, inicia el correspondiente juicio de expro- 
piación contra don Nicanor R. Atm lin, propietario. 

2* Que de conformidad á lo dispuesto en el articulo 60 de la 
ley de expropiación de bienes, fueron las punes convocadas á 
juicio verbal «i efecto de designar respectivamente los peritos 
que debían hacer U estimación del bien expropiado, en cuyo 
acto el señor Baúl Manrique en representación dtd señor Sica- 
ñor B. Atucha, manifestó : que para justipreciar al terreno á 
expropiarse, proponía al señor Adolfo Bullrich, y el señor 
procurador fiscal propuso al señor Julián Baldonado. 

3 o Que seguu resulta de loa informes corrientes A foja 17 y 
20, los señores Adolfo Bullrich y Julián ilaldonado, nombra- 
dos al efecto, estimaron el valor de la propiedad «lo! señor 
Nicanor L. Atucha, el primero; en 48 pesos cada metro cua- 
drado 6 sean 168.400 pesos moneda nacional , y el segundo, á 
razón de 37 peaos «:on 50 centavos ó sean 136,572 pesos con 
50 centaf os de igual monería. 

A° Que habiendo el juzgado practicado previamente una vista 
ocular del terreno, ha podido comprobar de visu el valor que 
á su juicio pueda asignársele con sujeción á las disposiciones 
contenidas en el articulo 16 de la citada ley. 

Por esto y teniendo en consideración que el jmgadoha esti- 
mado en 38 pesos el metro cmdrado del terreno lindero, pro- 
piedad del eeftoi K. Saivi, que por su situaoion y edificación es 
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inferior »l que actualmente se trata de expropiar lo que auto- 
ríia á señalar un precio mayor para éste, fallo : fijando por toda 
indemnización la suma de 140.333 pesos moneda nacional legal 
qoe deberá abonar el ñaco nacional á don Nicanor L, Atocha, 
por el terreno situado en la parroquia (Je Balvanera frente i las 
calles de Córdoba y Junin, cojos linderos y extensión consta 
en autos, siendo las costas sí cargo del fisco. Notfftqiteae ori- 
ginal. 

Gervasio F, Granel. 
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Suprema Corle : "" eB ° 5 Seliembre » do 1898 

L-js peritos han disentido en sus informes de fojas 17 y 20, 
resultando de ellos, una diferencia en la avaluación del terreno 
expropiado de 33.000 pesos moneda nacional próximamente. 

El juzgado con prolijo estudio de lus hechos, y en posesión 
de antecedentes de expropiaciones anteriores» oportunamente 
recordadas, se aproxima al término medio di- las avaluaciones 
contradictorias. Üjando por toda indemnización, la suma do 
140.333 pesos moneda legal. 

Al proceder así, el juzgado se ajusta á los antecedentes co- 
nocidos, y A la autorización que expresamente le acuerda para 
decidir las diferencias, el artículo & dota ley de 13 de Setiem- 
bre de 1866, sobre expropiación de bienes. 

No encuentro en las constancias de autos, fundamento que 
pueda desvirtuar los de aquella decisión judicial y me decido 
por ello á aceptarla, en cuanto al monto déla indemnización. 

Pero en cuanto á las costas impuestas al fisco, observo que 
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el articulo 18 de la ley citad», solo lai declara á cargo de la 
Nación, siempre que la indemnización sea superior & la oferta 
del Poder Ejecutivo ó su mandatario. 

En el caso actual, do ha habido oferta ni precio pedido. Am- 
bas partea creyéndose sin doda inaptas para fijar un precio, 
han decidido de común acuerdo nombrar peritos al efecto, como 

resulta del ar ta foja 9. 

La divergencia de los peritos es resuelta oportunamente por 
el juzgudn, de oficio, como lo prescribe la ley, y sin interven- 
ción de las partes. No hay, pues, base legal para la imposición 
de rostas á la Nación» pues no se ha producido el caso especial 
en que únicamente procede con sujeción á lo dispuesto en el 
artículo 18 de la ley de expropiación. Por ello pido á V. E. la 
confirmación de la sentencia recurrida de foja 35, en la parte 
que decido el valor de la indemnización ; y su revocación en 
cuanto á las costas, que deberán abonarse en el orden en que 
se hubieran causado. 

Sabinümo ffier. 



MI* de ******** CUte 

Buenos Aires, Junio 30 de 1899. 

Vistos y consíderandu ; Que según la apreciación hecha por 
el perito del expropiante, debe estimarse el precio del terreno 
can la edificación que contiene en treinta y siete. pesos con cin- 
cuenta centavos moneda nacional por metro cuadrado, mien- 
tras que el perito del expropiado hace subir ese mismo precio á 
cuarenta y ocho pesos. 

Que la sentencia de primera instancia mandando pagar cua- 
renta pesos por metro cuadrado de terreno, estando inrluido en 
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ese precia el de les obstrucciones existentes en el mismo, ha 
resuelto et ceso en condiciones que no pueden reputarse gravosas 
para el expropiante atento el mérito de las constancias de 
natos. 

Que son esas constancias Jas que deben servir de f andamento 
para la solución del asunto, porque asi corresponde en derecho 
y porque asi lo tiene resuelto la jurisprudencia de esta Su- 
prema Corte. 

Que tan sólo en circunstancias especíalisimas esta Suprema 
Corte se ba considerado autorizaría para ampliar los elementos 
del juicio, disponiendo nueras pericias en causa de expropia- 
ción, podiendo observarse que no ha recurrido á otros medios, 
ú pesar de no contar á menudo para la decisión sino con los dic- 
támenes periciales de primera instancia, porque ésta es la[única 
prueba sustancial mente necesaria y porque hay peligro en 
apartarse de las reglas establecidas psra su aplicación general, 
cuando no hay una ineludible necesidad que justificara la ex- 
cepción. 

Que así se explica que la Suprema Corte, en este caso, obran- 
do consecuente con los antecedentes uniformemente establecí, 
dos, no naja considerado procedente la recepción de pruebas, 
y hará reputado de su deber llegar é la resolución definitiva de 
la causa. 

Por estos fundamentos se confirma la sentencia apelada de 
fojas treinta y cinco y repuestos los sellos devuélvanse, podien- 
do notificarse con elorigiual. 

BMUAM1R Pil. — OCTAVIO 1011- 

m — jo*» *. TOHEirr. — 
aul mían (en disidencia). 
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DISIDENCIA 



Uuenos Aires, Judío 20 de 1899. 

Vistos : considerando : Que el terreno de cuyu expropiación 
se trate pertenece á don Nicanor Atucha, y es el cuarto de 
manzana contiguo al edificio de La Facultad de Medicina de ta 
Capital, con frente al bouleiard Córdoba y a la calle Jumn. 

Q„e loa peritos" nombrados para su tasación por la parte del 
tisco y del expropiado, han fijado, como precio del metro cua- 
drado de ese terreno, incluyendo en él lo edificado, li sama de 
treinta y siete pesos cincuenta centavos moneda nacional el 
primare, y la de cuarenta y ocho pesos de ignal moneda el se- 
gundo. , , 

Que ea de observar que ninguno de dichos peritos ha justi- 
ficado sn respectiva avaluación, proponiendo de nn modo con- 
ato y claro los datos qj»e hayan servido de fundamento á su 
pericia, á fin de que los jueces que tuvieeen que resolver la d.- 
sidenoia, pudiesen adoptar el temperamento que considerasen 
mis equitativo. 

Que así lo demuestran los informes de muchos peritos, como 
.ucede con el del expropiado, el cual para fundar su avaluación 
hace en general, mérito del precio en que dice, se han tendido 
otras propiedades en el barrio, pero sin designación de ella , ni 
la fecha, ni el precio de su venta, y aún cuando el perito del 
fisco refiriéndose en su informo á otro eipedíente que se ha 
tenido á ta vista, el de expropiación del otro cuarto de la mis- 
ma maniaoa de propiedad de la señora Celina Mucha de Ba- 
tílaua, en qoe también fué nombrado perito, menciona en 
concreto varia» ventas de propiedades que podían muy bien 
•ervir de ejemplo par* la avaluación de la que ae trata, esto asi 
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sería, siempre que dicho perito hubiese fijado por la respectiva 
avaluación el precio que correspondía á lo edificado en ellas, 
para conocer por este mtdio el que debiera atribuirse al terreno, 
lo que no ha sucedido, 

Que siendo estos datos de la mayor importancia para poder 
formar un juicio, el mus aproihnado¡det justo valor que corres- 
ponda fijar al terreno del señor Atucba, el que suscribe pro- 
puso á sus colegas un auto para mejor proveer, por el cual se 
ordenase al perito del expropiado, que ampliando su informe 
«presase cuáles eran las ven tas á que aludía en él t consignando 
el precio que a su juicio tuviese lo edificado, para conocer así 
el del terreno de cada una de ellas, y que el perito del fisco 
hiciese igual esclarecimiento respecto de Jas ventas A que se 
había referido, debiendo ambos avaluar también por separado 
el edificio existente en el terreno de propiedad del señor de 
Atucha. 

Que no habiendo aceptado los demás señores ministros el auto 
de la referencia, se ha fisto el proveyente en la necesidad de 
formar su juicio, en el presente caso, con los pocos elementos 
du ilustración que le suministra el expediente agregado, en vir- 
tud del auto para mejor proveer de fojas cuarenta y nueve y de 
la viata que ha practicado de lo edificado. 

Que tanto en ese expediente como en éste, consta que poco 
tiempo antes de iniciarse el presente juicio de expropiación, 
don Nicanor Atucha vendió un lote de diet metros de frente 
sobre el boulevard Córdoba, por cuarenta de fondo en el mismo 
cuarto de manzana de que se trata á raion de treinta pesos 
moneda nacional el metro cuadrado, suma con la cual considera 
la minoría de esta Suprema Corte que está equitativamente pa- 
gado el metro cuadrado de todo el terreno del señor Atucha, 
comprendiendo en dicho precio la parte menos valiosa deán pro- 
piedad, situada sobre la calle deJunin. y agregando, como 
precio del edificio que contiene, la suma de doce mil petos mo- 
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neda nacional, en que lo estima, atenta la tasación que se ha 
hecho de lo edificado #11 el terreno de la señora Celina Atucha 
de Batilana, y dada la semejama de clase é importancia de 
las construcciones de una y otra propiedad. 

Por esto* fundamentos, se declara que el fisco nacional debe 
pngar como precio de la propiedad que se expropia a don Nica- 
nor Atucha, ¿ razón de treinta pesos, moneda uacional el me- 
tro cuadrado de terreno, más la suma de doce mil pesos moneda 
nacional, como valor del edil perteneciente i dicho señor, 
con costas, quedando en estos términos modificada la sentencia 
apelada de fojas treinta y cinco y declarando al señor Atucha 
sin derecho á utra clase de compensación de parte del fisco. 
Notificada que sea* devuélvanse. 

ABfcL basan. 
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Don Ricardo Áehavaí contra la Provincia de Santiago 
del Estero; sobre interdicto de retener 

Sumario. — Acreditada la posesión, y probados los actos 
perturbator ios, procede el interdicto de retener. 



Caso.— Resolta del 
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Dueños Aires, Judío ¿2 de 1899. 

Vistos esto* autos seguidos por el doctor Ricardo Achaval 
contra la provincia de Santiago del Hatero, de loa que resulta : 

Que el demandante doctor Achaval se presentó ante esta Su- 
prema Corte, con fecha veintiocho de Abril de mil ochocientos 
noventa y siete, exponiendo: Que es poseedor de los terrenos 
conocidos por el t Añil », situados en el departamento Giménez 
Primero de la provincia de Santiago del Estero, percibiendo en 
■u virtud los arrendamientos qn<- abonan los ocupantes, como 
los hablan percibido sus antepasados desde tiempo inmemorial. 

Que bajóla falsacaus:» del cobro del impuesto de contribu- 
ción directa, se cometieron en mil ochocientos noventa y seis, 
jostilidades contra sti persona y fueron extraídas de su esta- 
blecí miento, haciendas y articulo* de tienda y almacén, dán- 
dose más tarde orden por el gobierno á sus arrendatarios, de 
desalojar el campo. 

Que denunciadas esas tierras como fiscales se envió por el 
gobierno un agrimensor para deslindarlas, en cuyo acto Acha- 
val, para evitar conflictos, no opuso resistencias; pero que* 
anunciada después la venta en remate de las mismas, con la 
mencionada calidad de fiscales, formuló una protesta qne fué 
publicad:! en nn diario de la localidad, en cuya virtud no se ve- 
rificó dicha venta. 

Que los denunciantes fueron, según lo supo después, sus ex- 
peones Orellauo y Montenegro, quienes en vista del fracaso de 
la venta se trasladaron al Añil, asaltaron el establecimiento 
obligando i abandonarlo i la persona encargada de él, é inti- 
mando á los agregados y arrendatarios, el pago de los arrien- 
dos al gobierno, lo que estos resistían. 
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Que lu personas nombradas construyeron eercos y chosas, 
estableciéndose en ellas, perturbando así á Achaval en la po^ 
sesión de parte del campo, la que data de mil seiscientos tres, en 
que comienzan su s ti tu tos . 

Que la posesión se conserva, según la ley, por la sola volun- 
tad de consejarla y no puede perderse sin ó después de un ano 
que el tercero la usurpe y goce, sin que el anterior poseedor 
b;iga, durante ese tiempo, acto alguno de posesión. 

Que la parte ocupada es relativamente insignificante compa- 
rada con la totalidad del terreno, y no eiíste, por consiguiente 
una exclusión absolnta de Achaval por lo que corresponde ins- 
taurar el interdicto de retener, de acuerdo con el artículo dos 
mil cuatrocientos noventa y seis del Código Oiril. 

Que habría podido rechaiar la fuena eon la fueraa, si Ore- 
llano y Montenegro no hubiesen obrado á nombre de! gobierno 
lo que se revela por la conducta observada con el encargado del 
demandante y los hechos anteriores que ha referido. 

Que en consecuencia de lo expuesto entibia demanda contra 
la provincia de Santiago de» Estero, sobre interdicto de retener 
la posesión de las tierras del Añil, pidiendo se ordene el inme- 
diato desalojo de todos los que ocupen dichas tierras, A título 
de fiscales, con costas, daños y perjuicios. 

En el otrosí, del escrito de foja quince, el demandante am- 
plía su acción respecto de lus tierras denominadas . Poleo Po- 
to y en el escrito da foja veintiuno se amplía igualmente la 
demanda, con relación al paraje titulado € Nato Poio i. 

Acreditada la jurisdicción originaria de esta Suprema Corte 
se convocó á las partes al jnioio verbal prescripto por el ar- 
ticulo trescientos treinta y dos de la ley de Procedimientos y i 
toa efectos señalados en el articulo trescientos; treinta y tres do 
la misma. 

Celebrad» la audiencia el demandante reprodujo su demanda 
7 la ampliación de foja quines, relativas i las tierras de «Poleo 

V» LIS IX 

ia 
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p,*o., y retiró la de «intii.no relativa al paraje « Nato 

El doctor Estanislao S. Zeballos, in representación Je la 
provincia, contestado la demanda, negú lo. hechos alendes en 
ella, ateniendo ser improcedente, porque el actor no ha ten,- 
do U posesión, y ii I» h^iese tenllo la acaion estaría pres- 

"oÍo, además, la excepción de litis pende..™, pues que por 
acto deliberado d;l doctor Achara!, el asunto ha s.do radicado 
«ote ios tribunales de la provincia, en un juicio promovido con 
moti™ di- la denuncia de don Benigno Coronel, respecto de un 
campo denominado . Tres Cruces >, en cojo juicio el actor sos- 
tiene que dicho .anipo (el de Tres Cruces) quedaba dentro de 
los límites de su titilo qne arranca, segun aquel, de la* reate, 
mercedes denominadas Tenene y Palomar. En ese ,u,c.o, en 
que Achaval ha planteado la cuestión de dominio, el fisco nía- 
¿» que los títulos invocados funden los derechos pretendidos 
por aquel ; V surge la litis pendencia porque tanto en él como 
en él presente, intervienen las mismas partes y se d.scte la 
mima causa, ó sea, los acto, posesorio, realismos por el go- 
bierno subre tierras fiscal que el doctor Achaval pretende 
comprenderen la real merced de Tenene y Palomar, trasmit.da 
¿los Irania ín. 

Que por otra parte, con sujeción i lo diapuesto en lo. ar- 
tículos dos mil cuatrocientos ochenta y d,s y dos mil cnatro- 
cientos ochenta y tres del Código Civil, no puede acumularse el 
jnicio petitorio y el posesorio, é intentado et primero se pierda 
id derecho de entablar el segundo. 

El representante de la provincia slegó también 1» prescrip- 
ción de la acción fundado en que et gobierno ó s«. compradores 
poseen á titulo de propietario, los terrenos cuertionados desde 
anos atrás, y aún suponiendo qne Achaval haya poseído toda el 
iros que pretende, debe haber abandonado la posesión, pues 
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h,Ce yf,os W fisco ejerce actos posesorios v aquel jamás ha 
salido á ampararlos. Como fundamti.to de la prescripción se 
aducen además, diversa adjuJica.ione* q Utí el gobierno hito de 
parte de las tierra, en cuestión, pré>ia 8 las mensuras y forma- 
lidades legales, sin oposición de parte d«l demandante: la pri- 
mera de esas denuncias tuvo lugar en mil ucbocientos setenta 
y I* última adjudicación en mil ochocientos ochenta y cinc 
m«do, en consecuencia, las usurpaciones áque se reBere el ¡e- 
tor, antiguas y no recientes, en cujo ,a*o procede la aplica- 
oiondel artículo CQat.ro mil treinta y ocho del Código Civil 
Los hechos que tuvieron lugar con monto del cobr u de impues- 
tos, nn turban la poción ni $fi realisarou en laa tierras que 
h>y pretende el act-r, lino en la vieja estancia de Ten.ne- y 
los actos postónos del gobierno ó de sus cunsa-habiente* ion 
anteriores á mil onheci.ntos noventa y m»ís, pur , 0Qlie u ttceiü|) 
está prescripta. 

El representante de la provincia sostuvu lambien en la au- 
diencia, que el demandante no ha probado posesión de tas tie- 
rras cuando Jos compradores del fisco tomaron presión de 
elliu q» la información producida por aqu.l, es ineficiente 
J adolece de nulidad por haberse recibido sin citación contraria- 
re la falta de poaesion en el acto resulta del final del escrito" 
de demanda, donde reconoce que no la tiene actualmente acu- 
diendo álos titulo* de las reales mercedes litigio para fun- 
dar el interdicto, apoyado en el artfculo dos mil cuatrocientos 
nofeata y cinco del Cúiigo Civil ; que de la limitada posesión 
que se atr.buye al actor, este pretende poseer más de sesenta 
leguas en virtud de un titula que está discutido ante loa tri- 
bunales ordinarios de Santiago; que déla prueba testimonial 
rendid, por su parte, resulta que Achafal no está ni ha sido 
poseedor de las tierra, que motiva el interdicto, lo que se jus- 
tifica además por I» mensura practicada en mil ochocientos no. 
feo*, y tres, do la q„e aparece que en ese ano y e» el de mil 
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ochoeieoto. «cent. J cu.tr.. el demand-t. no po.ei. t* 
*m legua, que preteud. en «ta jolote, J «" g «»»'"» f h »" 
*.U6lo pJ. .Loe, 1» «• !.««» « T.n.n,, e.Undo 
lo. campo, adyacente, poseído, por propietario. antiguo, 4 por 
«I ti.eo y d. lo mensura pneticad. por el agrimeu..r Cook, oo.i 
ro „tie„ de la WttM. de montenegro J Or.ll.no. e» u.ug»,.» 
Ue cajas diligencias figura Achaeal ja como lindero, y. como 
opo,iior a 1» poción ,»e ee dió i lo» como com- 

pradores de la tierra final; que eea mensnra comprenda el 
lm y demíe logare, nombrado, en el interdie.0, y * ***** 
Acb»«l bubi.ra sido prop.eUrio allí, el ag.in.en.or lo hnbter. 
mencionad, porque dalo. n..mbre.y «tracto, da I.. titulo 
d. todo, lo, lindero,, lo que dan.ue.tr. también que m mA 
«momento, noventa y »i> «« pcl» I» —i- 1 u « 
da- y finalmente. ... puede ampara», la pose.»., pratend.d» 
™ ,1 aetor, porqu. 1. pe.e»i.n pierde cuando .1 tercer, que 
arroja al poseedor toma la «o*, con ánimo de poseer, animo que 
comprueba por lo. bectaoe da lo, compradores, rafeiido, en 
la demando (artículo do, mil coatroeiento. cincuenta y cine» 
del Código Ciyil), terminé «I repre.ent.ute de la prefine .o- 
lieitand-, el reebaio, con costas, del interdicto. 

aeeibida. la. prueba, ofrecida, por la, p.rt«s. 4st.. .legaron 
«br. «írit. en la andi.nci. . que .. refiere .1 acta de foja 
«¡.ciento, ceioüdo,, quedando el eipedi.nt. en ciado d. 

sentencia. . v 

I considerando: Que la jurisdiecinn originan, da e.t. Sn- 

rre m. Corte procede en el - P .r tr.Urae den juicio a- £■ 
L ,*» una prorinci. y «ciño de ta 0»» ^^ 
blieMarMculo. cien, y ciento nn. Conalitaeionnl Nao onal, »r 
M 1 primero, inci.. primero, ley d. ¡«i.dioei.o, articulo pri- 
ÍL le, do die. , ocho de Setiembr. 4. mil oeh.oi.nU. «han- 

ti v cuatro, . 
Que la excepción d« litis pendencia no paede prosperar en el 
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raso; porque del expediente iniciado por Benigno Coronel (foja 
cuatrocientos sesenta t seis) y del mismo plano rleLacube (foja 
cuarenta y «nutro) resulta que el terreno comprendido en este 
interdi- to es distinto del qne denunció aquel, siendo por otra 
parte, distintas las perdonas denunciantes y los hechos que 
fundan el presente juicio. 

Que por idéntica razón debe rechazarse la defensa opuesta 
por el demandado, fundado en los artículos cl<>s mil cuatrocien- 
tos ochenta y dos y dos rail cuatrocientos ochenta y tres del Có- 
digo Civil. 

Que con la prueba testimonial producida por el demandan- 
te, se ha justificado que los Achaval han poseído las tierras del 
Añil y Poleo Poto desde tiempo inmemorial, que ellas fueron 
denunciadas como fiscales y que. el mismo actor poseía, las del 
Añil hasta fines de mil ochocientos norenta y seis y las de Po- 
leo Pozo hasta el veintisiete de Abril del año de la demanda 
(mil ochocientos norenta y siete) en que fueron denunciadas. 

Que las declaraciones Ue Juan Castilla, Vicente Altamiran» 
Leodonio Cebis, Antonio Altamíranda, üladislao Ruis, An- 
drés y Ramón Sánchez, acreditan la posesión de los Achúval y 
Lis del tnhino demandante, a quien pagaban ¡irrendainíeritna 
basta linea de mil ochocientos noventa y seis ó principios de mil 
ochocientos noventa y siete, conociendo esos mismos testigos 
otros arrendatarios del doctor Achavil en las tierras del Añil, 
PolfO Poto y Nato Poto. 

Que rpas declaraciones están corroboradas por las de los tes- 
tigos Gregorio Buez, Arturo Morant, Brfgido Teran, Juan 
Oneto y Cirios Sosa, siendo de notar que el testigo Teran cono- 
ce la posesión del doctor Achaval hasta próximamente nn año 
antes de la fecha de ao declaración (mil ochocientos noventa y 
siete) por haber estado en su estancia denominada c Puesto de 
Gavicho » que colinda con la de aquel (fojas nuventa y seis vuel- 
ta, ciento trece vuelta, ciento veinte vuelta, ciento veintiséis 
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vuelta, ciento treinta y uno y quinientos cuarenta y uno vuelta). 

Que resulta igualmente de las citadas deelaracioued que 
Acbaval tenia una ca-¡a j alambrarlos en el Añil, y qne Monte - 
negro y Brandam imponían arrendamientos á todos sui arren- 
datarios, haciendo desalojar por medio de la justicia á loa que 
se rehusaban á reconocerlos auno & dueños. 

Que el mérito de esa prueba no se desvirtúa con la alegación 
del demandado de haberse recibido »ín su citación t pues consta 
de untos qne e^ta Suprema Corte comisionó para su recepción 
al juez federa! oY Santiago del Estero, siendo notificado el apo- 
derado de ésta de las respectivas providencias, con cuyo moti- 
vo pudo adoptar tas medidas necesarias para hacerse represen- 
tar en el acto de l is declaraciones. 

Que tampoco se desvirtúa la citada prueba del demandante 
eon la rendida por el demandado, que. o insiste en los expedien- 
tes de las denuncias de Saudoval y de Berdia, y en las declara- 
ciones prestadas con arreglo al interrogatorio de foja quinien- 
tos cincuenta y cinco, pues l¡ts primeras no se refieren á los 
terreno* qne ahora se cuestionan, y en las segundas no se hace 
mención de loa terrenos de Poleo Pozo, que forman parte d< 
los que comprendan este juicio, y que aún suponiendo qne estén 
comprendidos en la denominación de « Grranulla» no demues- 
tran que el doctor Achara! no estuviera en posvsion de las 
tierras en cuestión, antes de haber sido dennnriadas como tie- 
rras fiscales y de su venta á los actuales ocupantes. 

Que además los testigos Sebastian Orellana, ArUtobulo Me- 
dina, Cándi ío Brandara, Exequial Pai, Miguel Montenegro y 
Juan Deltin Brandam (foja> quinientos treinta seis a quinien- 
tos sesenta y siete), examinado*, i petición del demandado, ado- 
lecen rie tacha legal, porque según consta de sm propias decla- 
raciones ó de otras constancias de autos, ion denunciantes 6 
compradores de las tierras en litigio, y por lo tanto, interesa- 
dos ene! resultado del juicio. 
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Que Domingo Cardoso y José María Carbajal ignoran ta po- 
sesión de Achaval, j el último manifiesta que á los actuales 
ocupantes del Añil los conoce como poseedorsa desde cuatro 
meses antes, por haber comprado al gobierno (foja quinientos 
setenta raelta). 

Que quedarían como favorables para las pretensiones del de- 
mandado las declaraciones de Daniel Csrdoao (foja quinientas 
sesenta), Juan J. Cardona (foja quinientas sesenta j dos), Juan 
Alberto Gil tan y Mariano Brandum (foja quinientas sesenta y 
si* te vuelta), inferior en número 4 las rendidas por el actor, 
siendo además de observar que Galran ignora lo relativo á ta 
posesión y que sólo los dos últimos testigos aseguran que Ja po- 
sesión de los ocupantes del Añil y de la Granulla data desde 
haue mis de veinte años. 

Que resulta así acreditada la posesión del demandante sobre 
loe terrenos del Añil y de Polen Poso, oslándolo igualmente loa 
actos perturbator ios llevados á cabo contra el la t en onyo caso 
la acción deducida es procedente con arreglo á la ley. 

Que desde la fecha de la ejecución de dichos actos basta la 
de la iniciación de la demanda, no ha transcurrido el plato de 
un ano señalado por el artículo cuatro mil treinta y ocho del 
Código Civil, para la prescripción de la acción. 

Que respecto á ios perjuicios que se demandan el actor no ha 
precisado suficientemente los que hayan sido ocasionados por 
rasen de los actos perturbator ios que han motivado este juicio, 
ni ha producido prueba bastante para fundar una condena- 
ción. 

Por estos fundamentos: se resuelve amparar y se ampara al 
demandante en la posesión de las tierras del Añil y Poleo Poto, 
denunciadas como fiscales, las primeras por Sebastian Arellnno 
y Mignel Montenegro, y las segundas por Kseqoiel Pas y Aria- 
tóbalo Medina, debiendo el demandado hacer cesar los actos 
perturbator ios i que la causa se refiere, siendo las costas i car- 
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go del mismo demandado, á quien ie absuelve de la demanda 
en lo relativo á daños j perjuicios. 
Notifique» con el original y repuestos los sollos. areUff euse. 

BlfUAkUN PAL — ABEL 1A1AÍI, 
— OCTAVIO ÍOSOE. — JDAH É. 
TOftRENT. 



Doña Hermenegilda C. de Pombo, hoy su sucesión, contra los 
administradores de la Ca ja de depósitos y créditos, por res* 
titucion y cobro de pesos; sobre apelación denegada de 
sentencia de la Cámara de Apelaciones en lo Comercial de 
ta Capital, 

Sumario, — No correspondí el reeurso á la Suprema Corte 
contra las sentencias de los tribunales ordinarios si éstos han 
resuelto interpretando}- aplicando las leyes comunes, j si el acto 
del Poder Ejecutivo. nacional que se invoca para justificarlo no 
es apto para modificar la sentencia. 

Caso. — Resulta de la 
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VISTA DIL SEÑOR PKOCDHAOOR GENERAL 

Buenos Aires, Abril 5 de 1889. 

Suprema Corte: 

La acción instaurad* á foja 1 1 , bu funda en que, no habiendo 
sido inscripta en el RegUtro de comercio la sociedad anónima 
titulad» « Caja de Depósitos y Créditos », la cual, por otra par- 
te, lia verificado operaciones con infracción de sus estatutos 
sociales, cada uno de los directores 6 administradores di* la re- 
ferida sociedad, es, responsable personal y solidariamente de las 
operaciones asi rcalitadas, ante lo establecido por el articulo 
408 del Código de Comercio antiguo, bajo cuyo imperio tales 
actos jurídicos tuvieron lugar. 

Trabada la litis bajo la situación legal mencionada, la sen- 
tencia de I a instancia de foja 368, en mérito de las constancias 
de autos, declara la procedencia de la acción deducida, y la res- 
ponsabilidad de los demandados. 

Estos apelan del fallo mencionado, para ante la Eitna. Cá- 
mara a quo, argumentando que la * Caja de Depósitos y Crédi- 
tos * ha sido debidamente Entontada en su carácter de persona 
jurídica por un decreto del Poder Ejecutivo nacional; y qne por 
ello, á pesar de no estar inscripta en el Registro de comer- 
cio, no son personalmente responsables de laa operaciones 
asi ejecutadas. 

La Eima. Cámara confirmó á foja 558 la sentencia recu- 
rrida, considerando qne en la estación oportuna del juicio, no 
se ha probado la eiUtencia de ta automación del poder eje- 
cutivo invocada por los apelantes, y que aún aceptado el he- 
cho de que exista el decreto en cuya virtud la sociedad tuviese 
personería jurídica, ella debió ser inscripta en el registro, asi 
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como sus estatutos y la misma autoriiacion gubernativa en 
cumplimiento de lo prescriptu en el artículo 407 del antiguo 
Código de Comercio, y como un km medio de evitar las respon- 
sabilidades en que los demandados han incurrido, según lo di»- 
puesto en el artículo 408 del mismo código. 

Tales son lo» esenciales fundamento* de la sentencia apelada 
ante V. E. 

£1 recurrente inrucando el inciso 3*del artículo 14 de la ley 
-obre jurisdicción y competencia de los tribunales nacionales 
de Ude Set iembre de 1863, trae ante V. E. el recurso directo 
por denegación de la Cámara a quo. 

Para que una sentencia pronunciada por tribunal competente 
de provincia ó de ia Cupünl, surta la jurisdicción de V. E. T es 
indispensable que el fundamento del recurso alegado aparezca 
claramente de las constancias de autos ; v qne la cuestión sentada 
ante aquel tribunal se relacione directa é inmediatamente con 
la validez de alguna cláusula de la Constitución, de una ley del 
Congreso, de un tratado 6 de una comisión ejercida en nombre 
de la autoridad nacional. 

Pero en el caso sub-judice, el litigio se ba trabado sóbrela 
interpretación del Código de Comercio. Este ba sido aplicado 
por el criterio judicial, tanto en primera como en última instan- 
cia, en apoyo del derecho sustentadlo por la parte actor» , y en 
tal concepto, la sentencia recurrida no autoriza el recurso creado 
por el inciso 3 o del artículo Ude la ley federal de 1863, debien- 
do fenecer este juicio ante la Kicma. Cámara a qua como lo 
establece la primera parte del citado artículo 14, en concor- 
dancia cini la última parle del artículo 16 de la misma ley. 

Por otra parte, no es admisible la pretensión del recurrente 
en sentido de qne la Eimi. Cámara a quo baja descono- 
cido la validez del decreto en cuya firtnd el Poder Ejecutivo 
nacional autorizo el funcionamiento de la Caja de Depósitos y 
Créditos en su carácter de persona jurídica. 
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La sentencia recurrida á foja 103 vuelta, no solo ha tomado 
en ten sideración la existencia de aquel decreto i pesar de la 
constancia fie foja 340, sino que también ha analitado su efi- 
cacia legal relacionada can las prescripciones del Código de 
Comercio. 

No resulta de lo expuesto que «1 recurso deducido ante V.E., 
sea motivado por declaraciones relacionada* con la inteligencia 
de alguna cláusula de la Constitución ó ley del Cngreso 6 de 
comisión ejercida en nombre de autoridad nacional. Por ello, 
considerando que is jurisdicción de V. E. es por su uaturaleia 
restrictiva y limitada, según la ha consagrado la jurisprudencia 
constante de aus fallos; y que como poder conservador de la 
Constitución y leyes del Estado* no puede extenderse á casos 
diversos dt aquellos que determinan las leyes que la rigen, pido 
a V, E, se sirva declarar la improcedencia del recurso de hecho 
pro- lucido á foja 7. 

Sahiniano Kier. 

Buenos Airea. Junio 32 de 1889. 

Vistos en el acuerdo y considerando : Que según resulta de loa 
•utos remitidos por la Excelentísima Cámara de lo Criminal, Co- 
mercial y Correccional de la Capital la cuestión ventilada y re- 
suelta por los tribunales ordinarios ha versado sobre la aplicación 
é interpretación de disposiciones de la legislación comercial 
en que se funda la acción deducida, aplicación é intepretacion 
que no autoriza recorso para ante este tribunal, según lo dis- 
puesto en el incito once, articulo sesenta y siete de la Consti- 
tución y artículo quince de la ley de jurisdicción y competencia 
de los tribunales federales. 



284 r*LMM di la auHtWA com 

Que sea 6 ao exacto que el Poder Ejecutivo reconoció coma 
p«r>ona jurídica á la Cija de Depósitos y Créditos, tal cireuaa- 
tancia ha sido apreciada por la sentencia recurrida j no garriría, 
resuelta afirmativamente, paro modificar las conclusiones do 
dicha sentencia» 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, se declara bien denegado el recurso. Agré- 
gnense estas actuaciones»! expediente principal, y repuestos los 
sellos, dcvuélran¡¡e. 

BUUallItl PAIS. — ASKL 1AIAH. 

— OCTAVIO BDMGB. — IUAH 

c. vonminr. 
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El fisco nacional contra don Ayo pito A. King, por cobro de 
pesos; sobre intervención del defensor de .ausentes en el 
juicio. 

Sumario. — La no comparencia del que por no conocerse su 
residencia, ha sido citado per edictos, no constituye la incapa- 
cidad que, según los lajea civiles, bace necesario la intervención 
del ministerio de menores. 

Caso. — No habiendo comparecido al demandado, el procu- 
rador fiscal le acosó rebeldía y pidió que se diera por reconoci- 
da la firma y se le nombrara defensor. 
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Buenos Aires, Noviembre 25 do 1898. 

Hadéndoio efectivo el apercibimiento decretad© y en mérito 
del certificado que precede se dan por reconocidas las tirmas 
que aoscriber. lo» documentos comentes de fojas 1 i 5 en re- 
beldía del señor Cajol, y se nombra defensor del señor King al 
doctor Tomás B. Cullen, Repóngase el papel dándosele la co- 
rrespondiente intervención al defensor de ausente». 

Urdinarrain, 



VISTA DEL DEFENSOR AD8BHTIS 

Señor Jues: 

En e»te juicio seguido por el señor Procurador üscsl contra 
don Agapito A. King, por oebro de pesos, se ha servido el Jua- 
gado nombrar comodefensor de King al doctor Toma» B. Callen 
y dame intervención. Considero, señor juet, que no debo in- 
tervenir en este asunto. 

El señor procurador fiscal á foja.» solicitó se citase al deu- 
dor y su representante per me<iío de edictos y éstos se publi- 
caron bajo apercibimiento de darse por reconocidas las firmas 
de lo* documentos agregados y de nombrarse defensor de oficio. 

Publicados los edictos sin resultado, el juagado dió por reco- 
nocidas las firmas en rebeldía* dice el auto de foja.., y baciéi- 
dose efectivo el apercibimiento se nombré al referido defensor. 

Los ansentes declarados tales en juicio, ¿quienes el artículo 
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54 del Código Civil, inciso 6*, calí Oca de absoluta incapacidad, 
no syn los qmi se bullan en el oaso de King, es decir, no son los 
citadas por edictos en las formas en que se ha hecho con éste 
durante tres días puraque concurra á intervenir en un juicio 
por cobro de pesos; si nú los ausentes cou presunción defalleci- 
miento de que trata el título 8*» libro I o de ese código que es 
el único que se oeupa de ausentes. 

Al determinar, pues, el Código Civil en el articulo 59 que el 
ministerio de menores ( v en lo federal el defensor de incapa- 
ces que hace aun Teces) sea parte legítima y esencia) en todo 
asunto judicial y extrujudicial de jurisdícion voluntaria 6 con- 
tf-iiciiisa en que los íne.apares demanden ó sean demandados, etc., 
no ha podido r.ferirse ¡i las personas cuyo paradero actual so 
ignore, que es el caso de King, según ei señor procurador 
Tiscal . 

Al presunto deudur que no ha comparecido después de citado 
por edictos, bajo apercibimiento, se k* ha nombrado defensor 
por "I auto recordado haciéndose efectivo ese apercibimiento y 
es e-iñ defensor quien únicamente debe representarlo. 

Kstu es la uoctrina, y en >u mayor parte los fundamentos de 
los fallos que se registran en el tomo i* T páginas 175 y 184, 
serie 5*, de la Cámara de Apelaciones en lo Civil de esta Capital, 
j tomo i°, páginas 13 y 155, sene 4\de tos fallos de la Cámara 
de lo Comercial, lo que demnestra la uniformidad de opiniones 
de ambos tribunales. 

El deudor ó mejor dicho el demandado que citado por edictos 
no concurre, no es incapaz; con m;is fundamentos podría decir- 
se que es rebelde, y V. S. mismo en ese auto, después de Ja ci- 
ta- ¡on por edictos da por reconoeidas m rebeldía las firmas de 
tos documentos. 

En muchos casos t el citado no concurrirá por no tener defen- 
sas que oponer por evitarse los gastos y molestias de tramita- 
ción, etc., pero el mero hecho de no presentarse á estar á 
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derecho después de semejante citación, repito no lo constituye 
incapaz, y por consiguiente, aa debe intervenir por él el minis- 
terio que vela por 1a< personas é intereses de los incapaces : 
basta á su representación la intervención del defensor que se 
le lia numbrudo. 

El señor jliei, doctor Olaetbea y ápófttt, en diversos casus 
sometidos ¡í ati fallo, resolvió ilejaT sin efecto uti int«rvenciún 
en e>os asuntos, de acuerdo con las consideraciones aducida* 
por mí y con lo resuelto por ja Suprema Curte eti su fallo con- 
tenido en el tomo 7», página 167. de la 4' hérie. 

En los considerandos de una dé e-a< sentencias, decía el 
doetor Olaeehea y Al corta, qu- l^s i oca paces ú que se refiere el 
inciso 5* del artículo 54 del Cúdig» Civil y á lus que es aplica- 
ble lo diapuesto por el artículo 54 del mismo código son loa 
ausentes con presunción de fallecimiento, declarados lates en 
un juicio ad hoc en la forma y con los efectos estableado* en 
el título 8" del libro í a , sección l\ porque por nuestro código no 
hay otra ausencia i la que sean aplicables sus disposiciones de 
carácter sustantivo y general para tndus los casos en que Se 
trate de las personas ó bienes de los ausentes, porque estable- 
ciéndose en el inciso 3 o del artículo 57, que son representantes 
de ios ausentes sus padres, y á falta 6 incapacidad de éstos, los 
curadores que Be les nombre no puede suponerse que se trate 
de ausencia de carácter, momentáneo, y para un acto ó juicio 
especial, pues ello equivaldría ó aceptar que el código confiere 
á los padres de un modo general la representación del hijo 
ausente de un lugar ó juicio, cuando expresamente se la niega 
tratándose de un incapaz poi i-n minoridad. 

Que estudiando las consideraciones de órden social ú filosó- 
fico que el codilieador ha teoido presentes para acordar al Es- 
tado, en la persona del def-nsor de pobres é incapaces, semejan- 
te intervención en el caso de ausencia con presunción de falle- 
oimiento que importa una especie de tutela con laque él ee 
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sustituyo á Ja persona del ausente, se ve que ellas no eiisten 
en «I caso $ub-judice f pues mientra» en la «usencia con presun- 
ción de fallecimiento, la ley por tratarse de nna persona á quien 
nna ficción supone muerta, le acuerda los beneficios de una se- 
gunda defensa, que por ser promiscua, no es menos eficaz á fin 
de salvaguardar sus derecbos por consideraciones morales y hu- 
manitarias, cuales son las de encontrarse el ausente en un* si- 
tuaoiun excepcional que no le permite haeerlas valer, trata de 
subsanar las deficiencias inevitables de una defensa que no se 
halla frecuentemente en posesión de todos los medios de que 
dispondría aquél; en ta ausencia del ejecutado hay una rebel- 
día real ú ftcticii que hace inadmisible la aplicación de tales 
consideraciones en razón de que la rebeldía supone desobedien- 
cia al llamado de la ley y por causas que no la excasan. 

Dice el doctor Olaechea y Alcorta que equiparar ambos casos, 
haciendo extensiva la intervención del ministerio de menores á 
los casos de ausencia como el que motiva este incidente, daría 
por resultado además dejar sin objeto y sin sanción la rebeldía 
establecida por la ley como pena al que desobedece en los casos 
previstos por la ley procesal, llegándose al absnrdo de que el 
rebelde gozaría de igual protección y solicitud de parte de las 
leyes que el ausente á quien estas declaran tal por suponerlo 
fallecido; y que la ley de procedimientos consecuente con el 
principio de la legislación universal de que nadie puede ser con- 
denado sin ser oído, y animada do un espíritu libeial le acuerda 
al ausente el nombramiento de un defensor que Jo represente en 
el pleito, facultado para hacer valer los medios de defensa á que 
él tuviera derecho. 

Por todo lo expuesto, solicito se sirva el juzgado ordenar 
cese mi intervención en este asunto, y en caso contrario, conce- 
derme la apelación que desde ya interpongo para ante la Su- 
prema Corte. 

Cdrhs P. Hurtado, 
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Bueuos Aire», Mano 8 de 1899. 

Autos y vistos : Considerando : Que el artículo 494 del Códi- 
go Civil, establece que son nulos todos loa actos y contratos 
en que se interesen las personas ó bienes de los menores ó inca- 
paces, sí en ellos no hubiere intervenido el ministerio de meno- 
res, disposición concordante y complementaria de la del articulo 
540 del mismo código. 

Que el inciso 5° del articulo 54 establece que son incapaces 
loa ausentes declarados tales en juicio, disposición que no hace 
diferencia entre distintas formas de ausencia por lo cual al jus- 
tado tampoco le es permitido hact-rla; que :isí lo ha entendido 
y resuelto la Suprema Corte en el cuso del ausente don Julio 
A. Dupuys, demandado ejecutivamente por cobro del importe 
de unas letras, por el Banco Nacional, 

Por estos fundamentos no se hace lugar i lo pedido en el 
precedente escrito y. He concede la apelación interpuesta para 
ante la Suprema Corte, donde ae elevarán los autos en la forma 
de estilo. 

Agustín ürdinarrain. 



Buenos Aires, Junio Sá de 1899. 



Tiatca j considerando : Que el ejecutado ha sidu 
edictos por no conocérsele su residencia. 

T. USIt 



citado por 
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Que su incomparencia en el caso no tiene ni produce los efeo- 
tos de su incapacidad para dar intervención al ministerio ¿o 
menores en la causa, pues no se trata de un ao&ente con el carác- 
ter señalado por el artículo cincuenta y cuatro, inciso cinco, 
del Código Civil, sino" de una persona cuya residencia actual 
es desconocida para el demandante á loa objetos solamente de 
este juicio (articulo doscientos cincuenta y tres, ley de procedi- 
mientos). 

Que, por consiguiente, la intervención del ministerio de 
Menores ordenada por el inferior de acuerdo con el artículo 59 
del Código Civil no procede en el caso nmime cuando no cítate 
la declaración judicial de la ausencia. 

Que mientras el articulo doscientos cincuenta y tres ya citado 
de la ley de procedimientos provee á la representación en el jui- 
. ció del deudor demandado, sin que ello afecte A la incapacidad 
general de la persona citada que debía colocarlo bajo la ad- 
ministración de un curador, el Código Civil proveyendo i la re- 
presentación de los ausentes declarados i quienes calilica de 
incapaces absolutos (artículo cincuenta y cuatro) determina la 
representación dul incapaz por medio de los representantes pre- 
venidos por el artículo cincuenta y siete, inciso tercero , que 
no es ciertamente el que debe designarse en ejecución de la ley 
procesal. 

Por estos fundamentos, se reroca el auto de foja diei y ocho en 
la parte apelada, declarándose que debe cesar la intervención 
del defensor de incapaces. Devuélvanse podiendo notificarse 
con el original. 

BEflJAWH FAX. — ABEL BAZAR. 
— OCTAVIO BUIIGI. — JUAB 
E. TORMflT. 
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CAUSA Ci MUI 



Criminal contra Luis Leiva t por infracción a la ley 
de movilización de la guardia nacional 



Sumario. - Si de loa informe» pedidos por la Suprema Corto 
resulta que el procesado formó parte de un contingente de guar- 
dias nacionales movilitado y desertó de sus lilas, debe dejarse 
sin efecto la sentencia castigando ta infracción á la ley de 
móvil ilación, y comunicar** al Eatado Mayor del Ejército. 



Vaso, — Lo explica el 



La Piala, Marzo 22 de im 

X fistos :L»s seguidos contra |Luis Leiva por infracción á la 
ley de nxn ilisacion; resulta : 

i* Que en su declaración indagatoria de foja 4 confiesa no 
haber asistido á la movilización, alegando como causal nohaber- 
se encontrado en su partido. 

* Que producida la acusación fiscal en la cual se pide para el 
procesado la pena del articulo t|, de la ley número 3318 y corri- 
do traslado al defensor, éste solicita la absolución fundado en 
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que se encuentra en las mismas condiciones que otros eximidos 
por este juigsdo y Suprema Corte. 

3- Que abierta esta causa i prueba se produce la agregada di 
fojas 9 á 10 v ésú le es desfavorable al procesado por cnanto loe 
testigos Miguel Fernandez Juan Custoy y Mansos Tirac con- 
testando á la segunda pregunta del interrogatorio de foja 5 vuel- 

ta dicen que no les consta. 

Y considerando: I* Que la infracción se bulla plenamente 
comprobada por la propia confesión del procesado, pues la cali- 
ficación de ésta 6 la excepción alegad* lejos de estar compro- 
bada en autos.la prueba le es adréis», siendo por lo tanto de ei- 
tricta aplicación lo dispuesto en los artículos 316 y 3*1 del 
Código de Procedimientos en lo criminal. 

fc» Que esto probado, la responsabilidad del detenido es evi- 
deute y la aplicación de la pena solicitada por el Procurador 
Fiscal es la que corresponde. 

Por estas consideraciones y disposiciones legales invocadas 
falLu condenando á Luis Letra á la pena de dos años de servicio 
obligatorio en el Ejercito Nacional (art. 14, ley número 3318) con 
deducción del tiempo de prisión sufrida. ííotifíqncse con el 
original, regístrese y líbrense los oficios del caao. 

Mariano S. de Aurrecoechea, 



VISTA UKL 9CAOR PROCURADO H GlHtRAL 

Buenos Aires, Abril 13 de 1899. 

Suprema Corte : 

El becho expresado á foja 16 de haber cumplid > el procesado 
Leiva el serriciode moviliiaci-jn, si fuese cierto desvirtuaría todo 
el fundamento de este proceso y de la sentencia recurrida. 
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Por ello pido á V. E. se sirra diaponer se solicite informe fiel 
Estado Mayor del Ejército respect* del hecho de haber cumpli- 
do el procesado H tiempo de servicio pomo conscripto de la pro- 
vincia de Buenos Airea, partido de Brjfmiten, en el batallón de 
ingenieros, á laa órdenes del comandante Onabal y que fecho 
corran los untos según su estado, 

Sabiniano Kitr. 

El Estado Mayor informó que los antecedentes del cnusantr 
son: 1808. En las ri-Tistas por Majo, del Regimiento ¿te In- 
genieros moviliiadoa, de la División Buenos Aires, fué dado de 
alta en clase de soldado de secunda clase, con fecha 15 de Abril 
en Berutateguí, Junio en Santa Catalina, únicaa listas, su di- 
solución. 

En la rorista de Julio del Regimiento de Ingenieros de lí- 
nea» en su clase, sin nota de alta en Santa Catalina ; Agosto en 
Santa Catalina con la nota procedente la mor ¡litación; Setiem- 
bre en Santa Catalina ; Octubre en Santa Catalina con )u nota 
en < Men iota ». En Noviembre fué dado de baja con fecha 
90 de Octubre por babi r consumado deseT on. 



VISTA BEL SBflOft PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires. Junio 30 ie 1899. 

Suprema Corte : 

Esta cauta fuépromovida y sentenciada en I a instancia contra 
el procesado Luía Leira, por infracción á lu ley de rao? ¡litación* 
Ferode la exposición de su defensor corriente i foja 10, reini- 
ta que no hubo ainceridad en laa declaraciones del proceaedoque 
dieron fundamento á la sentencia que aquel habla asistido á la 
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moviliiacion que pertenecía álos conscriptos de la provincia de 
Buenos Aires, habiendo servido en el batallón de ingeniera á las 
órdenes del comandante Oriabal, r que su detito A falta procedía 
sólo de haber abandonado el cuartel la víspera del día en que 
debía ser dado de luja . 

Estos hechos han sido confirmados en su parte fundamen- 
tal, por los informes del Estado Mayor general leí Ejército <le 
fojas Í3 vuel I ;i á 4i. 

Antes esos informes es evidente que el procesado entró á la 
conscripción, y sirrió permaneciendo movilizado en uno de sui 
regimientos. 

Si desertó de sus filas o si cometió otra f»lta á la disciplina 
militar, estos hechos no competen ¡i la jurisdicción de los. tribu- 
nales federales, pues segun el artículo 15 de la ley número 3318 
confirmado por el artículo 4 o de la ley número 3686 dorante el 
período de instrucción, los ciudadanos reunidos en lo* cuarteles 
ó campos di- maniobras estarán sujetos ¡i Jos reglamentos, orde- 
nanzas y leyes militares que rigen para el ejército permanente. 

El hecho de la deserción de Jas filas, cualesquiera que sean 
cus cansas atenuantes, corresponde á la jurisdicción militar y 
en este concepto pienso que procede la revocación de la sentencia 
recurrida de foja 43. Pido á V. E. se sirva así declararlo, y 
disponer que se comunique lo resuelto á Ja autoridad militar, 
á los efectos de la ley número 33i8, en el artículo citado. 

Sabiniano Kier. 



Buenod Aires» Junio U de 



Vistos nuevamente : Considerando : Que segun resulta del in- 
forme de foja veintitrés vueltu ( espedido por el Estado Mayor del 
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Ejército, el detenido Luis Leivaha formado parte del contingen- 
te de guardia nacional moviliiado en el uño de mil ochocientos 
noventa j ocho, quedando aaf averiguado <|ue ao dijo verdad 
cuando en primera instancia aseveró lo contrario. 

Que la sentencia del inferior pronunciada en virtud de este 
antecedente y que partiendo de él se ajustaba á las disposicio- 
nes legales pertinentes, carece ya de base en mérito del hecho 
comprobado ante esta Suprema Corte. 

Por esto, y de acuerdo coa lo expuesto por el s»mor Procura- 
dor general, se deja sin electo la sentencia recurrida de foja 
trece j se ordena la inmediata libertad de Luis Le ira, de- 
biendo comunicarse al Estado Mayor del ejército lo resuelto en 
esta causa para los efectos á que hubiere lugar. Devuélvanse, 
notifíquese original. 

■ 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAlAN. 
— OCTAVIO BUNGB. — B. 
■ART1NB2. 



€JIUIA C4XIV 



Don Franciscos. Mean contra el Banco de ta Provincia de Buenos 
Aires; soore interdicto de recuperar, nulidad y casias 

Sumario. — 1° Las ratones, buenas Ó malas, que han servido 
á fundar la sentencia, no se consideran, ni pueden invocarte 
como motivos de nulidad de la misma. 
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S* No hsj incompetencia pan conocer del interdicto que te 
deduce en contri de la posesión dada por un jnez de pas, si 
ésta no se ha dedo en consecuencia de ana sentencia judicial, 
sino de una resolución administrativa. 

3 a La posesión del inmueble tomada de conformidad i lo con- 
venido coa el propietario no autoriza el interdicto de recuperar 
por parte del tercer adqnirente que lo compró conociendo j 
aceptando la convención. 

4 a No procede la condenación en costas en los juícioe de in- 
terdicto, en que el vencido turo sentencia favorable en I a ins- 
tancia, 

Caso. — Resulta del 
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I visto»; los seguidos por don Francisco 3. Menn contra el 
Banco Hipotecario de la Provincia de Buenos Aires, instauran- 
do interdicto de recobrar la posesión, y resaltando: 

1° Que don Francisco S. Menn se presenta al juagado, enta- 
blando interdicto de recobrar la posesión de un campo denomi- 
nado * £1 Sauce >, situado en el deslinde de tos partidos del 
Vecino y Dolores, contra el Banco Hipotecario de ia Provincia, 
fundándose que ha sido despojado de él por orden directa del 
presidente del establecimiento, don Francisco Acosté. 

3* Que Unto al sacarse A remate dicho campo, como al sa- 
carse á licitación para su arrendamiento,' ha formulado protes- 
tas ante escribano público, que han sido notificadas al señor 
presidente del Banco, sin que éste naja hecho caso de tales 
actos, no obstante hacerse constar que hada responsable a di- 
chu Banco por los perjuicios que se le irrogan. 
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8 o Que últimamente, ha sido puesto en posesión del campo 
de la referencia, el señor Luis Vaiquei Esqoibel inspector del 
Banco Hipotecar io, en virtud de ordenes directas déla presi- 
dencia, lo que motivo una nueva protesta del recurrente, que 
en copia debidamente autoritaria acompaña, como aaimismo 
las anteriores. 

4° Que el compareciente estaba en quieta» legal y pacifica po- 
sesión del citado oampo, en virtud de resolución de la Suprema 
Corte Nacional, cumplida en (ormi, en los autos que le siguen 
loa señores Aravena y Alemán, sobre cumplimiento de un con- 
trato, posesión de que ha sido despojado indebidamente por el 
Banco Hipotecario (testimonio de fojas 6 y 8 y protesta de fojas 
3 y siguientes). 

5* Que, en consecuencia, pide al juagado le restablezca en su 
posesión, por encontrarse en las condiciones del articulo 348 
de la ley federal de 14 de Setiembre de 1803* con costas, 

6° Corrido los trámites de ley, se citó á las partes é juicio 
verbal, el qne turo lugar el 18 del corriente» según instruye el 
acta de foja 39 y siguiente, 

7° Que en tal circunstancia el demandante reprodujo su escri- 
to de foja í% agregando que el remate fué ordenado y llevado 4 
rabo por empleados de la intervención nacional, qne no son 
aquellos i quienes la lt-y ha sometido la dirección d*t estable- 
cimiento. Que el señor Agosta no es el presidente del Banco 
Hipotecario, nombrado con el acuerdo del senado de la pro- 
vincia, sino un nuevo agente del interventor nacional qne no 
ha podido administrar el establecimiento, etc., y por fin» que 
presentaba un ejemplar del «Tribuno », en que se avisaba, por 
mt aviso inserto en sus columnas, á los pobladores, que debían 
concurrir ante el arrendatario, en loa diaa 31 y 31 del corrien- 
te» baje ciertas amenatas, lo que indocta á pedir al juagado há- 
bil itaae dias y horaa para dictar sentencia. 

8* Que el representante del Banco manifestó que este harria 
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procedido con rutera corree -ion, por cuanto se había sujetado á 
lo establecido por su ley orgánica, al sacar ú licitación el arren- 
damiento de una propiedad que le estaba afectada, y cuyos ser- 
vicios estaban atrasados, por cuya razón pedía «I rechazo, con 
costas, de la acción deducida. 

Concluida asi la discusión, el juzgado llamó autos para 
dictar sentencia. 

T considerando: I o Que para que prospere el interdicto de 
recobrar la posesión, es necesario que *-] que lo intente haya 
sido poseedor de la cosa, y haya sido despojado de ella (articulo 
338 de la ley federal de 14 de Setiembre de 1863). 

2 o Que para iniciar esta acción, es menester que la posesión, 
tenga a lo menos el tiempo de un ano, sin los vicios de preca- 
ridad, violencia ó clandestinidad v ar tí cu lo 2478, Código Civil) 
no siendo sin embargo, necesario que ÉSÜ anual, cuando es tur- 
bada, cuando no es un poseedor anual, y qu* no tiene sobre la 
cosa ningún derecho 1 1 posesión (artículo 2477, código citado). 

3* Que precisamente en este caso se encuentra el demandan- 
te, se»; un se demuestra por los testimonios de fojas 6 y 8, de 
los cuales resulta que fué puest o en posesión ¡leí campo de que 
se trata, en il de Agosto de 1899. 

4 o Que el representante del Banco Hipotecario ha reconocido 
el hecho de haberse apoderado de la posesión del campo, aun 
que agrega que lo fué al solo efecto de percibir los arrenda- 
mientos y destinarlos al pago de los servicios atrasados, de- 
biendo una ves satisfechos éstos, volver el inmueble á ser po- 
seído por quien toviera derecho á él y que en todo ha procedido 
de acuerdo con las disposiciones de su ley orgánica. 

5° Que colocad» la cuestión en este terreno, el juzgado debe 
limitarse á resolver si las facultades que acuerda la ley orgáni- 
ca del Banco, tienen la suficiente fuerza legal para subvertir 
los preceptos de derecho común, que han reglado 1» forma de 
adquirir y perder la posesión, fuera de la cuestión constitucio- 
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nal que entraría U consideración de ser un empleado de la in- 
tervención nacional, quien hi procedido en el caso sub-judire, 
cuestión que ha sido planteada por el abogado del demandante, 
y que en seguida tendrá su resolución. ■ 

6 a Que el Código Civil ha establecido por los artículos 2373 
v 2377, que la posesión se adquiere por la aprehensión de la 
cosa con intención de tenerla para sí y por ta tradición* De ma- 
nera, que no encontrándose en ninguno de estos caso* el Banco 
Hipotecario, la posesión que ha tramado por sí y unte sí del 
campo en cuestión, es absolutamente viciosa, por más que su 
ley orgánica le dé facultades para ello. 

7° Que sostener lo contrario, sería Lo mismo que sostener la 
validez de una ley de provincia en pugna con una ley de carác- 
ter general sancionada por el Honorable Congreso. 

8* Que no habiendo, pues, otros medios legales de adquirir la 
propiedad que Los mencionados, el nsadn por el Banco es arbi- 
trario y no sirve para darle un derecho jurídicamente soste- 
nible. 

9" Que el mismo código en los artículos 2445 á 2459 inclu- 
sive, ha determinado con toda precisión, los casos en que la 
posesión se conserva, y los en que se pierde, y en ninguno de 
los últimos se halla comprendido el demandante, como lo de- 
muestra e) hecho mismo de esta acción; por consiguiente, ella 
debe properar con el apoyo del poder que las leyes han creado 
para mantener el equilibrio de los derechos. , 

10° Que apurte de estas consideraciones legales, suficientes 
por sí solas para formar el criterio del juez, militan otras de 
carácter inminentemente constitucional, que concluyen por in- 
clinar definitivamente su ánimo en favor del demandante, cua- 
les son las que se refieren á la extensión de facultades que la 
constitución atribuye á los interventores. 

11° Que en efecto el gobierno federal interviene en el terri- 
torio de las provincias para garantir U forma republicana de 
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gobierno, etc., dice el artículo 6* dele constitución nncional. 
¿Pero cuál es la extensión de esas facultades ? Como este acto 
no ba sido aun reglantes tndo, no se conocen expresamente, 
pero pueden establecerse de un modo perentorio conociendo 
nuestros antecedentes institucionales, mu; distintos por cierto 
de los di> ta Dación que nos sirvió de modelo. 

12* Que este estudio nos llevarla demasiad» lejos, por cuya 
raz^n nos limitaremos á recordar que ha sitio práctica, j lo es 
actualmente entre nosotros, dar instrucciones á Jos intervento- 
res para I levar A debido efecto las leyes del irongreso relati- 
vas á iuter venciones, 

13 a Que la ley número 2947 de 10 de Agosto de 1803 que 
ordeno la intervención ile Buenos Aires, se señaló como misión, 
la <le reorganizar sus poderes públicos con arreglo á la consti- 
tución y i las leyes de la provinria, lo que importaba decir 
que en esta provincia no existían autoridades locales j que su 
misión se reducía pura y exclusivamente, á la parte política, y 
en manera alguna á poner en movimiento todos los resortes de 
la administración, como si se tratara de uu gobierno en fun- 
ción y regularmente constituido. 

14* Qne la intervenchn del gobierno federal en las provin- 
cias e*. delicadísima: ello no importa observar la personalidad 
y las funciones de ludo* tos poderes constitucionales de las pro- 
vincias intervenidas; el poder interventor no debe ir investido 
sino de aquellas facultades indispensables al fin de la inter- 
vención y quedar caducas simultáneamente con la desaparición 
del hecho ó causa qne las motivo. Procediendo así laa inter- 
venciones han consultado la dignidad y autonomía de las pro* 
vincias, al mismo tiempo que los intereses y deberes de la 
nación (J. H. Estrada, Lecciones de derecho constitucional), 

i 5* Que de acuerdo con esta doctrina el Poder Ejecutivo al 
mandar cumplir la ley número 2947, ha dado al interventor 
que nombró, el carácter de un simple agente de él» con ina- 
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tracciones precisas, recordando especialmente en una de ellas, 
qne bu mUíon tiene por objeto reorganiiar lo* poderes públicos 
(cláusula 1* de las instrucciones). 

10° Que si esto es así» como no puede menos de serlo, todos 
los actos realizados por el interventor fuera de los límites de 
sus atribuciones son insanablemente notos. Entre ellos se en- 
cuentra el nombramiento de presidente del Banco Hipotecario, 
con todas las facultades inherentes al puesto eu épocas nor- 
males. 

Si para esta designación se requiere acuerdo del senado (nú- 
mero % inciso 10 del artículo 1 41 de la Constitución de la pro* 
vinoia), mal Ua podido suplirla el señor interventor, extrati- 
mitando sus atribuciones, cou nn simple decrete. Los actos, 
pues, practicados por este funcionario, y que han dado origen i 
este juicio, adoleces del ? icio de nulidad absoluta j pueden j 
deben ser declarados por el juagado. 

17 a Que esto es por otra parte la doctrina sustentada por la 
Suprema Corte Nacional, en el oaae llevado í su resolución por 
el coronel Carlos Sarmiento, demandando á la Provincia de 
Buenos Aires, en la persona del interventor nacional, por jac- 
tancia. 

18" Que, por consiguiente, aunque hubiera sido legal la toma 
de posesión del campo de que se trata, por el Banco Hipoteca- 
rio, siempre tendríamos que ella seria ¡oeflou por cuanto no 
tenía facultades para ello el presidente del establecí miento, 
nombrado por una autoridad con poderes limitados como es la 
intervención. Lo contrario sería sostener, qne el mandatario 
pnede tener más facultades qne el mandante, olvidando á la 
vea la conocida regla de derecho, qne nadie puede trasmitir á 
otro un derecho mejor y mas eiteiso que el qne tiene. 

Por estos fundamentos, fallo: declarando ilegal la posesión 
tomada por el Banco Hipoteoario de I» Provincia, del campo do- 
nominado <B1 Sauce » f de que ha sido despojado el seftor Fran- 
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cisco S. Heno, y ordeno se le restituya en su posesión inme- 
diatameutt 1 , por intermedio de lo» jaeces de | ai respectivos, 
á quienes se les dirigirán los n lirios necesarios, «tiendo las cos- 
tas á cargo de la parte vencida. 

Xotiffquese con et original y repónganse loa sellos. 

Dada y firmada en la sala del juzgado, en la chirlad de La 
Plata, á los -il dia del mes de Mayo del año 1894. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



VmUm «* I* lapnawurto(l) 

Buenos Aires, Judío 11 de 1689. 

Vistos: L>< recursos de nulidad y de ¡ipelacion deducidos 
por el apoderado del Banco Hipptecario de la Provincia de 
Buenos Aires, contra la sentencia de foja treinta y cinco. 

Considerando: en cnanto al primer recurso. Que ta partp del 
Banco ha fundado la nulidad de la sentencia, alegando en su 
informe in voceante esta Suprema Corte, oomo causales de nu- 
lidad que la afectan, en primer lugar; que <-l jnei ha declarado 
la procedencia del interdicto entablado por Henn en estos autos, 
aduciendo como razón para justificar su resolución la nulidad 
del artículo octavo de la ley provincial de ampliación á la orgá- 
nica del Banco Hipotecario de la Provincia de siete de Enero de 
mil ochocientos ochenta y dos, siendo así que e! demandante 
no ha desconocido su validei, habiéndose limitado toda su de- 
fensa á demostrar que ese artículo babía sido mal aplicado; 
por lo que, según el recurrente, la sentencia peca, en esta par- 

1; Integrada con el conjuez, doctor Rafad Ruiz de los Llanos. 
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te t de exceso sobre lo pedido, Afecto que la vicia de nulidad; y 
en segundo lugar que el juei federal no era competente paTa 
modilicar ladeoisiim judicial, que se dictó por lo» jueces de pui 
cuando dieron al Banco, en virtud de su pedido, la posesión 
del inmueble de que se trata, por cuanto las decisiones judi- 
ciales se reforman sólo mediante los recursos de nulidad y de 
apelación interpuestos para ante los jueces de grado inmediato 
superior, calidad que no reviste el juet federal, que ha destrui- 
do aquella decisión por su sentencia sin la interposición de los 
recursos del caso y sin tener ú la vista las actuaciones res pee- 
ti vas. 

Que la primera de las caúsale.* expuestas, no es en verdad, 
causal de nulidad déla sentencia recurrida, tinó solamente una 
de tas ratones en que esta se funda, lo que vale decir que no es 
lo primero, porque nunca se han considerado en la doctrina, en 
la jurisprudencia, ni en la ley, como causales de nulidad de las 
sentencias, las raaones ó fundamentos buenos, 6 malos, perti- 
nentes ó no, en que estas se apoyen, háyanse alegado ó no, 
por las partes en el juicio, no siendo tampoco admisible, que se 
califiquen como exceso de la sentencia con relación al petitum 
de la demanda, esa misma raxou de que se ha hecho mérito en 
el fallo recurrido para declarar la procedencia del interdicto, 
cuando una y otra cosa son completamente indiferentes en- 
tre sf. 

Que respecto á la segunda causal de nulidad, ó sea á la in- 
competencia que se atribuye el juei para resolver sobre el in- 
terdicto promovido por Menn, es de observar, que el desalojo 
ordenado á este del campo onya posesión se dió al Banco por los 
jueces de pax, no ha sido el resultado de una sentencia dictada 
por estos en juicio habido entre el Banco y Menn, sino la con- 
secuencia de uní resolución puramente administrativa adopta- 
da por dicho Banco y comunicada por su presidente á loa jueces 
de pax, par» su cumplimiento, como reanlta plenamente proba- 
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do por los documentos insertos en el acta de protesta de foja 
tres, cuya serd id no ha sido negada por el apoderado del 
Banco. 

Qne no siendo, pues, exacto 400 haya habido en el caso, la 
decUion judicial que alega el recurrente sino una resolución 
meramente administrativa que ios jueces de paz se creyeron en 
el deber de ejecutar, obedeciendo sin duda A la prescripción del 
artículo ocU r " de la ley ya citada de mil ochocientos ochenta 
y dos» es en su mérito maniliesta la sin raion con que so im- 
pugna la competencia del juet a quo para conocer el interdicto 
promovido, competencia que oportunamente se ha justificado 
que )a tiene dicho juei por razón de la diferente nacionalidad 
de las partes. 

Por estos fundamentos, no ha lugar al recurso de nulidad. 

Y considerando en cuanto al de apelaoion: Que el inmueble 
materia del interdicto de recobrar deducido por don Francisco 
8, Menn en estos autos, fué afectado con una hipoteca i favor 
del Banco Hipotecario de la Provincia, para el pago de un prés- 
tamo de cantidad de pesos, en cédulas hipotecarias* hecho por 
dicho Bancu i los señores Bartolomé Vivot, José F. Herrera, 
Ramón Gomes y Juan B. Crui, propietarios del inmueble, 
■egun lo acredita la escritura de foja ciento ochenta y nno. 

Que consta por la escritora de foja ciento setenta y cinco, 
que los señores don Marcelino A revena y . Adolfo Alemán, com- 
praron dicho inmueble, siéndoles transferida con aprobación 
del Banco la deuda hipotecaria que lo grasaba y que se com- 
prometieron á satisfacerla dentro de los términos y bajo las 
condiciones estipuladas en la escritura hipotecaria de foja 
ciento ochenta y uno» una de las cuales condiciones esquela 
faltado cumplimiento A las obligaciones contraídas en la escri- 
tura, autorisa al Banco para exigir el pago Integro de la deuda, 
y 110 siendo pagado» & proceder á la renta pública del inmueble 
ó á tomar posesión de él en los términos del artículo reinti- 
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nueve de la ley Jo veinticinco Jo Noviembre de mil ochocientos 
setenta y uno y de siete de Enero del año mil ochocientos ochen- 
ta y Jos, á cuyo efecto «tí autoriza al presidente para otorgar la 
correspondiente escritura y á proceder sin necesidad de la au- 
diencia del deudor, á la que este renuncia en absoluto, según 
textualmente se consigna en la cláusula quinta que se registra 
á foja sesenta y nueve de ta escritura ya citada. 

Que a su Tes los señorea Araren a y Alemán Tendieron el in- 
mueble hipotecado á don Francisco 8. Henn renta que no reco- 
noció el Banco, y por la que aparece Menn adquiriendo ln pro- 
piedad de aquél y tomando á su cargo el pugo de la deuda hipo- 
tecaria, según expresa estipulación de su parte, como consta 
en la escritura que se registra á foja setenta y seis del expedien- 
te agregado* 

Que no habiendo hecho los deudores Araveua y Alemán, ni 
tampoco el comprador Menn, las servicios de la deuda hipote- 
caria, pagando sus intereses y amertiiacion correspondientes, 
el Banco sacó á remate el inmueble hipotecado, pero no ha- 
biendo podido Tenderlo por falta de Hcitadures, resolvió tomar 
posesión de él, y la tomó, en efecto por medio de la autoridad 
de pas de la localidad. 

Que á cansa de est» acto que ha desapoderado 4 Menn de la 
posesión material que tenia del inmueble, ba deducido el in- 
terdicto de recobrar de foja doce, que ha sido declarado proce- 
dente por la sentencia apelada, condenando ésta al Baaoo I que 
restituya, oon costas, esa posesión al demandante. 

Que en presenciado estos antecedentes, cuya verdad acredi- 
tan las constancias de autos, y de las disposiciones legales 
aplicables al eaio, procede sin duda la revocación de esa sen- 
tencia y la restitución del inmueble al Banco, como lo ha «oti- 
oitado sn apoderado. 

Que según lo establece el artículo mil ciento noventa y cíete 
del Código CítÍI, las convenciones hechas en loi contratos, for- 

T t 1,(111 90 
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man par. las partes ana regla a la caal deben someterse como 

á la ley misma. 

Pues bien i sien.lo esto así, y habiéndose estipulado en el 
intrato hipotecario ya mencionado, que fiando los deudores 
.1 cumplimiento de las obligaciones contraídas con respecta al 
p»go de los setvicíos adeudados, el Banco tiene la facultad de 
proceder á la tonta J«l inmueble hipotecado, y, en su defecto, 
a tomar posesión de él de conformidad a sos estatutos, para sa- 
tisfacer con los arrendamientos los servicios atrasados, no pue- 
de ser dudoso que el Banco ha procedido en uso desa derecho 
on el eso, obsecrando la ley del contrato, al tomar posesión 
del inmueble afectado con la hipotaoa, por medio de los de paz, 

como lo ha hecho. 

Que no puede el señor Mean reclamar de este acto, alegan- 
do que el es tercero en la contención hlpntiwia. cuyas obliga- 
ciones aceptaron con la ..ouformidad y acuerdo del Banco los 
señores Araveua y Aleñan, y que el Banco no ha querido reco- 
nocer la venta que éstos le hicieron del inmueble en cuestión, 
porque este hecho que es exacto, no tiene otm alcance jurídico, 
que no desligar á los señora Arroba y Alemán de la deuda 
contraída por ellns con «1 Banco, sin que por esto, deje de ser 
válida la venta hecha á Menn, ni dejeéste tampoco de estar so- 
metido, en su calidad de tercero, á las mismas obligaciones de 
sus vendedores con respecto al inmueble. 

Que Ib verdad de esta conclusión se demuestra, teniendo pre- 
sente la clsra disposición del articulo tres mil doscientos sesen- 
ta y Mis del Código Civil, el cua. .ratando de las obligaciones 
que comprenden al que ha trasmitido una cosa, respecto á la 
misma cosa, delara que ellas pasan al sucetor universa), y a] 
sucesor particular, con 1a «ola diferencia de que el sucesor par- 
ticular no esté obligado, con su persona ó bienes por las obli- 
gaciones de so autor. 

Que la verdad de la misma conclusión, se confirma y robusto- 
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ee del modo más concluyóme con la disposición del artículo 
quinientos noventa y cuatro del Código Civil, que tratando de 
las obligaciones de dur cosas cierta*, establece : que si la cosa 
fuere inmueble y el deudor hiciere tradición de ella á otro, con 
el fin de transferir t í domiui», el acreedor no tendrá derecho 
contra el tercero que hubiere ignorado ta obligación precedente 
del deudor ; per* si, contra losquc sabiéndola, hubiesen tomado 
posesión de la cosa. 

Que mi podiendo alegar Menn que ignorase la obligación con- 
traída por sua tendedores, por la cual facultaron al Banco á 
tomar posesión del inmueble hipotecado una ves que llegase el 
caso de no poder Tenderlo para el pago de la deuda, procediein 
do á turnar dicha posesión por medio de Jos jueces de pai sin 
darles uudieiiota á la cual renunciaban de un modo absoluto, 
claro es que de conformidad con la disposición de la ley ya ci- 
tada, pesaba sobre Menn la misma obliga -ion que sobre aque- 
llos, y que esa obligación le cerraba la puerla á todu reclamo 
para dejar sin efecto ante la justicia el acto de la tomado pose- 
sión realizado por ol Banco. 

Que no son aplicables al presente caso los artículos del Códi- 
go Ciril, relativos á la toma de posesión invocados en I» sen- 
tencia apelada, para fundar la resolución en olla contenida por 
cuanto el Banco Hipotecario al tomar la posesión de que so 
trata, ha ejercido atribuciones que le han sido expresamente 
conferidos pur sus deudores, los propiotarios del inmueble, y 
no pueden estos ni sus sucesores singulares destruir los actos 
ejecutados por su mandatario, cuando por otra parte, han re- 
nunciado en absoluto á ser oídos al llegar la oportunidad pre- 
vista en el contrato. 

Que el argumento basado en la circunstancia de babor sido el 
interventor nacional quien nombró presidente del Banco Hipo- 
tecario al señor don José Francisco Acosta que ordenó la pose- 
sión en que el actor hace consistir el despojo, no es un argu- 



308 FALLOS l>E LA MIMEHA UUllTft 

mentó atendible : primero, porque el mismo actor qne lo for- 
mula ha reconocido reiterada* Yece* y de di? ersas maneras en 
el señor Acosta, el carácter de presidente legal; y segundo, por 
que Leí nulidad, suponieudo que hubiera existido, proveniente 
del origen y foruia del nombramiento del señor Acosta, habría 
quedado cubierta por la rutiüracíün posterior hecha en juicio 
por quien podía hacerla, de los actos que él mismo señor Aeos- 
ta real i ló en el indicado carácter. 

Por estos fundamentos: se revoca la sentencia apilada de 
foja treinta y cinco, disponiéndose que se restituya al Banco 
Hipotecario de la Provincia de Buenos Aires, la posesión Ú te- 
nencia üel establecimiento de campo t El Sauce », de que fué 
privado, ú mérito de la mUma sentencia, Nodfíquese en el ori- 
ginal y repuestos lo* sellos devuélvanse, devolviendo igual- 
mente el expediente traHo adeffccíum videndi. 

abel lazan. — octavio buhcb, 

— JOAN B» TOBBBWT. — RA- 
FAEL RUIZ DE LO» LLAMOS. 



«Hit 4« I» ñmpr mmm Qmvtm 

Buenos Aires, Junio S? de 1899. 

Autos y vistos: No siendo de aplicación al presente juicio, 
Indisposición del artículo dos mil ouatroiientos noventa y cua- 
tro de) Código Civil, por no tratarse del caso previsto en él; 
no existiendo en la ley de procedimientos de catorce de Setiem- 
bre de mil Gciiooieutos sesenta y tres, por la cual debe regirae y 
se rige esta causa, prescripción qne declare á cargo del vencido 
en última instancia, laa costas del juicio de la naturaleza del 



DE JUSTICIA NACIONAL 309 

actual , y teniendo finalmente en consideración, que la senten- 
cia de esta Suprema Corte es revocatoria (Je la de primera ins- 
tancia, que era favorable al actor, no ba lugar ¡i la ampliación 
solicitada en lo principal del precedente escrito; y hágase en* 
tregaal peticionante, bajo constancia en autos de los documen- 
tos á que se refiere el otrosí del misino escrito. Notíffquese ron 
el original y repóngase el papeL 

ABEL BaZaN- — OCTAVIO BCNGft. 
— JUAN B. TOBREKT. — RAFAEL 
BUIZ BE LOS LLANOS. 



CAUSA CC'XV 



Criminal contra Fernando A . Camila, por malversación 
de caudales públicas 

Sumario. — 1* Probado el delito de malversación de cánda- 
le! públicos corresponda imponer A su autor la pena estable- 
cida por el artículo 80 de la 1er nacional penal. 

2° No puede agravarse la pena impuesta en í m instancia, si 
la sentencia no ha sido recurrida por el ministerio fiscal. 

Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 
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FmII» M Jim» r*4«r*l 

San Ju«n, Diciembre 16 üe 1899. 

Y vistos: estos autos criminales seguido* ¿requisición fiscal 
contra el e x-dclegado de la lntendeoeia de Guerra en esta pro- 
vincia, Fernando A. Cartilla, argentino, soltero, por defrauda- 
ción y malversación de fondos y efectos públicos puestos bajo 
su custodia. 

Y considerando : Qnt se hulla plenamente constatada ta exis- 
tencia de uodélicit en el libro de caja de la referida delegación 
consistente en sumas de dinero, déficit que está plenamente 
reconocido por el procesado en su nota de foja 17 y diversas 
declaraciones del mismo, habiéndose además probado por los 
asientos sacados de loa libros respectivos y que figuran de folio 
19al«|, yde37 4 85. 

Que también su li¡i acreditado Tu falta de algunas cantidad es 
de víveres de tos efectos depositado» en los almacenes de la pT¿- 
dicha delegación, faltas reconocidas por el mismo procesado en 
su estado de foja 23 y sus declaraciones, y justificado también 
por los asientos extraídos de los libros d.« foju 37, foja 83 y 
foja85. 

Que no bs ha probado, ni existe la más leve presunción acerca 
de La pérdida casual de la cantidad de i 500 pesos nacionales que 
alega el procesado, pues por una parte ni se afirma que dicho 
dinero pertenezca ú la Intendencia, ni la cansa por qué el reo 
pudo Iterarloconsígo, ni 80 ha acreditado niogunade las circuns- 
tancias que pudieran hacer verosímil dicha pérdida, y menos 
aúu como casual é involuntaria. 

Que en cuanto a lae faltas en los víveres depositados i-n la 
Delegación, no se lia constatado haberse producido durante la 
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ausencia del procesado, y pii colpa ó ñor U i u tersen c ion de 
otros empleados, como aquel I > pretende. 

Que se hulla justifica do por la propia declaración del reo, 
que los libros de la Delegad »n eran llevados por él y estaban á 
su exclusivo cargo. 

Que se ha probado también por la declaración del procesado 
■i foja 46, y de Joan Colon Godoy á foja 39, que, sin estar auto- 
rizad» por la Intendencia dé Guerra, Y empleado peones por 
cuenta di* ésta, vendido algunos vív-re* y tomado artículos á 
orí i i toen el comercio de esta plaza, que d*j¿ impagos, y sin ha- 
ber asentado en los libros de la Delegación dichas compras y 
ventas. 

Que el presente oa*o es del fuero federal, y no se halla espe- 
cialmente regido por la ley de 14 de Setiembre de 1863, que de* 
signa loa delitos sujetos á la justicia nacional, siendo de rigu- 
rosa aplicación, tanto en su clarificación, como en lo que se 
refiere á la pena impuesta que establecen lo* artículos 80 y 83 
de dicha ley. 

Que dichos artículo* no hacen distinción alguna con respecto 
a la entidad de las sumas ó Héctor sustraídos 6 distraídos coló* 
cando además en la misma categoría la sustracción definitiva 
de fondos (* efectos, ó la distraecion interina con ánimo de rein- 
tegrarlos, i'ou tal que el reintegro no se haya podido realizar, 
bastando para que el delito sea definido y au autor caiga bajo 
la sanción de la ley, que se prueba «4 depósito ó entrega de los 
caudales, en so poder y la no justificación de su inversión con 
arreglo á las leyes ; desde qne en tal caso se presume que el 
depositario ó administrador los lia aplicado á uso propio, siem- 
pre que no justifíqueque le hayan sido sustraídos, 6 la pérdida 
casual é involuntaria de los mismos, lo que no se ha verifioado 
en el presente caso, aunque lo haya intentado infructuosamente 
la defensa. 

Que, en este proceso ni en la defensa de foja 41, ni en la con- 



♦ ALLOS |>E LA MJPftKMA GOHTE 



fesion del reo, $v desconocen la entidad de los valores á que 
asciende el déficit á cargo de Garulla, que según el resumen de 
foja 105 alcanza á la Buuia de 2223 pesos B3 centavos moneda 
nacional, fuera de que consta de los mismos libros de la Dele- 
gación, según extractos sacados por funcionario* competente?, 
autorizados (artículo 979, iuciso 2 a , Código Civil), lo que les 
atribuye el carácter de instrumento» públicos no impugnador á 
los términos del artículo 993, código citado. 

Qtk- en este caso no sólo ha dejado de verificarse el reintegro 
del diaero y efectos que constituyen el déficit de qu> es único res- 
ponsable el procesado, sinó que este ha manifestado la imposi- 
bilidad en que se encuentra para efectuar su devolución, como 
consta en sn declaración corriente 4 foja 125. 

Pur estos fundamentos, de acuerdo con lo pedido por el pro- 
curador fiscal en su querella de foja 136, fallo definitivamente 
esta c Ansa condenando al procesado Fernando A. Garulla á la 
peno de cinco ario* de trabajos feriados, los que se contarán 
desde él dia que fué constituido en prisión ¡ A la restitución de 
lastima y valores sustraídos, ¡iagu de costas. Notifíquese origi- 
nal y archívese oportunamente^ 

Segundino'!. i\avarro 

VISTA DE! SI.SOH PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Moyo 4 de 1899, 

Suprema Corte : 

Los fundamentos de ia sentencia de foja 179, y las conside- 
raciones mismas de la defendí de foja 189, autorizan la confir- 
mai ionde aquella. 

Tal vez debió ser más severa ia sentencia, aplicando el tér- 
mino medio de la pena impuesta al delito comprobado, según 
Jo dispone e] articulo 52 del Código Penal ; y el término de esa 
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condena comentará ó correr con desouento de lu prisión sufrida 
en la proporción de terminada por el artículo 48 del mismo có- 
digo. Pero una ves que 1 1 etitenci.i no ha sido recurrida, la re- 
solución de V. £. no podría modificar iadel inferior en un sen- 
tido desfavorable al procesado, según el árlenlo 093 del Código 
de procedimientos mío Criminal. Por ello me limito á pedir á 
V. K, la confirmación por sus fundamentos, de la sentencia de 
foja 179. 

Sabiniano Kier, 

rail* 4* I» ta preña» l'avto 

Buenos Aires. Junio 27 Je 1899. 

Vistos j considerando: Que está plenamente probado que el 
procesado es autor del delito de defraudación que ha motivado 
esta causa, no siendo en consecuencia, dudosoque ha debido ser 
condenado, como loba .sido, á sulrir la pena con que castiga la 
ley ese delito (artículo ochenta, ley nacional penal). 

Que como lu observa al señor Procurador genera), no es per- 
mitido en el caso, agravar U pena impuesta, va sea elcván- 
dula al término medio de La prevenida ñor el citado articulo 
ochenta, 6 y.t disponiendo que la imputación déla prisión su- 
frida se haga en condiciones ma* desventajosas para el proco- 
sado (artículo seiscientos nóvenla 5 tres d<-l Código de procedi- 
mientos en lo criminal). 

Por esto, de acuerdo cod lo pedido por el señor Procurador 
genera 1 y f undameu Los concordantes de I a se ntenc ia d e f oj a ci cu- 
to setenta y nueve, se aprueba ésta. Notifiquen oon el original 
j devuélvanse. 

BEttlAHin PAZ. — ABEL »AIAN. 

— octavio surge. - b. hah- 
tihei. 
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C'AUNA 4 « XVI 

Criminal contra inoetncio Guzman, por infracción d la ley 
de movilización de la Guardia Nacional 

Sumario. — Sí de Loa informes pedidos por Li Suprema Corte 
resulta que el procesado formó parte de un contingente de guar- 
dias nacionales movilizado, y deserté do sus filas, debo di jarse 
sin efecto la sentencia castignudo lu infracción á la ley de mo- 
TilUaoioQ, y avisar lo resuelto al Estado Mayor del Ejército. 

Cato, — Resulta de las siguientes piezas : 

r«ll« 4«l Jmm »>rf«r»l 

La Plata, Mano 2i de ) 899. 

T v istos : Los seguidos contra Inocencio Guzman, por infrac- 
ción ¿la ley de m»TÍ1i* icloii, resulta: I* Que el procesado dice 
en su imlagatoria de foja 8, que no concurrió con los guardias 
nacionales de 40 año* en Abril último, por encontrarse traba- 
jando en la campaña, y alemas por *er hijo de madre riuda á 
quien mantiene.. 

2 a Que el procurador osea! á foja 8 pide para el detenido la 
pena del artículo 14 de la ley .número :1318, y el defensor pide la 
absolución, fundado que como tal hijo de madre viuda no está 
obligado á concurrir & los ejercicios de campaña. 
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3° Abierta esta causa á prueba se produce ia agregada á fojas 
13 • 13 vuelta, con cuyos antecedentes el juzgado llamó autos 
para definitiva, señalándomela á los efectos del artículo 492 
deJ Código de Procedimientos en (o criminal. 

Y considerando ; I a Que el procesado no hu probado se en- 
contrara trabajando en la campaña en la ¿poca de la moviliza* 
oiou, pue- los testigos ofrecidos Albino Llanas y Luis Consen- 
tido, en sus respe ctivas declaraciones de foja 12, y contestando 
á la torcera pregunta, del interroga! orín de foja 12, dice el pri- 
mero, que sólo sabe que ba estado ausente, ignorando donde, 
no rondándole lo demás ; y el segundo, que sólo puede decir que 
hace bastante tiempo no !o ve, no puliendo decir dónde lia es- 
tado, de donde resulta insuficiente esta prueba producirla (ar- 
tículo 307, Código de procedimientos en la criminal). 

2* Que lo propio sucede en esta prueba en lo que respecta á 
la excepción de Hijo de madre viuda alegada por el detenido, 
pues atento á lo dispuesto en el artículo 5°, libro 1* del Código 
Civil, y lo resuelto por la Suprema Corte nacional, cuando se 
trata decumprobar la filiación y eshido eifil de |$g personas ; y 
únicamente cuando eiista imposibilidad ó dificultad para ofrecer 
testimonio de los libros parroquiales (ó délos Registros Civiles 
boy, según los casos), la ley admite la prueba de testigos, ó lo 
que es lo mismo la prueba supletoria de testigos debe admitirle 
una vez probada la imposibilidad ó dificultad antes dichas. 

Por estas consideraciones, fallo : « nndenaodo al procesado 
Inocencio Guzman o<nn» infractor á la ley de mor ilizacion, & la 
P'-na de dos años de servicio obligatorio en el ejército de la Na- 
ción (artículo 14 de la número 331$), debiendo deducirse de esta 
pen-i el ti -mpode prisión sufrida, Notifíqu^se oon el original, 
regístrese y líbrese los oficios del caso. 

Mariano & de Aurrecoechea. 
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VISTA DEL EEftOR PROCURADOR SESERA L 



Buenos Aire», Abnl 13 de ! -tóü. 



Suprema lorie : 

El hecho expresado á foj.i 20, di- haber cumplido el profesado 
üuzman el servicio de movilización ; si fuese cierto, desvirtua- 
ría todo t-1 fundamento de este proceso y de la sentencia recaí- 
da. Por ello pido ú V. E. se sirva disponer se solicite informe 
del Estado Mayor del ejército, respecto del hecho de haber cum- 
plid* > el procesado el tiempo de servicio como conscripto de iu 
provincia de Buenos Aires partido de brandsen, ea'el batallón 
de Ingenieros á las órdenes del comandante Orzabal ; y que fe- 
cho corren los autos según su estado. 



El Estado Mayor informó que los antecedentes de Guarnan 
son los siguientes ; 

En las revistas por Mayo del regimiento de ingenieros mo- 
vilizado en la división Buenos Aires fué dado de alta en clase 
de soldado de segunda clase con fecha 15 dr Abril, en Beraiate- 
gui, Junio en Santa Catalina. Unicas listas por haberse disuel- 
to. En Julio revista sin nota de alta en el regimiento de Inge- 
nieros de Linea en tu clase en Santa Catalina, con la nota. 
< Procedente de la movilización ». Agosto y Setiembre Santa 
Catalina, Octubre en Santa Catalina con la nota en « Mendoza» 
Noviembre fué dado de baja con fecha *0de Octubre por haber 
desertado. 



Saoiuiano Kier. 
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VISTA DEL seSoR HlUCUHADOK GENERAL 

Uucaos Aires, Judío ¿6 de 1899. 

Suprema Corte : 

Esta causa fué promovida y sentenciada en primer* instancia 
contra el procesado Inocencio (luzmau por infracción á la ley 
de movilización. Pero Je la exposición «Je su defensor currien- 
ti' ;> foja 20 resulta «|iie no hubo sinceridad en las declaraciones 
del procesado que dieron fundamento á la sentencia, que aquel 
había asistido á la movilización ; que pertenecía á los conscrip- 
tos de la provincia de Buenos Aires, habiendo servido en el ba- 
tallón de Ingenieros á las órdenes del comandante Orzaba! , y 
que su delito ó falta, procedía s'do de haber abandonado el cuar- 
tel 1 1 víspera del día en que- debía ser dado de baja. 

Estos hechos han sido confirmados en su parte fundamental 
por los informes del Estado Mayor general del Ejército de fojas 
27 vuelta á 28. 

Ante eso , informe-?, es evidente que el procesado entró á la 
conscripción y sirvió jjermsne i - u i > movilizado en uno de sus 
regimientos» 

Si desertó de sus lilas, ó si cometió otra falta & la disciplina 
militar, estos hechos no competen ii la jurisdicción de los tri- 
bunales federales* pues seg.in el artículo 45 de la ley número 
3318, confirmado por el artículo 4* de la ley número 3680, du* 
raute el período de instrucción los ciudadanos reunidos en los 
cuarteles ó campos de maniobras estarán sujetos & los regla- 
mentos, ordenanzas y leyes militares que rigen para el ejército 
permanente. 

El hecho déla deserción de las filas cualquiera que sean sus 
causas atenuantes» corresponden & la jurisdieion militar y en 
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este concepo pienso, que procedo I» revocación de la sentencia 
Teourridado f v j a 17. 

Pido á V. E. se ^ir T¡i así declararlo, y disponer que se comu- 
nique lo resuelto, á la autoridad militar, á loa efectos de la 
ley número33l 8 en el artículo citado. 

Sabiniano AVer. 



rali* *e l» taprtMR Cfevt* 

Hueuos Aire*, Junio ¿1 de 1699. 

Vistos nuevamente : Considerando : Que segun resulta del in- 
forme de foja veintisiete vuelta, expedido por el Estado Mayor 
del Ejército, el detenido Inocencio Ouiman ha formado parte 
del cnu tingante de guardia n tetona! movilizailo en el año 1888, 
quedando así averiguado que no dijo verdad t-uundoen primera 
instancia aseveró lo contrario. 

Que la sentencia del superior pronunciada en virtud de este 
antecedente y que, partiendo de él se ajustaba á las disposi- 
ciones legales pertinentes, carece ya de base en mérito del he- 
cho comprobado ante esta Suprema Corte. 

Por esto, y de aeuerdo con lo espue*to, p ir el señor Procura- 
dor general, se deja sin efecto la sentencia recurrida de foja 
diez y siete, y se ordena la inmediata libertad de Inocencio 
tiuzman, debiendo comunicarse al Estado Mayor del Ejército lo 
resuelto en esta causa, para los efectos á que hubiere lugar. 
Devuélvanse, notifiques* original. 

BEHJAMR PAC. — AHI, BAIAN. 
— OCTAVIO BUNGE . — tí, 
MARTINEZ. 
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Pon Bernardo de ¡turraspe por si y por otros, contra ta provin- 
cia de Santa Fé, por cobro del valor de unos terrenos; sobre 
defaiem ia de poder y defecto tef/aí en la demanda. 

Sumario. — i* El poder con facultad par¡i todo lo que se te- 
Lhcíodv con unos terrenos y haya ile actuarse unte los iribú mi- 
les, comprende la de demandar judicialmente el valor de dichos 
terrenos. 

3* Si de los elementos constante* en autos resulta la designa- 
ción de la cosa 4 que se refiere la demanda, debe rechazarse la 
excepción dilatoria fundada en la falta de dicha designación. 



Coso. — Lo eiplica el 



Vistos y considerando: Que don Bernardo P. de Iturraspe 
dedoce 1» demanda de foja ciento setenta y tres á su nombre y 
en representación de don Bartolomé Iturraspe, doña Dolores S. 




r«ee> 



Dueuos Aires, Julio 1* de 1«99 
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deCroretto, doíia Elena S. de Monsegur, del doctor Bernardo 
de Irigoyen T de doo Inocencio Vázquez, de don Bernardo Lacas- 
se, y de loa sucesores de don Arturo de Iturraspe, y pide te 
condene al demandado, 6 sea á ta provincia de Santa Fe, A pa- 
gar á los actores o] ralor actual de sus partes ciertas é indinsas 
en la merced de Arraseaeta, según las extensiones designadas 
en el escrito de demanda y con arreglo á la estimación pericial 
qne se baga en la estación oportuna del juicio. 

Que corrido traslado «le !a demanda, el demandado opone en 
calidad de dilatorias bs excepciones (le falta de personería en el 
actor en lo que <e refiere a la representación que invoca del 
doctor Bernardo de Ir ítjoy en, don Bernardo Lacasae, don Ino- 
cencio Vázquez y los sucesores de don Arturo de Iturraspe y la 
de defecto legal en el modo de proponer la demanda (escrito de 
foja doscientas quince). 

Que estudiando por su órden el fundamento de esas excepcio- 
nes, se ubserva desde luego que, según la escritura pública de 
foja primera, don Inocencio Vazquei y don Bernardo Lacaase 
confieren poder á don Bernardo P. de Iturraspe puraque los re- 
presente en todo loque se relacione con los terrenos que com- 
prende la merced de Arruscaela y que haya de actuarse y verifi- 
carse en iíuenos Aires, ya sea ante oficinas ó autoridades y tri- 
bunales de ta nación 6 de la provincia del mismo nombre ó con 
particulares, autorizando expresamente al apoderado para que 
ante quien O quienes corresponda ejercítelas acciones, recursos 
y excepciones que le favorezcan en derecho y haga uso de todos 
los medios legales prueba y defensa, etc. 

Que el doctor don Bernardo de Ii igoyen, con fines análogos 
á los contenidos en el precedente considerando instituye so man- 
datario al mismo don Bernardo P. de Iturraspe y le encarga de 
su representación en todos los asuntos y negocios iniciados ó por 
iniciar que se relacionen con la sucesión de Arrascaeta hasta 
dejarlos completamente concluidos, facultándolo para verificar 



HE iUKTIMA RACIONAL 



321 



arreglos, convenios y transacciones, comprometer en arbitro*, 
arbitradores ó amigables componedores, las cuestiones pendien- 
tes ó que se inicien, relativas á la enunciada sucesión, presen- 
te escritos, produzca pruebas, etc. (escritura di- foja diez y 
nueve). 

Que los términos de esas procuraciones, generales y com- 
prensivos, no sóln del juicio ya iniciado por don Bernardo Itu- 
rraspe (escritura de foja primera), o don Bernardo de Iturras- 
pe (escritura de foja diez y nueve), padre del mandatario, lino 
de juicios que hubieren de iniciarse después, no pueden sin ó con- 
vencer de que el demandante don Bernardo P. de Iturraspe 
tiene la representación que se atribuya respecto á los menciona* 
dos, don Inocencio Vázquez, don Bernardo Lacasse y doctor don 
Bernardo de lrigoycn, desde que la acción que lia deduejdo es 
relativa á los terrenos de la merced de Arrascaeta, y puesto que 
los poderdantes le han conferid o amplias facultades al respecto, 
además de las que tenían otorgadas al finado don Bernardo de 
Iturraspe, siendo cierto, por otra parte, que promovido el j ni. io 
en esta ciudad el apoderado ha obrado dentro déla limitación 
que en cuanto al lugar designado para el ejereícío deí mandato 
contienda escritura de foja primera. 

Que si, en consecuencia, debe aceptarse la personerfr de don 
Bernardo P. de Iturraspe, en lo referente á don Inocencio Váz- 
quez, don Be maulo Lacasaey el doetordon Bernardo de Irigo- 
yen, ya que la identidad personal del mandatario resulta evi- 
dente, y no puede ser atendiblemente afectada por haberse omi- 
tido en el instrumento de foja primera la preposición de ante- 
puesta al apellido que se contiene en el instrumento de foja 
díet j nueve j en el escrito de demanda, hay razón para no de- 
cir otro tanto en lo que concierne á los sucesores de don Arturo 
de Iturraspe. 

Que así debe resolverse cualquiera que sea La solución que 
corresponda á la cuestión trabada entre las partes sobre si en el 

T. LXIIX .j, 
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estado de nuestra legislación el que actúa en nombre de otro de- 
be en todos los casos presentar el instrumento que acredite su 
personería, porque según lo man i tienta id demandante en su es- 
crito de foja doscientas cuarenta y tres, aun es incierta la per- 
sona que está invertida déla posesión hereditaria en la sucesión 
del referido don Arturo, ha^ta el estremo no BÓto de no haberte 
pedidoesa posesión, de conformidad con las leyes, J de no haber, 
en consecuencia, hereder o.s autorizados para ejercer las aceio- 
nes que dependan de dicha sucesión (artículo tres mil cuatro- 
cientos catorce del Código Civil), sinóde que ni siquiera ha ha- 
bido acto de manifestación de voluntad de parte de los llamados 
á heredar en el sentido de aceptar la heremia. 

Que los resultados de las diligencias de mensura que corren 
de tojas ciento sesenta á ciento setenta y una, que el demandan- 
te ineorpora á la demanda, sirven ú determinar con Indebida 
claridad la precha situación de los terrena que los demandan- 
tes preteud n estar comprendidos en la sucesión de Arras- 
caeta. 

Que la i Jtada demanda alirma. quede las doscientas ochenta 
y siete y más leguas cuadradas queda dicha mensura, han que- 
dado ubicadas en la provincia de Santa Fé, ciento cuarenta y 
ocho leguas, en virtud del laudo arbitral sobre límites interpro- 
viiiciales pronum iado por la Suprema Corte, resolviendo el li- 
tigio entre los provincias de Buenos Aires, Córdoba y Sania Fé 
(foja ciento setentay cinco y vuelta). 

Que según esa misma demanda, el doctor Bernardo de Irigo- 
yen y don Bernardo de lturraspe, padre de don Bernardo P. de 
lturraspe, don Bartolomé de lturraspe, dona Dolores F. de Cro- 
vetto, doña Elena F, de Monsegur y don Arturo de lturraspe, 
como sucesores por título singular de parte de los derechos per- 
tenecientes a la sucesión de Atrásesela, lo tienen á treinta y una 
y media leguas cu adradas, aproximadamente, de las que se ba- 
ilan bajo la jurisdicción de la provincia de Santa Fé. 
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Que el actor atribule ádon Inocencio Vázquez derecho á diez 
leguas y seiscientos veinticinco milésimos de otra, y á do» Ber- 
nardo Laeasse once leguas y trescientos ochenta milésimos t am- 
has fracciones con procedencia de Arraaeaeta y con ubicación 
dentro del territorio de la provincia demandada a consecuencia 
del laudo de que Be lia hecho mención. 

Que el demandante expone que el gobierno de la provincia 
demandada ha enajenado en su totalidad los terrenos com pren- 
didos en la merced de Arrascueta que quedaron dentro de dicha 
provincia y menciona especialmente t i nombre de toa adquireu- 
tes, ha<ta donde le ba sido posible, así como también hasta don- 
de le ba sido posible ha determinad-i la superficie que corres- 
ponded cada parte alícuota que pretende pertenecerás. 

Que con tales elementos demostrativos de la cosaá que se re- 
fiere la demandaba provincia demandada tiene todo cuanto ne- 
cesita para entrar ul juicio con el conocimiento de loa hechos 
esenciales que sirven de fundamento á la acoiun. 

Por esto, no >e hace lugar á la eicepcioude falta de persone- 
ría en lo que se refiere á la representación de don Bernardo La- 
cassa» don Inocencio Vazquet y doctor Bernardo de Irigoyeu 
que ejerce don Bernardo de lturraspe en este juicio, no hacién- 
dose igualmente lagar á laetcepcion de defecto legal en el modo 
de proponerla demanda, excepciones que, en calidad de dilato- 
rias ha deducido el demandado á foja doscientas quince y se de- 
clara que el citado don Bernardo P, de Iturraspe no tiene per- 
sonería en lo que respecta a los suces ores de don Arturo de 
Iturraspe, haciendo en esa parle lugar ¡i la citada excepción de 
falta de personería. Notifíquese con el original y repuestos los 
sellos, archívese. 

BENJAMIN VAS — ABEL baxan — 
OCTAVIO BimGB. — II. M Alt Ti- 
MEX. 
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Don José Gareiar* i contra don Pedro \José y don Santiago 
Ilu ffo, por cobro de pesos ; sobre regulación de honoraria* del 
procurador don Esteban Herrero, y apelación denegada. 

Sumario. — Es apelable el auto que fija loa honoraria * ü 
suma menor de 500 pesos, si el interesado pidió una suma ma- 

Caso, — En los autus ejecutivos seguido* por don José Oar- 
ciarena contra los señores Santiago y Pedro José Üuffo, el 
procurador Kstébau Herrero presentó su cuenta de honorarios, 
pur haberle sido revocado el poder, estimándolos en 1500 pe- 
sos moneda nacional» 

El jue* letrado de General Acha los fijó en 100 pesos y ha- 
biend.i apelado -1 doctor Romero le fué denegado el recurso, 
por lo que ocurrió de he. lio ante la Suprema ("orte. 

Bueno* Aires, Julio 1* de 189a. 

Vistos en el acuerdo y considerando : que el auto que fija los 
honorarios en esta causa es apelable no sólo porque cansa gra- 
' Timen irreparable sinó porque asi lo declara expresamente 
la ley de la materia. Por esto se declara mal denegado el re- 
curso y se lo concede en relación. 

Y en cuanto á la regulación apelada, atenta la natnraleia de 
la causa y los trabajos practicados pur don Estéban Herrero, se 
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fijan sus honorarios en la suma '\e 200 pesos moneda nacional, 
quedando en esta forma modificado el auto apelado do foja 39 
vuelta* Repuestos los sellos, devuélv anae, agregando ta* actua- 
ciones del recurso de hecho. 

BENJAMIN PAI . — ABISL BAIAtl > 
— OCTAVIO BtTNCE. — R. 
MARTINEZ. 



í-avua c* mi* 

Don Desiderio La Cueva contra el doctor don Juan H. Vutal^mr 
rescisión de un contrato de eompra~venta ; sobre citación de 
eviecton. 

Sumario. — No procede la citación de eticcion en la deman- 
da del comprador contra el vendedor sobre rescisión del contra- 
to por imposibilidad de entregar la cosa Tendida, 



t aso — Lo explica el 

rail* 4mi Joca Vedml 

Corrióme*, Setiembre 18 ile 1899. 

Vistos y considerando : Que la demanda instaurada a foja 98 
tiene exclusivamente por objeto conseguir la rescisión del con- 
trato de compra-venta de foja 24, fundándola el actor en que 
el vendedor don Juan R. . ' Ui no tía podido cumplir iu obli- 
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gacion de entregar los terrenos rendidos, debido il las circuns- 
tancias de «star uno de ellos poseído por otras personas á títu- 
lo de dominio. 

Que sentado esto, esLa por demás decir que tío se trut¡i, en 
la cuestión sub~jwiice t de ninguno de los cuajos establecidos en 
el articulo 2108 del Código Civil, únicos en los que, no el ena- 
jenante, sino el adquiríate, que en este caso sería el actor, 
puede citar ñ aquel de eviecinn pura que tome su defensa. 

Que de aquí resulta que el auto recurrido no está arreglado 
á derecho, pues como soba dicho, no se trata de ninguno de los 
t usos señalados en e) artículo citado, sinóde la rescisión del con- 
trato de compru-veutu en razón de que el Tendedor no ha en- 
tregado uno de los terrenos rendidos. 

Por esto y de < onformidad ú lo solicitado, se revoca el auto 
de foja 41 mella, ordenándose al mandatario del demandado 
doctor Juan R. Vidal, conteste derechamente ta demanda de 
foja 28, en el término de nueve días. Hágase saber j repón- 
gase los sellos. 

Litjambio* 



Vmttm 4* I» 0Mprf>Hi»€ttrl« 

tiiienoá Aires, Julio L*dé 1899. 

Vistos: Por sus fundamentos se continua, con costas el auto 
apelado de foja cincuenta y seis. Devuélvanse, debiendo reponer- 
se los sellos ante el inferior. 

i 

BENJAMIN PAZ. - ABEL RAZAN. — 
OCTAVIO DUNGE, — ti. MARTINEZ. 
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Don Angel Grimoidt contra don Kstanislaa Mño 
sobre cumplimiento de contrato 

Sumario, — No causa agravio :il ¿pelante lu sentencia cuya 
parte dispositiva es sustaucialmente idéniica ■ on la petición 
formulada por él al contestar la demanda. 



Caso. — 1^0 resuelve el 



f «II. M Jhn ft ****** 

Paraná, Junio 5 d«- 1895. 

Y visto» estos autos, seguidos por don Pedro J. Romero, en 
representación de don Angel Grimoldi, contra don Estanislao 
Niño, demandando el pago de cantidad de dinero, ó en su defecto 
la entrega de un campo vendido con pacto de retroTenta, y resal- 
tando : Que con fecha 31 de Diciembre de 1892. el eipresado 
dos Estanislao Niño vendió al demandante Grimoldi, dos frac- 
ciones de campo, situadas en el districtu Teso, departamento de 
La Pm, compuestas, la primera de 321 hectáreas 1tt72 cen- 
tiáreas, y la segunda de 337 hectáreas y 48 áreas, por el precio 
de 8970 pesos una y otra: de los cuales 5000 recibió Niño en 
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el acto lie la escrituración, y loa 3970 pesos restantes con el 
inten- s convenido de esta suma por el término de tres años. 

Por l.i misma escritura ae reserva Niño el derocho de volver 
á comprará Grimoidi (asilos fracciones de «ampo, poi el mismo 
precio de 8970 pesos, en e\ término de tren anos, cencidos los 
cuales sin usar este derecho, la venta quedará tirme. Ka la escri- 
tura del contratóse agrega esta cláusula: t Queda especialmente 
contenido que el vendedor Niño deberá amortizar cada fin de 
ano 1300 pesos nacionales, que es el interés correspondiente á 
cada uño, so pvim de perder el den'.ho de recuperación si fal- 
tare á ese compromiso, deduciéndose el valor de esas ainorti- 
aaciones del capital total antedicho >. 

Eü 14 de Febrero de 1894, don Pedro Pablo Carrizo, como 
apoderólo general du don Estanislao Niño conviene con Gri- 
moidi en el instrumento privado de foja 1, en que aquél abonará 
á éste ei día 31 de Marzo del mismo año 1894, la suma de t790 
pesos 40 centavos, Je los males 1320 pesos corresponden á la 
primera anualidad de interés que dubiú pagar Niño, según la 
última cláusula del contrato de venta con pacto de retroventa ; 
59 pesos 40 centavos á los intereses úa esa cuota desde la fe- 
cha de su vencimiento, al uno y medio por ciento mensual; y 
los 330 pesos restantes á cuenta de ta segunda cuota anual que 
debe pagar Niño por intereses, según la cláusula citada. 

Con estos antec edentes don Pedro J. Romero, eu represen- 
tación de Grimoidi, se presenta diciendo, que don Estanislao 
Niñ no ha cumplido la obligación que se impuso en el contrato 
de eompra-venta, de amortizar al vencimiento del primer año 
la suma de 1300 pesos, ni laque por contrato privado de toja 1, 
se había comprometido á pagar su apoderadu Carrizo, para evi- 
tar las consecuencias de la mora. Ün consecuencia demanda á 
- Ni no (foja 85 vuelta) t para que le entregue el campe materia 
de la estipulación, ó le pague lo que te adeuda según contrato. 

Don Pedro Pablo Car rizo, apoderad o general de Niño, contesta: 



Ut JUSTICIA NACIONAL 529 

Que no is llegado el caso de declarar lirme el contrato 
de venta, porque Niño tiene tros años para volverá comprarlo, 
que no lian vencido aún. 

En cuanto al pagu de las sumas de plazo vencido, sostiene 
que el contrato privado que él hito como apoderado de Kiñocon 
GTimoidi, modificando en parte el de retrovnta, ha sido repro- 
bado por su mandante, y que él no time valor legal pan modi- 
ficar las estipulaciones hechas en una escritura pública. Que 
Grimoldi se ha negado a recibir las sumas de plato vencido 
convenidas en el contrato de rctroventa y que ni aúu respecto 
del pago deésias puede atenderse la demanda, porque et procura- 
dor Romero, sol» está autorizado por el poder para demandar 
la posesión del campo. 

Citadas á juicio de con<-i t iucíihi en 16 de Noviembre, en 5 
de Diciembre se presenta Romero con el poder de foja... am- 
pliado á mayor abundamiento y en el que Grimoldi ratifica lo 
obrado en su nombre *i fuese necesario. En 27 del corriente, 
no habiendo concurrido las partes A juici" verbal, se llamaron 
autos para rcsolrer. 

Y considerando : Que la demanda de Grimoldi es alternati- 
va para que Niño le abone la amortización vencido, según el 
contrato de compraventa de foja... modilicado por el convenio ' 
privado de foja... ó en su defecto para que le entregue la po- 
sesión del campo objeto de la venta. 

Que por io que respecta á la personería de Romero para de- 
mandar el pago ile sumas de dinero, el poder de foja 5, expresa- 
mente lo faoulta para demandar el pago de daños y perjuicios, 
arrendamientos y demás que corresponda ; y para mayor abun- 
damiento. Grimoldi a foja 30 declara que su i n tención al otorgar 
«se poder fué que ae demandase de Niño el pago de lo que le 
adeuda, ó la entrega del campo, ratificando en consecuencia lo 
obrado por so procurador en ese sentido. 

Que e-.tos antecedentes demuestran por sí solos que la obje- 
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cion hecha á la personería de Romero, carece de futid amento. 

Que esto sentado, y con uniera ti do respecto del primer extremo 
de la alternativa, que el contrato en instrumento privado de foja 
I ( no tiene valor legal pan moditiear el de coinpra-veiita en escri- 
tura pública de foja 2, según el artículo 1184 del Código Civil, 
mayormente cuando el objeto de esto liltimo es un inmueble 
(articulo., . Código citndo), | aólo product" lo* efecto* de uua obli- 
garon de hacer, artículo 1185 del mismo código. 

Qire ensile luego (irimoldi sólo puede demandar ;í Nulo lo, 
1320 pesos que según el contmto de compraventa debió entre- 
gar éste al lin del primer año, 41 de Diciembre de 1893, única 
anualidad que se eneoulraba vencida á ta tedia de la demanda. 

Considerando, por lu que concierne A la entrega del campo : 

Que si-guii el contrato, el precio de v.-n tü de las dos ÍYae.cio- 
nes fué convenido en la soma de 8970 pesos, podiendo el ven 
dedor volver á eouiprarJat» por el mismo preciu en el término de 
tres anos, á contar desde el 31 de Diciembre de 1873, siempre 
que lo abone en anualidades de 1320 pesos, y el resto de !<>s 
8970 peso?*, al li nal izar el término ov los tres unos. 

ijue llegado el caso confesado por la parte de Niño, de no 
haber devuelto á Grimoldi la primera unuulidad de 1320 pesos 
que debió entregar el 31 de Diciembre '' e 1803, es evidente 
que ha perdido el derecho qm- :,e había reservado de volver A 
comprar el rumpo, según la última clausula del contrato. 

Pero entonce^ se presenta la siguiente cuestión : ¿puede Gri- 
moldi demandar la entrega del campo en los términos en que la 
ha demandado? Kste entregó al reudedor tan sólo 5000 pisos 
á i tienta de precio; los 3070 pesos restantes consistían en el in- 
terés que Niño debía reconocerle por esa suma al uno y medio 
por ciento menso il en tres :iños. Quedan Ju tfrme la venta y obli- 
gado ést<* ;'t entregar el campo á Grimoldi ante de lustres años, 
es claro que desde esa fecha no pueden c i reí lus intereses á 
cargo de Ktiio, porque la consumación de la venta por la entre- 
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ga del campo liaría que Grimuldi aprovechase sus frutos, y 
Niño no podría pagar intereses de lu parte (le precio que ja 
le pertenece, Ri>»ultarfa entóneos que Niño sólo habla recibido 
á cuenta del precio tos 5000 pesos, más los interesee al uno y 
medio mensual corrido hasta el diu en que luciese lo tradición 
del campo aGrimoldi, dehiendu éste abonarle, en el mismo acto 
la cantidad reatante, liarla completar los 897G pesos, 

En los contratos bilaterales, fomo lo es el présenle, una de 
las partes no puede demandar á la otra su cumplimiento, áin.6 
prueba ella haberlo cumplido ú ofrece cumplirlo (articulo 1901 
del Código Civil). Grim ddi ni ba probado que pagó el resto del 
precio en la fetha del vencimiento de la primera anualidad, ni ha 
ofrecido entregarlo; no puede, pues, tampoco demandará Niño 
para que le entregue el campo. 

Por estas consideraciones, declaro que don Estanislao Niño 
está obligado á pagar ti don Angel Grímoldi, en el término de 
tercero día, la suma de 1320 pesos que importa la primera 
anualidad vencida en la fecha de la demanda y que debió pagar 
en 31 de Diciembre de 1893, según el contrato de foja con 
los interese- desde la fecha de la demanda, á estilo de Banco, 
no haciéndose logar á la tradición del campo vendido, dejando 
aGrimoldi su derecho & salvo para solicitarla con arreglo á de- 
recho. Xotifíqnesc en el original y repóngase el papel con los 
sellos correspondientes, sin especial condenación en costas. 

¿f. ífc T. Pinto. 

r«u* <•> •» iNprcMa C«rt* 

Dueños Aire», Julio 1* de le*99. 

Visto y considerando : Que el demandado, contestando á ta 
demanda, pidió en su escrito de foja veintiuna que se declare 
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en definitiva que sólo estA obligado á pagar al actor, la anua- 
lidad vencida en Diciembre de mil ochocientos noventa tres y con 
los intereses de la mora at tipo de plaza y condenaciones acceso- 
rias al actor. 

Que la sentencia de foja treinta y cuatro, resolviendo el 
pleito, declara que el demandado Niño está obligado a pagar 
al demandante Grimoldi, en el término de tercero día, ta suma 
de mil trescientos veinte pesos que importa la primera anuali- 
dad vencida en la fecba de la demanda y que debió pagar, en 
treinta y uno de Diciembre de mil ochocientos noventa y tres, 
con los interesen á estilo de Banco, desde la fecha de la deman- 
da, no haciendo lugar, al mismo tiempo, á la tradición del rom- 
po vendido, y dejando al actor su derecho á salvo para solici- 
tarla en debida forma. 

Que la parte dispositiva de esa semencia fts sustanuialmen- 
te idéntica á la petición que el demandado formuló al contestar 
la demanda. 

Que, en consecuencia, ella no puede causar agravio alguuoá 
Ni ñu, que ha deducido el recurso de apelación á que se refiere 
el escrito de foja cuarenta. 

Por estos fundamentos se confirma, con costas, la sentencia 
apelada de fuja treinta y cuatro. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse, pudiendfl notificarse con el original. 

BENJAMIN PAL — ABEL BAZAN . 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TOBHENT, — II. MARTINEZ. 
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Criminal contra Antonio (¡raciotti, Hugo Beneditlim y otros 
por falsificación de billetes de curso legal 

Sumario. — La tentativa de falsificación de billetes decurso 
legal hace pasible A su autor de la pena de dos años y nueve 
meses de trabajos loriados y multa de 1325 pesos fuertes, y i 
su cómplice de la pena de un año y seis meses de prisión. 



Caso, — Resulta de las siguientes piezas: 



Dueños Aire*. Noviembre 21 de 1898, 

Y vistos : estos autos seguidos contra Alipio Sensoli, sin so- 
brenombre, ni apodo, italiano, de 89 años, soltero, empleado, 
domiciliado Hernandarias numero 1610; contra Roberto More- 
Ui sin sobrenombre ni apodo, italiano, de 35 años, casado, 
confitero, domiciliado Hernandarias número 1010; contra Anto- 
D io Graciotti (a) Oiimo. italiano, de 26 años, soltero, panade- 
ro domiciliado Olafarria numero 1079 ; contra Hugo Benedit- 
tini (a) Marioni, italiano, de «7 años, soltero, comerciante, 
domiciliado Hernandarias numero 1610, acusados de falsíBea- 
eion de billete» falsos de banco, de los que resulta : 



334 



f A l.l OS HE I.A SUPHgMA «¡liÜTfc 



Que apercibida la combaría de investigaciones de que los 
procesados llevaban una fida equívoca que ge prestaba á des- 
pertar sospechas ¿óbrela «lase do ocupacioue que la mayor 
parte de loa referidos tenían, se puso en campaña con el objeto 
de rer sí encontraba l¡i existencia de una falsificación de bille- 
tes falsos do ha neo que creía I loaban á cabo, á cuyo efecto so- 
licitó del }tilga lo algunas órdenes de allanamiento, las que le 
fueron acordada» y diligenciarla* dieron por resaltado el que so 
expresa tí foja* 4, 7 y H de estos autos. 

Que llamador á declarar lo hacen en la furnia que consta de 
tojas 13 á 31, n gando por cúmplelo el hecho que se les imputa; 
declaraciones que so ratifican y amplían de foja 50 vuelta á 
foja 77, habiéndose lo* torres pon d i eatei «áreos, y dejándose 
o instancia do la circunstancia uioueionada ¡i foja 18 y a foja 18 
vuelta 

Que á foja 130 oí señor Procarador Bacal deduciendo la acu- 
sación correspondiente, solicita se aplique ¡t Antonio Oraciotti 
(a) Qsiraoj i Hugo BeuHitHui (a) Sprangoni la pena estable- 
cida en el artículo ttá (le ia ley sobre crímenes y delitos contra 
la nación de 14 do Setiembre de 1863, por resultar de autos 
perfoctauien e justificada la culpabilidad >le ambos, sin que se 
puedan aceptar las excusas que presentan por sor demasiado 
pueriles: y á los procesados Montebellí, Morelli y Sensoli su 
rol en el hecho es secundario y por lu unto puede considerarse 
cuno lie cómplices c ■ primor grado, razo o. por la que pide se 
lea aplique U pena establecida en el citado artículo trí de la ley 
antes mencionada, reducida en la proporción del artículo 34 
del Código Penal. 

Que sobreseído repeetu ¡í u.io de los acusados en el sumario 
de prevención y corrido trabado de la acusación fiscal, lo con- 
testa el defensor de pobres á foja 141 por Morelli, Sensoli y 
M uitebelli, sidicitaudo la absulueion de culpa y cargo de sus de- 
fendidos por cuanto no está debidamente justificada en autos 
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la complicidad iK- que se Íes atribuya mi vi delito imputado i los 
otrit* procesados; y el ilef-'nsur de Benedittfni y Graciotti pide 
igual mente Sean ab -mellos de culpa y cargo, por no estar com- 
probado que «dios sean autores de l.i falsilicacionde la rt'fcreii- 
0iá;y habiendo renunciado Us parte* á piuducir prueba se lla- 
ma autos para deümtivu, 

V considerando; Qiie el hecho de la falsilicacion de billetes 
de banco, que juutivó la pesq isa policial y más tarde la inter- 
vención de este juzgado pata U prosecución de esa» diligencias, 
aparece juatt tinado coa la existencia del cuerpo del delito, Jos 
elementos que htin servido para su perpetración, pnr la decla- 
ración prestada por Graciotti y lo* demás antecedente* de este 
proceso. 

Q^n4- la mencionada declaración de Gmciolti, lo indica como 
uut'ir de ese delito una vez que ha confesado que él gradan el 
billete de un peso del Hunco de la Kacion en la piedra que se 
le secuestró, no habiendo de mostrado en ninguna forma la ex- 
cusa que ella contiene, de que tratara de hacer un simple ré- 
dame. 

Que, por otra parte, el grabado que contiene Ja piedra secues- 
trada, descubre la falsedad de la excusa, pues la copia del bille- 
te es fiel, sin que se note ninguna alteración que haga siquiera 
presumible la verdad de lo afirmado por el procesado en su des- 
cargo. 

Que la piedra litográhoa 4 que s<> baeer <ferencia en el ante- 
rior considerando, demuesira que sólo mía faz del billete esta- 
ba terminada y la otra sin concluir, por lo que es foriosn con- 
venir que el delito de falsilicaeion no ha sido ñeramente 
consumado, por lo que le comprenden las iiaposicioues sobre la 
tentativa (artículo 8 del Código Penal y artículo 93 de la ley de 
14 de Setiembre de 1863). 

Qtto ¡a prueba de cargo acumulada en esta causa es de «un- 
ciente mérito legal para considerar & Huaro Benedittini (a) 
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Sprangonicomo cómplice en primer grudo del autor principal, 
pues tanque ha negado terminantemente su participación, 
consta de una manera indudable que alquiló la pieza donde se 
ejerntaba la falsificación y abonó »u alquiler á doña Juana Ara- 
ta (foja 90) y que vivía en compañía de Graeiotti, según la de- 
claración de éste, la de Valle, la de tforelli y de las investiga- 
ciones policiales, lo que convence que él no podía ignorar lo 
que en su presencia pasaba y por Jo qae le comprenden las dispo- 
siciones contenidas en los artículos 33 y 34 del Código Penal. 

Que por lo que respecta á Mombelli, Morelli y Sensoli no 
eiiste en autos antecedentes que indiquen al juez con la eviden- 
cia necesaria su participación en el delito que nos ocupa, pues el 
hechfi de haber frecuentado la casade los procesados Graciottiy 
Benedittini, si bien puede arrojar una presunción desfavorable 
para ellos, no es bastante para demostrar su culpabilidad. 

Por estos fundamentos, definitivamente juigando, fallo: 
condenando a Antonio Gmciotti (a) Osimo. á la pena de dos años 
nueve meses <le trabajos forzados, multa de 1325 pesos y «ostas 
del juicio, de le que se le descontará el tiempo de prisión pre- 
ventiva que lleva sufrida en la forma que determina el artículo 
92 de la ley de U de Setiembre de 1863; condeno igualmente 
á Hugo Benedittini (a) Sprangoni a un año y seis meses de 
prisión más las costas del juieio, debiendo descontársele de esta 
pena el tiempo de prisión preventiva que lleva sufrida, en la 
forma que fija el artículo 4» del Código Penal; y absuelvo de 
culpa y cargo á Roberto Morelli, Alipío SenBoli y José Monte- 
belli (a) Marinni, quienes deberán ser puestos en libertad, pré- 
via conformidad del ministerio público que podrá prestar en el 
acto de la notificación, librándose al efecto los oficios necesa- 
rios. Notifiques* con el original y hágase saber en oportunidad 
al señor director de la penitenciaría y al jefe de policía. Re- 
póngate el papel. 

Gervotio f\ Granel. 
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VISTA UEL SESOR PROCUKAUUlt CEHEIUL 



a « Bufooi Airo, Mayo 17 Je 1999, 

Suprema lorte : 

El defensor de loa procesados Hugo Benedittini y Antonio 
GracioUi no haejpresado agravios, dejando decaer el trámite 
no obstante ser requerido aí efecto. 

Kn este caso nada resulta alegado que implique un agravio 
contra el derecho de lus proejados; y las constancias de autos, 
laa consideraciones fundamentales de Ja acusación u>cal de 
fó|a 130, y los fundamentos de la seutem ia de foja 150, que- 
dan intactos, demostrando la culpabilidad de les recurrentes y 
las responsabilidad penal á que Ies sujeta Jas presrripciones 
del Código Penal aplicadas en relación fl lo dispuesto en el ar- 
tículo 93 de la ley sobre « rímenes contra la naci-m. 

Siendo Ja sentencia nosólu justa, sino* en i-stremo benigna en 
la clasificación de los hechos me limito á inTocar los anteceden- 
tes referidos, para pedir á V. j§. su coníirmicion en ta parte 
apelada. 

Sabiniatw Kirr. 



VmUm úm tm Sup 



Buenos Aires, Julio !• de 1899. 

Vistos j considerando : Que la existencia de la piedra desti- 
nada á la falsificación y del grabado sobre ella de uno de los 
lados del billete de un peso moneda nacional está completa- 

T> L «'* .... 
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mente averiguada» lo que demuestra la tentativa de falsifica* 
cion qne se pena por la sentencia apelada. 

Que están igualmente averiguados la calidad d« autor y la 
de cómplice en es* principio de falsificación, que dicha sentencia 
atribuye respectivamente á Graciottí y Henedittini. 

Que con tal antecedente los procesarlos son merecedores de 
do» años nueve mese» de trabajos forzados, multa de mil tres- 
cientos veinticinco pesos, aplicada 4 Graciottí, y do la do 1111 
año y seis meses de prisión, impuesta á BenediUini, por ta ex- 
presada sentencia con arfe»lo á los artículos sesenta y dos y no- 
Tentu y tres de la ley nacional penal, y doce, inciso segundo, y 
treinta y cuatro, inciso cuarto, del Código Penal. 

Por esto, de acuerdo i-oq lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y por los fundamentos concordantes de la 
sentencia apelada de foja ciento cincuenta, se 1 onfirma ésta en 
la parte recurrida, Notiffquese con el original y devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BASAN. 
— Oí TA VIO BUNGB. — II. 
MAllTINEZ. 



4 ACTUA 14 * XII 

Criminal contra Juan Fariña, por circulación de billetes 
de curso legal falsos 

Sumario. — En los juicios criminales el señor Procurador ge- 
neral puede adherirse i la apelación al contestar la expresión 
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de agravios, y pedir que se aumente la pena impuesta a] proce- 
sado en primera instancia. 



Caso, — Resulta de las siguientes piezas: 



Falla del Jhm Mera! 

la Plata, Harto 8 di 1899. 

Y vistos: los seguidos contra Juan Fariña por circulación 
de billetes falsos de Banco, resulta; 1° Este procesado llegó el 
dia9 de Majo de 1897 al partido deBaradero.á |a< 3 a. m, en 
compañía de Enrique Mosa, instalándose en la fonda de Pedro 
Vaaquetti y en una mi habitación, pagando el importe de 
pesos 20, segun el demandante (f . 2 vuelta), con dos billetes 
de 10 pesos ; según el procesado, con un billete de 10 pesos 
(f. it vuelta). 

2* Este denunciante sospechando que los billetes no fuesen 
legítimos dada U circunstancia de querer pagar nn gasto tan in- 
significante con dos billetes cuando con uno hubiera sido sufi- 
ciente, los hizo e ta minar con el telegrafista de la estación del 
referido punto y at asegurarle que eran falsos procedió i dar 
cuenta á la policía donde entregó los billetes antedichos y junta- 
mente con siete más de igual valor, los cuales fueron encon- 
trados en el suelo de la habitación ocupada ñor el procesado y 
su acompañaste después de haber sido conducidos á la comisa- 
ría (f. 2 vuelta). 

3" En la declaración de foja 6, el procesado reconócelos 
billetes que se le presentan como de su propiedad y habidos m 
pago de su trabajo por nn chacarero de Jimia, y dice que al 
arrojarlos al snalo fué por temor de que se los encontraran en 
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su poder y creyéranlo culpable suponiéndolo conocedor de la 
falsedad de ellas, como también de los entregados al fondista, 
4» Prestado su interrogatorio ante este tribunal & foja 21 . 
manifiesta haber pagado con un billete de 10 pesos el gasto he- 
cho en la fonda, contestándole al dueño que no tenía cambio y 
que al día siguiente le daría e! vuelto. No tiene conocimiento 
de la osculación de billetes falsos, que no son suyos los que se 
le manifiestan agregados de foja I á foja 12, y que tampoco los 
lia tenido en su poder. Por último dice : que la declaración de 
foja 6 no es suya y que si su tírma aparece al pie de ella es 
porque ha sido castigado cinco dias consecutivos basta tenerlo 
sin comer y obligado á ponerla por temor a mayores castigos. 

5 o Con estos antecedentes, ú üscal produce su acusación ú 
fojas £5 y 27 vuelta,? pide para el procesado la pena «le i años 
dr trabajo- forzados y multa de 500 pesos fuertes, de acuerdo 
con el artículo 62 de la ley de í! de Setiembre de 1863 ; indein- 
nizaei-m dH daño causado y el pago de la* costas procésale! ; 
fundado en que está comprobada la circulación de billetes falsos, 
identidad del delincuente, conocimiento de la falsedad y la cir- 
cunstancia agravante de reincidencia. 

6* El defensor contestando al traslada conferido a foja 28 y 
foja 32 vuelta, pide para in defendido la absolución de culpa y 
cargo, 6 cuando más, que se le condena á una molla de tres tan- 
toa del valor del billete que prentendi¿ circular, fundado en 
que no esta debidamente constatado el delito causa de este pro- 
ceso. Abierta esta causa ápru-ba y áin que se produica alguna 
por las partes como se comprueba por el certificado del actua- 
rio, foja :i3, el jutgado llamó autos para definitiva. 

Y considerando : I a Qae se encuentra su Bcientemente com- 
probado en autos el hecbo de pretender pagar con dos billetes fal- 
so? de I© pesos cada uno el gasto Teriiicado en el Hotel por el 
procesado Fariña, pero también que el referido pago no tuvo lu- 
gar independientemente de la voluntad de aquél : debiendo por 
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lo tanto calilicarse este hecho cuino tentativa de circulación, 
pues la resolución de cometer este delito ha sido manifestada por 
actos exteriores (artículo**, Código Penal) y la toI untad criminal 
del agente se presume en la ejecución de hechos clasificados de 
delitos, á no ser que resulte una presunción centraría de las cir- 
cunstancia» particulares de la causa (artículo 6°, Código Penal). 

2 o Que la negativa del procesado en su indagatoria de foja 
21 vuelta, no tiene importancia alguna en el sentido üe hacer 
desaparecer su responsabilidad cerno autor de la tentativa de la 
circulación de dos billete» falsos, toda vez que no ha ofrecido 
prueba sobre hechos decisivos que pudiera evidenciar que la de- 
claración de foja 6 fué arrancada violentamente por amenazas ó 
rastigos -ii remos que no han sido cumplidos y que eran nece- 
sarios para invalidar la declaración mencionada máxime si ésta 
se considera bajo el carácter de confesión y se hubiera preten- 
dido rectificar ó retractar (artículu 319, Código Penal). 

3° Que estando justificada la existencia del cuerpo del delito 
por el informe de foja 23 y la persona del delincuente (resul- 
tando 3°) debe tenerse presente á los efectos de la determina- 
ción en la responsabilidad criminal del procesado además 
de lo expuesto en el primer considerando y com» su consecuecia, 
que la voluntad criminal de introducir billetes con conocimiento 
de su falsedad debe conceptuarse como existente legalmente 
desde que las presunciones y circunstancia* del proceso, lejos 
de beneficiarlo le son contrarias en absoluto. En efecto la tenen- 
cia en su poder de 'los billetes falsos entregados á la policía por 
el denunciante, el reconocimiento de ellos y la falta de justifi- 
cación en el modo de adquirirlos es una prueba elocnentt- 
de su criminalidad, capaz de destruir su afirmación no probada 
cuando dice que hubo los billetes de un chacarero de Junio. 

4° Que de las consideraciones precedentes surge lógicamente 
la responsabilidad de Fariña por el delito mencionado y su pe- 
nalidad regida por el artículo 14 del Código Penal en su inciso 
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S 4 . Ahora bien. Ja pena correspondiente a; delito consumado 
serla la presuripta por el artículo 62 de la ley 14 de Setiembre 
de 1883, es decir, el término medio entre su máximum y su 
mínimum no existiendo circunstancia atenuante ó agravante 
(artículo 52, Código Penal); pero en el presente caso existe la 
agravante de reincidencia (artículo 84, Código Penal) invocada 
por la acusación y corroborada cu loa antecedentes agregados. 

PorestoB fundamentos y disposiciones lí gales invocadas fa- 
llo : declarando á Juan Fariña autor del delito de tentativa de 
circulación de billetes falso de Banco, y en su consecuencia lo 
condena A la penadecuatro años y seis meses ele trabajos forzados; 
multa de 2000 pesos y tas costas, debiendo descontarse el tiem- 
po de prisión sufrida á rniou de dos días de ésta por un dia de 
aquélla conforme á lo dispuesto por el artículo 93 de la ley fe- 
deral citudu y hacerse el cómputo por secretaría. Nutifíquese 
con el original, regístrese y repónganse lus fojas. 

Mariano S, i(e Aurrecocchea. 

VISTA DEL SEflQR PROCURADOR GENERAL 

Bueno* Aires, Abril 21 de 1899. 

Suprema Corte: 

Las conatanoias de fojas 2 y 4, corroboradas por la confe- 
sión del procesado ratificada á foja 21 vuelta, no sólo comprue- 
ban acabadamente que circuló dos de los nueve billetes banca- 
rio» de valor de 10 pesos nacionales que corren de fojas 10 
vuelta á 29 sinó también que él mismo arrojó los siete billetes 
restantes que conservaba en su poder al ser detenido por la po- 
licía. 

El informe de la Caja de Con versión, corriente de foja 23, cons- 
tata la falsedad de todos los billetes mencionados. 

i 
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Lus malos antecedente personales de Fariña que resultan de 
Los testimonios de foja 8 y 9 vuelta, así como la circunstancia 
de haber arrojado los billetes que guardaba en su poder no de- 
jan la menor duda de que el procesado efectuó su eipendio con 
pleno conocimiento de su falsedad. La presunción de voluntad 
criminal sur|Ee en el ca*o según lo dispuesto en el artículo 6 o 
del Código Penal y l¡i jurisprudencia establecida * ulog fallos 
de V. E. 

Justificada la exigencia del cuerpo del delit i y la culpabili- 
dad del procesado, su «kuacion legal ante las constancias de 
autos es La de reo convicto y confeso del delito d< circulación 
de billetes falsos del Banco de la Nación Argentina, delito pre- 
visto y penado por el artículo 62 de la ley sobre crímenes con- 
tra la Nación de Setiembre He 1863. 

No es admisible en el caso l.i exposición de foja 21, en la que 
pretended procesado que su declaración prestada ante la auto- 
ridad policial está viciada de nulidad por baber sido arrancada 
á la fuería la firma que la autentifica ; no hay en autos constan- 
cia alguna que compruebe tal aseveración, que no se ha intenta- 
do demostrar y la ley no presume. 

Como de autos resulta comprobado el delitu de circulación 
de falsos billetes bancarios, el reo debe ser castigado con el 
término medio de la pena establecida por el artículo 62 de la 
citada ley de 1863, pues el delito quedó consumado por el he- 
cho sólo de la expedición del billeto falso según expresión de 
la ley. 

No es simple tentativa la entrega de billetes falsos por el que 
tos llevaba en cantidad con ese propósito. El htcho sólo de la 
entrega constituye el delito con prescindencia de sus conse- 
cuencias, pues el artículo 64 de la ley se refiere al que falsifi- 
case, introdujese ó expendiere. 

Aún admitiendo, entonces, que el delito porque s? le juzgó an- 
tes siendo diferente del actual no constituyera la circunstancia 
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agravante de reincidencia, siempre resultaría el reo acreedor á 
la pena de 5 años y medio de trabajos fomdoa y demás acceso- 
rios. Por ello, interpretando la duda en favor del procesado, 
pido a Y. £. se lirta aplicarle el término medio de la pena im- 
puesta en el artículo 62 de la ley nacional de 1863, retocando en 
consecuencia la sentencia recurrida en usta parte á cuyo efecto 
adhiero al recurso. 

Sabmiam Kier> 



VISTA DEL DEFENSOR DE POBRES 

Buenos Aires, Mayo 13 de 1897. 

Suprema Corte: 

En mi vista de foja 43 á foja 45 vuelta, be expuesto los fun- 
damentos que encuentro atendibles para que Y. E. revoque la 
sentencia de primera instancia é imponga ai procedido Juan 
fariña solamente la mitad de la pena que establece el articulo 
02 de Ja ley nacional de 14 *ie Setiembre de 1863, de acuerdo 
coa la prescripción del inciso 2 a del artículo 12 del Cúdígo de 
Procedimientos por tratarse de una ¿imple tentativa de circula- 
ción de billetes falsos. 

Ahora V, £. se ba servido conferirme traslado de la ad- 
hesión por el señor Procurador general, y es a este puuto que 
debo circunscribirme, 

£1 señor procurador fiscal ha consentido la sentencia de pri- 
mera instancia. Aplicando á este antecedente la doctrina del ar- 
tículo 693 del Código de Procedimientos en lo criminal, consi- 
dero que la adhesión y la apelación no puude perjudicar al 
procesado en el sentido de imponerle una pena mejor que la que 
le impuso la sentencia consentida por el representante de la 
acción pública. 
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Si lii sentencia del superior na purde modificar la del inferior 
eu un sentido desfavorable al reo cuando esa sentencia ha 
sido consentida por el lis ;»l y el defensor del condenado no apela 
ó. no expresa sus agravios, con mayor razón no podría modificarla 
en aquel sentido por ta mera adhesión de quien consintió el fallo 
de primera instancia. 

Sírvase V. E. así resolverlo. 

CártosP, Hurlado 



buenos AirtM, Julio 1* de 1899. 

Vistos y considerando . Que el procesado entregó al fondero 
Vasquetti dos billetes falsos di- diez pesos cada uno, aunque co- 
mo él dice en su declaración de foja seis vuelta, no turo la in- 
tención .«ín'i det-ntregar uno. 

Que la falsedad de eso* dos billetes y de los siete mis, tam- 
bién de diez pesos, que se registran ú foja diez y nueve, eatá de- 
bidamente averiguada . 

Que el hecho de la entrega al fondero de que ya se ha hecho 
mención, dedos deesos billetes, importa el de la circulación óex- 
pendió á i¡ue se reGere el artículo sesenta y dos de la ley nacional 
penal, cuya aplicación procede eo el caso aun cuando noie haya 
tenido sirio* la intención de entregar uno de esos billetes puesto 
que de los antecedentes del procesado y de las circunstancias 
de la causa no resulta presunción alguna probable al proce- 
sado que sirva a revular que no existió de su parte la voluntad 
criminal en la eje uoion de un hecho que la ley califica de deli- 
to (artículo seis, Código Penal), concurriendo al contrario esos 
antecedentes y circunstancias á demostrar la existencia de la 
mencionada voluntad. 
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Que con arreglo ti artículo quinientos veintidós del Código 
de Procedimiento en lo criminal, el señor P roo arador general 
ha podido adherirse á la apelación al contestar el traslado de la 
expresión de agravios. 

Qae el derecho que al apelado acuerda ese articulo se halla 
confirmado por el artículo seiscientos noventa y tres del mismo 
código que sólo prohibe la modificación de la sentencia del infe- 
rior en sentido desfavorable ¡i) procesado» tratándose de pena» 
de presidio ó penitenciaría cuando el defensor no hubiere inter- 
puesto el reenrso en primera instancia £ habiéndolo interpuesto 
no expresase agravios, lo que deja en pié las consecuencias de la 
adhesión al recurso cuando no se han realisado esas condiciones 
como no lo han sido en el presente caso. 

Por esto y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, se u forma la sentencia apelada de foja 
treinta y cinco en cuanto á la pena corporal que impone al pro- 
casado Juan Fariña, la que se eleva á cinco años y medio de 
trabajos forzados, confirmándose dicha sentencia en lo demás 
que contiene. 

Notifíquese con el original j devuélvase. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN 
— OCTAVIO BtlNGE. - If. 
MARTÍN El. 
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Criminal contra Benito Aguirre por circulación (te billetes 

decurso legal falsos 

Sumario. — L;i adquisición de un billete de curso legal á 
sabiendas de su faltedad, hace pasible á su autor de la pena de 
cuatro años de trabajos forzados y de una multa de 500 pesos 
fuertes. 



Caso. — Resulta del : 



hile M Im Federal 

Sau Luí», Diclumbre 38 Je 1898. 

Y vistos : el proceso por circulación de billetes de banco fal- 
sos, seguido eontra don Benito Aguirre, de 32 años de edad, 
argentino, soltero, jornalero, sin apodo, domiciliado en < Las 
Rosas», Departamento San Juan, prorUeia de Córdoba en el 
que resulta: 

I o Que los señores Clemente Blancb y Rosario Funes, denun- 
ciaron & don Benito Aguirre como circulador de billetes fal- 
sos. 

2° Que al detener al acusado se Le encontraron en su poder 
algunos billetes falsificados. 
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3° Que el billete de 900 pesos que BUnch denunció le ha 
cambiado Ag turre, es falto, según el informe de la Caja de 
Conversión. 

4° Que Aguirre en su declaración indagatoria afirma haber 
tenido en m poder un billete de 100 pesos falso, que compró por 
8 ó ib pesos, pero niega haberlo hecho circular. Confiesa que 
en Santa Rosa quiso cambiar un billete de 900 pesos en una 
casa de comercio, el que le fué rechazado, j que entónees se lo 
dio á Beucíu OH?*, quien lo cambió en Merlo, 

5* Que Bencio Oliva declara ier cierto que por órden de su 
patrón Aguirre cambió en lo de Blancb un billete de 900 pesos, 
y no tiene seguridad sea el que obra en estos autos, pero sí 
afirma que es exactamente igual. 

6" Clausurad 1 » el sumario, el procurador fiscal pidió el sobre- 
seimiento de la causa, y nombrado fiscal adhoc por no es- 
tar conforme el juagado con aquella petición, el nuevo funcio- 
nario acusó solamente á Aguirre, para qnien pidió el mí ni mu n 
de la pena establecida en el artículo 52 de la ley penal del 63. 

7* £1 defensor pidió la absolución del procesado sosteniendo 
no estar probada la existencia del delito. 

8? Abierta ta causa á prueba se produjo la ratificación de la 
denuncia de Blancti y Funes, y declararon los comerciantes, 
Paulino Salinas y Macario A costa que Aguirre por sf y por sus 
enviados pretendió cambiarles un billete de 900 pesos falso. 

Considerando : I o Que está comprobado el delito según las 
constancias de autos. 

En efecto, Aguirre reconoce haber comprado on billete de 
Banco de 900 pesos falsificado. Confiesa que qníso cambiar en 
Santa Rosa un billete de igual valor al que no se lo recibieron, 
mandando entónees á Oliva quien lo cambió en Merlo en lo de 
Blanohi. 

Este billete resulta ser falso, y también cierto que en las 
casas de comercio de Salinas y Acosta se pretendió hacer oiren- 
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lar uno de igual calidad, á lo que Be agrega que Aguirre nada 
dice del fia que dió a su billete falso, y que Oliva asegura wr 
exactamente igual al que motivó esta causa, el que cambió en 
lo de Blaacb, todo lo cual constituye una sírie de indicios 6 
antecedentes de prueba concurrentes, que llevan al ánimo I» 
convicción de que el delito se bu cometido y de que el cul- 
pable es Aguirre (artículo 358, ley de procedimientos crimí- 
nale*). 

2° Que la pena aplicable en la caso actual es la dictaminada 
en el articulo 62 de la ley penal del 63 puesto que esta probado 
por confesión propia que se adquirió el billete de mala fé, ó sea 
con convencimiento de su falsedad . 

Por estos fundamentos, definitivamente juzgando fallo : con- 
denando al procesado Benito Aguirre por el delito de circula* 
cion de billetes falsos á sufrir la pena de ¿años de trabajos for- 
zados y A pagar 500 pesos de multa, debiendo descontarse de la 
pena 1& mitad del tiempo ríe prisión preventiva sufrida, con 
costas. Xotifíquese, original y si no fuera apelada cúmplase 
en el lugar que designe el Podi-r Ejecutivo nacional. 

Valentín Luco. 



VISTA DEL SEftOll PROCURADOS* CEREA AL 

Buenos Aires, Mayo 19 de 1899. 

Suprema Corte : 

Consta por confesión judicial del procesado, que le fueron 
secuestrados varios billetes falsos de banco al ser detenido por 
la autoridad policial de la provincia de San Luis, y que, ea 
época anterior á dicbo secuestro, había poseído un otro billete 
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baneario, igualmente falso, que por vil precio adquirió en Bue- 
nos Aires con pleno conocimiento de su falsedad. 

El procesado manifiesta haber dado á su peón Bencio Oliva 
un billete legítimo de 200 peso» también, para que se lo cam- 
biase, cosa que éste consiguió efectuar en una casa comercial 
del pueblo de Merlo de la referida provincia, 

Pero ante las constancia* de fojas 16, 37, 75 vuelta y 76, 
comprobatorias de la falsedad del billete del mencionado valor 
cambiado por Oliva, y e» mérito de los testimonios de fojas 81 y 
88, que demuestran que el mismo procesado intentó circular, 
anteriormente itn falso billete también del mismo valor ; no 
fiib, duda de que el billete falso de 200 nacionales cambiado 
por el referido peón, sea el que Aguirre adquirió en Buenos 
Aires é intentó circular en San Luis. 

Por otra parte, los teatimouios de fojas 81 y 82, desde que 
contradicen la declaración del procesado corriente á foja 4, ex- 
cluyen toda presunción de buena fé en su favor, según la juris- 
prudencia establecida en los fallos de V. E, y en virtud de que 
Aguirre no ha intentado siquiera demostrar la mala fé de su 
peón ó dar razón alguna del falso billete que adquirió en Bue- 
nos Aires, según su propia confesión , 

Todavía, en las mencionadas constancias de autos, se únela 
declaración de Oliva de foja 5, ratificada á foja 13 vuelta, la 
cual es digna de fé desde el momento en que éste sólo figura en 
el proceso circulando un billete cuya falsedad desconocía, obran- 
do así por obedecer i un mandato de su patrón, en mérito de 
tn cual obtuvo el definitivo sobreseimiento de su causa á fo- 
jas 61 . 

De manera, pues, que la situación legal del procesado no 
puede ser otra que la de circulador de billetes falsos de banco, 
nrevista y penada por el artículo 62 de ta ley de crímenes con- 
tra la Nación del 14 de Setiembre de 1863. 

Por lo eipuesto y considerando no sólo legal sinó equitativa 
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la aplicación, en el oaso sttb-judice, de la pena de cuatro 
años de trabajos forzados y 500 pesos de multa, como el míni- 
mo de la Impuesta por el referido articulo, y de acuerdo con la 
jurisprudencia establecida en los fallos de V. El, pido A V, £. 
la confirmación de la sentencia recurrida de Toja 86. 

Sabiniano Kier. 



Falto fto i» Bmpw&mm C#r*« 

Buenos Aires. Julio I a de 189$. 

Vistos y considerando: Que está probado que el procesado 
Agoirre adquirió un billete falso d« doscientos pesos y que biio 
la adquisición á sabiendas de su falsedad, lo que resulta de su 
confesión corriente á foja once prestada en forma explícita en 
ese sentido, y de la diferencia entre el precio de 8 á 10 pesos 
qne según él pagó y el valor nominal del billete, 

Que ese antecedente, unido á las demis constancias de autos, 
que hace valer el señor Procurador gen» ral y la sentencia ape- 
lada, son bastantes á convencer que el procesado Ka cometido 
el delito de circulación de billetes falsos previsto por el artí- 
culo sesenta y dos de la ley naoioual penal. 

Por ésto de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y fundamentos concordantes de la senten- 
cia apelada de foja ochenta y seis, se confirma ésta, con costas. 
Notffiquese con el original y devuélvanse. 

BEÜMltUt ¡*A£. — 4BIL BA- 

iah — octavio tunea. — 

U. fUKfUgl. 
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W. í'aats, Hockey compañía contra Testan i Chima y compañía, 
por falsificación de mana de fábrica: sobre excusación y 
apelación. 

Sumario. — I" Xo puede negarse la aplicación del auto que 
impone puna al apoderado y apercibo al abogado. 

2° Desestimada por auto firme la recusación deducida contra 
el juez, II- » puede admitirse la excusación de éste, que no te fun- 
da en causa legítima. 



Caso. — Resulta de la» siguientes piem : 

Fallo del Sum* r«a>r*l 

Unenos Aires, Junio 8 de 1899. 

Y fistos: Y consideraodoqueseguii consta del expediente de 
recusación agregado, el suscrito lo fué en virtud de haber pre- 
juzgado »egun así lo afirma la parte actora en su escrito de foja 
i (juicio referido). 

Que pasados los autos al señor juez de turno para la resolu- 
ción del caso y no habiéndose sustanciado la recusación por no 
ser la causal alegada de las que determina la le;, fué rechazada 
de plano por el señor juez doctor Urdtnarrain i cargo interi- 
namente de este juzgado. 
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Que vueltos los autos á este tribunal para resolver á cerca de 
las excepciones aducidas y debiendo el magistrado encargado 
de la resolución de un juicio merecer plena fe y confianza á 
loa litigantes y existiendo en el ánimo de) proveyente la con- 
vicción de qne esa fá y confian» es sospechada A estará los ter- 
mino* del escrito de recusación, considera causal suficiente 
para inhibirse de seguir conociendo en esta causa. En su conse- 
cuencia, resuelve mandar pasen los autos di señor juez de lo 
federal en turno con la nota de estilo. 

Gervasio F. Granel, 

Aus* dd Iwi 



Bueoo» Aires, Junio 11 de 1899. 

Autos y vistos: Y considerando que las razones aducidas por 
el recurrente no modifican los fundamentos qne ha tenido en 
consideración este tribunal para excusarse de entender en este 
asunto, no ba lugar i la revocatoria solicitada y se concede la 
apelación de los recursos interpuestos para ante el superior A 
donde se elevarAn los autos en la forma de estilo. 

Y considerando: Que tos términos osados en el escrito prece- 
dente faltan a la consideración y respeto que merece el juz- 
gado se resuelve mandar testar la* palabras que con lipis azul 
se subrayan en los párrafos 3\ 7% 15 y í», é imponer A don 
Horacio P. Sarmiento la multa de 50 pesos fuertes la quede- 
berA depositarse en el Banco de la Nación argentina á la orden 
del consejo nacional de educación (artículo 10, ley sobre com- 
petencia y jurisdicción de los tribunales nacionales) y aperci- 
bir at letrado qne suscribe el escrito de la referencia para que 
en lo sncesivo guarde estilo. 

Gervasio F. Granel. 
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ralla da la tapnm Car»* 

Buenos Aires, Judío 17 Je 1899. 

Vistos en el acuerdo y considerando: Que la ultima parte del 
auto de foja trescientos cuarenta vuelta que impune pena al 
apoderado y apercibe ai abogado que han firmado el escrito 
de foja trescientos treinta y seis es apelable, teniéndolo asi es- 
tablecido la jurisprudencia de esta Suprema Corte posterior á 
los fallos que se invocan en el auto de foja trescientos cuarenta 
y cinco vuelta. 

Por esto se declara mal denegado el recurso deducido á foja 
trescientos cuarenta y cinco, se lo conoede en relación y autos, 
debiendo agregarse estas actuaciones al expediente principal 
venido á esta Suprema Corte por la apelación concedida ¡i foja 
trescientos cuarenta vuelta. 

BENJAMIN PAI. — *»L BAIAH. 
— OCTAVIO BIMGE. 



Falto da la ««prasaa Carta 

Uueuos Aires, Julio 1* de 1899. 

Vistos y considerando: Que lo recusación deducida contTa 
el superioí fué desestimada por auto firme, quedando asf fuera 
de duda la inexistencia de causal que pudiera fundar dicha re- 
casación. 

Que con tal antecedente no es dudoso también que la ex- 
cusación formulada en el auto de foja trescientas treinta y 
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tres, 011 el que no se hace valer cania] alguna de las prevenidas 
en el artículo setenta y cinco del Código de procedimientos en 
lo Criminal, no se halla autorizad;) por et artículo setenta y 
siete del oitado Código, 

Que admitir la excusación del inferior, en el presente caso, 
importaría dejar á las partes el medio de separar á los jueces 
del ejercicio de sus funciones, reconociendo que puedan crear 
motivos, qne induzcan ul juez u separarse con fon di mentó 
bastante del conocimiento de los juicios. Por esto, se revoca el 
auto apelado de foja trescientas treinta y tres, y por tos funda- 
mentos del auto de foja trescientos cuarenta vuelta, en su se- 
gunda parteen laque se apercibe al abogado, se impone una 
multa al procurador y se manda testar las palabras subrayadas 
del escrito de foja, se confirma et citado autu de fo> trescien- 
tos cuarenta vuelta en su mencionada segunda parte. 

Notifiquen con el original, repóngase los sellos y devuélvanse, 

BENJAMIN Pkl. — ABEL BAXAN. 
— OCTAVIO BONGE , ~ H, MAR- 
TINEZ. 



Criminal contra Enrique Üelajouse, ó Brunetti, por hurto 

sobre competencia 

Sumario.— Corresponde á los tribunales ordinarios el cono- 
cimiento del delito o imun de hurto cometido dentro de una es- 
cuela del estado. 



FALLOS D£ LA SUPRIMA CORTE 



VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 



líueuoi Aires, Mayo 4 de 1899. 

Señor Juez : 

El delito i que 8 e refiere este sumar.o ha sido cometido en el 
patio de un colegio del esUdo. Es t pues, el caso del inciso 4, 
artículo Í3 del Código de Ff ocedímientos, qoe reierra peral» 
justicia federal el privilegio de conocer * de loa delito* de toda 
especie que se cometa* en los lugares 6 esUbleeim.ento.en 
donde el gobierno nacional tenga absoluta y «elusiva jurisdic- 



cion. 



Úfiinm. Cámara, sérieSMomo pagina 167, ha resuelto 
q « lo, jueces ordinario* deben declararse de oficio incompe- 
tentes para entender en !■* en.,,., coando de autos resulta que 
ri delito ha sido comido fuera de su jurisdicción; siendo este 
el cuso, corresponde que V. S., sin más trámite, aaf lo declare 
y pase estos autos al señor juez federal que está de turno. 

■ 

Ernesto Queiada. 



AUTO DEL JUEZ CORRECCIONAL 

Buenos Aires, Muyo 8 de 1899. 

Autos y ristoa: De conformidad con el precedente dictamen 
fiscal, que el juigado encuentra ajustado i derecho y i 1" 
constancias de autos, el proveyente se declara incompetente 
para seguir conociendo en esta causa que, con el oficio de esti- 
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lo, deberá ser remitida al señor juez federal en lo correccional 
j puesto a su disposición el detenido, á cuyo efecto se librará 
la órden del cato. 

E. fíarrenechea. 



f *!!« M Smem 

Buenos Aires, Mayo lflde 1899. 

Auto» y vistos: Considerando que el inciso 4°, del artículo 
23 del Código de Procedimientos en lo criminal atribuye el co- 
nocimiento á este j silgado de los delitos de toda especie que se 
cometan en lagares ¿establecimientos donde el gobierno nacio- 
nal tenga absoluta y excluirá jurisdicción. 

Que el delito que motiva la formación de este proceso ha si- 
do cometido en una escuela de esta Capital, «obre la que tiene 
el gobierno nacional absoluta y exclusiva jurisdicción, loque 
hace comprender el caso dentro de los términos de la disposi- 
ción antes citada. 

Por esto, y no obstante lo dictaminado por el procurador fis- 
cal; este jugado se declara competente para entender en esta 
cansa. 

En su consecuencia, instruyase el correspondiente sumario 
pan la averiguación del hecho, citándose al procesado i prestar 
declaración para la audiencia del dia... del corriente á la 1 pa- 
sado meridiano, y líbrese oficio al señor jefe de policía para 
que las personas que se mencionan en estas actuaciones compa- 
reican 4 declarar en ta audiencia del dia.,. del corriente á la 

fier vasto F, Granel. 
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VISTA UEL SfiftOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires» Junio $ de 1899. 

Supremo Corte : 

La dirección y administración de lai escuelas en la Capital 
déla República, entáá cargo de un Consejo nacional de educa- 
ción con facultades tales, según su ley orgánica de 8 de Julio 
de 1884, que la constituyen una repartición autónoma. 

Según el capítulo V de aquella ley, el tesoro común de las 
escuelas se forma en la Capital, con una parte de ta contribu- 
ción directa y una del impuesto de patentes, y de las entradas 
y rentas municipales, del interés de sus rentas, el importe del 
'derecho de matrículas, y el de las multas que imponga, así co- 
mo también de los bienes que por falta de herederos correspon- 
diesen al fisco, y de las donaciones y el 10 por ciento de lits 
herencias 6 legados entre eitraños, etc. 

Asi constituido el Cousejo, con recursos propios, tiene á la 
ver la administración de todos lo* fondos consagrados at sosten 
y fomento de la educación coman. Con snjecion á lo presoripto 
en el artículo 57 de su ley orgánica, adminístralas propiedades, 
muebles é inmuebles, pudiendo basta tenderlas y gratarlas: 
autoriialas construcciones de edificios, podiendo comprar bie- 
nes raíces con dicho objeto y en cualquier asunto que afectase 
el tesoro de las escuela*, gestionar según el artículo 76, ante 
los jueces, sus intereses, nombrando procuradores y abogados, 
pagados por el tesoro de las escuelas. 

Deduico de estos antecedentes que el local de las escuelas en 
la Capital, no está sujeto á la jurisdicción excluyente del go- 
bierno nacional; que ellas dependen del Consejo nacional de 
educación, al que según la ley orgánica corresponde construir- 
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tai, sostenerlas, administrar ta» y defender todos sus intereses 
ante cualquiera autoridad contenciosa ó administrativa. 

No podiendo decirse entonces, qoe el gobierno nacional ten- 
ga absoluta y exclusiva jurisdicción en la escuela primaria 
donde se ba cometido el hurto de unu silla, resulta inaplicable 
el inciso 4°, del artículo 33 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal, respecto al caso ¿u¿-;udice, 

Y coadyuv ó lo las consideraciones expuestas con lo pedido 
por el procurador fiscal en su vista de foja 17, pienso que no se 
trata de un delito contra el estado, sujeto al fuero federal, sinó 
de un hurto simple, cuyo conocimiento corresponde a la juris- 
dicción común. 

Pido á V. E. se sirva así declararlo, revocando el auto recu- 
rrido de foja 19, 

Sabimano Kier. 



Buenos Aire*, Julio 4 de 1889. 

Vistos y considerando: Que con arreglo al inciso primero del 
artículo veinticinco del Código de Procedimientos en lo crimi- 
nal, corresponde á lot tribunales de la Capital el conocimiento 
délos delitos comunes cmnetid os en el territorio de la misma, 
por ciudadanos ó extranjeros, salvo la excepción contenida en 
la segunda parte de ese inciso. 

Que en el presente caso se trata de un proceso sobre delito 
común, que no se encuentra dentro de la expresada excepción, 
y que por lo tanto, queda comprendida en la regla general. 

Por esto, y fundamentos concordantes de la vista del señor 
Procurador general, de acuerdo con lo solicitado por él, se re- 
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toca el auto Apelado de foja diex y nuere, d estirándose que el 
conocimiento de esta «tan no corresponde á Ia justicia federal. 
Notifícese con el original y devuélvanse. 

BBHJAHIH *AÍ.— OCTATIQ 1DRGE. 
— H- MARTI 5* El. 



«AVMA €'€-'* XVI 



Don i : artos Cambiazo contra el Ferrocarril Central Argentino 
por daños y perjuicios; sobre defecto legal en la demanda 

Sumario, — No constituye defecto legal en el modo de pro* 
poner la demanda la falta de cita de la le?, caando el dereetao 
surge claro de la naturaleza de la acción dedtieida, ni la falta de 
numeración de los párrafos* 



Caso. — Lo explica el 



. * 

Buenos Aires. Judio 10 de 1896. 

Y vistos : Considerando que el escrito de demanda contiene 
el nombre del demandante, del demandado, la cosa demandada 
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los hechos en que se funda y la petición en términos ctiros y 
positivos. 

Que el derecho surge forsosamente de le naturalesa de la 
acción, puesto que ésta tiende i obtener la indemnización del 
perjuicio cansado por la empresa demandada, y el hecho per 
otra parte de no haberse citado la ley aplicable al caso» no 
constituye defecto en el modo de promover la demanda (serie 
9\ tomo Si , pagina 33), ni tampoco la omisión de la numeración 
de los párrafos (sene*, tomo 10, página 41 5) puesto que, par» 
que una demanda sea reputada en buena forma, basta qne con 
claridad se exprese en ella quien pide, contra qui o, en qué 
derecho ó título se funda, qué cosa se pide, y ante quién (série 
S\ tomo 6, página *B3), 

Por estes f andamentos y lo expuesto en el escrito que prece- 
de» no ha lagar á la excepción opuesta, y contéstese derecha* 
mente el traslado do la demanda en el término legal. 

fie póngase las fojas. 

Agustín t>' Minar rain. 



Buenos Aire», Julio 4 de 168». 

Vistos : Por sus fundamentos y teniendo además en conside- 
ración que si alguna deficiencia bu hiera en el escrito de deman- 
da, ella habría desaparecido con el mérito del escrito de foja 
quince, se confirma, con costas, el auto apelado de foja diei y 
seis. Repuestos los sellos devuélvanse. 



MflJAKIH PAZ. — OCTAVIO •VIH» 

— b. ka ana si. 
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El Fisco Nacional contra el Ferrocarril Central Argentino, por 
cobro de derechos de aduana ; sobre intervención y personería 
del apoderado del denunciante de defraudaciones. 

Sumario. — I o El denunciante de contrabando* no puede in- 
tervenir en él juicio arbitral seguido entre el fisco y la parte 
denunciada, sobre exención de derecho». 

2° El poder conferido paTa el juicio á deducirse sobre mejor 
derecho á los contrabando» imputados, no puede enteoderse 
otorgado para dicho juicio arbitral. 



C tts0i —Beüulta de las siguiente* piezas : 



rail* *rl Jan rederal 

Rosario, Octubre 9H de 1898. 

Y ñatos : Estus autos seguidos por el fiscal contra la empresa 
del Ferrocarril Central Argentino, por imputación de haber de- 
fraudado la renta fiscal, é incidente sobre falta de personería 
en el denumiante ó en su procurador. 

T considerando: I* Que según consta de las precedentes di- 
ligencias administratifas, el señor Federico Gallegos ha sido 
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reconocido por el Poder Ejecutivo déla nación como denuncian- 
te de lai operaciones aduaneras, que á juicio de) señor Gallegos 
importan un procedimiento ilícito, ona defraudación á ta renta 
fiscal, ya «ta coa el calificativo determinado en el artículo 1096 
de las Ordenanaas de aduana, ó en el concepto general definido 
en el articulo 1097 de tan mismas. 

4* Que el representante del Ferrocarril Central Argentino no 
niega en el escrito de foja 92 al señor Gallegos su rol de denun- 
ciante de esas supuestas defraudaciones, lo que importa acep- 
tar esa calidad de denunciante. 

3° Que según dispone el articulo 63 de la ley de aduana ?i- 
genta « los empleados de aduana denunciantes de contrabandea, 
defraudaciones ó contravenciones aeran considerados indepen- 
diente de la acción fiscal como parte en los juicios de contra- 
bando, defraudaciones ó contravenciones, cuando asi lo soli- 
citen, 

A° Que es esta la ley aplicable al caso, y noel fallo de la Su- 
prema corte contenido en la serie 3% tomo 13, página 228 in- 
vocado por la parte del ferrocarril porque el citado fallo fué 
dictado antes de la ley de aduana de 1896, que fué la primera 
en introducir la reforma autorizando á los denunciantes i inter- 
venir como parte en esta clase de juicios. 

5° Que las cláut ulas del podjr de foja 88 son suficientemen- 
te esplíciras para resolver de acuerdo con el articulo 1906 det 
Código Civil, que el mandatario está facultado para intervenir 
en este juicio, dada la natural eaa de la cnestion y el objeto del 
mandato. 

Por estas consideraciones resuelvo en esta sala de audiencias, 
desechando la oposición hecha un el escrito de foja 92 por el 
representante del Ferrocarril Central Argentino, y declarando en 
consecuencia, que el señor Gallegos ó su mandatario, tiene 
personería para intervenir en este juicio, en todo lo que no se 
opong» á la ley-contrato entre el gobierno nacional y la empresa 
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del Ferrocarril Central Argentino. Con e*p*eiai condonación en 
costas, por haber mérito para ello. 

Concédese, en relación, el recurso de apelación interpuesta, 
y á sus efectos desglóeense lia piel aa pertinentes i este inci- 
dente, de acuerdo con lo pedido en el « otrosí > del escrito do 
foja 92, para que continúe el trámite de la causa principal. 

Elévense á la Suprema Corte con la nota de estilo, notificán- 
dose á las partes ocurran á oir sentencia ante el superior. Re- 
póngase, 

Daniel Gorjtia. 



VIST* DKL SEfton PHÚCUBADOH GMEiUL 

Buenos A ¡reí. Noviembre 18 de 1898. 

Suprema Corie: 

De las actuaciones administrativas acompañadas, resulta que 
don Federico Gallegos fué denunciante ante el poder nacional 
de las defraudacionesatribuidiis al Ferrocarril Central Argentino. 
El Poded Ejecutivo ha reconocido aquella actitud del señor Ga- 
llegos, y la representación misma del ferrocarril, no ha podido 
desconocerla según la exposición al respecto del escrito de 
foja 92. 

Es exacto que el rol de denunciante no daba personería en el 
juicio seguido por acción fiscal en la época de la resolución de 
la Suprema Corte, citad» en aquel escrito. 

Pero lo es también, que aquella jurisprudencia ha debido 
modificarse con sujeción á las prescripciones posteriores de la 
lev de aduana que han declarado i los empleados dennncí antes 
de contrabandos, defraudaciones ó contravenciones, como parto 
en aquellos juicios, independientemente de la acción fiscal. 
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Estableciéndolo atf el tuto recurrida, pan cuya apreciación 
tratándole de un incidente surgido de constancias fehacientes, 
no creo indisienaable el conocimiento de los autos principales, 
me limito á pedir ¡í V. £. se sirva confirmar por sns fundamen- 
tos, el auto recurrido de foja 111. 

Sabiniano Kier. 



Falto 4* ln lainna €•■*• 

Buenos Airei, Julio 4 de 1899. 

i 

Vistos y considerando : Que por la sentencia de esta Supre- 
ma Corte, corriente á foja trescientas setenta j seis de los autos 
principales se confirmó el auto de foja trecientos setenta y seis 
en cnanto manda el sometimiento á árbitros pan todas las 
cuestiones relacionadas con el contrato de concesión, y ge 
mocó en lo referente á las imputaciones de fraude por opera- 
ciones ajenas á dicho contrato, las que se declararon ser de la 
competencia de la justicia federal. 

Que en el juicio arbitral á que se refiere la primera parte de 
dicha sentencia, solo deben intervenir los qne hayan celebrado 
el contrata mencionado, no pudiendo en consecuencia don Fe- 
derico Gallegos, en su carácter de <i en unciente, tener participa- 
ción en él, por ser una persona extraña á dicho contrato. 

Que de loa términos del poder corriente á foja ochenta y ocho 
de este incidente, resulta que él ha sido conferido para repre- 
sentar á don Federico Gallego* en el juicio # deducirse a.ite el 
juagado federal de Santa Fé sobre mejor derecho á loa contra- 
bandea efectuados por las empresas de ferrocarriles incluso el 
Ferrocarril Central Argentino. 

Que dados los términos eipresos del mandato, él no puede 
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% entenderse otorgado para el presente juicio, cuyo objeto no es 
por ahora, el de declarar el mejor derecho do los denunciantes 
á las defraudaciones imputadas á la empresadel Ferrocarril Cen- 
tral Argentino. 

Que en mérito de la* coisidcrauione* precedentes, no es de 
oportunidad resolrer la cuestión relativa a si don Federico Ga- 
llegos, como ex -empleado de aduana debe ó no intervenir en el 
juicio á que se refiere la segunda parte de la recordada senten- 
cia de esta Suprema Corte. 

Que, además, corresponde previamente esclarecer el carácter 
del denunciante que se atribuye don Federico Gallegos, ó que 
entre los que pretenden dicho carácter se convenga en ana re- 
presentación cu mu o. 

Por estos fundamentos, se reroca el auto apelado de foja no- 
venta y uno. Notifiques* original y repuestos los sellos, de- 
vuélranse» 

benjamín pai. — AUL BA1AN. 
— OCTAVIO EUKGB. — B . 
MABTIflEI. 



«¡AUftA ItVKYlIl 

Clara Fieishmami y Hufdel Feller, por recurso de habeos corpus 

sobre honorarios 

Sumario. — Consentido et auto en que no se condena en cos- 
tas al autor de la detención, no procede la regulación y pago 
de honorarios contra él. 
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Coso. — El doctor Marcelino Torioo interpuso recurso de 
habeos corpus á favor de Clara Fleísfamann y Huldel Feller. 
Declarado aquél proets lente, el doctor Torino presenté su caen- 
ta de honorarios, para que se la abonara el autor de la de- 
tención. 

Valle) M Iwi Federal 

Buenos Aire*. Mnyo 2 de 1899. 
No habiendo condenación en costas, no ha lugar. 

Granel. 

El doctor Torino dedujo reposición y apelación en subsidio, 
invocando el artículo 6M para fundaren derecho. 



* 

t 

Buenos Aire», Xayo 10 de 1899. 

Autos y vistos: Estando consentido el auto de foja 38 que 
no condenaba en costas al autor de la detención de Clara Fleish- 
mann y Huldel Feller, no se buce lugar i la revocatoria solí* 
citada del auto de foja 18 vuelta, y se concede en relación el 
recureo de apelación interpuesto» debiendo elevarse los autos 
á la Suprema Corte en la forma de estilo. Repóngase el papel. 



Gervasio F. Granel 
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Bueno* Aiw», Julio 4 de 1899. 

Tistes y considerando: Que como tu dice el auto apelado, el 
auto de foja veintiséis no oouticae condenación en costas. 

Que el inte retado no ha interpuesto recurso en tiempo, con 
el objeto de solicitar ampliación del fallo de referencia. 

Por esto j por Los fundamentos del auto de foja veintiuna, 
ae conlirma, con costas, el apelado de foja di» y ocho vuelta. 

Devuélvanse, debiendo reponerse los sellos ante el inferior. 

B1NJAMK rAL — OCTAVIO BUnOE. 
11. HAMTNtl* 



« AU»A flXXII 



Iseijuilla y Peí-es contra Pica y García Fernandez, par embargo 
preventivo ; sobre desembargo 

■ ¡ * 

Sumario. — Debe desestimarse la petición de desembargo 
que el tercero funda en la posesión de loa bienes embargados, 
ai ésta no consta de autos. 



Caso. — Lo explica el falto de la Suprema Corte. 
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r»ll« del J«*e» Uinái 

<..■niT.il Acha, Noviembre 7 de ítiua. 

Visto* j considerando: Que la parte del ductor García Fer- 
nandez, solicita se deje si» efecto el embargo preventivo traba- 
do 4 petición de los señores lsequilla y Pere* en bienes denun- 
ciados como pertenecientes u la sociedad Pino y García Fernan- 
dez, en virtud del documento de foja 1 tuno rito por ertaiiiaoril; 
que fundando tal petición en la exclusiva propiedad de lo* 
inmuebles embargados la parte del doctor García Feruandei ha 
debido hacer valer el derecho que alega, en la forma determi- 
nada por la ley respectiva ó sea entablando la correspondiente 
tercería de dominio. 

Que en consecuencia no habiendo la par e del doctor García 
Fernandei, formulado ta acción correspondiente ala pretensión 
en que funda su derecho no puede el juigado hacer lugar A lo 
peticionado por dicha parte por cuanto el procedimiento es da 
orden público. 

Por estas consideraciones resuelvo no hacer lugar al levan- 
tamiento del embargo de la referencia, concediéndose la apela- 
ción en relación al efecto devolutorio. En consecuencia, eléven- 
le 1m copian al superior con noticia a los ingresados, 

S. Retiran. 

Ante mí : 

S« liamaxco. 



f. LE1IX 
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Bueno* Aires, Julio 4 d* 1899. 

Vistos y considerando : Que en el presente caso se ha pedido 
el embargo preventivo sobre bienes qae se dicen forman parte 
del establecimiento «La Chita», cuya venta en remate se anun- 
ció s^gun el comprobante de foja una. 

Que nada hay en autos que revele que los bienes embargados 
estuvieren bajo la inmediata y directa posesión del doctor Gar- 
cía Fernandez. 

Por esto y por sus fundamentos se confirma el auto apelado 
de foja tres, ratificado á foja ocho vuelta, con costas. Repues- 
to los sellos^ devuélTunae, pudiendo notificarse original. 

DEMAHIN PAZ. — ABBL BAXAH. 
— OCTAVIO BDRGF. — B> 
MARTINEZ. 



■VA UN A Íi X .%X 

Criminal contra Francisco Cocoszo, Cayetano l)'Alessio > Enri- 
que Roten (a) Milán, y Juan B. Adamo (a) liatistin, por 
falsificación de monedas de nikel de curso tetjai. 

Sumario.— El artícloeOde la ley nacional penal comprende 
en su sanción el delito de falsificación de monedas de nikel de 
curso legal. 
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Caso. — Resulta del 



Buenos Airea, Octubre 29 de 1898. 

T fistos: Estos autos seguidos contra Francisco Cocozzo, ita- 
liano, de 37 años, casado, fidelero, domiciliado calle Maza 1571; 
centra Juan Bautista Adamo (a) Batistin, italiano, de 50 años, 
casado, jornalero, domiciliado Pavón pasando Rioja, sin recor- 
dar el número, contra Enrique Iiiilerí (a) Julan, italiano, de 31 
años, soltero, mecánico, domiciliado Pavón pasando Rinja, sin 
recordar el número; j contra Cayetano D'Alessio, italiano, de 
37 años, soltero, jornalero, domiciliado en la calle Constitución 
número 2471 > acusados de falsificación de monedas de nikel 
de liis que resulta : 

Que sospechando la Comisaría de investiga» iones que el iu- 
dividno Cayetano D'Alessio se ocupaba en circular ó falsificar 
monedas de nikel. encomendó una prolija investigación al em- 
pleado Rossi, quito pudo constatar que éste no trabajaba y fre- 
cuentaba la casa calle Maza 1571, rujo inquilino tampoco 
salta á la calle desde hacfu macho tiempo, por cuyo motivo 
se solicitaron de este juzgado unas órdenes de allanamiento 
contra la casa antes expresada y para la señalada con el núme- 
ro 1461 en la calle Constitución. Que eipedidas éstas se pro- 
cedió a efectuar un prolijo registro de Éso* domicilios, dando 
por resultado el secuestro de los objetos que se expresan en las 
acias de fojas 5 a 8 y 10, y la detención de las personas que se 
encontraban complicadas en este bí cao. 

Qne llamado á declarar el detenido Cocozzo, quien reconoce 
en los objetos que se le ponen de manifiesto, ser los mismos 
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que se le han secuestrado de au domicilio, ratificándose en el 
contenido del acta labrada con tal motivo y que le fué leída; 
agregando que esos objetos y monedas no le pertenecen; que 
él trabajaba como fidelero en la fábrica de Donato De Lucía, 
la que quebró, siendo preso el eiponente porque se creyó que 
era él dueño de aquélla, siendo puiato en libertad 20 días des- 
pués, por cuyo motivo quedó sin trabajo desde entínces. Que 
dos sujetos le alquilaron una pieza en bu cas* por 10 pesos, y 
que después de ¡ilguaos días se apercibió de que falsificaban 
monedas de nikei y habiéndolo» interrogado al respecto confe- 
saron todo y le ofrecieron una purte do lo que hicieran, loque el 
il. clarante acepten virtud de estar pobre y m> tener trabajo, 
siendo por este motivo que tenía en su habitación loque le han 
secuestrado junto ron tos moldes y demás elementos que se 
mencionan en el acta de foja 5. Que no sabe bien el nombre de 
los eipresado» sujetos, creyendo uno es Enrique y otro Bautis- 
ta, habiendo oído á este último que le decía Milán al primero. 

Que á foja 24 vuelta es II tmado á declarar el detenido BAÍes- 
sio quien dice no tener conocimiento de la falsificación de mo- 
nedas de nikel que se lucía en la caite Maza 1571. Que sólo 
conoce á Francisco Cocozzo. Que las cuatro monedas que se le 
uau siicuestrado proceden de haber cambiado 5 peso* á un 
veadeiur ambulante que se Jas dió de vuelto y el conservaba 
creyendo eran legitimas. 

Que á foja 17 declara Juan Bautista Aldano (a) Batístinque 
de todos los procesados y personas que se le nombran sólo cono- 
ce á Enrique Boleri que es su amigo y compañero de cuarto, 
que cuando fueron detenidos en la cusa calle Mana» entraron 
en ella en busca de trabajo porque estaban sin él ; pues ha- 
cía algunos días lo hizo e «mo changador. 

Que á foja i9 declara Boleri quien dice conocer á todos los 
procesados y personas que se le nombran, en so declaración. 
Que desde hace algunos días iba á la casa calle Haza donde fué 
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detenido, para trabajar en compañía ti** Adamo, los Cocoito y 
D'AlesBio en la falsificación de monedas de oikel de 30 centa- 
vos; agregando que 40 días atrás lo encontró D'Alessio y le 
preguntó ai no sabia quién tuviera billetes fallos, concluyendo 
por decirle que él los tenía para vendtT y le mostró uno de 10 
y otro de 5 pesos, ambos falsos, cuya operación mi aceptó el 
declarante porque era mucho compromiso. 

Que como no tenía el declarante dinero para vivir hizo con 
Adamo algunas monedas imitando las de uikel, una de las cua- 
les enseñó á D'Alessio quien le dijo que él sabia quien compra- 
ría hasta niil nacionales de esas monedas y le propuso que hi- 
cieran algunas : que como le manifestara su carencia de fondos 
y le pidiera un anticipo de 900 pesos, D'Alessio quedó en volver 
al día siguiente con el interesado en las monedas; que tupieron 
nua entrerista en la que fué presentado Francisco Cocouo, 
quien le reiteró Jas mismas pi oposiciones de D'Alessio y como 
le observaran que en la casa en que vivía no podía trabajar, Có- 
cono le manifestó que vivía en una üdelería clausurada por los 
tribunales donde podrían trabajar, pues ni la policía entrarla á 
ella, y en donde le ayudaría, pues dos ó tres años atrás se había 
ocupado en falsificar monedas orientales. Que habiendo acepta- 
do la propuesta de Cócono y D'Alessio, junto con Adamo 4 quien 
asoció al negocio, se fueron i casa del primero. Que éste les in- 
dicó que ocupasen la pieza que tienen actualmente i taqne iban 
de noche. Queta falsificación se ha ejecutado por el declarante 
Adamo, Cócono y el padre de éste , en la que trabajaron cinco 
Aii.% haciendo un total como de mil monedas de las que se hixo 
cargo Francisco Cocoazo. Qae habían convenido qne del produc- 
to de ella harían tres partea, una para Cocoig", otra para el de- 
clarante y la terrera para Adamo. Qae D'Alessio era el encar- 
gado por Cocoito de vender esas monedas, qne se las daban i 
siete centavos cada una, de cuyo producido sólo le ha dado 31 
pesos para el declarante y su compañero Ad ma. Reconoce las 
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monedas y herramientas que se le ponen de manifiesto, siendo 
las últimas de Coeozio. 

Que cerrado el sumario y pasado en vista al señor procura- 
dor fiscal, éste, entablando la acusación correspondiente, ge ex- 
pide á foja 69 y solicita se upliqueá ¡os procesados Cucoizo, Bo- 
leri y Adamo, la pena que como falsificadores les corresponde, 
y que no es otra que ta que fija el artículo 60 de la ley de 44 de 
Setiembre de 1803. 

Que corrido traslado de la acusación que pidt; igual pena pa- 
ra D'Ai-ssio. como circulador, la contesta el defensor de po- 
bres á foja 83 rneítu, por Cocozzn, Boleri y Adamo pidiendo 
sean absueltos di' culpa y cargo, por cuanto no hay ley que cas- 
tigue la falsificación de la moneda de nikel y porque ningún ha- 
bitante puede ser castigado sin juicio prério fundado en ley 
anterior al proceso; y á foja 85 eldefeusur de D'AIesaio solicita 
el sobreseí mii' nto para su defendido pur no haberse justificado 
que haya tenido participación alguna en el hecho que se lé 
imputa. 

Que abierta la causa, á prueba no se produce ninguna, lla- 
mándote autos para sentencia* foja 89. 

Y considerando: Queet delito de falsificar monedas de nikel 
de la nación que se imputa A Jos procesados Cocozto, Adamo y 
Boleri ti' encuentra plenamente justi tiendo por su propia con- 
fesión, por la existencia del cuerpo del delito y por las demás 
constancias de este proceso. 

Que las excusas alegadas por Cocozto en sus declaraciones, 
no sólo no resultan justificadas en esta causa, sinfi que el se- 
cuestro de su poder de las monedas falcas y de lodos los elemen- 
tos que sirvieron para la falsificación, lo indican claramente 
romo uno de los autores principales de ese delito. 

Que la defensa, ante la abrumadora prueba de cargo rendida 
en este proceso, no ha podido menos que consentir estos heehos, 
limitándose á pedir la absolución de sus defendidos fundándose 
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en que el delito que ha dado origen á esta causa, no está pre- 
visto y castigado por in ley. 

Que este tribunal, en idénticos casos, consideré que hechos 
de la naturaleza del presente, caían bajo la disposición del artí- 
culo 00 de la ley de Uüe Setiembre de 1863, cuyas apreciacio- 
nes fueron couürniadas por la Suprema Curte; de manera que si 
antes pudo surgir la duda respecto ¡i la doctrina que expone ia 
defeuaa, hoy no cabe ia menor duda que la disposición citada 
es laque comprende el caso ocurrente. 

Que por loque respecta á D'Alessio la circunstancia de haber- 
se acompañado con los falsiucadores, de haber asistido al lugar 
de la falsificación, de ser acusado psr éstos de tomar uní par- 
ticipación directa en ese delito, y de haber sido condenado por 
los tribunales de Italia como ciTcuiador de moneda falsa, ponen 
en evidencia que ha prestado su concurso a los falsiücndores. 

Que si estas consideraciones dejasen aun alguna duda al res- 
pecto, ella desaparece ante el hecho significativa de haberse en- 
contrado en su poder ouatro monedas de nikel falsas, cuya pro- 
cedencia no ha explicado salislautoriaiueiite, del mismo valor y 
de ¡goal exterioridad á lasque fabricaban Cocomo y sus compa- 
ñeros. 

Que no obstante lo expuesto, no existen antecedentes en este 
proceso que indiquen de una manera evidente que D'Alessio cir- 
culó tas monedas, pero si los hay para convencer que pretendía 
circularlas, posición ta más favorable en que se puede colocar 
al encausado, siguiendo el principio que establece el arlfculo 13 
del Código de Procedimientos en lo Criminal y la jurispruden- 
cia sentada por la Suprema Corte. 

Que dadas estas conclusiones, la participación que lia tomado 
D'Alessio en el deUto, debe ser juxgada con arreglo á las dispo- 
siciones sobre la tentativa, disminuyendo la pena que determina 
el artículo 00 de la ley de 14 de Setiembre de 1863, i*n la tama 
que se indica en el inciso 2 o del artículo i2del Código Penal. 



376 KAlXOS DK LA aUFftSMA COK» 

Por eitoa fundamentos, y de conformidad con lo dictaminado 
por el señor procurador fiscal, definí tivamente juagando, fallo: 
condenando á Francisco Cocozzo, Juan Bautista Adamo (a) 
Batistin y Enrique Boleri (n) Milán, á la pena de tres años de 
trabajos forzado» y multa de 900 pesos fuertes ú cada uno y 
costas del juicio; y á Cayetano DAleasio 4 un año y seis meses 
de trabajos forzados y multa de 150 pesos fuertes y las costas; 
debiendo descontársele á los condenados el tiempo de prisión 
preventiva que llevan sufrida, en la forma que prescribe el ar- 
tículo 93 de la ley de 14 de Setiembre de 1803. Notiflquese con 
el original y en oportunidad hágase saber al director de la Peni- 
tenciaría y al jefe de policía. 

Gervasio l\ Granel. 



VISTA ORI. SEflOH PHOCURADOH GMERAL 

Buenos Aire*, Ahril 28 da 1899, 

Suprema Corte ; 

La prueba uo puede ser mas concluy ente. Francisco Coco/ so 
no es un simple espectador, porque fué en su propia casa, en su 
presencia inismay con su coparticipación en ios beneficios y 
responsabilidades déla empresa, que la falsificación de monedas 
ha sido perpetrada. 

Si duda quedara, la disiparía las cunstancias del acta de foja 
5, de laque resalta que haatu en la misma habitación dormi- 
torio de Cocozzo, se encontró en los muebles, cajones, y hasta 
debajo de la cama y de un zócalo, filamentos, y ••so, moldes, 
fundiciones y paquetes de moneda falsa. 

£1 reconocimiento de su proceder criminal establecido en su 
declaración de foja 11, aleja toda duda al respecto. 
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Bu cuanto á Enrique Boleri y Juan Bautista A Id amo, confie- 
san su culpabilidad, el primero ratificando á foja 40 vuelta su 
declaración iudagatoria de fojas i© á 44, y el «egundo recono- 
ciendo á foja 61 haber tomado parte activa en los trabajos de 
la falsificación. 

D'Alessio niega en sus declaraciones, la participación atri- 
buida; pero esa negativa se desvirtúa con tas declaraciones de 
loaco-procesadus, con bus relaciones couf usadas, y con el hecho 
del secuestro de varias monedas falsificadas de su poder. 

No es admisible la excusa alegada en su expresión de agra- 
vios, de no habérsele permitido probar los hechos do descaTg", 
pues consta á foja 84, que la causa fué recibida á prueba, y a 
foja 89, que ninguna se produjo por las partes. 

No e» dudosa la explícabilidad en el caso del artículo 60 de 
la ley sobre crímenes contra la nación. La expresión de texto y 
la interpretación dada eu los fallos de V. K., constituyen una 
jurisprudencia que no ba debido ser desconocida por los defen- 
sores. 

Con sujeción al teito de aquella ley. encuentro justa la apli- 
cación de la pena impuesta á los autores principales del delito, 
asi como U disminución de esa pea» en cuanto al cómplice 
DAtessio, y pido á V. se sirva confirmar, por sus funda- 
mento*, la sentencia recurrida de foja 89 vuelta. 

Sab imano Kier* 

■ 

Buenos Aires, Julio 4 de 1899. 

Viste- y considerando : Que el hecho déla falsificación de 
monedas de nikel á que esta causa se refiere, está sólidamente 
probado. 
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Que lo está igualmente la participación que en ese becbo 
atribuye á los procesados la sentenoia apelada, loque resulta 
basta de la confesión de Cócono, Adamo y Boleri, en lo que á 
ellos respecta, y se demuestra en cuanto á D'Alessio por la cir- 
cunstancia de haberse encontrado en su poder varias de las mo- 
nedas falsificadas y por las demás constancias del expediente 
concurrentes al mismo fin. 

Que el delilo de faUilicacion de moneda mi- tú I tea, do especie 
(jue tenga curso legal en la unción está previsto y penado por el 
artículo sesenta de la ley jieoul de catorce de Setiembre de mil 
ochocientos sesenta y tres. 

Que la falsificücion que ha motivado la presente causa, estsi 
comprendida en la til ti ma parte del citado artículo, por cuanto 
aun cuando el artículo primero de la ley número tres mil trescien- 
tos veintiuno, llama monedas de bronce de nikel, lus legítimas, 
n que esta falsificación se refiere, contienen setenta y cincopsr- 
tes de cobre y -¡ólo veinte de nikel según lo establece el mismo 
artículo. 

Por esto de acuerdo ooli lo expuesto y pedido por el señor 
PriK urador general y concordantes de la sentencia apelada de 
foja ochenta y nueve vuelta, se confirma éstu, con costa*. Noti- 
fiquen con el origina) j devuélvanse. 



BENJAMIN Vát. — OCTAVIO BUN- 
GS. — H. MARTINEZ. 



DE JUSTICIA NACIONAL 379 



CALí HA « t XXVI 



Don Juan M. Obarrio sobre exención del servicio militar 

Sumaria. — Para la exención del servicio militar ios prac- 
ticante* en los consultorios de la Asistencia Pública deben con- 
aiderarse equiparado-; ¡i los practicantes de hospitales. 



Caso. — Resulta de !as aiiíiiii-ntes piezas \ 



VISTA DtL StfloR PftOCUHADOK FISCAL 

* 

Hílenos Air» 1 *, Muyo 19 de 1899. 

Señor Juez : 

Teniendo en cuenta que 'el artículo 26 de la ley número 3318 
soto exceptúa del servicio militar á los médico* y practicantes 
al servicio de los hospitales; teniendo presente que en el caso 
del recurrente no existe la circunstancia de ser practicante 
al servicio de lúa hospitales, sino de un consultorio dependiente 
de lt Asistencia Pública, lo que no es lo mismo ; y aplicando 
la lev en la manera restrictiva que impone su carácter de excep- 
ción á la obligación coman que eipresa él artículo 96 citado, 
considero que V. S. debe conlirmar la resolución de la Junta 
que deniega la resolución solicitada. 

J. fíotet. 
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Uuiídoü Aires, Hayo 19 de 1899. 

Auto* y vistos ; considerando : Que el artículo 96 de la ley 
número 381 8, exceptúa del servicio activo de las armas entre 
otros, á los practicantes al servicio de hospitales, siendo en 
vista de esta disposición legal que la Junta de Excepciones 
negó el pedido de excepción hecha p»r don Juan M . Obarrio, 
que alegaba prestar servicios de practicante en el consultorio 
del doctor Viera, adsuripto éste á la Asistencia Publica. 

Que si bieu U ley recordada, por ratón de su índole y na- 
turaleza, debe ser interpretada taxativamente, también no es 
menos cierto, que en su aplicación, los jueces no pueden en 
justicia, prescindir de su objetivo fundamental, de su verda- 
dera razón filosófica, siempre que quien reclame sus beneficios, 
pueda encontrarse involucrado en su texto mismo ♦ 

Que lo infórmalo por la Asistencia Pública, resulta con 
Ma evidencia, que los practicantes de esa repartición como 
también los que prestan servicios en el Consultorio del doctor 
Tiara, y otras especialistas, son los encargados de practicar 
curaciones á todos los enfermos que concurren a ella, tanto más 
cuanto que la Asistencia Pública tiene servicio médico perma- 
nente de dia y de nuche. 

Que, por consecuencia, de lo que precede resulta como nna 
deducción lógica, que hay ratón bastante para hacer extensivo 
el beneficio del artículo 96 de la ley recordada, al postulante, 
desde que por motivo de las funciones que desempeña en el 
consultorio del doctor Viera, y cuyas funciones son indispensa- 
bles, según inanif edición de este facultativo, foja 6 vuelta, se 
baila encuadrado en esa disposición legal, por prestar análogos 



IIB JI!»TICIA NAMOtlAL 381 

servicies á I* de loa practicantes hospitales, como lo reco- 
noce y afirma U única autoridad técnica y competente en ma- 
teria de salubridad pública, y desde luego, es de aplicación el 
principio de buena y recta interpretación, que cuando concurre 
la misma razón debe concurrir también la misma disposición 
del derecho : ubi eadem estratio eadem entjuris dispo$itio. 

Q je eata interpretación racional del texto de la ley tiene 
apoyo en los ac:os mismos del Peder Ejecutivo nacional, que en 
caso análogo al xub-judice, acordó administrativamente la 
excepción de que instruye la papeleta acompañada. 

Por estos fundamentos, concordantes del escrito de foja 4, 
y no «instante la opinión contraria del señor procurador fiscal 
fallo : Revocando la resolución de la Junta de excepciones de 
foja 8, y acordando en su virtud la excepción del servicio soli- 
citada por el ciudadano don .Tuan It. Obarrio, por encontrarse 
comprendido en el artículo 26de la ley número 3318. 

Ejecutoriada que sea esta resolución, líbrense las órdenes 
del caso para su cumplimiento, y fecho, archívese la causa. 

Agustín Urdinarram, 



VISTA DEL SESO» PROCURADOR GENERAL 

i 

Buenos Aires, Mayo 19 Je 1899. 

Suprema Corte : 

El certílioado de foja 7 vuelta, reconoce y declara qne don 
Juan H. Obarrio es practicante en uno de los consultorios de 
la Asistencia Pública, y que sus servicios son indispensables, 
por ser el único practicante, 

VA informe de foja 18, de la Dirección general de la Asisten- 
cia Pública, d. niara que los practicantes de esa repartición ton 
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los encargados do practicar curaciones ti todos los enfermos* que 
concurre» á ella, estando por la naturalesa de sus fu neto tus, 
equiparados á los practicantes de hospital, tanto más cuanto 
que la Asistencia Pública tiene servicio médico permanente de 
día y de noche* 

Ante «tos informes no es dudosa la situación del practicante 
señor Obarrío. Es único y por ello indispensable en una repar- 
tición de la Asistencia Pública, que tiene el rol de un verda- 
dero hospital, en el sentido de atender a todos los eufermo¿ j 
heridos que requieren su servi' io, lo mismo de día que de no- 
che. Está por lo tanto comprendido en la excepción del servi- 
cio uctiro prescripta en el artículo 36 de la ley número 3318 en 
furor de los practicantes si servicio del hospital. Pido A V. £. 
se sirva asi declararlo, continuando la resolución de foja 14. 

SabimaiiQ Kier. 



Falla 4c la Iwprana Cart* 

Buenos Aires, Julio 1 de 1899. 

Vistos y considerando : Que en mérito del íuformede foja 13, 
no puede haber duda que el interesado est£ comprendido en la 
eioepcíon del servicio militar activo que el artículo veintiséis 
de la ley número tres mil trescientos diez y ocho acuerda áios 
practicantes de hospitales. 

Por esto, de acuerdo con lo eipuest'i y pedido por el señor 
Procurador general y fundamentos concordantes de la senten- 
cia apelada de foja 14, se confirma ésta. Notifíqueso con el ori- 
gino! y devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAR. — 
OCTAVIO BGHCE. — B. MARTINEZ. 
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FA procurador tkrn Mariana Vareta Miañes interponiemlo re - 
curso de hecho contra un auto de la Cámara de Apela- 
ciones en lo Criminal de la Capital, sobre falta de derecho 
para informar in mee. 

Sumario. — La interpretación y aplicación de las tejes de 
Procedimientos por los tribunales ordinarios, negando i nn 
procurador el derecho para informar in voce, no da lugar al re- 
curso dtil artículo 14 de la ley sobre jurisdicción y computen- 
cía de los tribunales federales. 



Caso. — El procurador Mariano Várela Bl unco se presentó 
ante la Suprema Corte interponiendo recurso de iaconstitucio- 
nalídad de un auto de la Cámara it Apelaciones en lo Criminal 
que le negaba el derecho de informar ni uoce ante ella. 



r*it* 4* l» iHprMHi €•*«* 

Buenos Aires, Julio de 188». 

Vistos en el acuerdo y considerando : Que según resulta del 
precedente escrito el auto recurrido ae limita ú interpretar y 
aplicar las leyes de procedimientos de la Capital, interpreta- 



384 FALLO» BE LA SUMENA CORTft 

«ion y aplicación qne no puede fundar el recurso autorizado por 
el articulo catorce de U ley de jurisdicción y competencia se- 
gún lo tiene establecido en repetidos casos esta Suprema Corte, 
y en especial, en el recurso deducido por don Juan Coronado y 
resuelto en doce de Mar/o de mil ochocientos nuTenra y *»clio. 

Que la circunstancia de invocarse disposiciones constitucio- 
nales que se dicen rioladas cuando no se trAtu, como sucede en 
el caso, sin<> de las leyes orgánicas di- tadas por el congreso en 
ejercicio de la» facultades que la misma constitución le da, no 
puede ¡uiidar la procedencia del recurso que ae basaría sólo en 
la confusión de la libertad de la defensa con la representación 
f jereída por las personas que obran á nombre de otro. . 

Por esto no lia lugar al recurso interpuesto. Repuesto los 
sellos u rehírese. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO Bl)BT,e. — JUAN E. 
IOBHENT — I!. MARTINEZ. 



€M1J*.% «4***111 



Doña liosa Castro de Áifaro contra don Juan ii. Lacatliva, 
por desalojo y justificación det fuero federal; sobre apela- 
ción denegada. 

Sumario. — No es apelable el auto que da por acreditado el 
fuero federal. 
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Cato. — El juicio que por desalojo inició «ion* Ros* Caairo 
de Al faro, contra, don Juan B. Laoattiva, éste al ser notificado 
del auto en que se te citaba á comparendo verbal dedujo en for- 
ma de artículo prerío nulidad de la información sumaria, pro- 
ducida para acreditar el fuero. 

El Jusgado, prévio los trámites do «ütilo, no hizo lugar á la 
nulidad solicitada oouoostas. De este auto, Lacattira interpuso 
el recurso de apelación, el que le fué negado p>»r el inferior, 
ocurriendo de hecho ante la Corte. 



■MI* 4* I» thaprvmM Corte 

■ 

Bueno» Aires, Julio U de 1899. 

Vistos en el acuerdo 7 considerando: Que según resulta de las 
precedentes actuaciones, el juei inferior ha observado en el 
procedimiento lo dispuesto en el artículo dos de la ley de la 
materia. 

Que la providencia que da por acreditado el fuero en virtud 
del citado articulo dos, no tiene el « arácter de definitiva, po- 
diendo destruirse el mérito de esa información, mediante el uso 
de los remedios legales en la forma j estación oportuna del 
juicio. 

Que, en consecuencia, la providencia de que se rei-urre no es 
por su naturales» apelable con arreglo al artículo doscientos 
se» de la 'ey de procedimientos* 

For esto se declara bien denegado el recurso. Repuesto los 
sellos, remítanse al jnes de la causa para su agregación á loe 
autos principales. 

fttKJaMfi raí. — arel ■alan. — 

OCTAVIO MUGI. — JUAN I. 

TonnenT. — h. mammu. 
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Don Isidro (Juiroga contra ta sociedad anónima • Argentine 
Interprovi acial ítaitway Compantf Limited*, por cobro de 
pesos ; sobre competencia. 

Sumario. — Las sociedades anón í mis constituidas en «I ex- 
tranjero, y reconocidas en el carácter de persona jurídica por 
el Poder Ejecutivo, son consideradas, ti los efectos del fnero fe- 
denit, de nacionalidad argentina. 



C as0i _ üon Isidro Qnirog* entabló demanda contra ta so- 
ciedad «Argentino Interprorincíal Kaílway Company Limi- 
ted a, y para acreditar el fuero dijo que él es argentino y dicha 
sociedad extranjera, lo que declararon dos testigos. 

£1 juei admitió la competencia, y el juieio se siguió en re- 
beldía por no haber comparecido la sociedad demandada. 

Estando la cansa en estado de alegar, el doctor Federico Pi- 
nedo con poder de la suciedad demandada, se presentó pidiendo 
ser tenido por parte. Habiéndose accedido á este pedido, el 
doctor Pinedo, al contestar un traslado conferido de un* solici- 
tud del actnr, eipresú qne éste temía qne hiciera presente al 
juigado qué había sido sorprendido con la declaración de los 
testigos que declararon extranjera a la compañía, cuando las 
sociedades anónimas no tienen otia nacionalidad que la del país 
qne aprueba sus estatutos. 
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Fall* ¿el rwtoral 

Buenos Airea, Febrero tí de 1899. 

Y vistos : considerando : Que según ta jurisprudencia esta- 
blecida por U Corte Suprema, los tribunales federales, deben 
declarar su incompetencia tan luego como ella aparezca en 
autos. 

Que en el caso sub-jutiice, con sujeción á lo proscripto por el 
artículo 9 de la ley de jurisdicción y competencia de los tribu- 
nales feder.ilesde 14 de Setiembre de 1863, e*te juigado es 
incompetente para eunoccr de mv- asunto, por cnanto la so- 
ciedad demandada, con sujeción al articulo 9 citido, debe con- 
siderarse como ciudadano argentino, a los efectos del fuero; y 
siendo argentino el demandante, no surte fuero federal. 

Por tanto, | de acuerdo con lo expj eBtoy pedirlo por el pro- 
curador fiscal, se declira este juigado incompetente para seguir 
conociendo en este asunto. 

P. Olaechea y Aborta* 



VISTA UKL StüOH PHOCÜKADOH GKNftftAL 

Buenos Aires» Marzo 18 de 1899. 

Suprema Corte: 

Se refiere el caso sub-jutlice á una concesión de ferrocarril, 
obtenida por el señor Isidro Quiroga, y transferida por cesión 
á diversas personas rusta caer en poder de la Sociedad anónima 
Inter provincial de Ferrocarriles. 

No tratándose de derechos que afecten directamente un ferro- 
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carril Dación»! 6 interproTincial, por cnanto aquél no se ha rea- 
litado, las relacionas jurídicas de la sociedsd eesionaria, no 
están regidas por la ley de ferrocarriles nacionales, y no pue- 
den caer por ello ratione materia, najo la jurisdicción federal. 

En cnanto al fuero personal de tos litigantes, la resolución 
recurrida de f«ja&7, lia declarado que el federal no les ampara, 
por cuanto el de man i unte es argentino v la sociedad anónima 
demandada tiene el mismo carácter, con sujeción A lo dispuesto en 
el articulo 9" de la ley sobre jurisdicción y competencia nacional. 

Toduría podrí i agregarse que la sociedad demandada es 
cisionaría fie los derechos del contrato de ferrot-arril a Iquirido 
originariamente por un ciudadano argentino, y que, en este 
cuso, tampocii procedería el fuero federal, con suj- cinii i lo dis- 
puesto en el artículo 8 o de la tpy citada. 

Por t ilo pienso, que procede legalmente la confirmación de) 
auto recurrido <lt- foj i 57 que solicito de V. E. 

Sabiniww Kier. 

MI» d* l* tRfrem Cera» 

Dueños Aires, Julio üe 189u. 

Vistos y considerando: Qub por decreto de fecha reintisiete 
de Setiembre de mil ochncientos noten**, el Poder Ejecutivo 
reconoció, en el carácter de persona jurídica á la sociedad anó- 
nima « Argenttne Interprof incial Railway Company Limited », 
constituida en Londres, con objeto de adquirir, construir y ex- 
plotar líneas de ferrocarriles en esta República, emprender ne- 
gocios de minus t obras públicas, etcétera; siendo entendido que 
el gobierno se reserra el derecho de nombrar un inspector para 
el eximen délos libros y documentos pertenecientes á ta socie- 
dad, que se considera domiciliada en la República, para el ejer- 
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cicio y cumplimiento de las derechos y obligaciones que en ella 
hayan de cumplirse y ejercitarse, quedando sujeta en su fun- 
lionaimento á las disposiciones y reglas que establece el Códi- 
go de Comercio vigente (Registro Nacional , mil ochocientos 
noventa, tomo segundu, página doscientos noventa y tres). 

Que en consecuencia, la mencionada sociedad, debe conside- 
rarse comprendida en la disposición del artículo noveno de la 
ley >ie jurisdicción y competencia de catorce de Setiembre de 
mil ochocientos sesenta y tres y, por tanto, con el carácter de 
ciudadano argentino á los efectos del fuer'*. 

Que siendo también argentino el demandante, la competencia 
de la justicia federal no procede en el caso por razón de la di- 
versa nacionalidad de las partes. 

Que en la hipótesis deque el demandante gestionase en estos 
autos, derechos adquiridos por cesión, tampoco surtirla el fuero 
federal, puesto que con arreglo al artículo octavo úv la citada 
ley de jurisdicción y a la jurisprudencia constante establecida 
en su mérito, es necesaria, en tal caso, que tanto el cadente 
como el cesionario puedan ocurrir á la justicia federal, lo que 
no sucede en el presente. 

Que lo venido en apelación ante esta Suprema Corte es sólo 
el punto relativo á la competencia por raionde la distinta na- 
cionalidad de las partes» debiendo a ese punto concretarse la 
resolución del tribunal. 

Por eitos fundamentos, teniendo además presente lo dispues- 
to en e| artículo doscientos ochenta y seis del Código de Co- 
mercio y concordantes de la vista del señor Procurador general 
y del auto apelado de foja cincuenta y cinco, se confirma éste, 
con costas. Xotifíquese con el original y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

BENJAMIN M. — AHL KAZAN. 

— OCTAVIO BVNCE. — JUAN E. 
TllftRENT. — H. HABTINU. 
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í)oíi Guillermo Printzenskotd contra don Ignacio Comas, por 
entrega de mercaderías y cobro de pesos; sobre competencia. 

Sumario. — Los asuntos referentes ú los depósitos particu- 
lares quf han sido equiparados i los de las aduanas de la Re* 
pública corresponden ni fuero federal. 

Caso. — Resulta de las siguii-utes piezas : 



MI* atol Jim» r«sml 

Rosario, Abril ti de 1893. 

Y vistos el llamamiento de foja... y considerando: 1° Que la 
presente causa fué llevada oportunamente ante la administra- 
ción de aduanas de este puerto la que pronunció la resolución 
6 na) de fojas 2 vuelta y 8, dándose cumplimiento asi por parte 
de don Quiltermu Printzenskotd a lo dispuesto en las Ordenanzas 
de aduana. 

£° Que después de esta sentencia administrativa en que Be 
condenaba al señor Comas al pago de los artículos eitraviados 
en los depósitos aduaneros de su propiedad y i mérito de haber 
abonado el señor Comas el valor de esas mercaderías es que re- 
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cíen ie trajo por el acreedor esta cuestión al tribunal á objeto 
principalmente de hacer efectivo el cobro ordenado por la sen- 
tencia administrativa, tiendo en tal concepto fiable y procedente 
este litigio ante esta jurisdicción, la que £ snvei por la sen- 
tencia de foja $0 ordenó se hiciese por el señor Comas el pago 
referido dentro de los diei riias posteriores i la ejecutoria de 
dicho f¡> lio. 

A° Que de dicha sentencia fué notiiieado el señor Comas 
como consta a foja 32 vuelta aceptando la resolución menciona- 
da y pasando así la misma fl la estabilidad de la cosa juigada y 
consentida. 

4° Que ante tales antecedentes y ante el que arroja la causa 
délos señores Mtizioé hijos peffect%m»nt? análoga ¡i la pre- 
sente y la que fallada en igual sentido á la actual fué en apela- 
ción i la Suprema Corte, siendo confirmada Btn observación al- 
guna respecto á la competencia que toa tribunales nacionales 
tienen en esta date de cuestiones ; se impone la consecuencia de 
ser este tribunal competente para entender en el presente liti- 
gio en la forma que lo ha hecho. 

Por tanto: No se hace lugar á la excepción interpuesta y se 
concede la apelación subsidiaria deducida, debiéndose elevar los 
autos á la Suprema Corte con la nota de estilo 

Notifíquese con el original y repóngase los sellos. 

G. Escalera y Zuviria. 



VISTA DEL SESO* PROCURADO* GENERAL 

Buenos Aires, Julio 3 de 1896. 

Suprema Corte : 

El señor Printienskold ocurrió ¿la administración de aduana 
del Rosario provocando el juicio administrativo que enrrespon- 
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día según los artículos 288, 980 j 490 do las Ordena utas sobre 
devolución ó el pago de mercaderías desaparecidas de los depó- 
sitos del señor Comas. La administración resolvió favorable- 
mente el reclamo de foja 3» 

No habiéndose ejecutado cía resolución el reclamante ocurrió 
entablando demanda ante el jues federal de) Rosario. El de- 
mandudo no descunoció la jurisdicción ni el derecho al reclamo, 
opuso excepciones de hecho que no siendo probadas en oportu- 
nidad legal fueron desechadus pOT la sentencia de foja 97. Esta 
quedó consentida j ejecutoriada. 

Es, después de esos hechos que se dedujo la eicepcion de in- 
competencia desechad* por la resol ncion de foja 49 y motivo 
del recurso traído ante V. E. 

Estando equiparados los depósitos del señor Comas á loa iisca- 
les de la misma aduana no «e ha negado la responsabilidad á 
las prescripcíonescitarias de las Ordenanzas de aduana. 

Deducida la acción para el ampliamiento de esas responsabi- 
lidades y declaradas en el juicio administrativo, la jurisdicción 
del jues federal resulta de los justos considerandos de la reso- 
lución recurrida, de las disposiciones de las mismas Ordenantes 
de aduana en lo relativo i la apelación de las resoluciones de sus 
administradores y de lo prescripto en el articulo S° de la ley de 
competencia de la justicia nacional. 

Si á ello se agrega que la excepción de incompetencia se de- 
duce después de haberse aceptado la jurisdicción y de seguir 
y concluir el juicio por sentencia pasadL en autoridad de cosa 
juzgada la conclusión que se impone a mi j vicio es la confirma- 
ción del auto recurrido que solicito de V . E. 



Sabimano Kier. 



OE JUSTICIA 5ACI0HAL 



Buenos Aire», Julio 6 de 18041. 

Vistos j constando: Que el «cúrrente aceptó ta jurisdic- 
cion de la justicia federal para entender en estos autos habiendo 
seguido ante ella el juicio que terminé por la resolución de foja 
«intinuefe, sentencia que fué consentida y pasó en autoridadde 

cosa juzgada. v 

Que losasuntoa referentes á las aduanas de la República asi 
como los deposito* particulares qne han sido equiparados á los 
de aquellas corresponden al fuero federal por raion á* la ma- 
teria. 

Que ta «capción de incompetencia del jue* federal ha sido de- 
ducida silo después de terminado el juicio en que la parte de 
Oomns ioterrino y consintió el fallo» 

Por esto* fundamentos: y de acuerdo enn lo pedido por el 
señor procurador general se confirma non coatas al auto apelado 
de foja cuarenta y nue r e . 

Repuestos los sellos» detuélTuuso pudíendo notificarse con el 

ftlfUAMtft PAL— 4HL BASA». 
— OCTAVIO BUHO».— n*ñ 

í, ToaawT, — h. fcuh- 
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Don Luis Martínez Parque contra la Provincia (le Sania Fé,por 
cobro ejecutivo de pesos; sobre inhabilidad y falsedad de 
titulo. 

I 

Sumario. — No procede la excepción de inhabilidad contra la 
ejecución fío documentos equiparados n las letras ríe cambio; y 
debe d.-seuharse la de falsedad, si de la exposición det ejecutn- 
do resulta que no se trata de documentos falsos. 



Caso. — Don Luis Martínez Furque demandó á U Provincia 
de Santa Fé por cobro ejecutivo de pesos procedentes de nueve 
letras á la orden de qu. era tenedor en virtud de endosos en 
blanco contenidas en las mismas. Dichas letras se hallan sus* 
cripta* por el gobernador, ministro de hacienda y contador ge- 
neral de la provincia, con eipresion del importe indicado en 
pesos moneda nacional. El representante ríe la Provincia ana 
reí citado de remate, opuso la eicepcion de inhabilidad de 
título; falsedad. 



Buenos Aire*. Julio 6 de 1899, 

Vistos y considerando: Que los documentos de fojas una i 
nneve, que figuran entre los instrumentos públicos, qne oom- 
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prueba la obligación deparar sumas de dinero, de plazo ven- 
cido, han podido fundar y han fundado la acción efectira dedu- 
cida contra la provincia de Santa Vé en esta causa, de acuerda 
con lo i ispuesto en los artículos doscientos cuarenta 7 ocho y 
doscientos cuarenta 7 nueve de la ley de procedimientos. 

Que el ejecutado opon* contra la ejecución las excepciones de 
falsedad é inhabilidad de título, fundado en <\\\? lis letras en 
que te basa la acción provienen de indt'inniiacion de tierras, 
qur según la ley provincial de Octubre de mil ochocientos 
ochenta y nueve debían pagarse en fondos públicos del cinco 
por ciento de interés y uno por ciento de amo rtisacion acumula- 
tiva y no en dinero efectivo como lo establecen dichas letras. . 

Que la exposición y fundamento mencionados demuestran que 
las letras fueron realmente firmadas con el propósito de que 
fueran satisfechas en las condiciones ordinarias de las deudas por 
sumas de dinero, lo que vale para desautoritar la afirmación 
de tratarse de 1111 documento falso. 

Que Jos documentos mencionados están regidos por las re- 
glas relativas ¡i las letras de cambio, en cuyo caso contra su 
ejecución no son admisibles sínó las excepciones estableadas por 
el art ículo setenta y seis del Código de Comercio, de tal suerte 
que cualquier otra, sea de la naturales* qtie fuese, no puede 
obstar al progreso del juicio. 

Por estos fundamentos no se hace lugar á las excepciones 
opuestas en el escrito de foja setenta y uno, y se manda llevar 
adelante la ejecución basta hacerse pago al acreedor del capital 
intereses y costas. Notifíquese con el original y repónganse 
los sellos. 

BENJAMIN MI. — ABKL BASAN . 
— OCTAVIO BUHCB . — JOAN 
E.TOaaMT.— B. HARflMU. 
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¿ion .4/<<yc/ Sola contra don francisco Pinto, por cobro de pesos 
sobre devolución de un depósito hecho en el Itonco Nacional 

Sumario. — £1 Banco Nacional no esti obligado a def olfer 
el depósito fie diñen» qu«> hay.i hecho en so nombre personal nn 
cliente sujo que le deudor por mayar cantidad. 



Caso, — Resulta del 



SalU, Noviembre 17 de l&H. 

Vistos ; En este incidente sobre entrega de mi depósito por 
el Banco Nacional. 

El iS de Febrero de 1891, el murtillero público don Alejan- 
dro 3. M'ñanu, depositó en dicho Banco liajo su nombre pavti- 
cular 1 1 cantidad de 701 pesos con cincaentn centavos moneda 
nacional producido líquido del remate d« 125 cabezas de ganado 
vacuno <]<ie se ie ordenó u-iider en pública subasta, á mérito de 
ejecución seguida por don Ang*l Francisco Pinto, según Loex* 
presa el mismo martiliero en su escrito de Toja 42, refiriéndose 
ó la planilla de gastos de foja 41 , adjuntando en la misma fe- 
cha, debidamente endosado i la órden de este jmgado et recibo 
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del depósito que dice deberá n¿t pagado á la vista y á tío urden. 

Como la Suprema Corte declarase por sentencia que el depo- 
ritario dq estaba obligado á entregar loa semovientes vendidos, 
los compradores H« estos, señor Deltin Leguiiamon y doña Flo- 
rentina C, de Gamberabi, sucesor* de dun Nicanor Reynoso, res- 
cindieron de la compra, y pidieran se le» devolviese el precio, 
del gañ ido d f positudo en el Banco Nacional. 

Librada la correspondiente órden, el gerente d- esta sucur- 
sal contestó que el referido depósito, fué hecho ea cuenta co- 
rriente y á nombre particular de don Aiejaudro Mí nano, y que 
síendu éste deudor moroso por mayor cantidad en cumplimiento 
de una disposición del directorio, detenía aquella cantidad. 

Y considerando : Que loa depósitos hechos en bañóos públicos, 
en cuanto no esté especialmente determinado por las leyes, es- 
tatutos ó reglamentos de so institución, están regidos por las 
disposiciones de los títulos del depósito y del mandato y de las 
comisiones y consignaciones del .Código de Comercio (artículo! 
574 y 579 del citado código). 

Que lo informado por el señor gerente está contradicho en el 
recibo del expresado depósito expedido por esta misma sucursal, 
en el cual consta queel Banco reeibióaqueila cantidad para de- 
volverla á la vista del título y i la orden del señor Mi ñaño y oo 
para acreditarla en ninguna cuenta de éste ; en coosecuaocia 
no podía destinarse la cantidad depositada á otro objeto, sin 
autorización expresa del depositante, so pena de incurrir el de- 
positario en las responsabilidades determinadas en el artículo 
108 del mismo código, que expresamente le prohibe, como al 
comisionista, aplicar á otro deslio u los fondos depositados en 
su poder. De donde se sigue que el Banco Nacional en liquida- 
ción estaba obligado á mantener dichos fondos á la órden del 
señor Mi ñaño, hasta que se le presentara el recibo por su devo- 
tncion. 

Que esta obligación entinada de las citadas disposiciones. 
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no está ni ha pu lido ser modificada por 1*8 leyes, estatutos ú 
resoluciones especule;* ( te rigen lo- depósitos en el establee i- 
miento del Banco, porque un privilegio semejante, comprome- 
tiendo derechos de terceros, Afectarla al orden público j que- 
brantarla las garantías indispensables á la seguridad de las 
transacciones mercantiles. 

Por estas razone-, y no habiendo probado que el señor Mí- 
nimo hubiese girado cheque alguno sobre el referido depósito, 
fallo mandando que el Banco Nacional en liquidación entregue 
en el acto la suma expresada en el citado recibo de foja 40, con 
unís los gastus judiciales bajo apercibimiento de las responsa- 
bilidades determinadas en el artículo Í69 del redigo citado. 
Repónganse y notifíquese original. 

Daniel Zambrtuto. 



WmUm úm l» ■«pftma V*r*> 

Bueno» Aire*, Julio (i dn 189». 

Vistor y considerando: Primero: Que según i o expresado en 
la letrado foja cuarenta, el depósito reclamado se hizo & nom- 
bre particular de Miñano. 

Seyundo: Que no aparece de autos que se hubiese dispuesto 
pur el juzgado que la cantidad depositada fuese maten ida i su 
orden ó á los efectos del juicio ejecutivo seguido por don Angel 
S'tiá ooiura don Fraiiois^o Pinto, eu el caso de que ella hubiere 
provenido en realidad de la venta de los animales embargados, 
lucunl sálu resulta de la manifestación hecha por el martiliero 
Miñano ante el jugado. 

Tercero ; Que atenta la forma en que se hizo el depósito, el 
Banco ha pulido disponer de él, según lo informa á foja ciento 
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treinta y cinco vuelta, de acuerdo con to establecido por ej 
artículo quinientos setenta y nueve del Código de Comercio, 
desde que podía considerarlo como perteneciente á su deudor, y 
aplicarlo á las obligaciones contraidas por éste, en la forma en 
que se había Hecho el depósito. 

Por estos fundamento*, we revocan los autos de fojas ciento 
treinta y cuatro y ciento treinta y ocho ; declarándose que e) 
Banco Nacional, uo estáobligado á pagar la cantidad depositada 
por don Alejandro S. Mi ñauo. Notifiques*.- original y devuél- 
vase. 

A UBI* BAIAN. — OCTAVIO BLMGE. 
— ' JUAM i. TORKENT. . 



El procurador don Mariano Várela Manco interponiendo recurso 
de hecho contra un auto de la Cámara de apelaciones en lo 
civil ; sobre devolución de un escrito de demanda sin firma 
de letrado. 

Sumario,— La. interpretación y aplicación de las teyea de pro- 
cedimientos por loa tribunalea ordinarios mandando devolver 
un escrito de demanda presentido por procurador sin firma de 
letrado, no da lugar al recurso del artículo 14 de la ley sobre 
jurisdicción de los tribunales nacionales. 
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Caso. — El procurador Mariano Várela Blanco se presenta ante 
la Suprema Corte deduciendo el recurao que automa el artí- 
ol o tí de la ley de jurisdicuiun de un auto de la cámara de 
apelaciones en lo citil que confirmaba otru del juez de primera 
instancia en que mandaba devolver un escrito de demanda por 
no contener firma de letrado. 



VISTA DEL SBÜOB PROCUBADOK CCNtlUL 

Guanos Aires, Noviembre 20 de 

Suprema Corte: 

l>e las referencias del escrito precedente no resultaque se 
haya interpuesto ante la Enna. Cámara *l recurso de apela- 
ción que es préfia a la queja de incoiistitucionalídad. 

Esa omisión bastaría para desechar e1 traído directamente 
ante V. E. 

Pero si resultase que el recurso fué interpuesto en forma y de- 
negado por la Exma, Cámara, los fundamentos inTocados en 
dictamen de esta misma fecha en la qnejA idéntica á la actual, 
elegida por el procurador Coronado, autoriían la declaración que 
solicito de V. E. de ser improcedente e! recurso instaurado por 
el apoderado de don Ram->n Salgado. 

Sabiniano Kier. 



Buenos Aires» Julio ti de 1699. 

Vistos: en el acuerdo y considerando: Que según resulta de 
las presentes actuaciones el auto recurrido se limita A interpre- 
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tar y aplicar las leyes de procedimiento* de la Capital, inter- 
pretación j aplicación que tío puede fundar el recurso autorizado 
peí el articulo catorce de ta ley de jurisdicción y competencia, 
según lo tiene establecido en repetido* t ases esta Suprema 
Corte y en especial en el recurso deducid o por d<w Juan Coronado 
resuelto en doce de Marzo de mil orhucientos noventa y ocho. 

Que la r cunstancia de invocarse disposiciones constitucio- 
nales qut! se dicen violadas cuando nosc trata como sucede en 
el caso sino de las leyes orgánicas dictadas por el congreso en 
ejercicio de laa facultades que la misma Constitución Je da, no 
puede fundar ta proceden* ¡a del recurso que se basaría sólo en 
la confusión que el recurrente hace de la libertad de !a defensa 
con la representación ejercida por las personas que obran á 
nombre de otro, 

l J or esto, y de conformidad con lo expuesto por el señor Pro- 
curador general, se declara bien denegadoet reeurso.ltepúuganse 
los sellos. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZA». 
— OCTAVIO WJM'.K — JUAN K. 

iohkkst. — ii. Minmez. 



CAIMA 4 « A AAIA 

tion Guillermo Printzenskold contra don Ignacio Comas 
por cobro tfe pesos; sobre incompetencia 

é 

Sumario. — Las cuentas referentes á Jos depósitos particu- 
lares equiparados á tos de las aduanas de la República corres- 
ponden al fuero federal. 
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Caso. — Resulta (ie las siguientes piezas : 



Rosario, Abril 22 de 1892. 

Y vistos el llamamiento de foja... J considerando : 1" Que la 
presente causa fué Llevada oportunamente ante ta administración 
de aduana de este puerto, la que pronunció la resolución final 
de foja 4, dándose así cumplimiento por parte de don Guillermo 
Printienskold á lo dispuesto en las Ordeoanaas de aduano. 

2* Que después de esa sentencia administrativa en que se 
condenaba al señor Comas al pago de los artículos eitraviados 
en los depósito aduanero* de su propiedad y á mérito de no 
baber abonado el indicado señor Comns el valor de las merca- 
derías, es huc recien se trajo, por el acreedor esta cuestión al 
tribunal, á objeto principalmente de hacer efectivo el cobro 
ordenado por la sentencia administrativa, siendo en tal concep- 
to viable y procedente este litigio ante eata jurisdicción, la que 
i su vez t por la sentencia de foja 49, ordenó se hiciese por el 
señor Comas, como consta á foja 44 vuelta, aceptando éste la 
resolución mencionada y pasando así la misma ú tomar la esta- 
bilidad de lacosn juzgada y consentid». 

3° Que ante tules antecedentes, y el que arroja la cansa per- 
fectamente análoga de los señores Muzzio é hijos contra el mis- 
mo señor Comas que fallada en igual sentido que la actual, 
fué eo apelación ú la Suprema Corte, siendo allí continuada 
sin observación alguna respecto á la competencia que los tribu- 
nales nacionales tienen eu esta clase de cuestiones, se impone 
U consecuencia de ser este tribunal competente para entender 
en el presente litigio, en la forma que lo ba hecho. 




t 



IMS JUSTICIA NACIONAL 



403 



Por Unto, no se hace lagar A La excepción interpuesta y se con- 
cede la apelación sobsidiariain.Tite deducida, debiéndose flecar 
los autos á la Suprema drte, c»n la not i de estilo. 

Notlffquese con el original y repóngase Ies sellos. 



(i. Escalara y Xuviria. 



VISTA DEL SSSOlt PKOCUHADOIL GEN bit AL 



Suprema Corte : 



UiiHjQü Aire*, Julio Kt de \m.\. 



El señor Printienskold, ocurrió á la administración de adua- 
na del Rosario, provocando el jaioio administrativo que corres- 
pondío, según tos HHÍculos 288, 289 y 290 de las Ordenanzas, 
sobre la devolución ó el pago de mercaderías desaparecida-i de 
los depósitos del señor Comas. La administración resolvió fa- 
vorablemente el redamo á foja 4. 

No habiéndose ejecutado esa resolución, el reclamante recu- 
rrió entablando demanda ante el juagado federal del Rosario. 
El demandado no desconoció la jurisdicción ni el derecho de re- 
clamo; opuso excepciones de hecho, que no >r ndo probadas en 
oportunidad legal, fueron desechadas por la sentencia de foja 
40. Esta quedó consentida y ejecutoriada. 

Es, pues, de esos hechos que se de lujo tas excepciones de in- 
competencia desechada por resolución de foja 58, y motivo del 
recurso traído ante V. £. 

Estando equiparados los depósitos del señor Comas ó los 
1i acales de la misma aduana, nu se ha negado la responsabilidad 
que le incumbe en el caso, con sujeción á las prescripciones ci- 
tadas de lis Ordenanzas. Deducida la acción para el cumplí- 
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miento ríe i»as responsabilidades ya declaradas en el juicio 
administrativo, la jurisdicción del juez federal resulta de los 
justos considerandos ¡de la resolución recurrida, de las disposicio- 
nes de las mismas Ordenanzas de td uaná, en lo relativo á la upe- 
lacion de las resolueiunes de >ns administradores, y de lo pres- 
cribió en el artf alo *l ú de la ley de competencia de la justicia 
nacional. Si á ella se agrega, que laeicepcion de incompetencia, 
se deduce después de haberse aceptado la jurisdicción y de se- 
guir y concluir el juicio por sentencia pasada en autoridad de 
cosa juzgada, la conclusión que se impone, á mi juicio, es la 
confirmación del auto recurrido, que solicito de V. E. 

Sab imano tiier. 



Fulif d> I* Suprema forte 

Unenos Aire?, Julio <l «le IB 1 *!'. 

Vistos y considerando : Que el recurrente aceptó la jurisdic- 
i ion de la justicia federal, para entender en estos autos, habien- 
do seguido ante ella el juicio que terminó por la resolución de 
foja 40, sentencia que fué consentida y paso en autoridad de 
cuta juzgada. 

Que los asuntos referentes á las aduanas de la República, así 
como los depósitos particulares que han sido equiparados á los 
de aquéllas, corresponden al fuero federal por razón de la ma- 
teria. 

Que la etcepciou de iocompeteucía del juez federal, ha sido 
deducida sólo después de terminado ei juicio en que la parte de 
Comas intervino y consintió el fallo. 

Por estos fundamento!, y de acuerdo con lo pedid» por el 



LIK JUSTICIA NA<:iOHAL 405 

señor Procurador t,"'iiernl t se confirma «<»n costas, el auto ape- 
lólo de foja cincuenta v ocho. Repuestos ios sellas, deslían- 
se, pudiendo notificarse con el oriífiii:il. 

UETUAMl» VM- — ABEL BAUÜ- 
— OCTAVIO BUNCE. — JUAW 
K. TOKRENT. — B. MARTINEZ. 



Don Hipólita ftiwm contra don Olegario Campos . sobre cobro 

ejecutivo de pesos 

Sumario. — No siendo probadas las excepciones, (tibe lle- 
varse adelante la ejecución. 



t' as0m — Lo explica el fallo de la Suprema Corte. 



FALto KM. jlieZ LETRADO DEL KEUOUEK 

Chos-Míllal, Agoslofi Je 189L 

Vistos: Considerando: 1* Que el documento simple de fojo 
3 ha sido reconocido por el eji-cutado (ion Olegario Can.pos, se- 
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gun consta de ta diligencia de foja 8, ante este juzgado, por lo 
cual fue librado mandamiento de embargo (auto de foja 0). 

2° Que el ejecutado se presenta a foja 14» oponiendo la ex- 
cepción de inhabilidad del título con que se pidió su ejecución, 
sobre cuya exeepei on se abrió el juicio A prueba (auto de fu- 
ja 17). 

3* Que la prueba producida por el ejecutado don Olegario 
Campos >e reduce á lo expuesto en los interrogatorios de foja 25 
á foja 38 y de foja 30 á foja 33, que no destrujen en nada el 
compromiso contri ido en el documento citado, cuya ejecución 
se persigue, pues el juzgadu los declara impertinentes á los fi- 
ne i que tanto uno como los otros debieron tener. 

Por estas consideraciones, fallo: uo haciendo lugar ri la ex- 
cepción deducida y ordenando ge lleve udehinte la ejecución, 
ton costas (nrt. 498 del Código de Procedimientos). 

m Condal. 



rail* 4** tafNiprama tferte 

llueuos Aire*, Julio íi de 1*99. 

Vistos y considerando : Que el documento de foja tres, que 
contiene la obligación de pagar cantidad de dinero líquida, ha 
>ido reconocido por el ejecutad», con lo que el procedimiento 
ejecutivo dadu al juicí», se hulla amparado por el ar:ículo cua- 
trocientos se^entii y cuatro é inciso segundo del artículo cuatro- 
cientos sesenta y cinco del Código de Procedimientos. 

Que la excepción opuesta por el ejecutado, basada en los vi- 
cios de intimidación y fueras en relación á la voluntad del deu- 
dor principal, nn ha sido debidamente acreditada por no ser 
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eficientes al efecto la* diligencias de prueba producidas por 
el ejecutad". 

Por esto y por sus fundamentos se confirma, con costas, el 
auto apelado de foja cuarenta. Devuélvanse, debiendo reponer- 
se los sellos ante el inferior. Notifiquese original. 

Mili. BJilkH. - — OCTAVIO BUEIGE. 
— JUAN E- l'OKKEST . 
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El f^sco nacional contra el Ferrocarril de Rueños Atres 
al Pacifico; sobre defraudación de derechos de aduana 

Sumario. l ü La acción de defraudación de dereclioB de 

aduana no es prescriptible sinó por el lapso de diez años. 

2» La e naje nación que sin las formalidades debidas, y sin 
la intervención de la aduana» las empresas de ferrocarriles ba- 
gan délos excesos sobre los artículos introducidos para su uso, 
importa defraudación de derechos fiscales, y es pasible de 
pena. 

3 a No así, la que hagan de los artículos viejo* . usados ya por 
ellas. 



Caso. — Resulta du las siguientes piezas: 
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VmUm M Jm r«dmi 

inicuos Aires, Diciembre 10 de 1897. 

Vistos estos autos seguidos por el procurador fiscal contra ta 
empresa del Ferrocarril al Pacífico, por defraudación de rentas 
fiscales, ile los que resultan los siguientes Antecedentes : 

A foja 1, consta In nota pasada al administrador de Ja 
aduani por el alcaide de la misma don Kraristo Moreno, mani- 
festando que había sabido que varias empresas de ferrocarriles 
abusando de la facultad de introducir libres de derechos, ma- 
teriales para su uso, los habían enajenado, contraviniendo las 
disposiciones fiscales vigentes al respecto. 

A foja 6, obra otra nota pasada por el mismo funcionario en 
la que manifiesta, que acompaña los antecedentes y documen- 
tos afirmativos le su anterior denuncia, los que comprueban 
que todas las empresas de ferrocarriles infringían, desde mu- 
chos años atrás lo dispuesto m el artículo 4 del decreto de 5 
de Marzo de 1894, ampliativo del de 25 de Junio de 1877, por 
Ir* que pide se instruya por separado un sumario ti cada empre- 
sa denunciada ¡i lo que el aduiinistrador de aduana proveyó de 
conformidad á foja 9 vuelta, habiéndose instruido en conse- 
cuencia el presente por la parte referente á Ja empresa del Fe- 
rrocarril de Buenos Aires al Pacífico. 

Consta á foja 13 la declaración de don Martin J. K^gink, re- 
presentante de la mencionada empresa, en laque manifiesta que 
ésta ha vendido los materiales de ferrocarril que enumera y 
que detalla también el administrador de dicha empresa en In 
nota de foja 14, 

El testigo Clark Curtiu afirma en su declaración de foja 15 
vuelta, que la empresa le ha entregado, como permuta los ma- 
teriales que indica. 
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A foja 16 consta tai declaración del señor Lggink, acompa- 
ñando las liatus de transferencias señaladas con las letras 
A, B y C, tus que se encuentran también explicadas en la de- 
claración del testigo Dow leu, apoderado general del mencio- 
nado ferrocarril, 

A foja "¿3 vuelta consta la declaración del gerente de esta 
empresa sentir Cbrktofer Hill ampliada a foja 25 vuelta, en la 
que manifiesta que el destino dado á los materiales de explota- 
ción qtie se expresan en la relación suscrita por el señor Bow- 
den,es la que se determina en La misma, agregando que este 
señor ha procedido en virtud de órdenes dadas por el declarante. 

Consta á foja 25 otra declaración del señor Clark Cnrtin, 
ampliando su manifestará m anterior, respecto á materiales que 
le fueron cedidos por el Ferrocarril de Buenos Aires al Pacifico. 

A foja 2© obra la nota pasada por el presidente del directorio 
local del referUo ferrocarril, señor Eduardo Mader \ pidiendo 
la detención del empleado IV.w Ion, á quien consideraba respon- 
sable eomo mandatario infiel por lo* hechos delictuosos que 
aparecí.* n denunciados, y por los que pudiera caber también 
indirectamente responsabilidad al ferrocarril. 

Terminado el sumario fue* elevado á este juzgado para su 
resolución, y después de ratificados los testigos, su declaró ce- 
rrado, presentando el procurador fiscal á foja 4& vuelta su 
acusación, la que fuá-contestada á foja 48 por el procurador de 
la empresa don Antonio N. Rut*. 

Abierta la eausa á prueba no se pr.wlujo ninguna por las 
partes, quedando la causa conclusa para definitiva. 

V cunsideraudo: Quede todos ios antecedentes ijue se acaban 
de relacionar, es decir, la declaración del gerente, secretario y 
pro-secretario del ferrocarril al Tarifico, del testigo Clark Cur- 
tin, y la nota de foja 31 iirmada por el gerente de la empresa 
mencionada, resulta comprobada la enajenación de las merca- 
derías enumeradas en ia resolución de foja 32 vuelta, cuyo he- 
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cho por otra parte ha sido aceptado por la defensa ú foja 48, lo 
que viene ú robustecer el mérito déla prueba de «argo que se 
invoca. 

Que pur lo tanto 1 1 cuestión que el juzgado debe resolver e- 
la procedencia ó i m procedencia de la única defendí que hace ta 
empresa del ferrncarril sosteniendo que bá procedido legítima- 
mente al practicar dichas operaciones por un medio licito com<> 
es la permuta, por cnanto facultada pira introducir ma- 
terial» s librea de derechos basta cierta cantidad por ano, de- 
biendo los que excedan de elln ser liquidados y saldados ú lin 
de cada ano. 

Que desde luego debe nacerse notar que la empresa deman- 
dada rio ha presentado prueba alguna en apoyo de su defensa; 
pero, aún en el caso que lo hubiera hecho, no sería admisible, 
desde que se encuentra comprobado en autos que no ha cum- 
plido con la disposición terminante del articulo 4" del decreto 
de 5 de Marzo de Ittfti, que establecí: c Que tuda Tez que una 
-mpresa de ferrocarril tuviese necesidad de vender alguna 
parte de les materiales de construcción ó explotación introdu- 
eidos Ubres de derecbn-;, por no serles necesarios para el uso ú 
otMs causas, deberá presentar a las aduanas ropectivas una 
solicitud en el sello de pólizas, expresando laclase, calidad y 
cantidad de los materiales que se quieran enaj-nnr i Las adua- 
nas acordarán el permiso, previo aforo y verificación de los vis- 
tas, para la correspondiente liquidación y cobro de los derecho-* 
que aquellos adeudan ». 

Que el hecho de que las empresas tengan autorización para 
liquidar al tin de cada año los excesos pur materiales iutrodu- 
cidue libre.- de derechos, no excluye en manera alguna ci cum- 
plimiento de la disposición citada, sea cual fuese el medio de 
que se valiese para desprenderse de i'sos materiales; y tan 
cierta es esta conclusión que el artículo 5" del citado decreto 
establece que: *Lus infracciones á lo dispuesto en el artículo 
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anterior, serán castigada* con la pena de comiso en favor del 
descubridor ó denunciante » . 

Que á esta misma conclusión se arriba si consideramos la 
disposición del a#m|a 10*5 ^ lis Ordenanzas de Aduana, que 
en eoneurrencia con las del dcoretn citado anteriormente, debe 
aplicarse en el presente caso, que prescribe : « Que en las adua- 
nas de la República será considerado como fraude, y por consi- 
guiente, materia de pena, tuda falla de requinto, toda falsa 
declaración 3 todo hecho que despachado en eoulinnza por ellas 
ó que si p asara desapercibido pruduj.-ra menos renta de la que 
legítimamente se adeude», como habría ocurrido en el presente 
caso, sin la denuncia que ha motivado e*tas actuaciones. 

Que a estar á las disposición^ legales que >e recuerdan, de 
la única manera que la empresa M ferrocarril SO hobiera 
puesto A cubir uo de tas responsabilidades que ellas establecen, 
hubiera sido solicitando la automación a que se refiere el ar- 
ticulo é del decreto de 5 de Alario de 188*, aunque se tratase 
de una simple permuta, que de puso ijébfl de- irse, no se en- 
cuentra demostrada en autos como anteriormente se ha dieho. 
Por estos fundamentos, de conformidad con lo dictaminado 
por el procurador fiscal y de acuerdo con lo dispuesto en los ar- 
tículos 1026, 10*7 y 1028 de las Ordenanzas de Aduana, fallo: 
condenando á la empresa del Ferrocarril de tíuenoa Aiies al Pa- 
cífico al pago de una mulla á favor del denunciante, igual ni va- 
lor de 1-^s materiales de construcción y explotación menciunados 
en la resoluion administrativa de foja 32 vuelta, de laque de- 
berá descontarse los derechos debidos al tesor.», en la forma 
que establece el artículo 1029 de las citadas ordenanzas. Há- 
gase saber con el original y en oportunidad remítanse estos 
autos ála aduana para que practique la liquidación y adjudica- 
ción correspondiente, y hecho, archívese el expediente. 
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VIST* UEL SESOfl PROCUIIADOH CENE RAL 

Buenos Aire*, MayolOthj lísírtL 

Suprema Corte : 

La expresión de agravios, no lia desvirtuado los sólidos fnn- 
danientos <(<■ la sentencia de foja 10. 

Las permutad aligadas por el Ferro arril al P;icíJiro, aun 
sjtend ( » exactas, son operaciones comerciales p-di^irosas para los 
intereses tiscale>, y que no estiban autorizadas por h-y alguna. 

No pueden confundirse esas upcrauioiirs. de permuta no auto- 
rizadas, ctiii la venta 'le los excesos de materiales introducidos 
para el uso exclusivo riel ferr«tr-arril mediante proci'diini' nb'S y 
requisita especiales. 

Pero aún admitiendo hipotéticamente la con fusión de opera- 
ciones tan diversas, siempre resultarían infringidas por la < m- 
presa, las prescripciones del decreto de 1881, que prescribió 
!aa formalidades imprescindibles, bajo pena de multa, parala 
venta de tos excesos. 

Prescindiendo de la buena f¿ T y aún de la legalidad del pre- 
tendido derecho á las permutas, el hecho aólú de producirlas, 
sin consentimiento de la autoridad, v con violación de los re- 
glamentoa dictadoa al efecto, dejuba abiertas las responsabili- 
dades establecidas $&$J decreto de 5 de Marzo de 1884. 

Su objeta por La empresa la prescripción, que ha debido ex- 
tinguir la acción con sujeción á las disposiciones del Código 
de Prticedimient is. Pero no se trata en e] caso, de un delito del 
Código Penal, ain-j de infracciones á disposiciones de carácter 
administrativo regidas por l *ycs propias y por ln« Ordenanzas de 
Aduana. 

Versando la causa, sobre infracción de sus disposiciones, y 
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defraudación de los impue^Liis l|Qe af- cían ta importación fie 
mercaderías, la [><v>crÍpcion la aivigu sólo se oprra con su- 
jeeiitn al régimen de acuellas ordenanzas; y su artículo 33 es- 
tablece el término de di-z :i tVs paia la prescripción d* las accio- 
nes sobre importación ú exportación ruando no tengan término 
especial di-si^nado. 

Kn uiérit " de c-t¡is roníid.-raeiom-s, invitando en su apoyo 
lasde la vista fiscal ti e foja 45 vuelta, pido á V. K. la conür- 
m ación pur sus fundamentos, d<> la sentencia recurrida de fo- 
ja 70. 

Sabiniano Eim. 



Fallo «I*- I» Suprcm» l'orte 

Unenos Aires, Julio (i d> 1899, 

Vtstus y considerando: Quede conformidad al artículo eua- 
trocientes treinta y tres de la* Ordenanzas de Aduana yá la 
jurisprudencia establecida en su mérito, la acción de defrauda- 
ción deducida en esta causa no es prescriptible sino por el lapso 
de diez años los que no han transcurrido, siendo asi improce- 
dente la excepción de prescripción que el demandado opone. 

Que et>tá plenamente comprobado, ermo lo demuestra lasen- 
t encía apelada, que el ferrocarril demandado importó libre de 
derecho* los materiales ¿que se refiere la relación de foja trein- 
ta y uno ílrmada por el administrador del mencionado ferroca- 
rril y por él presentada al declarará foja veinticinco vuelta, 
declaración en que se ratifica ú foja cuarenta y dos. 

Que según dicha relación que comprendí- doscientas noventa 
y cuatro barricas y mil diex y siete cajones de aceite impuro, 
doscientos cajones kerosene y siete mil trescientos treinta y 
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cinco piezas madera pino de. tea» esos materiales no fueron tli- 
roctumente aplicados a la explotación del ferrocarril, sino en- 
tregados á comerciantes ríe esta plaza, cuyos nombre» se expre- 
san, en cambio de idénticos é igual cantidad de materiales de 
ellos recibidos por lo* que se habían pagado los derechos de 
importación correspondientes. 

Que consta por reconocimiento déla paFtc del ferrocarril, 
por la relación ja expresada y demás pruebas pertinentes pro- 
ducidas en autos que en ta citada nperacion de cambio alegada 
por ta empresa no se dió intervención alguna á la aduana. 

Que sí bien por el decreto de veinticinco de Octubre de mil 
ochocientos ochenta y seis, invocado en su favor por la empresa, 
las empresas da ferrocarriles fueron autorizadas para comprar 
en deposito | s materiales destinados al tráfico y explotación de 
ferrocarriles, uto lineándose en ese sentido el artículo primero del 
decreto de cinco de Marzo de mil ochocientos ochenta y cuatro 
en cuanto disponía que dichos materiales debían ser directa- 
mente importados por la empresa interesada con arreglo al 
mismo decreto debía darse conocimiento a la aduana de las 
transferencias convenidas al objeto entre otros de la marcación 
le. los bulto-i ó piezas á que las transferencias se retierun en las 
condiciones establecidas por el citado decreto de cinco de 
Marzo. 

Que en consecuencia, resulla claro que la empresa demanda- 
da ha incurrido en omisión que la hace pasible de la pena que 
las Ordenanzas del caso establecen. 

Que es un hecho consentido y que debe servir de base para 
U resolución que las operaciones de renta hechas por el ferro- 
carril y que se detallan á foja catorce tenían por objeto lotes 
de iierro vh jo, ó lo que es lo mismo, herró que después de ha- 
ber sido empleado en los linea para qu<' fué introducido y de 
babem inutilizado en el servicio A que estaban destinados fue- 
ron enajenados por la empresa. 
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Que resulta así averiguado qui* la venta se hizo Je artículos 
va nacionalizados debidamente sin que pueda imputarse al 
ferrocarril fraude alguno en lo que a la ¡ra portar ion de aquellos 
se re lie re. 

Que el ferrocarril vendiendo eios fierros no viola prescripción 
alguna legal, pues pe n» la había, en la época de los actos que 
realizó que le limitase el derecho de deponer de materiales ya 
incorporados correctamente á la riqueza del país. 

Por e*tos fun lamentos, y no haciéndose logar á la excepción 
de prescripción opuesta por el ferrocarril y de acuerdo con lo 
resuelto por esta Suprema Corte con fecha nueve de Agosto de 
mil ochocientos noventa y ocho en el juicio seguido por el fisco 
'■'Mitra la empresa del Gas del Kosari", se confirma la sentencia 
apelada de toja setenta en cuanto condena, a favor det denun- 
ciante, á una multa igual al valor de los materiales de construc- 
ción y explotación que se detall un en el considerando tercero de 
« sta resolución, déla que deberá descontarse los derechos debi- 
dos al fiseo, y se revoca, en cuanto condena también á ta em- 
presa del ferrocarril al pag-> de una multa igual al valor del 
¡¡erro viejo enajenado, según la planilla de foja calore, de 
cuyo cai go se ab&uelve á aquella. 

KotifiquesE original y repuestos los sellos devuélvase. 

BENJAMIN PA1. — ABEL DAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JTOAN K, 
TOHRENT. — H. MARTINEZ. 
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Uun Germán Wildermuth contra la l'r»rincia de Santa /V,/*o>* 
cúbro cjCQulieo de (tesos: sobre inhabilidad y falsedad ilr 
titulo. 

Sumario. — No precede Ja ei'-epciuri 4u inhabilidad contra 
la ejecución de documentus equiparados á las letras dn cambio, 
y debe desecharse la de falsedad, si de ta exposición del eje- 
cutado nanita qu«' no mi tratada doen mentó* falsos. 



Cas». — Don Germán WildeTmutb demandé ejecutivamente 
A la provincia do Santa Ké pur c «bn» de la cantidad de 34.450 pe- 
sos moneda nacional de dos letra» á la orlen de don Mariano 
Lupez, endosadas en blanco por é*te, y sofrita* por el Gober- 
nad. u\ Ministro de Hacienda y Tomador general de dicha pro- 
Tínciii, Las letras contienen la ct&usula de por igual valor reci- 
bido. 

Seguidos los trámites del juicio ejecutivo y citada de remate 
la provincia, su representante opuso las excepciones de inhabi- 
lidad de título y falsedad. 
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Vistos v considerando: Que los documento* de fi>jas sieto y 
nueve que figuran entré los instrumentos páblioo*, que com- 
prueban la obligación de pagar sumas de dinero tie plazo vencido 
han podido fund ir y han fundado la a- ciou ejecutiva deducida 
contra ta provincia de Stnta 1-Y, en esta causa, de acuerdo con 
lo dispuesto en ios articulas doscientos cuarenta y ocho y dos- 
cientoa cuarenta y nueve ele ta ley de procedí mu- utos. 

Qüf el i'jec otad o opone contra la ejecución, las excepciones 
de falsedad é inhabilidad de título, fu ri Ao en que las letras 
en que se busa la acción provienen de indemnizaciones de tie- 
rras que según la ley provincial de Octubre de 1881) debían pa- 
garse en fondos públicos del cinco por ciento de interés y uno 
por ciento de amortización aromo I ai iva y no en dinero efectivo 
como lo establecen dichas letras. 

Que la oposición y fundamento mencionado^ demuestran que 
la» letras fueron realmente turnadas «*on el propósito de que 
fueran satisfecha* en las condiciones ordinarias de Us deudas 
pm somas de dinero, lo que vale para desautorizar la afirmación 
de tratarse de un documento fal so. 

Que los documentos mencionados están regidlos por las r- - 
glas relativas ú las letras de cambio, en cuyo caso, contra su 
ejecución no son admisibles sinú las excepciones establecidas 
por el articulo seiscientos ¡». tenta y seis l« ¡ Co ligo de Comercio, 

(1) El mismo día se dictó igual resolución en ul juicio de idéntica na- 
luralo/A de don Ventura llrígnardello hijo contra la provincia de Sania Fí\ 
por cobro ejecutivo Ue pus os, 

t. mu 87 
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de tal suerte que cualquiera otra, seade la naturaleza que fuese, 
no puede obstar ti progreso del juicio. 

Por estos fundamento*, no se hace lugar a las excepciones 
opuestas en el escrito de foja cuarenta y siete y se manda lle- 
var adelanto la ejecución hasta hacerse \**o al acreedor del 
capital, intereses y costas. Kotlnqntw con el original y repón- 
gase ío. seiios. ®mmw> ~ 

— OCTAVIO BÜKCR. — JUAN 
E. TORHEKT. 



Crimina* contra Enrique Calderari y oíros, por falsificación 
de billetes decurso tegnl; sobre prisión preventiva 

* 

Sumario. - Siendo el auto de prisión preventiva fundad" en 
eonsider aciones legales, jefe declarare improcedente el recurso 
ríe nulidad, y reohaiarse el fe apelaron. 

Cflío.— Ignita del 

MI* M Jm« »><i*r»l 

Buenos Aires. Abril II de 1899 

Autos y Tistes: Encontrándose reunido* en el presente caso 
Mostremos á que B e refiere el artículo SOTdel Código do Pro. 
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cedimientos etilo Criminal, constitúyasc en prisión preventiva 
en la cárcel Penitenciaria en calidad le comunicados j á la 
orden de este jnzpado á Enrique Pedro Calderari ó Arturo Or- 
cesi (a) • Lan Lau », italiano, de 33 años de edad, casado, agri- 
mensor, domiciliado en la calle O Higgins número 2458 y cun 
cuatro meses de residencia en el país * Francisco Chiarini ó 
Julio Ricardi, italiano, de 47 años de edad, casado, corredor 
de Tinos, domiciliado en la calle de Piedad número 3722 y con 
10 años de residencia en el país; ¡í Ricardo Chiarini ó Alfre- 
do 6 Amadeo Fiori, italiano, de 20 (rilo? de edad, soltero, sin 
profesión, domiciliado en la calle de Piedad número 3722 y con 
7 años de residencia en el país a Amoldo Pedretti, sin sobre- 
nombre ni apodo, italiano, de 35 años de edad, casado, eomer- 
t-iante, domiciliado en ia calle Bulnes número 291 y cun 10 años 
de residencia en el país; ¡i quienes se procesa por el delito de 
falsíticaclon de billetes de banco; á Mario Bisconti, ó Ma- 
riano ^avalla, italiano, de 42 uño* de edad, casado, cocinero, 
domiciliado en la cV.Ie O'Higgins número 2458 y con « años de 
residencia en el país; a Pedro Baleatraui, *in sobrenombre ni 
upodo, italiano, de 40 años de edad, casado, comisionista, do- 
miciliado en la caite Valentín Gómez, nújnero 505 y con 7 años 
de residencia en tíl pais ; á quienes se prucesa por complicidad 
eu vd delito de falsificación de billetes de banco, á Cosme della 
(iiovanna (a) «Cuaroin », italiano, de 38 años de edad, cacado, 
carrero, domiciliado en la calle de Mancilla numero 223 y con 
12 años de residencia en el país, á quien se procesa por encu- 
bridor en la falsificación de billetes de Banco; y en la cárcel 
correccional de mujeres, en calidad de comunicada y ¿ La orden 
de este juzgado ú Clara Urcesi de dolía Giorannu, sin sobre- 
nombre ni apodo, italiana, de 29 años de edad, casada, domi- 
ciliada en la calle de Hausilla número 223 y con 10 anos de 
residencia en el país, á quien se procesa por encubridora de la 
falsificación de billetes de banco, A los efectos del artículo Mí 



420 



FALLO* HE LA SflPltEJlA COK» 



de la citada ley, trábese embargo en los l<icnes de los procesa- 
dos por la suma de 5200 pesos fuertes que se fija para Enrique 
P. Cnlderari, Francisco Chiaríni, Ricardo ChiaTini y Amolda 
Pedretti ; p^r la suma de 2700 pe»tw fuertes que ae lija par . 
Mario Bisconti y Pedro Balestnizai; y pnr la Mima de 570 pe- 
sos fuertes que se lija para Cosme del la Giovanua y Clara Orce- 
üí dedellaiüovanua. Para su cumplimiento líbrese el manda- 
miento correspondiente el que para su deligeiicianiiento será 
entregado al oficial de jnsticia del juzgado, y fecho vuelva. 

Gervasio V. Granel, 



VISTA ItEL SESOII PKOLUtAlHHt GENEUAL 

Buenos A iresj Mayo íA de 1H9H. 

Suprema Corte : 

La nulidad deducida á foja pg por el deíensurde los procesa- 
do*. Cbiarini, carece de fundamento ítegaj. 

El artíc ulo 3tí7 del Código de procedimiento», previ tic se 
haga constar en autos la priáiun preventiva, estubkeieiid.i las 

causa, que la motiva». 

YA juez a (/«o ha cumplido aquel precepto legal, al expresar 
en >uautM de foja 203, que constituye eü prisión preventiva a 
!os procesados, por encontrar reunidos en el presente raso lo< 
extrema á que se refiere el artículo 360 del Coligo de Procedi- 
mientos en lo criminal. Expresa, pues, las causas que justifican 
legalmente la prisión preventiva : preexistencia d© un delito 
grav^ declaración al respecto de los prevenidos, é indicios sttft- 
cieutes ¡i juicio del juez, para creerles responsables del becho. 

En este concepto, fundado elaute en consideraciones legales 
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Vil 



que alcanzan al heclio y al derecho, considero legítimas sus con* 
clusiones, y pido á V. K. se sirva confirmarlo. 

Sabiniamt Kiei\ 

rail* dr I* KufF - i m i Corte 

Bueno* Aires, Julio 8 Je Ji&9. 

Yistus: Teniendo pn -senté Jo ti i- pmsto en el articulo segando 
del Código de 1'mceJimieMtos en lo critnintil, y de m uerdo con 
lo eipue^to y peiida por el señor Procurador general se declara 
improcedente el recurso de nulidad y se confirma, coo costis 
el auto apelado de foja doscientos tres. Notifique** con el origi- 
nal v devuélvanse. 

nRSJABIIS PAl. — ABEL RAZAN. 
— OCTAVIO ■WICK. — JUAH 
E. TOHIitMT. — II. MAh- 
TlflE!. 



«MU»* (HUI 

Don Pedro ít t Muzio; sobre exención del servicio militar 

Sumario. — No corresponde la eiencion del servicio militar 
al que no es el unte» hijo de la madre viuda, ni el que única* 
mente atiende ti su subsistencia. 
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Vaso. — Resulta de tas siguientes piezas : 



VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 

Buenos Aires, Mayo 12 de 1H89. 

Señor Juez : 

Resultando de estas actuaciones que Pedro Uuzio, en cuyo fa- 
vor se pide la excepción, no es el único hijo de la madre viuda, y 
constando, por el contrario, que tiene nlros hijos y que reriben 
suelda y poseen, además, bienes raíces, pienso que V\ S. deb*' 
confirmar la resolución de la Junta, negándola eicepcion solici- 
tado. 

./ .fíoteL 



rail* del Jh«> Federo! 

Buenos Aires, M-iyo 17 de 1899. 

Autos y vistos : De acuerdo con lo man i f estado por el minis- 
terio riscal, por sus fundamentos y por razón de La manifestación 
riel recurrente hecha en su escrito de apelación, de fio ser él el 
único de los hijos que contribuye á la suhsistencia de su señora 
madre, pues á ella también atiende su hermano Lorenzo, ú lo 
que se agrega que tamliien posee bienes propios. 

Por ello, se confirma la resolución de la Junta de ezcepciones 
de ruja U vuelta. Hádase saber y fecho, archívese la causa, 
etc. 

Ayustin Urdinarrain. 
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VISTA DEL &ESOB PROCUBAIIOH GENEBAL 

Buenos Aires, Junio ti de 1899. 

Suprema Corte : 

Loshechus declarados por el mismo recurrente Huzioenau 
escrito de foja I, que cotí oportunidad lia citado la senten-ia 
de roja 6. como fundamentos incontestables do su parte dispo- 
sitiva, aconsejan el rechazo de la excepción opuesta, que no ta- 
ta comprendida en la disposición del artículo 46 de la ley nú- 
mero 3318. 

Pido por ello á V. E. se sirva confirmar, por au* fundamen- 
tos, la resolución recurrida di- foja 6, 

Sabiniano Kier. 



Buiítioü Aire». Julio 11 d< k 1899. 

Vistos: Deucuerdu con lo expuesto y pedido por el señor Pro* 
curador general y p"f bus fundamentos, se confirma» con costas, 
el mito apelado de foja seis. Devuélvanse, debiendo reponerse 
los sellos ante el inferior, 

BENJAMIN ral. — ABEL BASAN, 
— OCTAVIO BVHtiB. — JUAN 
E , TOBBBKT.— B. MAfcTtSBE. 
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CAIJttA ff %LY 

v 

El fisco nacional contra don Laureano Miguen», por defrauda' 
donde impuestos internos; xobre pruebas 

Sumario,— No debe rechazarse el mierrogutorio presentado 
hiera del término, debido al retardo de la providencia del juez, 
y de la notificación de lamUma. 



Caso. — Lo explica el fallo <le la Suprema Corte. 

Falle 4*1 Juta r*«er*i 

Buenos Aire», Abrí) 25 de 

Habiéndose presentado el interrogatorio fuera del término 
que prescribe el artículo 483 de) Código de Procedimientos, y 
estando, por otra parte, Tenctdoel término de prueba, según el 
certificado del actuario, no bu lugar y autos. 

Granel, 

I» laprCNM t «M 

Buenos Aire,-, Julio 11 de 1999. 

Vistos y considerando: Que por el auto de Toja diez y seis 
vuelta, la ca tsa se recibió á prueba por diez días, cuyo término 
empezó á correr el dia siete de Abril próximo pasado. 
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Que por perito de .lie* de Abril. «1 recurrente ofreció prueba 
de testigos, y habiéndose dUpuesto por auto de foja dieciocho 
vuelta, de quinte de Abril, que r-ara pr oveer se presentar, el 
interrogatorio, de acut-rdueon el articulo cuatrocientos ochen- 
ta y tres del Código de Procedimientos en lo Criminal, ese aut.» 
fué recien notificad h al inten sado en veinte del citadu mes, se- 
gún consta á foja diez y lilie** suelta, al que *íó cumplimienti. 
al dia siguiente. 

Que el retordo de» inferior en proveer el escrito de fo|a die« 
y ocho y el retardo también en la notificación del auto de foja 
diei v ..cho vuelta, n» puedan perjudica al recurrente « on arre- 
glo ¡í la segunda parte del artículo cuatro- ientiia setenta y dos 
del citado código, en rovo caso tiene derecho do exigir que la 
diligencia probatoria i« practique untes del llamamiento de 
autos. 

Por estos fundameatos. se revoca el auto pelado de foja 
veinte vuelta. Notifiquen - on el original y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

BEKJAÜtTIPAl. - ABBt BAJtAW. 
— OCTAVIO BLrtCE . — JÜAR 
B. TUBBEST. — II. MAHTIME1. 
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£/ Actor don Dominga foro Matja contra don Guillermo 
Fratwftini, por cobro tic pesos; sobre pruebas 

Sumaria. — 1" Las cartas son documentos que nu pueden 
presentarse en «'ululad <Ip pruebas, después de! término proba- 
torio, sin llenar Us. formalidades legales. 

2 o Si el juez no concurrió al despacho el día señalado para 
id eximen rile los testigos , la omisión de la parle en presentar- 
los eíe día, no basta para invocar el vencimiento del término 
probatorio, y negar el señalamiento de nuevo día. 



Cuso. — Lo explica el 



• rnilm del Jve* r«4*r*< 

Ituenus Ain-i. Seüerubre 90 dv IS99 

Eti* - * * 

V natos: tetando resuelto por la Snp eina Corte, en el caso 

(¡tic se registra en el tomo 19, 2' sent-, que tas cartas son 
cumentos que no pueden ser presentados en juicio sínó durante 
oí término de pruébale! cual, en él dan sub-judice, estaba ven- 
cido al tomare la declaración que ha originado este incidente; 
que lampreo puede admitirse su presentación como medio em- 
plead*, por mi te¡4igo para dar la raion de su dicho, pues ésta 
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es sólo una manifestación personal para la cual no se necesita 
la exhibición de comprobantes o documento* que importarían 
un medio de prueba distinto de ti teatilical que es la pedida y 
concedida 

Por esto ,10 se hace lugar á la exhibición pedida por 1» parte 
de Francl.ini de itstntísi i que se retiere en la declaración de 
foja H2 V filase el día 10 del entrante ú las í p. m, para 
U continuación de la declaración pendiente. Repóngase U 
foja. 

Agwtin Vrdinarratn. 



Bucnoa Aires, Setiembre 30 de L&& 

T fistos: informando en este acto el actuario que la parte 
de Franchini no dió el papel sallado necesario para la not.lica- 
cio» v citación de los testi-os presentado* y que crtos no con- 
currieron al acto de la audiencia no habiendo sido traídos por 
el presentante conforme lo biso con los testigos Arrióla y Ferian, 
que figuraban en la misma lista, que esta circunstancia es una 
omisión imputable al presentante y que no puede ser salvada 
noria asistencia 6 inasistencia del juigado, pues es un principio 
inconcuso resuelto en numeróos fallos de la Suprema Corte 
que e* á cargo de las partes dorante el término de prueba, el 
urgir v practicar todos losaos necesario» para la oportuna 
toritícacíon de la misma y que si hay omisión no le sera acep- 
tada después de «acido el término probatorio. 

Por estos fundamentos, no se hace logar al señalamiento de 
nuef o día para la declaración de testigos y en atención a que en 
los párrafos subrayados del escrito del doctor Ton. Zelaya no 
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se guarda 1« seriedad qoe corresponde Ala discusión judicial, 
téstense por Secretaría y prevéngase al letrado firmante que 
en adelante debe guardar estilo. Expónganse las fojas. 

* 

I gwtin Urdinarmin . 



Buenos Aires, Julio 11 de 1899 

Vistos: Los recursos de apelaci >n deducidos á foja ciento 
sesenta y foja ciento sesenta y do* contra los autos de foja 
ciento cincuenta y uno á foja ciento cincuenta y cinco. 

Considerando en cuanto al primero de dichos recursos : 

Qiií- lascarlas cuya exhibición ha solicitado tu parte de Fran- 
chini son documentos que no pueden presentarse en juicio en 
••alidad «le prueba después de vencido el U'rmino probatorio y 
sin llenar laformalidad que para ello etige la ley. 

Que hallándose en este caso el pedido de exhibición de di- 
chas cartas y no siendo tampoco procedente su presentación 
como medio de que el testigo pruebe la veracidad de su dicho, 
desde que no esta obligado ni puede obligársete i rendir tal 
I-rueba, por ello y por los fundamentos concordantes dtl auto 
de foja ciento cincuenta y uno, se Confirma ésta, 

Y considerando; en cuanto al auto de Toja ciento cincuenta y 
cinco: Que si bien es cierto que la jurisprudencia de esta Supre- 
ma Corte tiene establecido que no debe señalarse nuevo día para 
quf declaren lo4 testigos i quienes el juez hubiese fijado día 
para »ue lo bagan fuera del término probatorio cuando por 
omisión de ta parte no fuesen presentados en el día señalado, 
no es menos cierto también que no sería correcto aplicar igual 

4 
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jurisprudencia al caso en que ta presentación de ios testigos 
fuese completamente iniiiil pnrqm no pudiesen declarar á causa 
de queel jue» que debía examinarl* < no pudiese concurrir al acto 
en el día y hora designados. 

Que en tal caso y dados los téi i ino~ del informe de Toja 
eiento ochenta y dos, por el nial el j ez doctor Granel manilies- 
ta que en el mes de S*ti»mbre deí año pasado esturo algo, 
enfermo y despacho en su casa varios df ai no sería razonable 
imputar solo A la parte la no recepción di las declaraciones di' 
los testigos haciéndole cargo por un soto inútil como la presen- 
tación de ellos al objeto de su eximen por el jui* en el local 
del juzgado adonde no había concurrido y es entonces just - 
admitirlos á que declaren en un nuevo día que al efecto se de- 
signe en obsequio al favor con que debe mirarse la amplitud 
ile la defensa * n juicio. 

Por estos fundamentos : se revoca el auto de foja ciento 
i incóenla y cinco en cuanto no hace lugar á las peticiones con- 
tenidas en los escritos de foja ciento veinte y siete y cicnti 
treinta y dos, las que se declaran procedentes y se confirma t i 
mismo auto de foja ciento cincos jtta y cinco en cuanto a la pre- 
venciuii y testación de palabras que contiene por ser aquellas 
arreglada* á derecho. Las costas de la instancia se pagarán en 
el orden causado. Notifiques»' con el original y devuélvanse 
prévia reposición de sdlus. 

ABE!. BAZAS- — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TOAREÜT. 



■ 
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¡ion Eduardo Üuportal por sí y otros contra doña Melina 
Duportai y oíros; sobre reivindicación 

Sumario. — t* El juez no *l*'be atenerse á la calificación que 
hagan las partes de la acción deducida, sinó a su mituraleza y, 
siendo petitorio el juicio que ha debido seguirse j so ha se- 
guido y no posesorio, según loeipvesado en la demanda, no co- 
mete nulidad juzgando la acción como real. 

f Probado el dominio por parte del actor, y no pudiendo 
la posesión de largo tiempo opuesta por el demandadot ener 
otro carácter que el detenencia, procede Inacción reivindica- 
toría. 

Cano. — Resolta del 

del Jm*« »>4«r*l 

Paran A, Moyo II de 18B7. 

Y \istuB : resulta : Que dou Kainou Poncc en 10 de Febrero 
de 1895 denuncio al gobierno de eHa proTineia, y solicitó y ob- 
tuvo se le concediera en posesión un campo situado en • 1 depar- 
tamento Gualeguay, distrito ti". 

Don EUmon Pein e hizo traspasó de sus derechos á favor de 
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don Ignacio Frías y los síndicos del concurso de éste los trans- 
firieron ¡i favor ríe ilon Teófilo A. Duportal, por escritura fe* 
uhada en 18 de Juliu de 1835 pasada en la ciudad de Bueno* 
Aires ante el escribano don Luis López, En 12 de Enero do 
18tíi t el gobierna de la provincia, previo los trámites del caso 
Tendió lu propiedad del campa á Teófilo A. Duportal cou una 
tfuperiicie ríe lies leguas y 1280 cuadras. 

Muerto don Teófilo, le sucedió en sus derechos don Emilio 
Duportal su bija v universal heredero y por U muerte de este y 
de su esposa daña Ktnma Duportal le heredar. m sus hijos Enl- 
uta, DolGmi, Eduardo y Virginia Duportal. 

Estos, en 1893 solicitara! del gobierno la mensura del cam- 
po, según la cual resultó un sobrante de 295 cuadras cuadrada-* 
osean 498 hectáreas que les fu»-ron vendidas también por el go- 
bierno, siendo las linderos del cimpa total: al oeste herederos de 
don Francisco Crespo.de duna Trinidad (i. de Pereyray don Ca- 
yetano Cabrera; por el snd, herederos de don Salustiauo Cal- 
derón ; par el este, U estancia ¡te Jos Cabezas y herederos de 
¡Ion Framúsco Barmetaveiia y por el norte los mismos herede- 
ros de don Emilio Duportal, mediante una lim a que lo separa 
de otra fracción de 1391 hectáreas, 99 áreas y 92 centiareas, 
comprada por el causante de éstos aJ gobierno <W- la provincia, 
en 12 de Marzo de 1888, y también eu una parte con l»s here- 
deros de don Teodoro Duportal. 

Los antecedentes relacionados constan de las escrituran co- 
rrientes de fojas 1 ¿27; y fundado eu * II m don Doroteo Büba- 
rrey, con poder de don Eduardo Duportal por s|jp| nombre ile su 
pupila doña Virginia Duportal, de doña Emuia Duportal de 
Videla Dorna y de doña JMfma Duportal de Guerrero, vecinos 
de la Capital de la República se presentan demandando á doña 
Molina, don Carlos y don Daniel Duportal para que desalojen 
una fracción de este campa, situado en el extremo nordoeste en 
que se encuentra la población denominada « Estancia Vieja >, 
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que dicen ocupar los demandados como aiitiples tenedores á tí- 
tulo de comodato üin plazo, pues los causantes ile los actores les 
¡h emitieron usar de él gratuitamente. 

Kipouiend.tlos aecho* que se relacionan con el préstamo, i foja 
36 dice : que habiendo muerto don Teodoro A. Duportal de- 
jando en la miseria tres menores, llamados, Teodoro, Kmran, 
jgrtlnn, don Teófilo, hermano del linidudon Teodoro, recogió á 
lo» meuo»es y los mantuvo en *u e*tan«ia. Muerto don Teóiilft, 
su hijo y único heredero don Emilio Duportal permitió que sus 
primos hermanos siguiesen vivien lo ni familia en la misma 
tusa de « Kstaucia Vieja ». 

L'osteri- rment.' 'Ion Emilio casi'i c*m su priina doña Emma 
Dunnrtal y entonces hizo construir una casa en el mismo cam- 
po, ¡t la que se mudó con su . ^posa. dejando siempre en la « Es- 
tuueia Vieja* á doña IMhui eou losuljos menoría del M 
don Tendnro, llamados Daniel y Cirios Dupartal; que ya an- 
tes de morir don TeólHu halda dado ú so sobrino IVoüoro una 
pequeña hacien la para qn" con su producto pudiere subvenir ú 
las necesidades de la madre viuda y de >us bermano> menores. 

que en 1876 don Emilio Ifuporul hizo u Innovar totlo el 
campo, es decir, las tres leguas y Í280 cuadras, y practicó otras 
subdivisiones internas haciendo potrero-* alambrados en él, 
quedando situada la * Ksl incia Vieja », en qoa dejo á duna 
Melina y sus s «brinos, en uno «le sus potreros en que siguí ■ ron 
cuidan lo la hacienda ya aumentada que les regalara don Teó- 
lilu, y Acompaña un plano d'-airiptivu de es i subdivisi-m de 
Coja 31 . 

Afirma que don Teófilo, primero, don K mi lio, después, sus 
representados actualmente han pagado y siguen pagando la 
Contribución Directa de todo *! campo desde 1864. 

Agrega que sus mandantes nunca se imaginaron que este 
servicio hecho a doña Uelinay sus sobrinos diese ocasión á 
una resistencia por parte Ue éstos ú desocupar el campo, como 
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lo han heclm citando concertada la venta de él con los señorea 
Til. Biaeht f compañía se hizo necesario entregarlo al com- 
prador. 

Don Quirce ('ampdcsunc en reprcsMit iciun de !us i "mandados 
doña Mi* lin.:, (ion Cirios y don l>atiiel Üu portal Contesta la 
demanda ú foja 58, principiando por negar la existencia del 
comodato préstamo de) uso del «ampo en que se basa la deman- 
dé y Ja donación do ganados que en ella se ¡i firma haber hecho 
don Teófilo á su cu liado y sobrinos. 

Expone Sos antecedentes diciendo : que *ii 1835 don Teodoro 
y don Teótilo Uuportal y don Agustín Dih. formar-m Una so- 
ciedad de ganados con ]a marca bote para explotar un cutnpo en 
Kntre líios ú cuyo efect-i adquirieron del concurso de Frías los 
derechos posesorios n cuatro legua!) •{>■ campo situadas en (íua- 
l-guuy : Que tr alándose de derechos posesorios si ni pie mente 
y no encontrándose los otros socios en Hítenos Aires cuando 
llegó el momento de escriturar, convinieron que se escrituróse 
¡i nombre de don Teófila s.dauiHuto. lía s.ag uMa Se ttasládú éste 
al campo y construyo la población en el paraje , ie hoy se 
llama la < Estancia Vieja ». M is urde vino don Teodoro, prin- 
cipal capitalista, y tomó la administración trasladándola al pa- 
raje « Loma Alia», pemanecíen lo allí liarla su fallecimiento 

* 

ocurrido poco después. 

Muerto don Teodoro, tuiin la administración don Teófilo, 
qui'*n pasaba los recursos necesarios á la viuda de Teodoro, 
doña Francisca Ht fojos y sus hijos menores Teodoro, Kmma y 
¿felina, existiendo un borrador de recibo nara ser firmado por 
la señora ltefojos por cuatro pe-os, en el que se le "ipresu que 
le serán devueltos á don Teófilo con el primar dinero que pro- 
diuca la KsUociadu que son socios sus hijos. Algunos años des- 
pués don TelBlfl Oit&bleoi4 por cuenta de la Sociedad un sala- 
dero en que se faenaban las haciendas de ésta, y fué en esa época 
que se separaron de la sociedad Üill y se dividieron por mutuo 
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convenio don Teófilo y los herederos de don Teodoro, tomando 
aquél la mayor parte del campo y baoiendas, quedando éstos 
din la f Estancia Vieja * y una fracción menor con los gana- 
dos allí existentes. 

Desde esa época, año 1854, el uno y los otros tomaron mar- 
ca propia administrando so campo y sus ganados de una manera 
independiente^ los herederos de don Teodoro nmplioron el edi- 
íioio de la « Estancia Vieja » por su sola cuonta y ejercitaiuo 
diversos actos de «elusivo dominio. 

En 1876, por mutuo convenio establecieron un alambrado 
para di?idir la parte poseída por cada uno» siendo incierto que 
en esa tVha don Emilio dividiese el campo en potreros alam- 
brados, se biao tan solo el separativo de los campos de uno y 
otro, como lo demuestra el hecho de haber amojonado sus ex- 
ternos, pues el amojonamiento es signo de separación de dos 
heredades. 

Que, no obstante ésto, don Emilio, valido de que el título de 
posesión estaba á su nombre, solicitó y obtuvo del gobierno el 
de propiedad también á su solo nombre, hecho que ignoraba su 
representado*; y concertó también tu venta de todo con Tb. 
Bracbt y compañía, lo que motivó una protesta de doña Melina 
y sus sobrinos. Entonces don Emilio les hizo las ofertas que 
les fueron rechazarlas por ellos, y muerto don Emilio, sus hijos 
y herederos renovaron las proposiciones ofreciendo á sus man- 
dantes uoa cantidad de dinero para obtener el desalojo, lo que 
tampoco fué aceptado. 

Agrega, como hecho demostrativo de la existencia de la so- 
ciedad entre don TeóÜlo y dnn Teodoro una carta escrita por 
este ultimo desde esta ciudad del Paraná, donde se encontraba 
enfermo, á don Cários Forest encargado del establecimiento, 
encargándote la venta de haciendas y frutos, 

Concluye diciendo que los demandantes e¡¡tán en la obligación 
de probar la existencia del comodato sin que baste la presentación 
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'le un título ni la prueba de que «Ion Emilio di rid ¡era el carneo y 
pagase tas contribuciones. 

Hntra en otras considera, iones legales y cita para rtitínir lo 
que se entiende por contrato de comodato las leyes 4 t titulo 16, 
libro 3% Fuero Real ; 2, título 31 , y 2, partida 5". 

Pide en consecuencia, que no justificando el comodato como 
debe hacerlo, se rechace la acción entablada con costas. 

A foja 68 antes de proreerse el escrito de contestación, el apo- 
derado de los demandados opone la excepción de prescripción 
fundadu eit el artículo 3962 del Código Civil. 

Abierta la causa á prueba se rinde por una y otra parte ta 
que corre de fojas 71 á 413. 

Consiste la de los demandados en la protesta de foja 244, he- 
cha ante el alcaide del distrito 6" de Gualeguav con fecha 25 
de Noviembre de 1893, en la que hace constar que permite al 
agrimensor llevar la mensura ni establecimiento de San Fran- 
cisco, conocido por de la sucesión de don Teodoro Duportal y de 
doña Melina Duportal, sin reconocer derechos á los herederos 
de don Km i lio. Reconociendo las liruias que los suscriben, el 
alcalde don Pedro Angelini, foja 306; j Jos testigos Benja- 
mín Crespo, foja 304; Floriano Crespo, foja... M. Pereyra, 
foja... 

Respecto del hecho articulado para probar la prescripción, a 
saber: la larga posesión ejercida por doña Francisca Re fojos, 
viuda de don Teodoro Duportal j sus hijos dan Teodoro, doña 
Melina, etc. , y últimamente ésta y sus sobrinos don Carlos y 
Daniel Duportal de la Estancia Vieja, con una extensión de 
campo de tres cuartos de legua, presentan los testigos Tri&tan 
Cardoso, foja 271 fuella; José Urriti, foja 315; José Mansi- 
lia y Pedro Hauscarriaga, quienes declaran que les consta que 
han poseído desde el año 1854 hasta la fecha, limitándose esa 
posesión según éste último testigo á mil cuadras (40 por 25) ; 
■Ion Joié Vicente Moran, que declara haberlos conocido pose- 
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yendo el establecimiento de la Estancia Vieja hace veintitantos 
anos creyéndolos dueños de él y lo poseen hoy mismo doña Me- 
lina, don Cario* y don Daniel Du portal ; Miguel Ramírez, á foja 
277 ; que desda el tiíSü .186* lia conocido á don Teodora Du por- 
tal (Lijo) poseyendo el establecimiento y campo como dueño, 
es decir, hice más de 30 años; Manuel IVreyra, que sabe por 
haberlo visto que poseen desde el ano 1861, pero iguura ta ex- 
tensión de tampo que poseían ; Cayetano Cabrera, que los ha vis- 
to poseer la Estancia Vieja á doña Francisca Refajos y sus hijos 
desdi, el ano 1864, pero, como él anterior, no sabe la extensión 
del eampo que ocupaban ; Pedro González, á foja 359, que ha 
visto poseyendo el establecimiento y campo uV la referencia 
desde hace más de 30 años ó duna Francisca EflfojOi, sus hijos, 
y últimamente sus nietos, cerno si fuesen dueños de él. 

]ín cuanto á que se omintruyrd en 1876 un alambrada para 
separar el campo pos-ído por don Teodoro y el poseído por don 
Kmilio, los testigos Demarolii, Oardoso. Uansitla. y Gonznleí 
dicen: que en 1876 se construyó un alumbrado divisorio del 
« ampo poseído por dun Teodor.' y doña Molina Duporfcal, del «| ue 
poseía 'Ion Emilio, de común acuerdo éntreoslos, pero Cardoso 
y Dumarchi no dan razón do cómo saben que el objeto del alam- 
brado fué dividir las posesiones, y Mansiilu y González su- 
ponen Minplemeiite que debió ser de i'omun acuerdo, purque no 
notaron se manifestase divergencia entre ellos ; Urruti, foja 
316 y Pei eyrn, también saben que en 1876 se construyó el 
alambrado provisorio, pero estos testigos no saben si fué de 
acuerdo entre don Teodoro y don Emilio ó no ; don Pedro Hnus- 
carriaga también declara, que se construyó ese alumbrado en ía 
fecha indieada y de acuerdo entre las personas nombradas 
habiendo concurrido éi al trabajo, mas este testigo dice contra 
lo que declaran los otros que tos mojones fueron puestos por él, 
no cuando se construyó el cerco, sinó diez años antes, en 18tJ6 r 
cuando el agrimensor Triacca midió el campo y traíó esa linea. 
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González y Ramírez lian visto ese alumbrado después de 1876, 
Moran desde el año 1878, pero no suben cuándo se bizo ni si liubo 
acuerdo para ello entre don Emilio y don Teodoro. 

Prueban también por los mismos testigo* que desde que doña 
Francisca Refojosy sus híjnsse mistaron á la Estancia Vieja en 
1854, éstos adquirieron marea para las lia* leudas que allí te- 
nían y desde entonces disponían de ellas y de los productos del 
campo libremente y como din ños. 

Otro hecho comprobado por la parte demandada es que lo» 
berceros de don Teodoro Duportal hicieron construceiones 
de ¡ilgumi ¡mp ■rtnnciacu la Estancia Vieja, p¡-ra lits comodida- 
des de la familia y del mismo establecimiento: así lo afirman 
los testigos citados, excepto González, flamirez y Cabrera; 
ürriiti es el único que diue que esas construcciones fueron cos- 
teadas por don Teodoro Duportal ; Hausearriaga se limita áaftr- 
mar el hecho sin de -ir si sal»- ó no quién pagó esas construc- 
ciones los dermis testigos no lo saben. 

Los demandantes ó más de cumprobar como se ha visto con 
los títulos presentados ¿ foja.., que don Teófilo Duportal en 
Í835 f adquirió los dereebos posesorios que pertenecíun i Frías 
sobre un campo de i leguas de que forma parte la fracción de- 
mandada y posteriormente en 186i!o adquirió en propiedad por 
compra, del gobierno de la provincia, habiéndole sucedido en ese 
derecho sil hijo y heredero don Emilio Duportal de quien ellos a 
su vez Lo heredaron, han justificado eo apoyo de su demanda y en 
oposición á la excepción de prescripción los siguientes taeelus: 
Que cuando murió don Teodoro (padre), la familia de éste vi- 
vía en el puesto de la * Loma Alta >, y años después en 1844 se- 
gún el testigo José ürruti foja 324 a consecuencia de un sal- 
teo hecho en ese puesto pasaron ála Estancia Vieja donde vivie- 
ron en familia con don Emilio y don Teólilo Duportal basta que 
estos dos últimos y doña Er minia hija de don Teodoro y esposa 
de don Emilio se mudaron al nuevo edificio construido por ellos 
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en el mismo campo ; respecto de la primera parte, confesión he- 
cha «ii la sexta pregunta del ínter rogatorio de foja 258, y en 
cu.into á la segunda, declaraciones de Cayetano Cabrera, foja 
301; Manuel Pereyra, foja 291; José UrruLi, foja 322, y Juan B. 
Cíñale» foja 138; siendo don Neófito Duportal quien adminis- 
traba el establecimiento de la Estancia Vieja y vivió de tiempo 
atrás en ella según confesión de doña Melins, foja 187, y de los 
d ein DS demandad bs en el escrito de Toja.,. Que á la muerte 
de don Teodoro Duportal (padre), ocurrida después del año 1840 
no dejó más bienes de fortuna que una casa en la Boca del Ria- 
chuelo (Buenos Aires) y <í varios créditos sí pagar (testamenta 
de fojas 190 á 191) reconocido por duna Melina Duportal hija 
de doo Teodoro, foja 187, Que unos después don Teófilo Dupor- 
tal dio á so sobrino Teodoro Dupnrtal hijo it >' don Teodoro y pu- 
dre de los demandados, Carlos y D intel, una cantidad devanados 
para que tu cuidase y con su producto atendiese á las necesida- 
des de su señora madrr viuda doña Francisca Retajos y de mis 
hermanos: declaraciones de don Juan B. Gánate, antigun pues- 
tero del establecimiento, foja 140; de ilou Juan Guiard mayor- 
domo del mismo desdi* 1 865 y de los testigos de los demandado* 
Cayetano Cabrera, foja 301; José Mansillíi, luja 336, y Pedro P, 
González, foja 355. Que el año 1876 don Emilio Duportal hizo 
¡tía inorar todo el campo constante de 3 leguas y 1575 cuadra^, 
comprendiendo en ese cercado el campo disputado en la « Ks- 
(ancia Vieja ». Este hecho añrtuadn fu la demanda no ha sido 
negadu por los demandados en la contestación y lo declara el 
testigo don Juan Guiard antiguo mayordomo de don Kmilio 
Dnpoilaly como tal director del trabajo de alambrado (foja 
ItiO), Este testigo explica la construcción del alambrado divi- 
sorio del campo que ocupan los demandados en la Estancia Vie- 
ja, diciendo que se hizo cou la intención de gubdividir todo el 
campo en potreros y que ese alumbrado comprendía no sdlo el 
campo ocupado por estos sinó que su prolongación dividía 
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también parle del campo ocupado por don Emilio, como lo expli- 
ca tíficamente en el croquis de fojas... Que ei 1883 al proce- 
den á la citación de lindaros para practicar la mensura del 
(¡ampo de don Cayetano Cabrera que linda por el Oíste con el 
de la Estancia Vieja según se ve en o I plano de foja 8, el al- 
calde don Manuel IVreyra fué ¡l citará don Teodoro y éste le 
dijo que se dirigiese á don Juan Guiaril encarga lo de 'Ion Emi- 
lio y así lo litzo, citando á Ouiard por la Estancia Vieja y á don 
Teodoro por el campo de propiedad de éste ; declaración de Pe- 
reyra, foja 291, respecto de la contestación de don Teodoro y el 
informe del departamento topográíiiO de foja 154 en cuanto á 
la citación. 

Que el mismo demandado don Daniel Duportal en 1888 al 
pructittjirse la mensura del sobrante fiscal denunciado por don 
Emilio al Xorte de su campo, siendo citado para esta mensura 
en representación de su padre por ser ¿ste limlero en el campo 
comprailo ala soeiedatí Montero y Crespo, reconoce y eouOesü 
que el campo de la « Estancia Vieja i pertenecía en propiedad 
a don Teólito Duportal al exponer en el documento de foja 98, 
reconocido ¡i foja 124, que el límite Kste del campo de su padre 
(el comprado ú Montero y Crespo) está determinado por una lí- 
nea recta euros extremos se encuentran á 2000 metros del mo- 
jón esquinero Nord-Oeste del campo de propiedad de don Teó- 
filo Duportal sobre la línea Norte de este campo y que fué lija- 
do por el agrimensor Triacca en 1866, mojón que según se Te 
en el plano de foja 8 se encuentra en la linea del campo rte l¿ 
c Estancia Vieja ». 

Que don Teófilo Duportal pag.'> laconti iu.icíon directa de todo 
el campo del distrito 6° cmi una superficie de 4 leguas de 1866 
á 1867 y del 72 al 75; con una de 3 leguas y 1400 cuadras del 
76 al 79; de 10.462 hectáreas de 87 al 89; de 1 1 .854 hectáreas 
desde el 00 al 93 ; debiendo atribuirse las diferencias de los 
primeros años á irregularidades de ta receptoría de rentas y las 
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de los últimos ¡il aumento deán per li cié por compra de las frac- 
ciones Bscalea, mientras que don Teodoro sólo resulta haber pa- 
gado contribución por 1200 cuadras de campo desde el año 1870 
al 80 y del 82, en adelante, sólo pagó de 70 cuadras primero y de 
$31 después, que san las eompradas á Car :i hall» y Montero y 
Crespo (informe de la contaduría de f"ja 370 y demás pruebas 
relacionadas). 

Que por urden del misino diui Emilio y por el de su padre don 
Teófilo Daportalse cortaba maderas indistintamente del campo 
que ocupaban estos, así como del que ocupaba don Teodoro, con 
destino á la construcción de corrales y chiqueros del estableci- 
miento de aquellos (deelaraci<mes del es-puestero Camalé que 
dice ser 61 el que cortaba las maderas y del administrador don 
Juan Guinrd, el primero á foja 140 y el segundo á foja 1 01 1 a gre- 
gandu éste último que también hizo cortar de los dos campos 
las maderas que llegaron á faltar para el alambrado de los 
potreros. 

Finalmente que la marca bote fué de exclusiva propiedad de 
don Teófilo y desde 1858 hay constancia en los archivos de 
guías espedidas con esta marca como de propiedad de don Teó- 
lilo, estando probado que las haciendas que I ¡eraban esta marca 
pacían indistintamente en lodo el campo hasta 1876 en que se 
alambró el potrero de la c Estancia Vieja » (testimonios de 
foja.,.) 

Y considerando: 1° Que los hechos expuestos en el libelo de 
la demanda, á saber : que los actores don Eduardo y doña Virgi- 
nia Du portal, dona Emma Duportal de Videla Dorna y doñ.i 
Del lina Duportal de Guerrero son propietarios en pleno dominio 
del campo situado en el distrito o , departamento Gualeguay 
de esta provincia, que turma la materia del litigio, y !os de- 
inundados doña Melinay don Carlos y don Daniel Duportal me- 
ros ocupantes del mismo ¡i título de comodatarios sin plazo fijo 
y el pedimento rfi exclusión que se obligue á estos A desatojar- 
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lo dan fundamento tanto á la acción directa de comodato coui«> 
á la real reivindicatoría sin que se haya expresado en U de- 
manda de una manera precisa cuál de ellas se deduce. 

2" Que ya se trate de la uuu 6 de la otra está probado el pleno 
dominio de los demandantes en la fracción de campo cuestiona- 
da denominada f Estancia Vieja» por haberlo adquirido en 
mayor extensión por herencia de su padre legítimo don Emilio 
DuporUil quien lo obturo de don Teófilo Dupoi tal por la misma 
cansa y en igual carácter, habiéndolo adquirido este primero 
por compra de los derechos posesorios del concurso de ilun Igna- 
cio Frías en 1855, y después por compra de la propiedad al go- 
uií-rno de esta provincia en 12 de Enero de. 1861 (escrituras de 
foja I á foja 27), siendo e*ta adquisición seguida de la tradición, 
pues según lo confiesan los demandados espontanea y categóri- 
camente en la contentación y espeeialiiiHiiU doña Mctiiia contes- 
taudu ¡í la C pregunta uVI interrogatorio de foja 258 cuando 
ella y las demás personas de la familia dé áii pailre don Teodoro 
Du portal fueron á habitar por primera Tez en la « Estancia 
Vi* ja», allí vivía de tiempo atrá * don Teófilo Importa! admi- 
nistrando dirha estancia; siendo esto mismo confirmado por los 
testimonios de Cayetano Cabrera, f-\j«J 301 ; Manuel Pereyra, 
foja 291; José Urruti.foja 322, y Juan B. Camalé, foja 138. 

3 o Que los demandados no han justi tiendo en forma alguna que 
ellos ó sus caucantes hubiesen entrado i ocupar la población de 
la Estancia Vieja y la parte de eojtpQ que pretenden poseer de 
una manera exclusiva en virtud de untítulode propiedad, como 
lo afirman m su contestación ni siquiera la existencia de la socie- 
dad ganadera entre don Teólilo j don Teodoro y un señor Di 11. 

4* Que rl nrtículo2!2tí3 de! Código Civil haciendo una excep- 
ción á la regla establecida por el artículo 1193, permite en 
términos expresos probar el contrato de comodato por todos los 
¿eneros de prueba aunque la cosa prestada leona un valor que 
exceda de la tasa de la ley. 
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5" Que la falta absoluta de bienes de fortunado don Teodoro 
l)u portal, padre de don Teodoro y de dona Helina, al tiempo de 
■u fallecimiento, comprobada por su testamento corriente ¿ foja 
190, cuya autenticidad está establecida por el reconocimiento 
de la firma practicada por duna Melina a foja 187 ; la circuns- 
tancia probada de haber donado don Teófilo Duporral posterior- 
mente á su sobrino don Teodoro üupnrtal una cantidad de ga- 
nado para que con sus producto* atendiese á íes necesidades de 
su madre viuda doña Francisca Refajos y de sus lierman'is; I» 
de que donTeólilo Üupurtal trajese á la casa en que él vivía ó 
recibiese i-n ella a la viuda é hijos de don Teodoro; Ja de ser 
aquél hermano de este y Jiña I mente ta libertad conque don 
Teófilo y después don Emilio li i jo y heredero de ést<- disponía 
de las maderas del campo ú potrero de la Estancia Vieja 
inducen otras tantas presunciones concordantes y precisas 
de que don Teófilo Dtiportal y don Emilio después, permitieron 
¡i la familia de don Teodoro usar del edilicio de la Estancia 
Vieja y de parte riel campo de su propiedad sin retribución 
algún», lo que constituye un i'omodato, aunque no se bubiese 
celebrado convención escrita al respecto; pues la ampliación del 
edificio en que vivían y el pago de la contribución correspon- 
diente H 879 riel campo 1 ne ocapabán se explican, primero por 
la necesidad de darse comodidad, y to segundo por el uso gratui- 
to que hacían del campo. 

6> Que ú la misma demostración rotiriucen el hecho también 
probado de que don Teóíilo y su bijo don Emilio sucesivamente 
pagasen siempre la contribución directa de todo el « ampo sin 
que conste que don Teo toro hubiese abonado por la fracción de 
la • Estancia Vieja » más que un año, el de 187!) al 1880, por 
1300 cuadras, el de baber alambrado don Emilio Duportalúsu 
sola costa en 1876 todo el campo, incluso el de Ja « Estancia Vie- 
ja >, sin protesta de parte de la familia de don Teodoro y el re- 
conocimiento expreso que don Daniel Dupurtu), uno de los de- 
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mandados, hiiocn 1888 de qae el campo de la « Estancia V li- 
ja» pertenecía en propiedad ádon Teóiilo Duportal (do-'i men- 
tó de Toja 98 reconocido á foja 124) t pues estos hechos y las 
circunstancia* antes «puestas poii<?n de maniliesío la liberali- 
dad de don Teóíüoy de don Emilio DuporUl propietarios proha- 
dos y antiguos poseedons de todu el campo, para con sus parien- 
te* inmediatos los sucesores de don Teófilo y ninguno de ellos 
ui de los hechos probados por la demanda conducen á presumir 
que fuera otm la causa 6 el título de la posesión en que hoy se 
encuentran. 

7 o Que probado así el dominio de los arlores i-n el campo 
cuestionado, anterior al hecho «le la posesión de los demandados 
sin qne ésfc'B hayan exhibido título de propiedad, y probado 
también que ésto* poseen en virtud de un comodato, queda jus- 
tificada la demanda ya se haya querido usar en ella la acción 
de este contrato (arl . 2285 -leí Cod . Civil), ó la de reivindicación 
(art. 2758 y 2790 'leí cód. cit.) ( y el comodato sin plaio tijoen 
virtud del cual poseen tos demandados queda también probado 
en U demanda, ja se haya ejercitado eii ella ta acción de este 
contrato ó la reivindicutoria. 

Prescripción treintenaria 

Considerando respecto d* esta excepción: Qne para que la 
po&eaion sea hábil para la prescripción, es necesario» tratándo- 
se de un campo como en el presente caso, que de la prueba ren- 
dida conste entre qué límites 6 e.i qué extensión superficial se 
ha ejercido* Esto es óbvío y no necesita demostración, la pose- 
sión como el dominio debe versar sobre cosa determinada. 

Sobre este punto así esencial, el testigo José Mansilla foja.,, 
afirma que la extensión poseída por los heredaros dv don Teo- 
doro, es de 40 cuadras por 45 ; es decir, 1000 cuadras ruad ra- 
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das. Trijon, Cerdoso, José Urniti, Miguel Ramírez y Pedro 
Haijscarringo se limitan A contestar ülir mutiviimt- ntc á la 
pregunta de) interrogatorio sobre ai salten y les consta que los 
sucesores de don Teodoro Duportal lian poseído el cumpo en 
cuestión en uña extensión de tres cuarto* de legua ú sentí 1200 
cuadras cuadradas. Pero, ¿orno subían estos testigos que la 
posesión se ejerció y se ejerce sobre tres cuartos de legua? No lo 
dicen y la falta de explicación, que es la razón de so dicho, 
destituye de valor probatorio á sus testimonios, mayormente 
cuando no existe mensura alguna á que puedan referirse ; la 
extensión no puede caberse con precisión duno el hecho de la 
posesión por la sola inspección de los sentidos sin verificar la 
medida. 

El área poseída fué recien determinada por el alambrado 
construido en 1876 por don Emilio DitpoTti) á que aluden los 
testigo? Doman bi, Cardosn, Mansilla, etc., si es que ese alam- 
brado sólo si-paró did resto del campo la parte ocupada por ellos 
y no otra porción más que ocupab.i y continuó ocupado don 
Emitió y sus hijos, como lo aGrma el ex-admiuistrador don Juan 
Guiard, de modo que la posesión de cosa cierta no ha corrido 
!os treinta anos que la ley exige para prescribir sin títulos. 

Que otro requisito esencial en la posesión, para prescribir, es 
que ella sea exclusiva de parte del prescribiente, y no promis- 
cua con el que disputa el derecho á la propiedad (Aubryy Uau, 
toma 2<\ párrafo 217 y Troplong, 1252). Pito délas constan- 
cias d ■ á'tft os resolta probado que don T cotilo y don Emilia Du- 
portal, sucesivamente, ejercían actus posesorios en la fracción 
de campo de la * Kstancia Yicjat al propio tiempo que los su- 
cesores de don Teodoro por lo menos hasta 1870, consistiendo 
esos actos en el pastoreo de sus ganados, corte de maderas, 
mensura por Trueca en 1860 y finalmente el alambrado gene- 
ral d«d campo en 1876. 

Que además es de expreso derecho íurt. 4015) que la pose- 
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siou para usucapir el dominio debe ejercerse animus ttommi 
con intención de dueño, ¡mea si se tiene á nombre de otroó re- 
conociemio en un tercero el dominio, no bay íerdatefa pose- 
sión ainó simple tenencia ile ta cosa (art. 2461 y 2462 del códi- 
go citado). 

En los considerandos 2*, 3", 4\ 5 n y 6 n se ha demostrado 
que los herederos de don Teodoro Du portal ban pi incipiado á 
poseer en virtud de un comodato tácitamente convenido condón 
Teófilo Duportal y es eu ese oaráter que han continuado la po- 
sesión porque como dice el artículo 2953 del Código Civil, * na- 
die puede cambiar por sí la causa de su posesión... El que ha 
«omenaado á poseer por otm, se presume que continúa poseyen- 
do por el mismo titulo, mientras no se pruebe lo contrario». 
Esa prueba á que el artículo 29a3 citado alude debió re- 
ferirse en este caso á actos exteriores ó públicos producidos por 
los sucesores de don Teodoro con la intención inequívoca de 
privar á don Teófilo ó :i sus herederos de la facultad de dispo- 
ner del terreno en cuestión obteniendo ese resultado, pues ese 
es el único medio por el cual el simple tenedor puede cambiar 
por sí lu naturaleza de su posesión (artículo 2438, cód. citado). 

Los demandados no han justificado ningún hecho de isa na- 
turaleza hasta el 29 de Ruero de (891, fi cha en que los deman- 
dante dieron el campo áTli. Bracht y loa demandados se negaron 
á entregarlo; porque la protesta á la mensura de 1893 que lle- 
vaba esa tendencia, sobre ser clandestina respecto de los pro- 
pietarios del campo á quienes no se les notificó cjuio corres- 
pondía, tampoco produjo el efecto de impedir la mensura. 

Dejando de lado el comodato, causa y origen de !a posesión 
de los demandados, ul carácter precario de su posesión está mas 
directamente probado por el documento de foja 98, reconocido 
por uno de ello», dou Daniel Duportal, A foja i2i; en el qoe de- 
lata que el campo comprado por parte de don Teodoro á Mon- 
tero y Cr spoestá determinado por una linea recta cuyos ex- 
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tremo* están á dos mil metros de I mojón esquinero Nord-Eate 
del campo de propiedad de don Teófilo Duportal sobre la línea 
Norte deeate «ampo qtie fué fijado por el agrimensor Triacca 
en 1866. 

Y ese mojón se encuentra en el lado exterior del cumpa de 
la Estancia Vieja como puede verse en el plano de la mensura 
de foja 8. Esta <xposicioo es, pues, un reconocimiento neclin 
por uno de los demandados del dominio de don Teófilo en la 
fracción disputada. 

Igual demostración sumiuistra la declaración del testigo de los 
demandudos don Manuel Pe rey u, foja 29¡ , según la cual al prac- 
ticarse sn 1883 la mensura del campo de don Cayetano Cabrera 
Undante por el Oeste c<m la fracción disputada (plano de foja 8) 
él, en su carácter de Alcalde, cito para la mensura á don Teo- 
doro üuportal por creerlo con derecho en la Estancia Vieja y 
úste le contestó que citase á don Juan Guiurd como encargado, 
represen i ante de don Emilio Duportal y así lo; hixo, citando i 
(Juiard y laminen á don Teodoro por la parte de campo que 
éste había comprado á Carabalto con taque también linda el de 
Cabrera como lo demuestra el informe del Departamento Topo- 
gráfico iW foja 154. 

Contra estas manifestaciones de los mismos poseedores nada 
vale la creencia errónea en que hubiesen estado los testigos de 
que aquellos eran propietarios del campo que ocupaban, pues la 
intención del dueño, que la ley exige en la posesión, es un acto de 
voluntad del mismo poseedor manifestado por hecho que no 
puf de ser suplido por la opinión que formen los terceros extraños 
á la posesión. 

Por estas consideraciones : declaro que los actores han 
probado su demanda, ya se hayan propuesto ejercitar la 
acción directa del comodato ó la real reivindicatoría, y que los 
demandados no inu justificado debidamente su excepción de 
prescripción ni las demás defensa* alegadas y condeno á éstos 
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á desocupar la población y campo da la Kstancia Vieja que es 
objeto de la demanda y dejsrlo en condiciones de que los ado- 
ren entren libremente á poseerlos en el término de 40 días, que- 
dándoles 4 salvo su derecho para demandar las mejoras que 
hubiesen hecho si es que entendiesen tener derecho pura ello; sin 
especial condenación en costas, Notifíqu ese ron el original y 
repóngase los sellos, 

.V. de Teznios Pinto. 



r*lla> 4« l» tasrtaM €•■>** 

Buenos Aires, Julio 11 de 1899. 

Vistos: Considerando : I' niñero .- Que el recurso de nulidad 
interpuesto contra la sentencia de foja doscientos dies por el 
escrito de foja doscientos treinta y cinco, no se basa en ninguna 
de las circunstancias que lo haría procedente, según el articulo 
doscientos treinta y tres de la ley de procedimientos, puesto 
que no se alega que S i misma sentencia sea vinlatoria de las 
formas legales que ha debido guardar, ni que se baya dietado 
en virtud de un procedimiento defectuoso* sino en que habién- 
dose intentado la demanda invocando una acción posesoria ha 
sido fallada como si se tratase de una acción real. 

Segundo: Que la expresada sentencia no adolece del defecto 
imputado que importa pura tos recurrentes acumular ó confun- 
dir un juicio posesorio oon uno petitorio (foja doscientos treinta 
y rinco), por cuanto ya se considere la demanda como desalojo, 
ya como restitución dada en comodato, no ba debido informar 
un juicio posesorio que está destinado solamente á los litigios 
sobre la posesión de inmuebles A los efectos señalados en el 
articulo dos tnil cuatrocientos ochenta y siete del Código Civil. 
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Tercero; Que si el juicio a ü mulo por la sentencia recurrid 
ha sido petitorio por su natu ralez i, no podrí i tacharse el proce- 
dimiento que ha dado lugar á la sentencia que tu remata, por 
prescindirse en esta de ta calificación que los actores hubieren 
dadoá ta demanda ó acción por elinsdeducida, una fea que no 
es á ésta calificación posiblemente errónea á la que dehe aten- 
der el juez para el procedimiento y para ajustur la sentencia á 
lo dispuesto en el artículo trece de la citada ley, sino á las for- 
malidades prescriptus pur el articulo cincuenta y siete de la 
misma, á las cuales se ha atenido como lo han hecho los recu- 
rrentes para contestar la demanda y para hacer mérito de las 
excepciones contenidas en lo» escritos de.fojas cincuenta y echo 
y sesenta y ocho, en el último de los cuates se reconoce explícita- 
mente que es un juicio ordinario el que debe instruirse con mo- 
tivo de ¡a demanda de luja treinta y cinco (primer cuerpo). 

Cuarto : Que las excepciones de que queda hecha referencia 
en el precedente considerando aparecen i-ompletameute desau- 
torizadas, como jurídicamente imposibles ante ios hechos que 
se suponen generadores de la llamada posesión de los deman- 
dados, 

tjntnto : Que en efecto á haberse hecho va mil ochocientos cin- 
cuenta y cuatro como se dic -d foja sesenta, ta separaciun sucial 
y Indivisión por la cual la viuda é hijos de don Teodoro Diipor* 
tal tomaron la * Estancia Vieja » con la fracción de cimpo nie- 
n urque la que tomó don Tu di lo por la tuisina división, ninguno 
de los actos de dominio y señorío que á Toja sesenta vuelta s.e dice 
que fueron realizados, pudieron haberse efectuado una vez que 
el mismo don Teófilo en la fecha citada no estaba investido 
de otros derechos respecto del campo en cuestión que los de mero 
ocupante ó cu juno por la cesión que tuvo en mil ochocientos 
treinta y cineo del concurso de Frías, según la escritura rela- 
cionada á foja una vuelta, no habiendo obtenido la propiedad 
del nmino campo sino eu Enero de mil ochocientos sesenta y 



UC JUSTICIA (IACIOHAL 



449 



cuatro, coma su ve por la escritura que también se relaciona 
n foja nueve Tiielta, como otorgada á su fa?oi por el gobierno 
■le la provincia de Entre Ríos. 

Sexto : Que por virtud de una cesión semejante, ya que el tí- 
tulo primitivo estaba extendido únicamente en favor de don 
Teófilo, la ocupación de los cesionarios no habría tenido carác- 
ter y efectos de una posesión ad usucapionem, sinó el carác- 
ter v efectos de una mera tenencia delcumpu en nombre del go- 
bierno de Entre Ríos, de acuerdo con la disposición de las leyes 
veintidós, título veintinueve, y quinta, título treinta de la par- 
tida tercera qae incorpora el Código Civil en el artículo do» mil 
trescientos cincuenta y dos. 

Sétimo i Qne en la mera tenencia que sé expresa en el an- 
terior considerando, debe reputarse que continuaron los deman- 
dados respecto del campo que habían ocupado en ese carácter lo 
qne les imposibilitaría pura prescribir contra el fisco de Entre 
Ili.is ni contra su sucesor don Teófilo, dada la regla del artículo 
dos mil tresoientos cincuenta y tres del Código Civil que trae 
una aplicación constante desde el Derecho Romano : nenio sibi 
eamam potsessionis muíate potest. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
apelada de foja doscientos diei y ocho no haciéndose luqar al 
recurso le nulidad deducido á foja doscientas treinta y cinco, 
so confirma dicha sentencia con declaración de que las costas 
del juicio, deberán pagarse ene! orden causado. 

Notifiques* con el original, y repuestos los sellos,devüélvanse. 

r 

BENJAMIN PAI. — ABEI> BAXAN. 
— OCTAVIO BINCÉ. — JUAN 
B. TORRENT. — H. MARTIRES. 

* 
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FAMOft DS LA MJMlfcllA CilHTB 



«'AURA «f XLVII1 



Criminal contra el Alférez don Juan Thompson y el soldado 

Juan ttios del linimiento :i° de caballería de línea, por 

atentado contra ta oficina telegráfica de l.imay; xobre com- 
petencia. 

Sumario. — Kl utentudo cometido por militares contra una 
opina telegráfica «¡el Estado;, no es delito sujeto á la jurisdic- 

. ion militar. 



C as0m _ Uesiilta di* las siguientes piezas: 



vista ii el fiscal (ad hoc) 

Señor Juez: 

El liseal adkoe i V. S. dice: el señor ¿efe de U línea militar 
de los Andes se niega á entregar á los indifiduoi Thompson y 
Rius t pues dice «que en este caso no corresponde la jurisdicción 
urdinariu, á estar al tenor del articulo 519, inciso *\ del Có- 
digo de Justicia Militar en Uparte que trata del orden de las 
com pete acias i, y después de transcribir este inciso obseda, 
«que el oíicial Thompson ba sido juzgado y penado por las fal- 
tas cometidas, en cuya virtud ha sufrido arresto en un cuartel 
y que por otra parte cualquiera que fuesen las faltas cometidas 
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por dicho oficial, la ¿rden no debe serle trasmitida por autori- 
dad civil ó ponérsele á su disposición, sino por la superioridad 
militar, fundándose en el artículo 199 del reglamento de ser- 
vicio interno.» 

£1 citado Código de Justicia Militar en el título VI, dice: 
« que á la jurisdicción militar corresponde (art J 19, inciso 2°) los 
delitos y faltas que afectan directamente el derecho j los in- 
tereses detestado ó de los individuo!), cuando son cometidos por 
militares en actos del servicio militar ó en lugares sujetos ex- 
clusivamente á la autoridad militar como ser platas de guerra, 
teatro de operaciones, campament e, fortines, cuarteles, arse- 
nales, líos piules, y demás establecimientos militares.» 

Kíj primer lugar, el d-li t-o qiu se persigue en el caso $ub~judice 
•e ha cometido en un lugar que no está de manera alguna su- 
jeto ni delusiva, ni directa, ni indirectamente á la autoridad 
militar como ¡o viene a comprobar el hecho de que sea el señor 
Ministro del Interior el que se ha;» dirigido á V. S. en su nota 
de foja 12, manifestando que se ha recibido en ese ministerio 
una nota de la Dirección General de Correos j Telégrafos de- 
nunciando un atropello á mano armada cometido por el Aliena 
Thompson» perteneciente á la División del Bio Negro, contra 
el gefe de la oíicina Telegráfica de Lima?, j agn-ga que estos 
heuhos se encuentran previstos y penados por las lejes de jus- 
ticia nacional de f 4 de Setiembre de 1863 (titulo VIII, arti- 
t ulo 50) j por la de Telégrafo Nacional (art. 50) á la ves de que 
se remiten á S. S. los antecedentes del asuuto iniciado por la 
Dirección General de Correos. 

Luego, pues, señor juei, se trata de un delito común que cae 
bajo la jurisdicción ordinaria, permítame T. S. recuerde los 
fundamentos de la nota del señor ministro del Interior, doctor 
Yofre, autoridad indiscutible en el foro a rgentino, y de ningu- 
na manera bajoel imperio de la jurisdicción militar. 

Por aquellos fundamentos, este m miste rio pide á V, S. sos- 
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tenga la jurisdicción de este juigadu, en el conocimiento de 
.r.encionuda causa, dictando para llegar ú es*S resultado 1 

medidas pertinentes y necesarias 

196 ' p ' fte/iíi Sarmiento. 



del J«e» Vc« «mi 

■ 

Huenoa Aires, Mayo U Je 189K. 

Autrfs y vistos: Por las consideraciones legales aducidas en 
el precedente dictámen fiscal que se reproducen por conside- 
rarse arregladas á derecho, y de las que resulta la competencia 
do este juzgado p¡ira entender en la presente causa, elévesela á la 
Exma Suprema Corte Federal a lin d.; que se sirva pronunciar- 
se sobre la cuestión referente á la competencia sostenida por 
la autoridad militar, ¿ la que iguclmente se le pondrá en su 
conocimiento la presviite resolución d los line*. consiguientes, 
librándose los respectivos oficio* pira el cumplimiento de lo 

mandado. , , 

Facundo Lamarca. 

\|]t(? Ilfc£ r 

iHetjo C. Mendoza. 



VISTA UfcL SCftOÜ PHOCUAADOR GENERAL 

Buenos Aires, Junio 27 de 1899. 

Suprema Corte: 

El atentado cometido por el alferea Thompson y el soMado 
Uios, no se relaciona con acto alguno del servicio militar» no 
ha sido perpetrado en lugar que por alguna oauaa esté directa 
ó indirectamente sometido á aquella jurisdicción. Es un delito 
cometido en daño del Estado contra mu Administración del 
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Telígrafo Nacional , delito de carácter común, preristG y cas- 
tigado por la ley sobre Telégrafos Nacionales y lude crímenes 
contra la Nación de 14- de Setiembre de 1863. 

Creo pOT ello, d* acuerdo con lo establecido en la resolución 
del señor Ministro del Interior, agregada en copia autoriiadaá 
foja II , j lo resuelto por el jue» a rytio, á frja 37 que el conoci- 
miento de esta cansa no está comprendido en las disposiciones 
del título 6" del Código de Justicia Militar, sobre organisadon 
y competencia de loi Tribunales Militares, y corresponde á la 
del señor jaca federal d,-l territorio nacional del llio Negro. 

Sabtniana Kier. 



Buenos Aires, Julio 11 de 189Í*. 



Vistos y considerando: que, como lo dice el señor Procurador 
general, los hechos que han dado tugar á la formación de este 
proceso, misten el carácter de delito común, estando sus au- 
tores sometidos á la jurisdicción del mismo órden. 

Que la circunstancia de que los acusados sean militares» no 
modifica la conclusión anterior, por cuanto los fueros persona- 
les están abolidos, y no concurren, además, los requisitos in- 
dispensables pan que proceda el ejercicio de la jurisdicción 
militar. 

Por esto y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el süuot 
Procurador general, se declara que el coaocimientodeesta causa 
es de la competencia de U justicia ordinaria. Devuélvanse. 



iEIUAMin PAL — AÍ*L 1AXM. 
— OCTAVIO MTNGft. — JUAN 
E. TOnMNT.— MáATWU. 



